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Introducción

La historia económica de España en el siglo XIX es, como la historia de otras economías europeas, la búsqueda por tratar de hacer crecer la riqueza nacional sobre la base de una nueva sociedad de carácter liberal. En este sentido los cambios que se estaban experimentando en otros países no eran ignorados por los dirigentes y los agentes políticos y económicos hispanos. Desde fines del siglo XVIII las ventajas derivadas del crecimiento de la renta per capita en naciones como Inglaterra eran percibidas por una parte de la sociedad española como un ejemplo a imitar. Sin embargo, los obstáculos políticos y legales que se levantaban en España para conseguir esos objetivos eran todavía muy grandes, hasta el punto de que, si no desaparecía la mayor parte de ellos, difícilmente se podría construir un marco institucional nuevo, que permitiera hacer posible el desarrollo de las fuerzas desencadenantes de la industrialización y, por tanto, del crecimiento de la economía.

Desde los comienzos del proceso de emancipación de la América hispana y las convulsiones sociales asociadas al desencadenamiento de la Revolución en Francia, la España de fines del siglo XVIII había iniciado el proceso de transición hacia una sociedad que se preveía liberal. El trayecto fue complicado y no estuvo exento de problemas, haciendo fracasar muchas de las medidas tomadas por el reformismo ilustrado. Sólo con un nuevo marco institucional podían enfrentarse los nuevos problemas de fondo, tanto sociales como económicos que aquejaban a España, especialmente el acceso al poder de las capas burguesas y el desplazamiento de los grupos privilegiados, como la nobleza y el clero. Las Cortes de Cádiz en 1812 diseñaron el edificio legal a partir del cual se pondrían en marcha los cambios políticos y económicos. El proceso no fue fácil ya que, tras diversas alternativas, no comenzaría a consolidarse sino hasta 1830, después de la guerra contra Napoleón y el restablecimiento de la Monarquía Absoluta en 1814. A partir de entonces, se inauguraría una nueva etapa de definición del modelo de crecimiento económico bajo el primer liberalismo que se prolongaría hasta 1868. Fueron años decisivos ya que durante esta época se pusieron en marcha los cimientos de la economía contemporánea española. Nuestro libro trata de recoger cómo se diseñaron esas bases, cuáles fueron los problemas y el comportamiento de las principales variables económicas hasta que esta etapa se cerró con un doble acontecimiento, político y económico al mismo tiempo: la crisis económica de 1866 y la Revolución de 1868.

Con este marco general el libro aborda este período de definición y consolidación del primer capitalismo liberal, con un esquema interno que podríamos definir como “clásico”. Esto es, en primer término nos ocupamos de las personas y su evolución cuantitativa, esto es, el comportamiento de la población como factor económico de primera magnitud. Partiendo de las importantes restricciones estadísticas que existen históricamente en España, se reconstruyen las tendencias generales de los efectivos demográficos hasta la década de 1870. Fueron, como se explicará más adelante, años de cambios no muy profundos, pero apreciables en el conjunto de España, especialmente en algunas regiones. Se avanza así en un punto que repetiremos en la exposición de otras variables y sectores de la economía española: la diversidad de los comportamientos regionales. Aun a pesar del crecimiento experimentado por la población en términos absolutos, ni la natalidad ni la mortalidad mostraron, en este período, rasgos de cambios profundos que pudiesen identificarse con los propios de una transición demográfica o modernización del ciclo vital. Salvo en los casos de Cataluña y, en menor medida, el País Valenciano, donde hubo claramente un régimen demográfico más parecido al de los países del Norte europeo, el resto de las regiones españolas apenas esbozaron una disminución apreciable de la mortalidad que, con elevadas natalidades relativas, empujaron hacia delante la población absoluta hasta que el último tercio del siglo, ya con recuentos estadísticos disponibles, comience a manifestar algunos cambios más importantes, tales como la emigración o las mejoras relativas en la mortalidad infantil.

El sector agrario por su parte fue el que mayores estímulos recibió durante las tres cuartas partes del siglo XIX. Al constituir la base de la economía española parecía lógico que los liberales modificaran desde el primer momento sus bases de funcionamiento. Con una ganadería basada en la exportación de la lana en recesión y decadencia tras la desaparición de la Mesta, el sector agrario vio cómo se modificaban las leyes de propiedad de la tierra y se introducían los derechos de libertad individual en la explotación. Todo un abanico de medidas legales iniciadas en la Constitución de Cádiz acabó con los usos comunales de la tierra, abolió el diezmo, desvinculó mayorazgos y sentó las bases para iniciar un vasto programa de venta de tierras hasta entonces controladas por la Iglesia y por el Estado, conocido como desamortizaciones. Todo este plan tuvo un conjunto de consecuencias muy importantes para la agricultura ya que amplió la superficie de cultivo y permitió aumentar las cosechas. El sector inició un proceso de diversificación de cultivos que, aunque limitado a algunos productos y centrado sólo en algunas regiones, en conjunto significaron claras mejoras del sector agrario, aunque ni la productividad creció apreciablemente en el largo plazo, ni se logró acabar completamente con las llamadas crisis de subsistencias —típicas del Antiguo Régimen— que todavía se manifestaron, aunque esporádicamente. La articulación del mercado interior de productos agrarios dio importantes pasos en combinación con una política arancelaria restrictiva a los productos agrícolas procedentes del exterior y con el establecimiento de la red ferroviaria que desde 1855 comenzó a tenderse en el suelo ibérico.

La avances de la agricultura fueron limitados y no consiguieron alinear el agro español con el de los países del Norte europeo como Inglaterra, Holanda o la más retrasada Francia. Ello supondría ciertas limitaciones al desarrollo de la industria moderna, aunque no la mayor de ellas. El sector secundario tomó la senda de la modernización en dos de los sectores más significativos de las primeras etapas de las revoluciones industriales: el textil algodonero y la industria metalúrgica. En el primero, la mecanización fue limitada y el crecimiento de la producción sólo fue realmente significativo a mediados de siglo. Sólo Cataluña concentró la mayor parte de la industria organizada bajo claves modernas y con pocas fábricas y empresas que integrasen la totalidad de las fases de producción. La ausencia de una vocación exportadora y el relativamente poco elástico mercado nacional, aún en condiciones de ausencia de competencia por el proteccionismo de las tarifas aduaneras, retrasaron la modernización del sector al último tercio del siglo. Con todo, el textil algodonero y el lanero fueron las industrias hegemónicas en Cataluña y el País Valenciano. Por otra parte, los brotes industriales en el sector de los acabados y transformados metálicos tendieron a ubicarse allí donde inicialmente existía dotación de recursos naturales necesarios, tales como el carbón y el mineral de hierro. Asturias era la región ibérica que disponía de estos recursos, además de una tradición en la producción de manufacturas metálicas. Sin embargo la escasez de los transportes y otros factores de localización acabaron erigiéndose en obstáculos insalvables para desarrollar una moderna siderurgia. En ello tuvo especial importancia la competencia que tempranamente llevaron a cabo las producciones malagueñas que fueron las pioneras en los orígenes de la siderurgia española moderna. En ambos casos acabarían fracasando los diversos intentos de desarrollar una industria moderna en el sector de la producción de bienes de producción. Hasta la creación, en la década de 1860-1870, de esa misma industria sobre bases más sólidas en el País Vasco, España no contaría con una industria siderúrgica —basada en el carbón inglés y el mineral de hierro vasco— moderna.

Dos de los puntos de mayor trascendencia en el programa liberal para llevar a cabo la modernización económica del país fueron la creación de un sistema financiero y el impulso realizado para la instalación de los ferrocarriles. Ambos aspectos fueron abordados de forma conjunta a partir de la legislación nacida del llamado bienio progresista. Hasta entonces el panorama bancario español se había reducido a entidades como el Banco de San Carlos y el de San Fernando, que no habían conseguido monetizar la economía española a un ritmo rápido, ni habían ido más allá de cumplir con el papel que el Tesoro público les había adjudicado: el adelanto de fondos al Gobierno. La banca de emisión y las sociedades de crédito surgieron entonces como alternativa para canalizar las inversiones de capital foráneas necesarias para poner en marcha el ferrocarril. Este nuevo sistema de transporte se había convertido en una suerte de panacea que vendría a solucionar buena parte de los problemas de retraso que acumulaba la economía española. Con un problema secular de incomunicación que los sistemas tradicionales de transporte no habían podido superar, a pesar de los intentos de modernización de carreteras y caminos iniciados en 1830, el ferrocarril no se pondría en marcha en gran escala hasta 1855. Sin embargo, a corto plazo, el modo en que se construyó y los problemas coyunturales de la economía redujeron sus hipotéticos efectos benéficos. Las franquicias para la importación de material ferroviario, tanto móvil como para instalaciones fijas, contribuyeron a impedir el desarrollo de una industria siderúrgica. Sin embargo, a medio y largo plazo, el ferrocarril tuvo unos claros efectos positivos a pesar de que la crisis financiera de 1866 y la política de 1868 acabaran con una primera fase de construcción que apenas se tradujo en un mapa de líneas todavía muy esquemático y sin conexiones para el conjunto peninsular. La disponibilidad de un sistema de transporte más rápido y regular, a costes comparativamente más reducidos que el de otros medios alternativos, sentó las bases para que, a largo plazo, los beneficios sociales y económicos afectaran al conjunto de la población.

Uno de los aspectos capitales en el proceso de modernización liberal en el siglo XIX fue la reforma del sistema tributario. El aparato fiscal constituía una pieza capital en el diseño del nuevo Estado que los liberales pretendían construir tras la crisis del Antiguo Régimen. Hasta la reforma introducida por Alejandro Mon y Ramón Santillán en 1845, la Hacienda pública se había debatido en una escasez crónica, que impedía elevar los ingresos a partir de un esquema anacrónico e ineficiente y con una administración incapaz de cumplir con los objetivos mínimos diseñados por los sucesivos ministros de Hacienda. Sin recursos fiscales difícilmente podría ponerse en marcha en todos sus aspectos un programa de modernización económica de infraestructuras o servicios. El nuevo sistema tributario se cimentó en la imposición de producto con la gran limitación de dejar al margen dos importantes fuentes de rendimiento: el capital y el trabajo. El fraude, la ocultación y la incapacidad de los impuestos de producto para seguir el crecimiento de la economía española dieron como resultado el mantenimiento de una estructura impositiva claramente insuficiente. El recurso a la emisión de deuda pública fue el mecanismo a través del cual se consiguió satisfacer a corto plazo las obligaciones del Estado, pero su utilización sistemática condujo a momentos muy apurados. El rechazo de la deuda española en los mercados internacionales y los denominados arreglos que se llevaron a cabo a lo largo del Ochocientos acabaron mermando el crédito y la confianza de los inversores en la economía española. Sus repercusiones negativas fueron estructurales y constituyeron uno de los elementos más negativos para la economía.

Aun a pesar de los aspectos negativos que se manifestaron en el curso del siglo, para la economía española el balance que realizamos en este libro no es tan pesimista como defendía la historiografía más tradicional de las décadas de los sesenta y setenta. Los elementos de cambio son mucho más numerosos que los que tendieron al estancamiento hasta 1868. En particular, el período que va de 1830 a 1860 contempló cómo se desarrollaron muchas iniciativas que buscaron el cambio de la realidad que los liberales habían heredado del Antiguo Régimen. Las resistencias eran todavía enormes y las realizaciones, aunque bien encaminadas, resultaron insuficientes. La economía española trató de seguir la senda de los países más avanzados del continente aunque sin lograr alcanzarlos.

* * *

Este libro ha tenido una larga etapa de gestación. A lo largo de casi tres años se han venido sucediendo nuevas publicaciones de libros, trabajos de investigación y artículos que han analizado y ampliado muchos de los aspectos que aquí se tratan. Hemos pretendido incorporar todos aquellos puntos que esta reciente producción historiográfica ha replanteado o aquellas interpretaciones más novedosas basadas en nuevo material o documentación histórica. Somos conscientes de que la literatura sobre la historia económica del siglo XIX español, por fortuna, ha aumentado considerablemente en los últimos decenios y que, fruto de la excelente calidad de los materiales que han salido a la luz, disponemos de síntesis atinadas y de gran nivel. Nuestro objetivo ha sido aportar una visión de conjunto que debe entenderse como complementaria de la ya existente. Sin embargo, como los lectores podrán advertir, no hemos renunciado a mantener nuestras propias interpretaciones, a partir de un análisis histórico propio. Con mayor o menor fortuna todos estos aspectos y los enfoques que mencionábamos están en el texto o en la bibliografía comentada. Quizás el lector observe que el ámbito cronológico de este libro no es el más adecuado para abordar la historia económica española. Estaríamos esencialmente de acuerdo. Pero los objetivos editoriales y la coordinación de la obra general así lo aconsejaban. En todo caso, hemos hecho un esfuerzo por darle continuidad al análisis cuando el punto concreto o la temática abordada así lo requiriese. No estamos demasiado seguros de haberlo conseguido, pero sí de haberlo intentado. El lector en todo caso juzgará.

Todo trabajo es objeto de ayuda por parte de amigos y compañeros de profesión. Este no es una excepción. Salvador Palazón leyó la parte correspondiente a la población, realizando sugerencias y comentarios muy valiosos que no estamos seguros de haber incluido en su totalidad. Por otra parte es de justicia agradecer la plena confianza de nuestra buena amiga Elena Hernández Sandoica, quien como coordinadora nos propuso participar en el proyecto de la redacción de estas páginas. Hemos intentado combinar los aspectos docentes con los investigadores a lo largo de todo el texto, aunque sin cargar en exceso de monografías la parte de investigación. A todos los amigos y colegas que hacen historia económica les estamos agradecidos por su ayuda y sus estímulos, tras algunos años de intercambios dentro de la profesión universitaria. Nuestros estudiantes de Historia Económica de España en la Facultad de Económicas y Empresariales de la Universidad de Alicante han aportado también su parte, tras muchos cursos de docencia compartida. Este libro está dedicado a nuestro hijo Alvar con quien hemos tenido la dicha de compartir el tiempo de redacción de sus páginas. Esperamos que ambos tengan y disfruten de una larga vida.


1

La población española: una modernización limitada en el siglo XIX

Para el conocimiento de la economía española, el factor demográfico supone uno de los de mayor importancia. Por un lado, constituye la base sobre la que partir para considerar la distribución, la generación de la renta y la riqueza obtenida a partir de los recursos del mercado. Por otro, es el elemento fundamental en la evolución de la demanda. Los estudiosos señalan que, en el siglo de la Revolución Industrial, los cambios demográficos fueron tan importantes y de la misma envergadura y transcendecia que aquellos que tuvieron lugar en el ámbito de las actividades productivas (E. A. Wrigley, 1991). En cierta medida las modificaciones que operan en la composición de la población, en su crecimiento vegetativo y en las tasas de natalidad y mortalidad son, en los países que afrontaron la transición a la industria, fundamentales para desentrañar y conocer la industrialización misma. En este sentido los estudios realizados por la demografía histórica centrados en la transición desde economías básicamente agrarias a las economías industriales han avanzado en el conocimiento de las características que presentan las poblaciones de “tipo antiguo” -coincidentes con las sociedades de base agrícola— frente a las que presentan las poblaciones industriales o de “régimen nuevo”. Los rasgos comunes que idealmente presentan estas diferentes caracterizaciones varían en la realidad histórica y mucho más entre los diferentes países.

En Europa, en el siglo XIX, puede afirmarse que, en términos generales, cada país adquirió sus propios perfiles en el proceso de transición demográfica, desde la economía del Antiguo Régimen a la era del capitalismo industrial. Sin embargo, a largo plazo, las naciones avanzadas se aproximaron rápidamente en cuanto a sus rasgos estructurales en el comportamiento de su régimen demográfico: disminución de la mortalidad de forma drástica y mantenimiento e incluso avances en la natalidad, en una primera fase, para caer luego a largo plazo. El resultado del nuevo orden en la población fue un mayor crecimiento vegetativo y una creciente esperanza de vida. El proceso adquirió ritmos diferenciados en cada uno de los países europeos durante el siglo XIX y parte del XX, pero esencialmente las pautas fueron las mismas para las naciones más avanzadas de la Europa occidental. Sin duda, el modelo paradigmático lo constituyó el caso inglés, cuyo crecimiento y pautas fueron bastante diferentes al resto de los países del viejo continente (cuadro 1.1).

CUADRO 1.1. Evolución de la población de algunos países europeos (1600-1850)

[image: ]

FUENTE: M. Livi-Bacci, 1988: 19.

Por lo que se refiere a España, el proceso de modernización del ciclo demográfico no tuvo lugar hasta el siglo XX, como es conocido gracias a los estudios realizados por los demógrafos (R. Nicolau, 1989: 53-90). En contraste con la evolución de los efectivos poblacionales de los países europeos que habían experimentado desde la segunda mitad del siglo XVIII el proceso industrializador, España sólo creció modestamente y con unos ritmos mucho más pausados que los que alcanzaron Gran Bretaña, los Estados Alemanes, Francia o Suecia a lo largo del siglo XIX. Las tasas vitales hispanas mostraron rasgos específicos respecto a las naciones adelantadas en cuanto a su ritmo de crecimiento y su evolución general (J. Nadal, 1991). Lógicamente la aceleración de los cambios asociados al aumento de la productividad agraria y al crecimiento del producto industrial fueron más rápidos e intensos en los países citados, mientras que, en el caso español, el ritmo de introducción de estas variaciones no sólo fue comparativamente más lento, sino que estuvo sometido a períodos alternativos de rápido crecimiento pero más dilatados estancamientos.

Los estudios sobre demografía española del período que nos ocupa (1808-1868) son abundantes y de excelente calidad, si bien hasta el levantamiento del primer censo estadístico de la población española realizado en 1857, la fiabilidad de los datos disponibles no es muy elevada. Con todo, las monografías disponibles para el análisis histórico de la población han crecido en número y en calidad mientras que las síntesis realizadas por especialistas han venido renovando el conocimiento y los objetivos de la historia demográfica española (V. Pérez Moreda, 1988). Gracias a todo este esfuerzo investigador, se puede llevar a cabo una reconstrucción de la trayectoria seguida por la población española durante la primera mitad del siglo XIX a fin de poder conocer la contribución de este fundamental factor productivo a la historia económica del período.

A comienzos del siglo XIX la población española rondaba en cifras absolutas los 11 millones de personas; mientras que en 1877 las cifras del censo arrojaban un total de 16.622.175 (figura 1.1). Para todo el siglo, la tasa de crecimiento anual se movió en el entorno del 0,5 por 100, no más allá de las que se habían alcanzado en el siglo XVIII. A grandes rasgos, como ha señalado Vicente Pérez Moreda (Pérez Moreda, 1997: 54-59), el siglo XIX presentó unas tasas de natalidad todavía muy altas con unas de mortalidad también elevadas, lo cual se combinó con fuertes corrientes migratorias que se concentraron en períodos muy concretos y en regiones particulares. Ello caracterizaba todavía un ciclo demográfico de tipo antiguo o de transición en el que el peso de las estructuras tradicionales familiares ligadas a una economía dual, moderna y atrasada simultáneamente, dependiendo de las regiones, continuó teniendo una importancia sustancial hasta finales del Ochocientos.

A parte de estos grandes rasgos evolutivos conviene añadir que las tendencias no fueron uniformes para todas las regiones españolas ni tampoco el ritmo de crecimiento ni las características que se han señalado se ciñeron por igual en el tiempo y en el espacio a los diferentes territorios peninsulares. Todo parece indicar que el aumento más intenso de los efectivos demográficos se centró en la primera mitad de la centuria, más en concreto en el período que se extiende desde el final de la guerra contra la Francia de Napoleón hasta los efectos de la desamortización civil de 1855. Pese a la dudosa calidad de los recuentos demográficos disponibles para estas fechas, se ha estimado que entre 1821 y 1860 la tasa de crecimiento anual fue del 0,76 por 100, es decir, el doble de la calificada como modesta tasa del 0,42 por 100, alcanzada en la segunda mitad del siglo XVIII (M. Livi Bacci, 1968). Las razones que están en la base de este rápido y comparativamente intenso aumento demográfico deben buscarse en la combinación de dos factores. Por un lado, habría que considerar las pérdidas demográficas ocasionadas por el binomio guerra-hambre que recorrió las tierras peninsulares entre 1800 y 1814. Dichas pérdidas se han evaluado en torno a las 800.000 personas. Por otro lado, habría que tener en cuenta el hecho de que el proceso de independencia seguido por las colonias continentales americanas ralentizó desde 1820 la emigración hacia los territorios de ultramar por la inexistencia de relaciones diplomáticas y por la prohibición expresa de la emigración legal hasta 1853. Ambos procesos, sobre todo el primero por lo que tuvo de recuperación rápida, se combinaron con las relativamente positivas espectativas que la revolución liberal fue introduciendo en el ámbito de la economía. La transformación de la propiedad feudal en propiedad liberal burguesa, la venta de tierras de titularidad eclesiástica y municipal y la desvinculación y la supresión de los diezmos hicieron aumentar la producción de la agricultura elevando las rentas disponibles en el sector agrario, haciendo disminuir relativamente las tasas de mortalidad y elevando las de natalidad.

Con independencia de la diferente trayectoria demográfica de cada región —sobre cuyas características se hará incidencia más adelante en relación con la diversa evolución de sus estructuras económicas—, es necesario seguir ocupándose de los grandes movimientos que presentaron las principales tasas vitales responsables de la evolución demográfica de esta primera mitad del siglo XIX.
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Figura I. I. Población total española (1787 -1900). Fuente: Pérez Moreda, 1997: 54.

Los demográfos han señalado que España, a pesar de las insuficiencias estadísticas existentes hasta 1858 desde el censo de Floridablanca realizado en 1787, poseía una tasa bruta de natalidad relativamente alta pero todavía presentaba una tasa bruta de mortalidad muy elevada durante gran parte del siglo XIX. La primera se movió casi siempre por encima del 35 por 1.000 mientras que la segunda se orientó al alza entre 1858 y 1868 entre el 29 y el 34 por 1.000. Esto ha conducido a los especialistas en demografía histórica a centrarse en el estudio de las razones que se escondían detrás de una mortalidad tan acusada, cuyo signo tan negativo realmente lastraba el proceso de modernización del ciclo demográfico español. Evidentemente, en la medida en que se pudiesen explicar las razones que están detrás de esta tendencia, se contribuiría suntancialmente al conocimiento de las debilidades y los obstáculos que existieron para el crecimiento de la economía española, dada la relación existente entre población y recursos productivos.

1.1. La persistencia de una mortalidad elevada

Del estudio de las razones que explican la evolución de la mortalidad se ha concluido que las mortalidades catastróficas provocadas por las malas cosechas y la difusión epidémica de enfermedades infecto-contagiosas fueron dos de las razones principales que contribuyen a explicar las pérdidas de población de la España del siglo XIX. En particular, los historiadores económicos han puesto el acento en las repercusiones negativas que las crisis de subsistencias asociadas a las malas cosechas recurrentes a lo largo del Antiguo Régimen y primera mitad del siglo XIX tuvieron en la elevada mortalidad que presentan las estadísticas vitales españolas. En concreto hubo pérdidas elevadas en la cosecha de cereales panificables de forma cíclica entre 1817 y 1885, con puntas en 1837, 1847, 1856-1857 y 1868 (N. Sánchez Albornoz, 1963); todo ello a pesar de las medidas de liberalización y del fuerte crecimiento de la producción agraria a consecuencia del movimiento expansivo que las nuevas roturaciones experimentaron tras los procesos desamortizadores. Junto a este argumento, las enfermedades con carácter epidémico fueron también importantes en la medida en que el hambre ocasionada por la escasez y el encarecimiento de las subsistencias debilitaba los organismos humanos y los convertía en mucho más vulnerables frente a enfermedades endémicas, como la fiebre amarilla y sobre todo el llamado cólera morbo. En efecto, las epidemias se manifestaron en la España de la primera mitad del siglo más o menos asociadas cronológicamente con las disminuciones de cosechas. En particular fueron importantes los brotes de cólera de 1833-1835, que produjeron, según las diferentes estimaciones que se manejen, entre 90.000 y 300.000 muertes; ola mejor conocida estadísticamente de 1854-1856 que ocasionó casi 240.000 víctimas. En conjunto, las evaluaciones que se han llevado a cabo sobre el impacto de las enfermedades de carácter epidémico señalan que para todo el siglo XIX hubo unas 700.000 personas que fallecieron víctimas del contagio de algún tipo de dolencia infecto-contagiosa.

La historiografía económica ha cargado las tintas en esta visión, especialmente debido a la inexistencia de estudios rigurosos de carácter demográfico a escala española e incluso regional o local, pero las investigaciones posteriores han puesto de relieve que las crisis de subsistencia no tuvieron efectos significativos de carácter general —aunque sí a escala de ciudades concretas, comarcas o regiones especialmente afectadas por las peores coyunturas— sobre el comportamiento de la mortalidad a largo plazo. Los efectos fueron más ligeros y afectaron mucho más a la caída temporal de la nupcialidad y la tasa de fecundidad, pero mucho menos sobre el crecimiento de la mortalidad (Pérez Moreda, 1997: 60). Han sido los estudios posteriores los que han ido acotando con mayor precisión las razones de la elevada mortalidad española del Ochocientos, y uno de los factores que han apuntado como responsable de la alta mortandad ha sido la mortalidad infantil y juvenil. No hay que descartar tampoco la incidencia de las guerras civiles que se sucedieron a lo largo del siglo XIX que, aunque no evaluadas globalmente, significaron pérdidas apreciables de parte de la población masculina como ocurrió con la guerra carlista en la que sólo en el bando legítimo perdieron la vida algo más de 65.000 soldados (J. Nadal, 1991: 142).

La mortalidad infantil española fue de las más altas de Europa hasta comienzos del siglo XX, en particular la que afectaba a los niños durante el primer año de vida. Así, eran normales en la España interior tasas del 250 y el 300 por 1.000, mientras que en las regiones mediterráneas la mortalidad era comparativamente inferior desde las primeras décadas del siglo XIX. Los datos de Pérez Moreda presentan una correlación inversa entre mortalidad infantil y esperanza de vida por regiones para el período 1863-1870, es decir, durante un período en el que los datos disponibles lo hacen posible (cuadro 1.2). En el interior y en la España meridional, la mortalidad infantil y la juvenil se situaron en niveles moderados a partir de 1830; sin embargo, se elevaron entre 1840 y 1860.

Fueron tiempos en los que las epidemias se produjeron sin cesar, en particular el cólera, pero también la viruela, difteria y sarampión, cebándose en la población infantil y juvenil. En principio puede parecer un retroceso el que frente a una situación previa a principios del siglo en la que la mortalidad infantil se mantuviese en niveles moderados, después creciese, con la supuesta mejora en los niveles de vida que debió acompañar a la institucionalización del liberalismo y el aumento de la producción agraria. No parecen claras estas contradicciones ya que en otros países europeos tuvo lugar un proceso de características similares. Parece que los argumentos más comunes entre los demógrafos pasan por señalar el deterioro de las condiciones de vida de los niños párvulos como consecuencia de la incorporación de la mujer al mercado de trabajo. Si bien ésta no parece ser una explicación aplicable al caso español, sí lo es el hecho de que se difundiesen hábitos poco higiénicos a consecuencia de la introducción de nodrizas en los usos sociales de la crianza y con la extensión de la lactancia artificial en vez del uso del biberón. A esta elevada mortalidad también contribuyó el bajo uso de la vacunación y en algunos casos el descrédito en que cayeron algunas vacunas. Este fue el caso de la vacuna antivariólica (V. Pérez Moreda, 1997: 59-68). En términos estadísticos un dato muy significativo es que en 1866 el 58 por 100 de los niños estaba sin vacunar.

CUADRO 1.2. Mortalidad infantil y esperanza de vida (1863-1870)
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FUENTE: Pérez Moreda, 1997: 63.

Independientemente de estas argumentaciones de tipo médico o de los cambios en los usos sociales del papel de la mujer en las economías europeas, en el caso español fue mucho más evidente la relación existente entre malas cosechas, insuficiencia alimenticia por escasez y por mala distribución comercial de los productos agrarios —o por desigualdades muy acusadas en la distribución de la renta— y la todavía muy elevada mortalidad infantil y juvenil. Las hambrunas y los problemas asociados a las crisis de subsistencias se encontraban en la base de la elevada mortalidad infantil y juvenil hasta incluso el último cuarto del siglo XIX, en que las epidemias fueron todavía muy importantes como impulsoras de esta mortalidad. De lo que parece no existir demasiadas dudas es del impacto que las mejoras económicas tuvieron sobre la disminución de la mortalidad. D. Reher ha mostrado en este último punto que las ganancias en el poder adquisitivo de la población, medidas por la evolución del salario real, fueron asociadas en el largo plazo a la disminución significativa de la mortalidad infantil y juvenil en regiones como Castilla la Nueva (D. Reher, 1996: 168-169). Este último es el mejor indicador de que los incrementos generales de renta repercutieron en descensos apreciables de la mortalidad normal aunque ésta, en el caso español, se moviese durante gran parte del siglo XIX todavía bajo el signo de las grandes crisis de mortalidad.

1.2. La nupcialidad y el comportamiento de la fecundidad

A lo largo del siglo XIX tuvo lugar un retraso progresivo de la edad en que se llevaban a cabo las primeras nupcias, pasando de los 24,5 años en 1787 a los 27 años en 1887 para los varones. Por el contrario, en el caso de las mujeres fue menos pronunciado, desde los 23,2 años de 1787 a los 24,2 de un siglo más tarde. Ello se produjo al mismo tiempo que disminuía el porcentaje de celibato definitivo. En este segundo caso las razones que explican esta disminución como señala Pérez Moreda (1997: 68-69) residen en la fuerte reducción de la profesión religiosa, así como la disolución del sistema de mayorazgo. Además en el caso del celibato femenino contribuyó la secular tradición migratoria de las regiones del Cantábrico, como Asturias, Cantabria y Galicia, a lo largo del siglo XIX. Por lo que se refiere a la nupcialidad, ésta se mostró muy dependiente del grado de acceso a la propiedad de la tierra a lo largo del período, ya que la estrategia microeconómica de las familias dependió en mayor medida del proceso de reforma agraria liberal y de su aplicación a las diferentes regiones españolas. El adelanto de los matrimonios parece que predominó allí donde el cultivo directo sobre la base de la propiedad privada plena fue predominante, aunque el tamaño y la calidad de las explotaciones fueron casi siempre decisivos; mientras que otras formas de gestión de la tierra como el arrendamiento o la aparcería en principio no incentivaban, salvo las coyunturas económicas concretas, el adelanto de la contracción de primeras nupcias. Como parece lógico suponer esto tuvo unas repercusiones importantes sobre la fecundidad a lo largo de este período.

1.2.1. El declive de la fecundidad: problemas a largo plazo

Los estudios disponibles parecen coincidir en que no hubo un descenso de la fecundidad muy relevante, salvo en Cataluña y las Islas Baleares, regiones en las que la caída se manifestó mucho antes que en el conjunto de la población española. En el caso catalán el proceso se adelantó debido al auge industrial que ya era perceptible en el último tercio del siglo XVIII cuando hubo una tímida mecanización en el sector textil algodonero. Puede distinguirse, sin embargo, una diferencia en cuanto a la resistencia a la caída de la fecundidad entre la primera y la segunda mitad del siglo XIX en las diferentes regiones. Hasta 1860, áreas como Castilla la Vieja, León, Galicia, País Vasco y Navarra fueron reduciendo la fecundidad pero de modo más pausado. El proceso se detuvo y fue cuando se inició un proceso de emigración. En la segunda mitad del siglo, el arco mediterráneo redujo comparativamente mucho más sus índices de natalidad, especialmente Cataluña, País Valenciano y Baleares, mientras que Murcia y Andalucía lo experimentaron en menor medida.

Como ha señalado V. Pérez Moreda, el desarrollo de la urbanización fue el factor fundamental en el proceso de difusión de nuevas pautas de fecundidad, ya que las restricciones a la natalidad —debido a la adopción de comportamientos culturales novedosos o por acceso a mayores facilidades médicas y sanitarias— favorecieron tendencias restrictivas, voluntarias o no, al desarrollo de la fecundidad en las proporciones con las que se había desarrollado con anterioridad. En todo caso, parece que los especialistas conceden mayor influencia en esta apreciable disminución de la fecundidad a la difusión de patrones culturales, fruto de la proximidad entre regiones, mucho más que a cambios profundos en la trayectoria económica o social de estas estructuras demográficas.

1.3. La emigración: su importancia en la primera mitad del siglo XIX

La disminución pausada de la fecundidad se detuvo, en las regiones ya mencionadas, en la década de 1860 por la emigración. En términos estadísticos resulta bastante difícil reconstruir la trayectoria de los movimientos migratorios en el siglo, dadas las carencias existentes en fuentes. Sin embargo algo se ha avanzado en los últimos años en la investigación sobre corrientes de emigración, aunque casi toda ella referida al último tercio del siglo XIX. Es conocido que desde la pérdida del imperio continental americano entre 1810 y 1830 existió la prohibición expresa por parte del gobierno español de emigrar a las nuevas repúblicas del otro lado de Atlántico. Ello no quiere decir que no se produjesen salidas ilegales a través de terceros países por parte de españoles o que el sistema de contratas -muy utilizado por canarios y gallegos para trabajar en Venezuela y Cuba entre 1840 y 1860 (A. Macías Hernández, 1996: 403-414)— diese lugar a residencias permanentes, más o menos encubiertas, pero resulta difícil establecer el número de personas que utilizaron estas vías para instalarse en América. La situación legal cambió con la aprobación de la ley de 1853. Esta disposición legal regularizaba la emigración hacia tierras americanas, que hasta entonces había sido la que procedía de aquellas áreas que tradicionalmente habían nutrido la conquista y colonización: Islas Canarias, Galicia y Asturias. A estos territorios cabría añadirles los que desde la periferia mediterránea tenían más posibilidades, por el acceso a las rutas marítimas, para viajar a través de los puertos. En estas últimas regiones existían experiencias previas de migraciones internacionales, ya que en áreas de Alicante, Murcia y Almería se manifestó una tendencia a emigrar hacia Argelia, territorio francés desde 1830. Estas corrientes se consolidaron en la década de 1850 y I860, aunque en muchos casos se trataba de movimientos de tipo golondrina que coincidían con malas cosechas en la península o con demandas insatisfechas en el mercado de trabajo de la colonia francesa en el Norte de Africa.

El fin de la prohibición y las repercusiones de la pésima coyuntura económica de la década de 1860 en la economía española dispararon la emigración hacia tierras americanas: entre 1858 y 1870 alcanzó las 300.000 personas de acuerdo con los cálculos y estimaciones realizados (V. Pérez Moreda, 1997: 79). Este mismo autor mantiene la tesis de que aunque las salidas de emigrantes se aceleraran desde 1880, en términos relativos las salidas de emigrantes ya fueron importantes desde los sesenta y setenta. Además en comparación con los países emisores de población fuera de sus fronteras del resto de Europa, la emigración española no fue tan numerosa, al menos la que estadísticamente dejó su huella.

1.4. Las disparidades regionales en la evolución demográfica española durante el siglo XIX

Los recuentos más fiables que de forma agregada se hicieron con ocasión de la división administrativa realizada en 1833 pueden ser un excelente punto de partida para comparar la distribución regional de la población española en el primer tercio del siglo con los resultados de los primeros censos estadísticos de 1857 y 1860. En el cuadro 1.3 figura dicha distribución para los años mencionados:

CUADRO 1.3. Crecimiento y distribución de la población española por regiones (1833-1860)
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FUENTE: V. Pérez Moreda, 1997: 55.

La visión que se desprende de la comparación existente entre el porcentaje de población de cada una de las regiones respecto del total español entre los comienzos de la década de 1830 y la de 1860 arroja en términos generales un claro movimiento de aumento de la participación de la población de la periferia respecto al centro. Pero además de esta tendencia general, cabría añadir que hubo regiones que crecieron mucho más en relación con su población inicial; Cataluña, País Vasco, País Valenciano, Castilla la Vieja, Navarra y León son los territorios donde crece claramente su porcentaje de participación sobre el total español. Frente a estas regiones Andalucía, Castilla la Nueva, Galicia, Aragón y Murcia pierden peso en el conjunto peninsular. El resto permanecieron estables en cuanto a su participación en el total español.

Esta visión general arroja unas primeras pistas de las regiones que tuvieron trayectorias demográficas diferentes desde el final del Antiguo Régimen hasta la década de 1860, explicables por sus peculiares rasgos en relación con las diferencias en su desarrollo económico y social. En cualquier caso es conocido, por las estimaciones realizadas por los demógrafos, que el período entre 1830 y 1870 fue el de mayor aumento de todo el siglo, de modo que las tasas de crecimiento medio anual de las diferentes regiones para este período recogen parecidas tendencias a las de su participación total en el conjunto de España. En el cuadro 1.4 se observan estas diferencias entre regiones entre la primera y la segunda mitad del siglo.

CUADRO 1.4. Tasas de crecimiento medio de la población de las regiones españolas (por 100 habitantes) (1797-1900)
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FUENTE: V. Pérez Moreda, 1997: 81.

En efecto, la tasa de crecimiento medio anual para el período de 1833-1857 se acercó a 1, mientras que para todo el siglo XIX sólo fue de la mitad. Independientemente de la calidad y fiabilidad de los datos, lo cierto es que hubo en esta primera parte del Ochocientos regiones que crecieron a ritmos superiores a una tasa del 1 por 100: Cataluña, Extremadura, León, Navarra, País Valenciano, País Vasco y Castilla la Vieja. El resto de las regiones crecieron por debajo de esta tasa y en algún caso, como Castilla la Nueva, lo hicieron a sólo un 0,30 por 100. Es necesario descender a un nivel de análisis más detallado para cada una de las regiones con el fin de matizar las tendencias de su desarrollo demográfico y ponerlas en relación con los cambios económicos. Por razones de síntesis nos limitaremos al caso catalán y valenciano, que representarían la excepción de la vertiente mediterránea, y al de Castilla. Esta última trayectoria demográfica sería más representativa del conjunto español.

Para el caso de Cataluña, las investigaciones disponibles han puesto en evidencia que el aumento de la natalidad constituyó la base fundamental de la aceleración del crecimiento demográfico durante la primera mitad del siglo, empujando al Principado hacia unos ritmos de aumento de la población mucho más rápidos que las otras regiones españolas. Sin embargo, el declive de la mortalidad sería mucho menos importante ya que a lo largo de los siglos XVIII y XIX esta variable se mostró muy resistente a la disminución (R. Nicolau, 1991: 21). En todo caso, la evolución demográfica catalana tuvo sus peculiaridades y se diferenció de la del resto de España, pues su modelo de transición se acercó más a los casos de Inglaterra, Suecia o Francia. Elabría que destacar que la tasa de natalidad en 1787 era muy elevada (45 por 1.000), superior a la de los países mencionados, por la mayor nupcialidad, es decir, por los descensos de la edad de contracción de primeros matrimonios; en cambio, la natalidad comenzaría a descender desde el primer tercio del siglo por la caída de la fecundidad. Con mayor rigor los trabajos de investigación demográficos sobre el caso catalán han señalado que la tasa de crecimiento de la población difirió con bastante amplitud entre la primera y la segunda mitad del siglo XIX. En concreto, la tasa de crecimiento anual para el período, 1787-1857 fue del 1 por 100, lo cual supuso pasar de 900.000 a 1.650.000 personas. Sin embargo, entre 1857 y 1910 la tasa de crecimiento cayó hasta el 0,37 por 100 anual. La explicación que se ha barajado para asumir esta importante disminución es el cambio profundo que tuvo lugar en la fecundidad matrimonial. En Cataluña este mecanismo de disminución se desencadenó en la década de 1830, asemejándose a los procesos que se estaban teniendo lugar simultáneamente en otros países de la Europa occidental, tales como Bélgica, Alemania o Inglaterra.

La dificultad para reconstruir las variables fundamentales de este proceso por la ausencia de estadísticas ha obligado a los demógrafos (J. Benavente, 1991: 63-119) a obtener conclusiones a partir de muestras tomadas de archivos parroquiales o municipales, así como a establecer hipótesis corroboradas estadísticamente a partir de los datos disponibles. Una muestra realizada sobre 84 municipios entre 1787 y 1857 sugiere la posibilidad de un control de natalidad deliberado, ya que el índice de fecundidad natural desminuyó del 0,75 por 100 -indicador de una fecundidad natural— al 0,58 por 100 de 1857. Además, el cociente natalidad-nupcialidad sugiere que la caída de las tasas de fecundidad tuvo lugar en la década ya señalada de 1830-1840. Ello tendería a equiparar el comportamiento demográfico de Cataluña con el de Francia, como modelos tempranos de fecundidad natural. Estas conclusiones vendrían reforzadas por la inexistencia de la caída de la mortalidad, que sólo fue importante a partir de la segunda mitad del siglo XIX, es decir, fue claramente posterior a la disminución de la fecundidad.

Como ya se ha subrayado con anterioridad, las restricciones a la natalidad de forma voluntaria estarían detrás de esta diminución de la fecundidad, si bien las variaciones naturales de la fecundidad matrimonial deberían incluirse en el catálogo de razones que empujaron a la baja la disminución de la fecundidad. Las razones económicas que explicarían ese comportamiento podrían residir en las migraciones interiores, de temporada, que se empezaron a producir entre la Cataluña interior y la costera al compás del asentamiento de la industria moderna y los cambios introducidos en la agricultura en el sentido de una mayor capitalización y comercialización. Desde un punto de vista demográfico, la disminución de la fecundidad estaría vinculada especialmente a la caída de la fecundidad entre la población casada, sin que se produjeran cambios significativos en el modelo matrimonial. Buena prueba de ello es que la primera muestra de disminución de la fecundidad no tuvo lugar en el área de Barcelona, sino en las comarcas de agricultura exportadora de Tarragona, mientras que a nivel de localidades concretas se anticipó en la caída la provincia de Gerona. En cualquier caso, J. Benavente ha mostrado que los factores que más influencia ejercieron sobre la caída de la fecundidad fueron, por este orden, la nupcialidad, el carácter más o menos comercial del sector agrícola y la proporción de trabajadores asalariados en la industria, a partir de la ya mencionada muestra de 84 poblaciones catalanas (J. Benavente, 1991: 108). El primero fue el más importante hasta 1857, en la medida en que una nupcialidad alta contribuía a un elevado control de la natalidad, pero siempre en combinación con las otras dos variables. Obviamente, después de 1857 el proceso de intensificación de la industrialización del área de Barcelona y el notable proceso de urbanización que vino asociado al impulso de la maquinofactura tenderían a implantar modelos de comportamiento más proclives a la reducción consciente de la fecundidad. Los cambios estructurales que experimentaron la economía y la sociedad catalanas serían las razones que explicarían la disminución de la fecundidad antes que la caída de la mortalidad, que fue posterior y más tardía

En Cataluña tuvo una gran importancia el temprano avance de la urbanización y el relativamente rápido movimiento migratorio interno, así como los cambios en la oferta de mano de obra doméstica, en particular su movilidad geográfica como consecuencia de la especialización industrial. Respecto al crecimiento del proceso de urbanización, R. Nicolau ha puesto de relieve dos fases muy claras en cuanto al avance del proceso. Entre 1787 y 1857 se incrementó el porcentaje de población urbana, es decir, el que vivía en poblaciones superiores a 5.000 habitantes, pasando del 15 por 100 según el censo de Floridablanca al 27 por 100 del censo de 1857. A partir de aquí fue aumentando el peso de las ciudades frente al estancamiento y la disminución de los municipios rurales. Ello esconde un movimiento de migraciones internas que resulta difícil de reconstruir a partir de la falta de estadísticas del movimiento natural, pero a pesar de ello hay claros indicios de que se produjeran. En efecto, la tasa de crecimiento natural de los municipios rurales fue superior a la de los centros urbanos y a la del conjunto de Cataluña durante todo el siglo XIX, por lo que, según R. Nicolau (1991: 23 y ss.), cabe deducir que las migraciones interiores fueron relevantes, sobre todo en la segunda mitad del siglo.

Si la movilidad geográfica de la población aumentó en la segunda mitad del siglo en Cataluña, en cambio, el crecimiento demográfico se ralentizó. Ello, sin embargo, no fue obstáculo para que se produjese un proceso paralelo en el que hubo una utilización más intensiva y productiva de la fuerza de trabajo, además de que creciese la fuerza de trabajo disponible. Esto fue posible por dos razones: el descenso de la fecundidad matrimonial, ya señalado, y el saldo migratorio positivo que experimentó Cataluña, lo cual dio lugar a una estructura por edades de la población relativamente más favorable a la actividad económica. Si se toma en consideración el porcentaje de población masculina entre los 15 y los 64 años como un indicador, aunque grosero, de la tasa de actividad económica, Cataluña se encontraba entre las cuatro regiones de mayor porcentaje de personas comprendidas entre estas dos edades, por lo que la tasa general de actividad en el Principado no sólo aumentó, sino que tendió a hacer crecer su diferencia con el resto de las regiones españolas a lo largo de la segunda mitad del Ochocientos hasta 1910 (cuadro 1.5).

La diferenciación del Principado se reflejó en la también temprana configuración de una población con actividades económicas y niveles de ocupación diferentes a los del resto de la estructura demográfica española, de los que nos ocuparemos, en su conjunto, más adelante.

CUADRO 1.5. Porcentaje de varones de 15 a 64 años sobre la población masculina total
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FUENTE: R. Nicolau, 1991:1,4.

Esta peculiar evolución demográfica de Cataluña sólo tuvo un cierto parecido en el conjunto peninsular con los rasgos del proceso de transición que presenta el caso valenciano. En sus inicios en el País Valenciano, los efectos de las crisis de 1804 y 1812, con la guerra contra Francia y con las repercusiones de las epidemias de cólera de 1834, abrieron paso a un crecimiento demográfico que fue especialmente notable en las décadas de 1860 y 1870. Fue, sin embargo, un crecimiento impulsado por la población no urbana ya que salvo Alicante, debido a los efectos de la llegada del ferrocarril en 1858, ni Valencia ni Castellón registraron aumentos significativos de población. Las áreas rurales valencianas hasta 1860 fueron las más dinámicas; sin duda debido a la expansión de la superficie agraria y la intensificación de los cultivos que las medidas liberales pusieron en marcha desde 1833. Sin embargo, tras 1860 las ciudades, a excepción de Orihuela y Elche, mostraron un mayor crecimiento debido a los aportes inmigratorios, (J. Bernabeu-Mestre, 1996: 78-79).

En todo caso, el proceso de transición demográfica valenciana tuvo lugar antes que en el conjunto de España, ya que el descenso de la mortalidad comenzó a plantearse, aunque con lentitud, en la primera mitad del Ochocientos. La razón fundamental estribó en la reducción de la intensidad y la frecuencia de los factores que explican las crisis de mortalidad: malas cosechas y epidemias, en particular la disminución de las enfermedades infecciosas; si bien las ciudades como Valencia y Alicante continuaban siendo responsables de una mayor mortalidad. Ello no debe conducir a conclusiones precipitadas ya que, aunque se evidenciaron mejoras en la mortalidad, esta variable siguió mostrando los rasgos propios de un modelo demográfico de carácter preindustrial, pues entre 1861-1870 “aún uno de cada cinco nacidos no llegaba a su primer aniversario, y la tasa bruta de mortalidad todavía era del 32,3 por 1.000” (J. S. Bernat y M. A. Badenes, 1991: 43). No obstante, el auténtico factor diferenciador del caso valenciano respecto al conjunto español residió en la menor mortalidad infantil, ya que entre 1858 y 1870 las cifras de natalidad del País Valenciano fueron superiores a la media española en tres o cuatro puntos. Sin embargo, la caída de estas tasas de natalidad se manifestarían a partir de 1890, período a partir del cual mostraría un ritmo de descenso superior al de la media española (J. Bernabeu Mestre, 1996: 97-98). Detrás de esta disminución estaban, además de las dificultades provocadas por la crisis de final del siglo, los movimientos migratorios hacia Cataluña y el Norte de Africa que tuvieron lugar en las comarcas de Castellón y en las de Alicante. En resumen, la caída de la mortalidad fue comparativamente más relevante que la disminución de la natalidad en el camino valenciano, durante los primeros sesenta años del siglo XIX, en su proceso de transición demográfica. Podemos destacar entonces que las diferencias con el modelo de transición demográfica en el siglo XIX respecto a Cataluña son mucho mayores que las coincidencias. En especial en lo que se refiere a la disminución de la fecundidad y sus implicaciones para el caso del Principado frente a un modelo valenciano en el que la caída de la mortalidad sería mucho más significativa.

La evolución de Castilla fue bastante diferente a la que se ha expuesto para gran parte de la fachada mediterránea peninsular. En lo que se refiere al crecimiento global de la población, Castilla la Nueva mostró un perfil de crecimiento modesto desde el siglo XVIII. En el siglo XIX este crecimiento se mantuvo, salvo el estancamiento de los primeros años y el que sobrevino en la década de 1830. La tasa de crecimiento anual fue más bien modesta: del 0,21 entre 1780-1809 al 0,18 entre 1810-1839, para mantenerse en el 0,20 entre 1840 y 1869. Para fines del siglo la tasa caería abruptamente hasta el 0,07 (D. S. Reher, 1991: 29). La presión migratoria constituyó una constante a lo largo del siglo especialmente a partir de 1850 en que la posibilidad de salir hacia América creó un conjunto de espectativas importantes entre la población. Por su parte, la tasa bruta de natalidad experimentó una caída a lo largo del siglo XIX desde el 40 por 1.000 de fines del XVIII hasta la década de 1880. Frente a esta evolución, el comportamiento de la mortalidad aparece como decisivo en la trayectoria de la población de la región: tras la guerra contra Napoleón la mortalidad cayó de forma relevante, subiendo posteriormente a partir de 1840. Sin embargo, a lo largo del Ochocientos no hubo una tendencia clara al descenso de esta variable fundamental. El resultado global del XIX fue de una clara persistencia del régimen demográfico antiguo, en el que se sucedieron ciclos de alta mortalidad con respuestas demográficas que pasaban por el impulso de la nupcialidad y la natalidad. En particular fue importante el subperíodo posterior a 1820 en el que el rápido descenso de la mortalidad no sólo liquidó las pérdidas de principios de siglo, sino que creó una situación de presión sobre los recursos que abocó a un descenso de la nupcialidad y la natalidad que recorrió la crisis final del Antiguo Régimen y el período de las Guerras Carlistas. Después, de nuevo en la década de 1840 se dejaron sentir niveles de mortalidad muy elevados. Como afirma el mejor conocedor de la historia demográfica de la región, “la transición demográfica en Castilla aún tardaría bastantes años en tener lugar” (D. S. Reher, 1991:48).

Además de esta peculiar trayectoria demográfica de la subregión castellana, habría que tener también en cuenta el papel que la ciudad de Madrid, en tanto que capital administrativa de la Monarquía y económica de la región, ejerció en la evolución demográfica. Madrid actuó como un polo autónomo de atracción de efectivos demográficos a lo largo del siglo XIX en un proceso que no cesó de crecer al mismo ritmo que avanzaba la urbanización y la concentración de actividades industriales y de servicios.

Por lo que se refiere a la tasa de actividad y a la distribución por sectores productivos de la población, la falta de estadísticas -y los problemas de interpretación que éstas a menudo ofrecen— hace extraordinariamente difícil reconstruir los cambios que pudiesen haber tenido lugar, por mínimos que éstos fuesen, en los primeros años de consolidación de la economía liberal. Aun así algunos historiadores y demógrafos han realizado estimaciones muy generales. El caso más estudiado es el de Cataluña. Todo parece indicar que por ejemplo hubo una mayor participación de la mujer en el trabajo: esto es, la tasa de actividad femenina en esta región fue superior a la del resto del Estado, agrandándose a lo largo del siglo XIX. Más adelante se planteará este problema, sustancial para el conocimiento de la población activa durante el despegue de la modernización económica y social en los inicios y durante la consolidación de la era liberal.

1.5. Los avances del proceso de crecimiento de los núcleos urbanos

Ya se han señalado los importantes avances que el proceso de urbanización experimentó en Cataluña, al compás de los cambios internos de la demografía del Principado. En cuanto al conjunto de España, también fue afectado por el crecimiento de los núcleos de población superiores a los 5.000 habitantes, si bien los territorios peninsulares partían de un nivel de desarrollo urbano relativamente modesto ya desde el siglo XVI. En cambio, algunas zonas poseían una importante tradición urbana desde épocas muy anteriores. En todo caso, desde mediados del siglo XVIII hasta 1857 la población urbana propiamente dicha creció alrededor del 0,58 por 100 anual (V. Pérez Moreda, 1997: 84), porcentaje algo superior al del crecimiento experimentado por la población total española entre las mismas fechas. Esto vendría a significar que algo más de un cuarta parte de la población vivía en 1856 en municipios de población superior a los 5-000 habitantes, lo cual en términos de urbanización suponía, comparativamente, un mayor nivel que el que por las mismas fechas tenía la vecina Francia, aunque posteriormente el ritmo de crecimiento de las tasas de urbanización fuese inferior en España.

Los especialistas coinciden en sostener que el avance de proceso de urbanización fue superior durante la primera mitad del siglo XIX, a pesar de que la población residente en municipios de más de 5-000 habitantes creciese en cifras absolutas un 30 por 100 entre 1860 y 1900. La razón fundamental que explicaría estas afirmaciones es que la población propiamente urbana venía creciendo desde fines del Antiguo Régimen, y con la nueva división administrativa provincial, llevada a cabo por los liberales en 1833, se reforzaría el proceso al favorecer el crecimiento y desarrollo de las nuevas capitales de provincia. La reforma administrativa de los liberales daría lugar a un fuerte impulso de la población residente en los municipios capitales de provincia, en los que recayó la elección ya que atrajeron más población al especializar sus funciones y desarrollar el sector servicios, en algunos casos en ciudades en las que no había una tradición de las nuevas funciones o en las que el dinamismo económico no parecía haberse manifestado con anterioridad. Buena prueba de este impulso es que la tasa de crecimiento de la población de las capitales de provincia entre 1836 y 1857 se elevó al 1,47 por 100 frente al 1,24 por 100 experimentado durante la segunda mitad del siglo.

Después de 1860 parece claro que el aumento relativo del tamaño de las ciudades tendió a localizarse en aquellas áreas que sufrieron avances del proceso de industrialización, como el caso de Bilbao o Valladolid; si bien el contexto provincial no aumentaría su grado de urbanización al estar prácticamente estancados o con un muy bajo crecimiento los municipios de más de 5.000 habitantes. Además de la industrialización, que afectó a Vizcaya y a Barcelona, regiones como Asturias, Murcia y Andalucía (Jaén y Huelva) mostraron también avances importantes después de 1860, en relación con la expansión de núcleos urbanos y al compás del desarrollo de las actividades mineras con la liberalización introducida con la Ley de Bases de la Minería de 1868.

De todos modos, el porcentaje de efectivos demográficos que vivía en capitales de provincia sólo creció desde el 10 por 100 de la población total en 1836 a algo menos del 17 por 100 en 1900. Ello quiere decir que estos municipios por sí solos no podían impulsar del proceso de urbanización español en su totalidad. Los municipios mayores de 5-000 habitantes también aumentaron su tamaño a lo largo del siglo XIX, tal y como muestran los coeficientes regionales de urbanización disponibles para 1887 en el cuadro 1.6.

CUADRO 1.6. Coeficientes regionales de urbanización en 1887








	Regiones

	Porcentajes




	Andalucía
Aragón
Asturias
Baleares
Canarias
Castilla la Nueva
Castilla la Vieja
Cataluña
Extremadura
Galicia
León
Murcia
Navarra
País Valenciano
País Vasco
España

	46,5
18,3
11.5
43,1
15,7
40,6
13,7
35,2
29,5
7,5
8,3
42
15,6
41
23,3
29,3







FUENTE: G. L. Rodrigo, 1988: 62-65.

Lo que se desprende de la información contenida en este cuadro es que el proceso de avance urbanizador entre 1800 y 1880 se concentró en el área meridional peninsular, además de la provincia de Madrid y la fachada mediterránea, incluyendo a las Baleares. Por el contrario, la parte septentrional peninsular aparecería como la de menor peso en cuanto al proceso de crecimiento de los núcleos urbanos, salvo Valladolid, País Vasco y Zaragoza. Este modelo geográfico de urbanización de la península se consolidaría a comienzos del siglo XX. A pesar del progreso experimentado en el proceso de crecimiento de los núcleos urbanos a lo largo del siglo XIX, a la altura de 1900 gran parte de la población española seguía viviendo mayoritariamente en el campo, dado que el 51 por 100 seguía viviendo en municipios de menos de 5.000 habitantes (G. Tortella, 1994: 37). Con todo, los avances fueron importantes especialmente durante buena parte del siglo XIX.

1.6. La actividad y ocupación de la población

Los reiteradamente señalados problemas de ausencia de estadísticas disponibles para el siglo XIX dificultan enormemente la reconstrucción de la tasa de actividad y la evolución de la población activa española entre 1808 y 1868. Para algunos autores, aun a pesar de esta carencia de datos, parece claro que no hubo modificaciones importantes en la ocupación por sectores de la población española, a excepción de Cataluña (V. Pérez Moreda, 1997: 89). En el Principado los problemas existentes en la elaboración de los censos sólo permiten reconstruir a grandes rasgos los sectores de actividad. En este sentido, R. Nicolau pone de relieve que la población activa masculina ocupada en el sector agrario cayó entre 1860 y 1910, aunque resulta bastante difícil estimar este proceso para el período anterior a la década de 1860 ya que el censo de Floridablanca subestima la población activa en general, pero especialmente la ocupada en la agricultura. Si se compara Cataluña con el conjunto de España se pueden resaltar los siguientes aspectos. En primer término, el peso de la población activa catalana en relación con la española creció del 10 al 12 por 100 entre 1860 y 1910. Por otra parte, el porcentaje de activos ocupados en la agricultura en Cataluña siempre fue inferior al 10 por 100 y superior al 12 por 100 en la industria, alcanzando el 16 por 100 en 1860, siempre respecto al conjunto de la población activa total española. Al contrario de lo que podría pensarse, dada la especialización industrial catalana, el sector del comercio fue el que más creció a lo largo del siglo XIX (cuadro 1.7).

Frente a la población activa española, en el caso de Cataluña también hay que señalar una mayor participación de la mujer en la población trabajadora: la tasa de actividad femenina fue, además, aumentando respecto a la del conjunto de España a lo largo del siglo XIX, como ya se señalaba anteriormente.

CUADRO 1.7. Porcentaje de la población activa catalana sobre la población activa española. Sectores de actividad (1860-1900)
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FUENTE: R. Nicolau, 1991: 56.

La excepción catalana contrasta con la del conjunto de España, especialmente en lo que se refiere al peso de las actividades agrarias en la población activa a lo largo del siglo XIX. En efecto, el porcentaje de población que obtenía sus rentas de la agricultura, la pesca y las explotaciones forestales se mantuvo prácticamente en los mismos valores entre 1797 y 1900: 65,3 por 100 y 64,8 por 100. En 1860 el porcentaje había caído muy ligeramente hasta el 63,5 por 100. Ello contrasta con el caso catalán, en el que el conjunto de la región estaba en el 52,4 por 100 a fines del siglo XVIII y el 53,6 por 100 en 1860; en cambio, provincias como la de Barcelona sólo tenían un 37,5 por 100 para 1860. Ello sólo puede ser interpretado como que el sector agrario prácticamente se mantuvo como el que marcaba las pautas de las actividades económicas básicas españolas a lo largo del siglo XIX, reforzando la idea de inmovilidad relativa de la economía peninsular. En cambio, en Cataluña, en vivo contraste, se reflejarían los movimientos internos del mercado de trabajo y de la ocupación como consecuencia de los avances de la industrialización, especialmente en el sector textil ya en fechas tempranas como la década de 1830-1840.

Ello, no obstante, no significa que no tuvieran lugar modificaciones en la estructura de la población activa entre 1800 y 1868. Aunque parece un hecho incontrovertible que la agricultura ocupaba al 65 por 100 de los activos, no es menos cierto que el sector secundario y el de servicios absorbieron a un número cada vez mayor de trabajadores. Las actividades del sector transportes, especialmente el ferrocarril desde 1855 y la expansión de los servicios en un lento proceso de urbanización, requirieron más activos dedicados a actividades no agrícolas. Es cierto que la expansión de la superficie cultivada por efecto de las desamortizaciones y el proceso desvinculador requirió más trabajadores, lo cual, en condiciones de ausencia de innovación tecnológica generalizada y por tanto sin cambios en la productividad, se convirtió en un elemento que añadió una mayor demanda adicional de factor trabajo, reforzando la tendencia a absorber los incrementos de población total que se experimentaron a lo largo del siglo XIX. Esta sería la explicación más razonable de lo ocurrido en la economía agraria española, incluso en la más dinámica y comercial en la que la estructura de la propiedad reforzaría el interés por mantener la actividad agraria entre las familias campesinas.

Sin embargo hay que tener en cuenta las deficiencias estadísticas y muy especialmente la persistencia de las actividades protoindustriales en áreas amplias del país. Esto último podría implicar el que se contabilizasen activos en el sector primario por criterios estrictos de clasificación aplicados por los elaboradores de los recuentos, mientras que los trabajos manufactureros ya empezaban a ser más importantes respecto a la provisión de rentas que los estricamente relacionados con el mundo agrario. Por tanto, aunque estructuralmente no tuviese lugar un cambio en la economía española que se reflejase en la especialización de la estructura de la población activa entre 1808 y 1868, lo cierto es que hubo una mayor complejidad del proceso que lo que las estadísticas históricas disponibles puedan reflejar. Sobre este punto en particular las investigaciones regionales más desagregadas podrían arrojar algunos puntos de luz en torno a este proceso de tránsito de las actividades agrarias a las actividades manufactureras o de servicios.

* * *

En cualquier caso, lo que parece desprenderse de este comportamiento de la población española a lo largo de las primeras épocas de la era liberal es que la transformación de la base económica tuvo lugar de modo lento sin que las modificaciones operadas en el ámbito de la política y la progresiva desaparición de los obstáculos que existían al desarrollo del capitalismo se tradujesen en cambios profundos a medio plazo. Estas características se tradujeron en un aumento de la población española en cifras absolutas, pero donde los elementos típicos de una transición demográfica moderna todavía se encontraban apenas sin desarrollar, en particular en el ámbito de una persistente mortalidad infantil y juvenil y con una relativamente alta natalidad. Con la excepción de Cataluña, el conjunto de la población española durante gran parte del siglo XIX se mantuvo en una fase de transformación, de cambios, en los que el crecimiento global fue el rasgo más significativo, sin que ello se tradujese en una “revolución demográfica” que estuviera indicando un proceso de industrialización y urbanización acelerada, tal y como estaba ocurriendo en otras economías del Norte de Europa a lo largo del siglo XIX. Como es bien conocido, este proceso sólo tuvo lugar en España avanzado el siglo XX, cuando la tasa bruta de natalidad y la de mortalidad cayeron a porcentajes del 15 y 10 por 1.000, respectivamente, en 1980 (F. Bustelo, 1996: 106-111).
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La agricultura y el sector exterior

El sector agrario constituía la base de la economía española en los comienzos del siglo XIX. Bien es cierto que desde el último cuarto de la centuria anterior el sector venía experimentando problemas de crecimento de la producción y mostraba síntomas de elevada conflictividad campesina. Las guerras de fines del reinado de Carlos IV y los apuros fiscales habían descargado todo su peso en el campo y con unas clases nobiliarias y eclesiásticas exentas de tributación, además de una gran resistencia a los cambios mínimos impulsados desde los gobiernos reformistas de la Ilustración, la capacidad de la agricultura para allegar fondos a la Corona era muy limitada. Por su parte, el imperio americano se desmoronaba y la invasión de las tropas francesas aceleraría las necesidades de introducir cambios. La crisis global del sistema del Antiguo Régimen ya era una evidencia, pero la guerra contra Napoleón mostró la descomposición de la base de funcionamiento de la agricultura tal y como había venido funcionando hasta entonces.

Por otra parte, la agricultura fue el sector de la economía que recibió mayor atención durante el primer asalto liberal al edificio económico y social del viejo régimen. Las Cortes de Cádiz elaboraron una constitución y pusieron en marcha medidas legales que preludiaban los objetivos a más largo plazo que el liberalismo español pretendía poner en marcha para la economía y la sociedad. Los cambios institucionales fueron de gran envergadura. En primer término se estableció la abolición de los derechos jurisdiccionales que detentaban los titulares de tierras sometidas al régimen señorial. Esta fue una medida decisiva, aún a pesar de que pudiera ser interpretada como escasamente reformista. En realidad se estaba liquidando el sistema feudal de explotación de la tierra, toda vez que el conjunto de las rentas que cobraban la nobleza y los eclesiásticos lo eran por su capacidad coercitiva sobre los campesinos, no por la libre capacidad de las partes para establecer una relación de carácter contractual. Al acabar con los derechos jurisdiccionales, se introducía como única alternativa legal el establecimiento de relaciones y vínculos libres entre empresarios y trabajadores o entre propietarios privados de tierras y campesinos. Como elemento residual, la legislación liberal gaditana en materia agraria introdujo el problema de la legitimidad de la propiedad privada de las tierras de buena parte de la nobleza y los titulares de antiguos señoríos. La particular vía para introducir el derecho de propiedad liberal, que pasaba sólo por la supresión de los derechos jurisdiccionales, dio lugar a pleitos y enfrentamientos entre detentadores de tierras y cultivadores de las mismas que originaron enfrentamientos que, en muchos casos, se prolongaron hasta la década de 1930.

Junto a la abolición de los derechos señoriales, los liberales hispanos acometieron otras medidas reformistas en materia agraria. Abolieron los diezmos, es decir, la décima parte de las cosechas que debían ir a las arcas de la Iglesia. Del mismo modo se aprobó la desvinculación de los mayorazgos, rompiendo además con la inviolabilidad, especialmente fiscal, de las tierras amayarozgadas. Desde el punto de vista de la producción agraria final, los liberales eran conscientes de que era necesario acabar con los obstáculos para su crecimiento. Para ello se imponía posibilitar el aumento de la cantidad de tierra susceptible de ser roturada. De este modo se podía hacer crecer la producción final y hacer frente al crecimiento de las necesidades alimenticias de la población. Al mismo tiempo ello podría introducir cambios en la estructura de la propiedad de la tierra al posibilitar el acceso al control a miles de campesinos que carecían de tierra dentro del sistema de explotación agraria del Antiguo Régimen. El procedimiento para obtener estos objetivos fue el denominado proceso desamortizador. Este sistema, que no era nuevo ya que a fines del siglo XVIII había sido ensayado por Godoy, consistía en la confiscación y venta en pública subasta de tierras de propiedad eclesiástica, municipal o estatal con el doble fin de obtener recursos para el maltrecho presupuesto y de aumentar la cantidad de tierras que o bien no estaban cultivadas o que lo eran de forma deficiente. Eventualmente se perseguía transvasar tierras en manos de propietarios con poco o nulo interés empresarial a otros sectores mucho más preocupados por obtener mayores rentabilidades. Se pretendía, por tanto, modificar la estructura de la propiedad generando mayor número de propietarios privados que se movieran por la lógica de los mercados, es decir, por la consecución de mayores beneficios.

El proceso desamortizador se desarrolló en varias fases, relacionadas con los períodos de consolidación del poder liberal y, más en concreto, con la gestión de las opciones progresistas. Así, durante el Trienio Liberal se puso en marcha la primera de ellas afectando a los bienes del clero regular. Posteriormente, en 1836, se volvería a reactivar el proceso con la iniciativa de Mendizábal de enajenar las propiedades del clero regular y secular, es decir, tanto de la Iglesia como de los conventos y órdenes religiosas. El proceso se reavivaría en 1853 cuando Madoz decretó la desamortización general, que venía a afectar a los bienes del Estado y los ayuntamientos, es decir, a los terrenos baldíos y comunales así como al monte público. Los efectos del proceso se dejarían sentir más allá de fines del siglo, ya que todavía a comienzos del siglo XX seguían produciéndose ventas de tierras afectadas por la desamortización. No obstante, el grueso de las fincas afectadas por las ventas lo sería antes de 1880.

Los efectos que tuvo el proceso desamortizador y el conjunto de las medidas legales del liberalismo español en materia agraria tuvieron un evidente éxito, ya que el crecimiento de la producción agraria fue un hecho. Del mismo modo, los principios del capitalismo comenzaron a regir la lógica del mundo agrario y campesino. El mejor indicador del crecimiento de la producción agraria —los precios— mostró una tendencia al alza a largo plazo, estimulado por el doble proceso de presión demográfica relativa y mayores disponibilidades de tierras por los efectos de la desamortización y las reformas legales del liberalismo en el mundo agrario. En particular, fue el trigo, el principal cereal panificable en la España del siglo XIX, el que participaría del movimiento ascendente de la producción. El cultivo y la producción triguera habían sido casi una obsesión por parte de las autoridades políticas y económicas desde el Aaitiguo Régimen, por su componente básico en la alimentación de la población y sobre todo por lo que tenía de desestabilizador cuando las malas cosechas hacían ascender los precios desorbitadamente, provocando problemas de orden público que se solían saldar con motines y disturbios populares. Este problema —ligado a los defectos estructurales de una agricultura de bajos rendimientos por incapacidad tecnológica— pretendió ser atajado con la aplicación de una política de liberalización de la producción, reformas en la estructura de la propiedad de la tierra y, desde 1820, con la aplicación de aranceles proteccionistas y una legislación prohibicionista para las importaciones de trigo.

Además del trigo, otros cereales como el maíz o el arroz vieron aumentar su superficie cultivada. Sin embargo no parece que las condiciones bajo las cuales operaban las explotaciones trigueras mejorasen profundamente. Los barbechos se mantuvieron en general como un recurso necesario para conseguir que las tierras en cultivo recuperasen su nivel natural de fertilidad. Ello no quiere decir que no se registrasen avances significativos en muchas regiones españolas en cuanto a la incorporación de nuevas técnicas agrarias que mejorasen los rendimientos y la productividad. Lo que parece claro es que el área de cultivo triguero se mantuvo hasta la década de 1870 en unas condiciones de relativo atraso técnico en comparación con otras agriculturas europeas.

Por otra parte, los avances en la roturación de nuevas tierras propiciados por la desamortización y, en general, las medidas aplicadas por la reforma agraria liberal tuvieron como impacto más visible el retroceso de las actividades ganaderas. Las especializaciones pecuarias fueron las grandes sacrificadas en la apuesta liberal por una agricultura extensiva. Prácticamente todas las especies sufrieron la opción roturadora impuesta por el liberalismo español. Los pastos naturales retrocedieron frente al avance de la propiedad privada ya que el monte comunal fue repartido, mientras que la integración de las actividades ganaderas dentro de la explotación campesina fue una vía claramente rechazada por el modelo agrario diseñado desde la Cortes de Cádiz.

El sector agrario, base de las transformaciones para la industria, experimentó cambios muy limitados que estuvieron en la base del insuficiente y parcial crecimiento industrial español del siglo XIX. Los problemas y los rasgos de esa parcial transformación están explicados en buena medida por el modo en el que se llevó a cabo la transición desde el Antiguo Régimen, en particular en la estructura de la propiedad de la tierra en muchas regiones españolas. A pesar del indudable protagonismo que la industrialización tiene en el siglo XIX, es necesario retener la idea de que, como ha escrito R. Villares, “la cuestión agraria sigue siendo un aspecto central para la comprensión del siglo XIX” (R. Villares, 1997: 239).

2.1. Cambios institucionales en la agricultura desde fines del Antiguo Régimen a la Era liberal

La sociedad liberal se fundamenta en un concepto jurídico básico: la propiedad privada. En los comienzos del siglo XIX la sociedad y la economía española no se regían sobre estas bases, toda vez que los principios de la sociedad estamental, basados en la propiedad imperfecta y los privilegios, continuaban en plena vigencia. La nobleza y el clero mantenían su estado de exención fiscal y poseían derechos que les permitían percibir rentas derivadas de su preeminecia social y jurisdiccional. Para los liberales españoles reunidos en Cádiz éstos eran elementos que debían ser modificados profundamente porque impedían la introducción de los derechos de propiedad privada y los de igualdad social. La lectura en clave económica de las iniciativas legales tomadas en los períodos de estancia en el poder político de los liberales, 1820-1823 y después de 1834, parece bastante clara: la introducción de criterios de explotación capitalista en la agricultura. Este proceso es conocido como Reforma Agraria Liberal en el conjunto de Europa. En qué consistió el proceso varió mucho según los diferentes países, teniendo en cuenta el grado de descomposición en que se encontraba el Antiguo Régimen y las alternativas políticas de mayor o menor radicalidad que se plantearon en la transición.

En todo caso, el denominador común en todos los procesos de reforma agraria lo constituyó un conjunto de medidas que en el caso español no fueron diferentes: supresión de derechos feudales que pudiesen todavía existir; privatización y reparto de las tierras comunales; supresión de los usos colectivos de la tierra; expropiación de las tierras de la Iglesia y de instituciones civiles, como los hospitales o las universidades; y abolición del diezmo cobrado por la Iglesia en las tierras sometidas a su control. El objetivo común de todas ellas era la consecución de un mercado libre de tierras, en el que los agentes económicos no tuvieran trabas para desarrollar su libre iniciativa de acuerdo con un principio básico de libertad económica individual. Por tanto, los propietarios de tierras podrían vallar o establecer límites físicos a sus parcelas, impidiendo el aprovechamiento común de las tierras y aplicar el principio de la libertad de cultivos.

Sin duda el punto más polémico de las iniciativas liberales para tranformar el entorno jurídico e institucional fue el modo en que se abordó la llamada cuestión de los señoríos. Ello fue así toda vez que las modalidades de tranformación que se plantearon en diferentes momentos del proceso de afirmación política liberal escondían varias concepciones y vías de solución para el problema de la propiedad de los campesinos. En una excelente síntesis del problema, Ramón Villares (R. Villares, 1997: 243-244) resume las diferentes posiciones expresadas por cada una de las leyes promulgadas para suprimir los señoríos. La primera data de 1811; mientras que la segunda se aprobó a fines del Trienio Constitucional, en 1823. Finalmente entró en vigor la de 1837. Las dos primeras apenas pudieron aplicarse a consecuencia del rápido restablecimiento del orden legal absolutista, mientras que la de 1837 se convirtió en la que se aplicaría finalmente. En todos los casos las leyes recogían la distinción entre señorío territorial y jurisdiccional. Sin embargo, la diferencia más profunda entre las tres leyes era su mayor o menor inclinación hacia los intereses de los campesinos. La aprobada en el Trienio era mucho más favorable a sus intereses. La de 1837 respondía a los objetivos de la nobleza propietaria de señoríos. La clave residía en la distinción, tantas veces aludida, entre señorío territorial y jurisdiccional. Esta diferenciación impuesta por la ley de 1823 obligaba a los titulares de señoríos a presentar sus títulos de concesión de tierras, los cuales en muchos casos era prácticamente imposible demostrar. En cambio, la ley de 1837 obligaba a presentar la documentación a los pueblos. Esta última disposición era claramente favorecedora de los intereses de la nobleza ya que, aunque perdía los derechos jurisdiccionales, conservaba la titularidad de las tierras que era lo que, en última instancia les posibilitaba disponer de la plena propiedad privada de las explotaciones.

La solución adoptada en 1837 con relación al tema de los señoríos generó un conjunto de interpretaciones sobre los resultados de la aplicación de la reforma liberal en España, que acercaba la vía española de transición al capitalismo en la agricultura, en lo relativo a la estructura de la propiedad de la tierra, al modelo de la Prusia del primer tercio del siglo XIX. En otros términos, suponía afirmar que la nobleza había salido indemne en sus territorios y patrimonios tras la aplicación de la reforma agraria liberal. Las evidencias empíricas parecían demostrar estas interpretaciones en los casos de la Andalucía occidental, Extremadura y ambas Castillas, pero no parecía que esto hubiera sido así en otras regiones. Posteriormente la literatura ha establecido tesis mucho más matizadas, sosteniendo que en España se establecieron diferentes vías en los resultados de la aplicación de la reforma agraria liberal, explicables por las amplias diferencias que existían entre regiones en lo relativo al grado de descomposición previa a la reforma del régimen señorial. Así, frente al modelo castellano-andaluz, cabría contraponer la vía valenciana o en general de los territorios de la antigua Corona de Aragón. La cuestión clave era la madurez o modernidad en las formas de gestión de las explotaciones agrarias: allí donde el arrendamiento o la enfiteusis y foros se practicaban de forma generalizada, la aplicación de la reforma dio paso a estructuras de la propiedad divergentes, donde emergió una capa de propietarios a consecuencia del doble impacto, por una parte, de la descomposición del régimen señorial y, por otra, de la aplicación de la legislación liberal. El caso contrario sería el ya mencionado de Castilla y Andalucía en el que las tierras apenas cambiaron de manos, con lo que los campesinos pasaron de la condición de tales a la de meros jornaleros, sin opción a la propiedad de las tierras que venían cultivando desde siglos atrás.

En las reformas introducidas por los liberales en el ámbito de la propiedad, la desamortización ocupa un lugar central en la España del siglo XIX. Eíay que señalar que este proceso ya había tenido lugar a fines del XVIII a iniciativa de Godoy, aunque con efectos limitados y mediante pactos establecidos con la Iglesia. A lo largo del siglo XIX se puso en marcha un movimiento de venta de tierras que adquirió un carácter acumulativo, iniciándose en las propias Cortes de Cádiz y culminando, tras varias iniciativas legales, en la Ley de desamortización general de 1855. El sistema que se siguió para poner en marcha el proceso estuvo bastante regulado. En primer término, los bienes susceptibles de ser desamortizados eran previamente incorporados al patrimonio de la Nación, es decir, se convertían en bienes nacionales. A continuación eran vendidos en subasta pública o también podían ser redimidos por sus propietarios o cultivadores; en este último caso el proceso era conocido como redención de censos. Los bienes sujetos o afectados por el proceso de desamortización lo fueron de diferente naturaleza de acuerdo con las diferentes fases en el ejercicio del poder por parte de los liberales. El Trienio Liberal centró sus objetivos en desamortizar los bienes propiedad de los monasterios. Desde 1836 hasta 1844 los bienes más afectados fueron los del clero regular y secular; en 1848 fueron sujetas a desamortización las órdenes militares. Finalmente, en 1855, se vieron afectadas las fincas pertenecientes a los municipios y el conjunto de las propiedades del Estado.

El nuevo estado surgido de la Revolución Liberal buscaba transferir tierras desde los detentadores que no las cultivaban a otros agentes que las hiciesen circular en el mercado libre, explotándolas de acuerdo con criterios de mercado. En mucha menor medida trataban de adecuar la estructura de la propiedad de la tierra a las nuevas circunstancias, sin que ello supusiera entregar las tierras a sus cultivadores directos. La reforma agraria liberal no buscaba un reparto de lotes a los campesinos, sino únicamente adecuar las viejas formas de explotación y reparto de las tierras a una nueva situación, que permitiese relanzar la agricultura sobre bases completamente nuevas. Dar lugar mediante la desamortización a la existencia de un mayor número de propietarios era también un modo de conseguir asentar el sistema liberal sobre bases más sólidas, especialmente tras la guerra civil que estalló tras la muerte de Fernando VII entre carlistas partidarios del retorno al Antiguo Régimen y liberales. Entre las preocupaciones de éstos también figuraba la obtención de recursos presupuestarios y la reducción de la deuda pública en circulación. Esto explica que se admitiese, como se dirá más tarde, en pago de los remates tras las pujas por las tierras vendidas y afectadas por la desamortización, la deuda pública.

El proceso desamortizador tuvo lugar en varias etapas. Con el precedente ya señalado de la época de Godoy, la desamortización se inició bajo el nuevo prisma de los liberales a partir del Trienio Constitucional. Durante estos primeros años el proceso no fue muy significativo, ni por la cantidad recaudada ni en las fincas afectadas, que lo fueron del clero regular. Fue con el ministro Juan Alvarez Mendizábal cuando a partir de 1836 se puso en marcha el período más significativo de la primera etapa de la desamortización (J. Fontana, 1985: 219-244). En esta primera fase se perseguían, además de los objetivos ya esbozados anteriormente, acabar explícitamente con el poder económico y territorial de la Iglesia. Las condiciones de las ventas para los bienes afectados por la desamortización fueron establecidas con mucha claridad a fin de obtener el mayor número de licitadores y conseguir así la mayor recaudación posible. Por tanto, se establecía la mayor difusión y publicidad para las subastas y que los plazos para pagar los remates de las fincas o los censos fuesen relativamente dilatados para facilitar los pagos y la contratación de hipotecas. Dado que se permitió el pago de las fincas con deuda pública, cuya depreciación era del 75 por 100 en los momentos de aplicación del proceso desamortizador, las diferencias entre el valor de tasa y el valor efectivo ingresado fue bastante inferior, si bien se recaudaron cifras nada desdeñables. Esto no sólo significó que no se pudiese calificar de fracaso el proceso impulsado por Mendizábal, sino que dados los intereses fiscales de la medida general se puede concluir que realmente fue todo un éxito. Las estimaciones de Josep Fontana evalúan el monto de lo recaudado en la operación en 4.500 millones de reales; que se podrían desglosar en 4.000 millones en títulos de deuda pública y 500 millones en efectivo. A ello habría que añadir que el valor inicial de lo tasado quedó bastante por debajo de lo finalmente recaudado en los remates. La razón es que buena parte del patrimonio de la Iglesia y de las órdenes religiosas eran fincas urbanas que gozaban de una excelente ubicación en áreas céntricas, que afectaban a ciudades que iniciaban un proceso de crecimiento apreciable tal y como era el caso de Barcelona, Valencia y Sevilla.

Una segunda etapa de impulso liberal en el proceso desamortizador tuvo lugar con el bienio progresista. En 1855 Madoz plantearía la denominada desamortización general. La nueva etapa debe entenderse en el contexto más amplio de la política económica general de los liberales progresistas durante los dos años de su gestión. El decidido interés por poner en marcha definitivamente el ferrocarril, la necesidad de atraer capitales de los mercados internacionales mediante leyes bancarias y la puesta en marcha de una política de obras públicas, que incluyera carreteras, caminos, puentes, puertos e infraestructura marítima, demandaban un gran gasto del Estado. La desamortización de los bienes propiedad de los municipios y las instituciones así como los montes públicos fue una de las soluciones planteadas para recaudar los recursos necesarios. Los estudiosos de este proceso iniciado en 1855 señalan que esta nueva fase desamortizadora fue la más importante de todo el siglo XIX por sus repercusiones para el conjunto de la sociedad y sobre la estructura de la propiedad, al obtenerse muchos recursos y poner en circulación más tierras, en términos de extensión, que en los períodos desamortizadores anteriores. Por lo demás, los efectos del proceso sobre la propiedad de la tierra no difirieron de los que ya se habían venido produciendo en períodos anteriores. Así, entre 1855 y 1867 se superaron los 5.300 millones de reales.

En conjunto se puede estimar que la desamortización supuso un volumen de ventas en el siglo XIX de 14.435.000 millones de reales, siendo el período cronológico más importante el de 1836 a 1867 (cuadro 2.1). En términos comparativos, la impulsada por Madoz fue mucho más importante, además de por la recaudación obtenida, por el impacto que tuvo sobre la cantidad total de las fincas sometidas al proceso.

CUADRO 2.1. Ventas producidas por el proceso desamortizador (1798-1895), en miles de millones de reales
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FUENTE: R. GarrabouyJ. Sanz, 1985: 11.

Las principales áreas sobre las que la desamortización tuvo mayor incidencia fueron, por este mismo orden: Andalucía occidental, especialmente Sevilla, ambas Castillas y Extremadura, y, finalmente, Zaragoza, Valencia y Barcelona. Respecto al perfil de los compradores, aun a pesar de que en reiteradas ocasiones quienes acudían a las subastas actuaban por cuenta de terceras personas, las monografías revelan que mayoritariamente adquirian las fincas grandes hacendados y también comerciantes y especuladores especializados. Resulta significativo que con el proceso desamortizador de Madoz se produjera una presencia muy importante de compradores que redimieron censos, es decir, que fueron los campesinos que cultivaban las tierras quienes en mayor proporción accedieron a las compras de tierras [la redención de censos consistía en el pago por parte de los campesinos que explotaban las tierras de los valores de tasación establecidos por la Administración para las fincas afectadas por el proceso desamortizador]. Esta redención de censos fue especialmente relevante en la cornisa cantábrica y en Galicia. De aquí que pueda señalarse la importancia que tuvo la desamortización de Madoz en términos comparativos con la de Mendizábal respecto a la estructura de la propiedad de la tierra, dado que permitió consolidar como propietarios a un amplio grupo de campesinos que venían cultivando estas tierras desde tiempos inmemoriales.

Si se realiza un inventario de los puntos más importantes sobre los que el proceso desamortizador impactó en la agricultura, cabría apuntar en primer término a la superficie cultivada. Estimaciones un tanto exageradas señalaban que el monto total de la tierra introducida en los circuitos comerciales alcanzó los 10 millones de hectáreas. Cálculos más recientes han reducido esta cifra a 6,5-7 millones de hectáreas, cifra, en cualquier caso, muy importante. Por tanto, la disponibilidad de una gran cantidad de nuevas tierras para roturar o para explotar de forma más intensa, de acuerdo con nuevos criterios comerciales, significó una liberación de recursos que hasta entonces habían estado o bien ociosos o bien escasamente rentabilizados desde el punto de vista del capital. Sin duda el proceso desamortizador también tuvo un impacto muy significativo sobre la estructura de la propiedad de la tierra. Se ha sostenido por varios autores que la desamortización, especialmente la de Madoz, acentuó la desigual distribución de la propiedad que ya existía a fines del Antiguo Régimen. Una minoría de agentes económicos adquirió las tierras sometidas al proceso desamortizador, especialmente en Andalucía y Extremadura. Por el contario, en el área septentrional peninsular los resultados en este punto fueron muy distintos, ya que el pequeño campesino accedió mediante el procedimiento de subasta o de redención de censos a la propiedad plena o perfecta de la tierra. Como señala Ramón Villares, “la desamortización aquí apenas influyó como proceso en la transformación cualitativa de la propiedad de la tierra” (R. Villares, 1997: 257). En términos generales se puede afirmar que la desamortización consolidó la estructura de la propiedad que existía previamente, aunque dependiendo de las regiones, con lo que el proceso en general venía a sancionar los objetivos diferenciados que tenían la nobleza y las nuevas clases en ascenso, especialmente en el mundo agrario.

Es necesario añadir también que el proceso desamortizador persiguió objetivos fiscales ligados en primer término al fuerte desequilibrio de las cuentas públicas en la etapa final del Antiguo Régimen y que lastraba la consolidación del liberalismo como proyecto económico y político. En el caso de la desamortización de los bienes de la Iglesia, Mendizábal buscaba recursos adicionales para enfrentarse a la causa carlista, mientras que por su parte la de 1855 tuvo un objetivo claro de sufragar el ambicioso proyecto de obras públicas que se puso en marcha con el bienio progresista. Además de los motivos fiscales, no puede ocultarse que la desamortización también se guió por objetivos ideológicos. Para algunos sectores liberales, especialmente los progresistas, se trataba de obtener con la desamortización el máximo número de propietarios estables, con una cantidad media de tierras, que fueran explotaciones viables económicamente y que dotaran de estabilidad política y económica al nuevo régimen liberal. Adicionalmente, la riqueza nacional crecería, con lo que los ingresos fiscales tenderían también a aumentar a medio y largo plazo.

2.2. La producción agraria: superficie, evolución de los cultivos y mercados agrarios

La evidencia cuantitativa disponible, teniendo en cuenta la escasa disponibilidad de estadísticas fiables hasta el último tercio del siglo XIX, sobreel sector agrario español muestra un crecimiento de la producción a largo plazo que estuvo claramente influenciado por la evolución de la población. El aumento de la producción estuvo relacionado con el aumento de la superficie cultivada, dado que los cambios en la tecnología disponible o en los rendimientos y productividad —especialmente la del trabajo (J. Simpson, 1995)— no comenzarían a ser muy significativos hasta comienzos del siglo XX.

En todo caso, mientras que el período del último cuarto del Ochocientos es relativamente bien conocido por la existencia de datos estadísticos elaborados por la administración, los de las décadas que van de 1800 hasta 1870 constituyen reconstrucciones parciales e indicativas que dibujan tendencias y están sometidas a fuertes discusiones entre especialistas. Entre éstos se pueden detectar dos tendencias. Aquellos que interpretan la evolución del sector agrario español como positiva, en el sentido de que el sector presentó importantes cambios internos y de conjunto durante las primeras etapas de la revolución liberal (R. Garrabou y J. Sanz, 1985; y GEHR, 1983); y aquellos que ponen el acento en los limitados progresos que el sector experimentó y que lastraron el desarrollo económico español a largo plazo, aunque sin negar los estímulos que pudo recibir el sector con las reformas liberales (G. Tortella, 1994; y J. Simpson, 1995). En todo caso, lo que parece bastante contrastado es que las transformaciones de carácter institucional establecidas por los liberales tuvieron como principal resultado un fuerte aumento de superficie puesta en cultivo y también propiciaron una expansión del producto agrario a partir de las décadas de 1830 y 1840 que se mantendría hasta 1875.

2.2.1. El cultivo triguero: columna vertebral de la agricultura española

El mejor indicador para conocer la evolución y tendencias generales del sector agrario español en el siglo XIX es el cultivo del trigo, dado que a la altura de I860 ocupaba el 80 por 100 del suelo agrícola. En una investigación reciente, R. Barquín (R. Barquín, 1999) ha estimado la producción de trigo entre 1826 y 1889 en relación con el crecimiento de la población estableciendo las siguientes conclusiones. A lo largo del período de 1827 a 1900 la producción de trigo creció a un ritmo que significó el doble de la población. A partir de 1837 el ritmo de crecimiento de la producción fue muy elevado, como muestra el cuadro 2.2.

Estas reconstrucciones estadísticas muestran cómo las décadas que van desde 1830 hasta I860 fueron las de mayor expansión del cultivo triguero, especialmente en lo relativo a la superficie cultivada. Resulta evidente, por tanto, que la reforma agraria liberal en su aspecto desamortizador tuvo un impacto muy claro en la expansión de la superficie cultivada y que el trigo fue el cultivo más beneficiado por la oferta adicional de tierra. Para el período anterior todos los indicadores -especialmente los bajos precios— señalan que tras las guerras napoleónicas la coyuntura agraria general fue depresiva. Por tanto pueden establecerse dos períodos muy claros en lo que respecta a la evolución de la agricultura hasta el último cuarto del siglo XIX: expansión a largo plazo con una etapa inical de carácter recesivo y que abarcaría desde 1810 hasta 1820.

CUADRO 2.2. Tasas de crecimiento de la producción de trigo y de la población (1827-1900)
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* A partir de datos dispersos de fuentes documentales de la época.

** A partir de métodos de estimación indirecta sobre la base de precios de la cebada.

FUENTE: R. Barquín, 1999: 223.

Por sus características cualitativas y cuantitativas, el período de 1830-1860 constituye el de mayor importancia. Dos indicadores muestran cómo se expandió la agricultura hispana en los años centrales del siglo: la producción de trigo, auténtica columna vertebral del sector primario español, y la evolución de sus precios. Ya se ha indicado cómo evolucionaron las tasas de aumento de la producción de este cereal y cómo dobló prácticamente las tasas de crecimiento de la población. El incremento de la superficie de cultivo a consecuencia de la entrada de más tierras en circulación gracias al proceso desamortizador no fue la única explicación. Existieron otros medidas que “forzaron” al cultivo a aumentar su producción y a mercantilizarse, esto es, a movilizarse desde las zonas productoras del centro peninsular a las consumidoras ubicadas en la periferia.

Sin duda el primer instrumento utilizado para forzar la creación de un mercado nacional -y, por tanto, caminar hacia la formación de precios nacionales— del trigo fue el arancel frente al exterior y la puesta en marcha de una legislación prohibicionista en materia de importación de trigo. En efecto, el decreto aprobado en 1820 establecía la prohibición de introducir cereales foráneos, sólo si la escasez de la cosecha lo exigía y las cotizaciones del grano nacional se disparasen. Ello se tradujo en el establecimiento de un flujo regular de tráfico de granos desde Castilla, a través del puerto de Santander, hacia el litoral mediterráneo, especialmente hasta Cataluña que era el mercado consumidor de mayor envergadura. Este tráfico se consolidaría hacia el final de los años veinte y se iría incrementando progresivamente en las décadas de 1830 y 1840. El ferrocarril con su plena conexión a escala peninsular entre 1855 y 1864 iría posteriormente atrayendo el grueso del transporte interior. A este esquema de prohibicionismo más movilización progresiva de tráfico de trigo y harina de trigo, a través de medios tradicionales (cabotaje y canal de Castilla) y revolucionarios como el transporte ferroviario, habría que añadir la utilización de los mercados coloniales como extensión del mercado nacional. Desde 1819 las Antillas españolas (Cuba y Puerto Rico) pasaron a constituir un mercado reservado para las harinas españolas, con lo que el ritmo de extracciones de polvo de trigo al Caribe hispano no dejó de crecer desde 1830 a 1864.

El fuerte crecimiento de la producción y la comercialización del trigo y sus harinas no supuso, sin embargo, la desaparición total de las llamadas crisis de subsistencias, ni tampoco que España no exportase parte de su producción de granos. En efecto, las crisis de 1847 y especialmente las de 1856-1857 y 1866-1868 fueron episodios que pusieron en evidencia la existencia de problemas de fondo en el funcionamiento de la agricultura, especialmente en lo que se refiere al aumento de los rendimientos y la productividad. Por otra parte, las buenas cosechas de algunos años y la existencia de una demanda insatisfecha en los mercados nacionales propiciaría que en determinados períodos se produjesen exportaciones. Ello ocurrió en coyunturas como las de la Guerra de Crimea en los años centrales de la década de 1850.

Sin duda el comportamiento de los precios constituye el mejor indicador de la articulación de un mercado nacional del trigo. Las dificultades para disponer de series de precios de ámbito nacional fiables son muy grandes teniendo en cuenta las frágiles bases estadísticas del sector agrario español, no disponibles hasta la década de 1890 y con ciertas reservas. Los trabajos más recientes de R. Barquín (1999), realizados a partir de la recopilación de los llamados mercuriales [precios de los productos básicos en las diferentes localidades recopilados por los Ayuntamientos], sugieren algunas conclusiones importantes. En primer término, que hubo una reducción de la estacionalidad de los precios a lo largo del siglo XIX que, sin duda, era imputable a la mejora de los transportes y al incremento de los intercambios entre las regiones. Pero lo más significativo es que este proceso de integración ya era advertible antes de la construcción de los ferrocarriles (Barquín, 1999: 105).

Las crisis de susbsistencias se mantuvieron hasta la década de 1860, aunque dejaron de ser recurrentes y no alcanzaron tanta intensidad como lo habían hecho en el Antiguo Régimen. Desde fines del siglo XVIII hasta 1818 hubo un período de gran inestabilidad en los precios, con graves crisis de subsistencias en 1804-1805 y 1811-1812. Entre 1819 y 1846 la estabilidad en los precios fue la más importante característica; a partir de esta última fecha se inicia un nuevo período de inestabilidad que se prolongaría hasta 1883. Como ha subrayado R. Barquín (Barquín, 1999: 96 y ss.), sólo cabría señalar como años de crisis de subsistencias los años de 1847, 1857 y 1868. Algunos otros años fueron sólo años de malas cosechas.
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Figura 2 .1. Producción estimada de trigo ( 1826-1889). Fuente: R. Barquín, 1999:590-591.

Sin duda las condiciones en que se había venido desarrollando el cultivo triguero, en particular las institucionales, habían cambiado sustancialmente desde 1820-1830. Pero dadas las restricciones que imponía un clima relativamente seco con lluvias irregulares, suelos de poco espesor y baja calida, la expansión del trigo tuvo que realizarse de forma claramente extensiva [como sostiene R. Barquín, “con lluvias escasas y necesitando complementar el empleo de abonos con el de mejores aperos y, en consecuencia, animales de mayor tiro, una agricultura ceralícola intensiva resultaba poco rentable. Por tanto sólo cabía una opción extensiva en esta agricultura, que si bien proporcionaba bajos rendimientos, tampoco incurría en costes muy elevados”] . Los avances en las roturaciones propiciados por los nuevos estímulos que representaban el crecimiento de la población, la disponibilidad de tierras que ofertaba el proceso desamortizador y las condiciones restrictivas que los trigos extranjeros encontraban para acceder al mercado nacional convirtieron el cultivo triguero en el centro del avance de la agricultura española durante los tres primeros cuartos del siglo XIX. Sin embargo, la expansión del cultivo a tierras marginales y la imposibilidad de, dadas las condiciones técnicas, de recurrir a una agricultura cerealística intensiva, provocaría un desajuste en los mercados a fines de la década de los sesenta y durante los años de 1870 que abocaron a la crisis agraria de finales de siglo. La llegada de cereales foráneos procedentes del nuevo mundo a precios relativos muy bajos aceleraría la situación de crisis del sector triguero. Sin embargo, hasta entonces, la expansión triguera que afectó a buena parte de la España interior pudo ser rentable e incluso organizarse de forma más eficiente en lo que se refiere a la distribución de excedentes, ayudada en buena medida por la mejora relativa de las carreteras y caminos que se inició con la consolidación de los liberales en el poder durante la década de 1830. La figura 2.1 muestra con claridad cómo creció la producción de trigos hasta la década de los sesenta para estancarse posteriormente.

2.2.2. La expansión de nuevos cultivos y el estímulo de la demanda externa

Si los cereales, singularmente el trigo, constituyeron el cultivo principal de la agricultura española durante el siglo XIX, no es menos cierto que ya desde la década de 1830 otros cultivos iniciaron un proceso de expansión. Se trató de aprovechamientos agrícolas que se expandieron en la periferia peninsular, en íntima conexión con los fuertes estímulos aportados por el progresivo aumento de la demanda externa. Estos productos fueron la vid, el olivo, las almendras y los cítricos.

La vid amplió su superficie cultivada en Andalucía occidental, en particular en el área de Jerez. Los vinos jerezanos incrementaron su demanda entre 1820 y 1864, superando ampliamente las cotas de producción alcanzadas en la segunda mitad del siglo XVIII. El principal mercado de los caldos andaluces seguía siendo Gran Bretaña, que supuso entre el 83 y el 90 por 100 ente 1822 y 1885, el cual amplió su demanda al compás del crecimiento de la renta disponible en el país pionero de la Revolución Industrial. La figura 2.2 muestra cómo desde 1820 las exportaciones de Jerez y Puerto de Santa María crecieron ininterrumpidamente hasta 1874, únicamente con un estancamiento entre 1858 y 1861, atribuible a malas cosechas y cambios en el sistema arancelario británico. También hubo ampliaciones de la superficie cultivada de vid en la fachada mediterránea, es decir, tanto en Cataluña como, sobre todo, en el País Valenciano.
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Figura 2.2. Nivel de exportaciones de Jerez y Puerto de Santa María (1822-1874). Fuente: E. Montañés, 2000: 253-254.

Cataluña había acusado fuertemente la pérdida de los mercados americanos tras la segregación del Imperio. Desde 1820 los precios de los productos vitivinícolas catalanes cayeron casi hasta la mitad respecto a las cotizaciones alcanzadas a principios del siglo XIX. Sin embargo, desde 1830 las cotizaciones iniciaron un proceso de escalada que se prolongaría hasta 1860. Las exportaciones americanas de vinos y aguardientes catalanes se recuperaron al calor de las nuevas bases sobre las que descansó la nueva economía del Principado. Pere Pascual (1990: 192 y ss.) ha explicado cómo las remesas de vinos encontraron salida de nuevo en el exterior gracias al flujo de importaciones de algodón en rama que llegaba desde el Sur de Estados Unidos para abastecer la nueva especialización industrial textil catalana. En íntima relación con este nuevo esquema de organización comercial se iniciaría en Cataluña una industria de construcción naval para aprovechar las nuevas corrientes comerciales sobre las que ya había incidido también J. M. Fradera (1987) y J. M. Delgado (1983). Los navios catalanes emprendían la singladura hacia América cargados con productos agrarios, repartiéndolos en las Antillas españolas y otros lugares del continente, y, de retorno, traían algodón norteamericano para abastecer las fábricas del Principado. El grueso de la materia prima era cargado en su mayor parte en los depósitos comerciales de Cuba y Puerto Rico o directamente en Nueva Orleans o Mobila. Este tráfico se vería alterado a partir del estallido de la Guerra Civil en Estados Unidos entre 1860 y 1865. Por otra parte, el desencadenamiento de la plaga del oidium afectó a los viñedos, aunque la respuesta a la enfermedad consiguió aumentar las exportaciones desde 1855 si bien con precios a la baja por exceso de producción sobre la demanda.

La principal área beneficiada por la demanda de vinos y la expansión consecuente del cultivo de la vid fue el País Valenciano. Con una importante tradición productora de aguardiente, vinos y pasas, la producción vinícola valenciana experimentó un fuerte estímulo a consecuencia del descenso de la oferta mundial de vinos asociada a la difusión del oidium. Dado que el territorio valenciano se vio muy poco afectado por la plaga pudo hacer frente al desabastecimiento internacional de los mercados de vinos, incrementando su producción y aprovechando al mismo tiempo las altas cotizaciones que los caldos alcanzaron entre 1855 y 1862. Los vinos valencianos acudían a los mercados de Francia, Italia, Alemania e incluso a mercados del interior peninsular, como los de la costa cantábrica y Galicia. Los mercados americanos estuvieron siempre en este período bajo el control del puerto de Barcelona, hacia donde se encaminaban las producciones valencianas mediante el comercio de cabotaje. De hecho, los caldos exportados en el período de 1860-1870 por los puertos del litoral valenciano lo hicieron mayoritariamente —75 por 100— hacia mercados europeos y sólo el 25 por 100 restante a América (J. Piqueras, 1985: 68-71). Después de 1868, con la difusión de una nueva plaga como fue la filoxera en Francia, la producción aumentaría todavía mucho más. Se contaba con una experiencia agrícola previa a partir de la cual se incrementarían las exportaciones. En el caso valenciano la vinculación al mercado de su agricultura ya venía de atrás y no haría sino intensificarse en el último tercio del siglo XIX (J. Millán, 1990: 37-52).

En lo que se refiere al olivar, la expansión de la superficie cultivada se dejó sentir a mediados del siglo. Fue a partir de la década de 1840 cuando avanzaron los plantíos en las principales áreas productoras que eran Córdoba-Sevilla, Cataluña-Aragón y el País Valenciano. La mayor disponibilidad de suelos por el proceso desamortizador y las altas cotizaciones del aceite en los mercados externos, especialmente para usos industriales, hicieron avanzar la producción y los ingresos por venta de aceites hasta 1860-1864 (J. F. Zambrana, 1985: 301-302).

Al margen de los cultivos de secano típicos de la trilogía mediterránea, la mayor disponibilidad de tierras, la introducción de los criterios de propiedad privada y la mayor vinculación a los mercados permitieron introducir nuevos cultivos. La mayor parte de estos nuevos cultivos fueron arbóreos y arbustivos, especialmente frutales. Los cítricos como la naranja constituyen uno de esos nuevos productos agrarios que iniciaron su expansión a mediados del siglo XIX. La ampliación de la superficie regada fue uno de los requisitos básicos para la adopción a cierta escala del naranjo como cultivo. Para ello hizo falta además de disponer de recursos hídricos, la financiación y el capital para disponer de tierras acondicionadas para el cultivo. Durante la década de 1840-1850 se inician las exportaciones de naranjas, síntoma de que la producción comienza a ser significativa, especialmente en tierras valencianas. Entre 1850 y 1870 el volumen de naranjas vendidas al mercado internacional sobrepasa las 10.000 toneladas como media en los años sesenta, sobre todo. Los problemas de inexistencia de estadísticas impiden evaluar cuantitativamente la superficie dedicada a los cítricos, pero las primeras cifras disponibles señalan que entre Valencia y Castellón existían unas 1.300 hectáreas de tierras dedicadas al naranjo mientras que en 1872 ya ascendían a 2.800 (R. Garrabou, 1985: 102).

Resulta incuestionable que el sistema cerealístico -es decir, el que se destinaba a la alimentación y subsistencia de la población— seguía teniendo un predominio indiscutible a la altura de la década de 1860. Esto es, el 80 por 100 de la superficie agrícola total estaba dedicado al cultivo de los cereales (es decir, la superficie sembrada y los barbechos y eriales) en la fecha citada. Sólo el 20 por 100 restante se dedicaba a producciones mucho más orientadas hacia el mercado —viñedos, olivares— y cultivos variados, como los frutales, cítricos o los de carácter industrial (cuadro 2.3).

Puede afirmarse, a la vista de esta evolución, que la agricultura española no había hecho demasiados progresos en el camino de la reducción de la superficie dedicada a cultivos de subsistencia a favor de una especialización más rápida y orientada a la comercialización en los mercados exteriores. La respuesta meramente extensiva frente a la presión de la población sobre los recursos disponibles se apoyó sobre la mayor disponibilidad de tierras ofrecidas por los sucesivos procesos roturadores que acompañaron a las desamortizaciones. Sin embargo, ello no debe conducir a la afirmación un tanto simplista que sugiere que el inmovilismo o la rutina secular siguieran siendo características estructurales e intrínsecas al sector agrario español hasta 1868. Incluso en el sistema cereal hubo, aunque modestos, progresos en los rendimientos por hectárea. R. Garrabou y J. Sanz señalan que, a pesar de la inexistencia de estadísticas seriadas, los cálculos que se pueden realizar sobre esta variable indican que entre 1800 y la década de 1890 los rendimientos pasaron de los 7,75 Hl/Ha a 9,45. Por todo esto cabe añadir que la dirección en la que se movió la agricultura cerealista fue al mismo tiempo extensiva e intensificadora, esto es, se amplió la superficie de cultivo rompiendo nuevas tierras, es decir, roturándolas —montes, pastos- e intensificando, al mismo tiempo, las áreas de cultivo ya existentes. Resulta evidente que predominó hasta 1880 mucho más la primera que la segunda tendencia, por lo que el signo global que presenta la agricultura en este período sería el de la ampliación de la superficie cerealista con tímidos avances en rendimientos y acompañado del despertar de un nuevo sector comercial que desde 1840 fue abriéndose camino en el conjunto de la agricultura española. El gran sacrificado en este avance roturador de tierras fue el sector ganadero que sufrió un gran retroceso y liquidaría tendencias seculares de la economía española como la exportación de lanas merinas tras la supresión de la Mesta.

CUADRO 2.3. Uso del suelo agrícola en 1860 (millones de hectáreas)








	Sistema cereal
Superficie sembrada
Barbechos y eriales no permanentes
Viñedos y olivares
Otros cultivos
Superficie agrícola total

	12,92
6,76
6,16
2,10
0,99
16,01







FUENTE: R. GarrabouyJ. Sanz, 1985: 103.

2.3. Declive y readaptación de la ganadería española

Desde mediados del siglo XVIII hasta la década de 1870 el conjunto de la cabaña ganadera española experimentó un declive general, con la readaptación de las diferentes especies a la nueva situación de la economía española y, en particular, de la agricultura. En términos generales el ganado mayor (caballos, muías, asnos y vacuno) resistió mejor las transformaciones operadas en el entorno económico y social. No cabe decir lo mismo del menor (ovino y cabrío), que sufrió un fuerte retroceso. En el cuadro 2.4 figura la evolución de la estructura de la cabaña de ganado entre mediados del siglo XVIII 1865 en los territorios de la antigua Corona de Castilla, que aunque no se refieren al conjunto de España suponen una gran parte de ésta.

A partir de estos datos agregados y tomándolos como signos de tendencia —dada la inexistencia de series fiables— se puede adelantar cómo en términos generales la cabaña ganadera sintió la reducción de su espacio vital. En particular se puede afirmar que la extensión de cultivos y su intensificación incrementaron la necesidad de disponer de ganado de labor. Muías y asnos crecieron como especies muy requeridas para las tareas agrícolas y por las mayores necesidades de transporte, al compás del crecimiento de las necesidades de comercialización de la producción antes de la llegada del ferrocarril. Estas especies se adaptaban muy bien al campo español, siendo especialmente importante el ganado mular. En el ganado vacuno se aprecia un retroceso explicable por las dificultades de integrar en la explotación agraria tradicional extensiva a este tipo de ganado.

CUADRO 2.4. Evolución de la estructura de la cabaña ganadera (1750-1865) (porcentaje sobre el peso vivo total)
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FUENTE: R. GarrabouyJ. Sanz, 1985: 117.

Por lo que se refiere al ganado menor, tanto el ganado cabrío como el lanar disminuyeron sus efectivos a largo plazo y sólo el porcino se mantuvo e incluso tendió a aumentar ligeramente. Sin duda la caída del lanar es el hecho más importante dentro de la ganadería menor. El declive de esta clase de ganado ha sido estudiado por Angel García Sanz (A. García Sanz, 1978). Asociadas a la crisis del Antiguo Régimen, las exportaciones de lana procedente de la oveja merina comenzaron a disminuir entre 1820 y 1830-1840. Las razones de la crisis de esta especie que evidencia la disminución de la demanda externa, hay que asociarlas a otras cuestiones que ya venían manifestándose con anterioridad. En particular, al descenso progresivo de los beneficios de las explotaciones ganaderas trashumantes durante la segunda mitad del siglo XVIII y al recorte de los privilegios que la poderosa Mesta había venido acumulando desde la Edad Media. El avance de las roturaciones espoleado por el alza de los precios del trigo hizo caer los beneficios de la trashumancia y el descenso del número de cabezas de ganado trashumante se empezó a notar en 1770. Este descenso se agudizó con la guerra contra Napoleón y por las ventas y extracciones incontroladas al exterior, que provocaron el arraigo y la adaptación de la raza merina española en los mercados hasta entonces consumidores de lanas finas hispanas. La roturación y puesta en cultivo de las dehesas y pastos tradicionales constituyó el golpe de gracia a partir de 1830-1840, cuando la Mesta fue disuelta. Al mismo tiempo, la mayor demanda de aprovechamientos relacionados con la ganadería de renta (carne y leche) orientó la producción hacia otras especies, con el consiguiente impulso al ganado estabulado, preferentemente vacuno.

Estos cambios a largo plazo significaron también cambios en el mapa peninsular de especializaciones ganaderas. Entre 1750 y 1850 se produjo un auge de las producciones en el Sur peninsular como Extremadura, Andalucía y Murcia frente a la pérdida de importancia de Castilla. En Andalucía se potenció el ganado equino y porcino en detrimento del vacuno. Quizá lo más relevante es que en esta región la intensidad del avance roturador fue tan intensa que explica que casi triplicase sus números de cabezas de ganado equino, especialmente el de muías. Aigo similar ocurría en Extremadura. Galicia por su parte sufriría un declive general hasta 1865, especialmente en el ganado equino y porcino. Estos cambios regionales en la disponibilidad de efectivos ganaderos muestran cómo también en este aspecto se reflejaban las diferencias entre regiones en lo que se refiere a los cambios que la especialización introduce el modelo de desarrollo agrario liberal español. Sobre estas diferencias incidirá de diversos modos también la crisis de fines del siglo XIX, lo que alterará todavía más el mapa y la trayectoria general de la ganadería.

2.4. Comercio exterior y crecimiento económico

Tradicionalmente se ha sostenido que la economía española apenas se integraría en los mercados internacionales y que ello le restaría oportunidades de beneficiarse de las ganancias estáticas y dinámicas del comercio exterior. En otros términos, se sostenía que España mantuvo un déficit crónico en su balanza de pagos y que ello representó un enorme handicap para conseguir aumentar la renta nacional. Ello era especialmente importante en un contexto como el del siglo XIX, en el que la práctica del librecambismo hasta la década de 1880 significó un espectacular aumento del volumen y del valor de las mercancías que circularon en los mercados mundiales, sobre todo europeos, beneficiando a aquellas economías que siendo más abiertas pudieron mejorar su competitividad. Investigaciones más recientes han reestimado esa interpretación dominante para el caso español y han establecido un menor déficit e, incluso, se pudo mantener un superávit en la balanza de mercancías.

Como punto de partida hay que tener en cuenta los trabajos de L. Prados (1982, 1988 y 1999) que señalaban cómo la independencia de las colonias americanas continentales aceleró la creación de un abultado déficit comercial. Las reexportaciones en particular sufrieron un colapso al suponer en 1815-1820 un 40 por 100 del nivel alcanzado en 1784-1796. Sin duda el efecto más importante fue el cese de la llegada de metales preciosos que, hasta entonces, financiaba el déficit por cuenta corriente de la balanza de pagos española con el extranjero. El período posterior a la guerra contra Napoleón fue el que ya manifestaría una clara ruptura con el mecanismo de financiación del déficit que existía, con cierta estabilidad secular, desde la época colonial.

Entre 1820 y 1850 la balanza de mercancías se mostró estable con ligeros déficit. En cambio, a partir de la segunda mitad del siglo los déficits jalonan la década de los cincuenta y, sobre todo, la de 1860. Tanto la balanza de mercancías como la de pagos por cuenta corriente muestran más años negativos entre 1855 y 1870. Las razones que explican esta situación son básicamente dos: las elevadas importaciones de material ferroviario y el pago de los intereses de la fuerte deuda externa. A ello cabría añadir también los pagos realizados por intereses y dividendos a las acciones y obligaciones emitidas por las compañías ferroviarias durante la década de 1860. Además, hay que tener en cuenta que aumentaron las importaciones de materias primas industriales como el algodón y el carbón mineral, vinculadas al inicio de una etapa de crecimiento industrial.

Uno de los elementos de mayor interés en la evolución del comercio exterior durante el siglo XIX lo constituye el comportamiento de las relaciones reales de intercambio (RRI). Estas tratan de explicar la capacidad de importar por unidad exportada y muestran un signo positivo entre 1815 y 1879. Ello quiere decir que la producción española de mercancías hasta 1870 se enfrentó a una demanda de éstas relativamente inelástica que le permitió ganancias estáticas por la vía de los precios. Frente a ello, las importaciones básicamente de productos manufacturados, aunque crecieron, fueron a largo plazo relativamente más baratas, dados los avances de productividad de los países más industriales a través, sobre todo, de la incorporación de innovaciones tecnológicas que hacía descender los precios en términos de las exportaciones hispanas. Sin embargo, a partir del último tercio del siglo las Relaciones Reales de Intercambio se deterioraron para España.

En lo que se refiere al volumen del comercio exterior durante el siglo XIX hubo un claro crecimiento tras la guerra contra Francia. Así, entre 1815 y 1853 tuvo lugar un aumento lento de las exportaciones, por debajo de la media de los países más avanzados de Europa. Ello fue especiamente importante durante las décadas de 1830-1840, precisamente cuando el comercio exterior de los países de la Europa occidental comenzaba a despegar a consecuencia de la industrialización. Después de 1850 las exportaciones aumentaron muy rápidamente hasta 1870, pero las importaciones, como ya se señalaba anteriormente, se dispararon a consecuencia de las compras en régimen de franquicia arancelaria de material ferroviario y el fuerte crecimiento del ritmo de las importaciones de materias primas industriales.

Si atendemos a la estructura del comercio exterior, se observan con nitidez los cambios que tuvieron lugar en la economía española y la lenta marcha hacia la modernización económica. En el cuadro 2.5 se aprecia cómo los alimentos y las materias primas suponían entre el 70 y 80 por 100 de las ventas de mercancías en los mercados exteriores.

CUADRO 2.5. Porcentajes de participación por productos en las exportaciones españolas (1790-1870)
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FUENTE: Prados, 1999: 313.

Mientras que los productos semielaborados apenas mostraron cambios hasta 1870, las producciones industriales cayeron desde la época colonial (en realidad reexportaciones), manteniéndose en un muy modesto 6 por 100 hasta 1850, en que retrocedieron. La ventaja comparativa hispana residió claramente en la oferta de productos agrarios y materias primas.

En lo que se refiere a la estructura de las importaciones, que se muestran en el cuadro 2.6, es importante destacar la disminución relativa de las importaciones de alimentos —que en su mayor parte eran trigos— frente al avance desde 1850 de las importaciones de materias primas industriales, tales como el algodón, carbón mineral y madera. Por otra parte, los productos industriales experimentaron al mismo tiempo una disminución porcentual desde 1850 y un cambio interno en su composición. Los acabados textiles (tejidos de algodón, fundamentalmente) cedieron terreno frente a las compras de material móvil y fijo para los ferrocarriles y otras máquinas y herramientas para una industria incipiente. Baste señalar a este respecto que las importaciones textiles representaban el 40 por 100 de los valores de importación en 1830 y se redujeron a menos del 15 por 100 en 1850 (L. Prados, 1999: 316). Parece claro que el desarrollo de la industria catalana había alcanzado un avance considerable en las décadas centrales del siglo XIX.

CUADRO 2.6. Porcentajes de participación por productos de las importaciones españolas (1790-1870)
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FUENTE: Prados, 1999: 313.

Es importante también destacar en qué medida se vieron alteradas las exportaciones e importaciones españolas desde la perspectiva de su distribución geográfica. Si a fines del siglo XVIII las colonias suponían el 36 por 100 de las exportaciones y el conjunto de Europa el 64 por 100 restante, tras la desaparición de los vínculos coloniales el Viejo Continente llegaría a representar, durante gran parte del siglo XIX, el 75 por 100. Es decir, Europa ocupó el lugar que el Imperio colonial español tenía en América desde la perspectiva del comercio exterior. A consecuencia del nuevo papel de potencias industriales que estaban desempeñando, Francia e Inglaterra llegarían a suponer el 50 por 100 de los mercados hacia los que se dirigían las mercancías españolas. Cuba y Puerto Rico sólo llegarían a representar como máximo el 25 por 100 del total del comercio exterior en el Ochocientos. Unicamente en el último cuarto del siglo comenzaría a dejarse sentir una cierta diversificación geográfica de las exportaciones e importaciones, con la incorporación en porcentajes cada vez más significativos de los mercados de Estados Unidos, Alemania y Argentina. La procedencia geográfica de las importaciones españolas revela una estructura prácticamente igual a las exportaciones. De acuerdo con Prados, la mayor concentración de las exportaciones —o bien, si se prefiere, la menor diversificación relativa de las exportaciones hispanas— respecto de los países adelantados de Europa supondría un claro indicador de que la economía española era la de un país en vías de desarrollo y con un menor grado de internacionalización de su economía (Prados, 1999: 318-320).

A la vista de este comportamiento del comercio exterior cabría preguntarse en qué medida el sector contribuyó al crecimiento de la economía española. Esta pregunta habría que contestarla teniendo en cuenta el comportamiento del sector exterior a largo plazo y no tanto al período de 1800-1870, de que es el que nos ocupa. Con todo se pueden establecer algunas evidencias a partir de los cálculos y las investigaciones llevadas a cabo por Prados. En primer término habría que tener en cuenta el tamaño del sector y para ello deberíamos contar con la participación del comercio exterior en el Producto Interior Bruto. En el cuadro 2.7 figuran las proporciones de las exportaciones e importaciones sobre el PIB para el siglo XIX en España y los países más industriales europeos.

Sobre la base de estos datos se advierte un fuerte ascenso del sector a lo largo del siglo XIX, tanto en España como en el conjunto de los países europeos más industriales. Sin embargo, es evidente que en el caso español el sector exterior tuvo un menor peso en el PIB. En particular resalta la menor entidad de las importaciones en España, lo cual podría ser interpretado como una evidencia de la existencia de un mayor grado de protección o dicho de otra manera: la economía española estuvo mucho menos expuesta y abierta a la competencia internacional, especialmente a partir del último tercio del siglo.

CUADRO 2.7. Proporciones de exportaciones e importaciones en el PIB aprecios corrientes, 1830-1890
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FUENTE: Prados, 1999: 322.

Por otra parte, aunque las exportaciones aumentaron muy por encima de como lo hizo el PIB a lo largo de la centuria, la participación del sector fue todavía muy baja por lo que apenas hubo impactos relevantes de forma agregada en el conjunto de la economía en el período de 1800 a 1870. Aunque esta evidencia es muy clara, no por ello habría que restarle impactos positivos del sector sobre el conjunto de la economía. Es cierto que el ritmo español fue más lento en la apertura exterior y que, por tanto, los beneficios de la competencia internacional repercutieron de forma más reducida en la economía, pero ello no supone afirmar que no existieran importantes repercusiones. Por un lado es necesario aceptar que hasta la adopción de un proteccionismo muy acusado en 1890 la economía española se estuvo beneficiando de la importación de productos procedentes del extranjero a precios más bajos. De otro lado, la inserción en el mercado mundial durante los años 1830 a 1869 significó una ampliación del mercado, entrada de capitales foráneos necesarios para poner en marcha actividades productivas y la adopción de un cambio tecnológico adquirido en los mercados mundiales. Los sectores más influidos por el comercio exterior de exportación mejoraron su nivel de renta y pudieron ofertar ganancias de productividad y mayor oferta de empleo. En un contexto en el que la agricultura del interior poseía un enorme peso, estas ganancias representaron un impulso muy significativo para las producciones agrarias más dinámicas y comerciales, especialmente para el litoral mediterráneo. La importancia de la apertura exterior progresiva en los años 1850 y 1860 tuvo también unos efectos muy relevantes al posibilitar la inversión en la formación de capital social fijo, en particular en obras públicas y ferrocarriles.

Sin duda los efectos positivos de la exposición de la economía española frente a los mercados internacionales fueron de gran importancia, pero no pueden ser exagerados. Las consecuencias negativas de una baja integración en el mercado mundial se manifestarían más adelante y a largo plazo hasta la Primera Guerra Mundial. Bien es cierto que hasta 1870 los efectos beneficiosos se dejaron sentir, pero el proceso de reajuste, tras la pérdida del Imperio colonial y del poco dinamismo de la década de los años 1830, retrasó la apertura exterior a la década de 1850 y 1860. El cambio de coyuntura internacional rompería los efectos positivos y la economía española se vería a partir de 1870 afectada por un creciente proteccionismo a escala mundial fruto de la gran crisis económica internacional.
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La industria en España en el siglo XIX

El proceso de industrialización ha protagonizado hegemónicamente la historiografía económica internacional sobre el siglo XIX. Además del desarrollo temprano del crecimiento de Inglaterra desde la segunda mitad del siglo XVIII, buena parte de los países de la Europa occidental inició su camino hacia la transformación productiva desde el predominio del sector agrario a una especialización progresivamente industrial. España constituyó un país cuya economía experimentó un influjo de los procesos de industrialización a lo largo del siglo, pero sin que se produjera un auténtico cambio en la base económica que pudiese hacer llegar a la conclusión de que la estructura de la economía a fines del siglo XIX fuese auténticamente industrial. Ello, no obstante, no quiere decir que entre 1820 y 1868 la economía española no mostrara un claro proceso de transición desde la protoindustria y las formas artesanales de producción manufacturera en el sector textil lanero y algodonero hacia la concentración industrial, yendo acompañado de un proceso de mecanización en las diferentes fases de los procesos de producción.

El cambio industrial adquirió especial relevancia en Cataluña. Si el textil algodonero catalán ya se había desarrollado a fines del siglo XVIII —a propósito de la libertad de comercio con las colonias americanas— como una economía en la que las indianas adquirieron una presencia cada vez más importante, el primer tercio del siglo XIX constituyó el período de transformación crítica. Sólo después del final de las guerras napoleónicas y con la definitiva pérdida del imperio colonial americano continental, junto al proceso de transición hacia el liberalismo, fue el momento en el que el textil catalán experimentó la fase de despegue y modernización. Entre 1830 y 1868la producción algodonera acabaría consolidándose como industria básica de la economía catalana y, por extensión, de la española.

Además de Cataluña, otras regiones experimentaron un cambio importante en sus actividades industriales. El sector textil lanero también sufrió transformaciones decisivas, entre ellas la mecanización, aunque con diversos grados de intensidad y con ciertos problemas debido a las fluctuaciones y los bajos niveles relativos de renta de la demanda española del siglo XIX. Béjar en Salamanca, Alcoy en el País Valenciano o Antequera en Andalucía constituyen zonas en las que se dejó sentir el proceso de transición desde las formas gremiales a las industriales a lo largo del Ochocientos. En el caso catalán, la industria lanera pervivió y su producción se mantuvo e incluso se incrementó a lo largo del período a través de centros especializados como Tarrasa y Sabadell. Junto a estas especializaciones, la industria sedera y del lino tuvo cierto papel hasta mediados del siglo, pero su capacidad de adaptación a la nueva demanda y los problemas de mecanización del sector prácticamente dejaron estas producciones en una condición de marginalidad.

No sólo el sector textil protagonizaría el afianzamiento de la primera industrialización española. La industria metalúrgica inició su andadura a mediados del siglo sobre bases auténticamente modernas, pero su papel en el conjunto de la economía española fue reducido, toda vez que los condicionantes energéticos, el atraso tecnológico y los problemas de la insuficiente demanda -además de la oportunidad perdida que representó no construir los ferrocarriles con una mínima participación de los acabados siderúrgicos españoles— retrasaron la modernización a gran escala del sector hasta la última década del siglo XIX.

Uno de los más graves problemas a la hora de explicar las insuficiencias de la industria española hasta 1868 lo constituye el problema de las fuentes de energía. La tecnología del vapor necesitaba del carbón mineral para hacer funcionar la nueva maquinaria. Ésta dependía de una oferta regular y a precios relativos bajos de carbón mineral que posibilitase la adopción de las nuevas máquinas. El problema de la escasez y mala calidad del carbón español pudo suponer un retraso relativo y un handicap importante para la economía española, lo cual hizo muy dependiente de los recursos hidráulicos, escasos e irregulares, a la incipiente industria española.

La historia de la industria española hasta 1870 muestra sin embargo una trayectoria agregada de fuerte crecimiento, sobre todo porque se partía de una situación previa a 1830 en la que el sector secundario había, presumiblemente, sufrido una situación de estancamiento cuando no de claro retroceso, teniendo en cuenta que los niveles de producción manufacturera española ya eran relativamente bajos en el siglo XVIII. La crisis del Antiguo Régimen, la inestabilidad política y las permanentes situaciones de guerra habían operado como factores claramente retardatarios del desarrollo de una industria moderna. Globalmente, por tanto, la trayectoria de la industria pudo ser brillante, pero los problemas estructurales ya señalados y el bajo nivel técnico y de organización del sector antes de 1830 lastraron las primeras etapas del proceso industrializador español.

Los trabajos emprendidos hace ya más de una década por Albert Carreras han proporcionado una reconstrucción estadísticamente aceptable de la evolución del índice de producción industrial español para los siglos XIX y XX. Gracias al esfuerzo de este historiador económico se dispone de un cuadro interpretativo general del ritmo de crecimiento del conjunto del sector industrial español que permite realizar comparaciones internacionales y ayudan también a explicar las particularidades de las primeras etapas de la industrialización española. En la figura 3.1 se muestra el comportamiento del índice para el conjunto del siglo.

[image: ]

Figura 3.1. Indice de producción industrial (1831 - 1900). Fuente: A. Carreras, 1984.

Parece evidente que el siglo XIX fue un período de crecimiento industrial y, en particular, los años que van de 1842 a 1861 fueron especialmente intensos en el aumento del producto. Los datos de A. Carreras señalan que las tasas de crecimiento para estos años fueron muy elevadas: del 5,4 por 100 anual. Este fue el período de mayor y más intenso aumento de la producción industrial de todo el siglo. La cuestión más importante es si el crecimiento se había iniciado con anterioridad al comienzo de los cálculos realizados para la confección de la serie. Parece que desde 1831 hasta el arranque de la década de 1840 la tasa de aumento fue del 3,3 por 100 anual, pero todo parece apuntar a que antes de 1830 la producción industrial hispana no sólo habría estado estancada, sino que, con toda probabilidad, había retrocedido. Esto le conferiría al período aquí analizado un claro sesgo positivo, al partirse de niveles muy bajos, cuando no, como ya se ha señalado, negativos.

El propio A. Carreras (1997: 46-47) ha apuntado que el crecimiento para el conjunto del período de 1831-1861 fue muy intenso (4,6 por 100 anual de tasa de aumento del IPI) pero que una parte importante del crecimiento fue, en realidad, recuperación del tiempo y de los niveles perdidos desde, al menos, 1790. Aun así, unas tasas a la baja del 2 por 100 anual para el largo plazo que transcurre entre 1790-1860 no serían muy distantes de las que, para el mismo período, disfrutó Inglaterra.

Estas estimaciones han sido criticadas por Leandro Prados (1988: 163-167) para quien el período de 1830-1860 fue una época de menor tasa de crecimiento: 2,6 por 100 interanual según cálculos propios. El planteamiento de este autor, menos optimista que Carreras, parte del supuesto de que ni la industria textil ni la minera tuvieron tanto dinamismo como se le ha dado en los cálculos del IPI propuesto por el historiador económico catalán. Lo cierto es que los años 1800-1830 fueron, en opinión de Prados, una época de disminución del producto industrial español, que se cifró entre un 0,2 y 0,3 por 100 anual, con lo que el proceso de aumento posterior hasta 1860 sería, más bien, el de una recuperación de la producción que, globalmente, significaría aumentar la producción industrial pero con unos niveles de industrialización, comparativamente con los alcanzados por las economías de la Europa occidental industrial, claramente muy bajos.

La polémica sobre el nivel alcanzado por la industria española desde la perspectiva de la evolución del IPI todavía continua y Carreras ofrece en una de sus últimas revisiones una tasa de crecimiento anual para el período del 3,6 por 100 que él mismo califica de “estimación de compromiso” (ibidem: 46). Cualquiera que sea el enfoque que se adopte, lo que parece indiscutible es que desde 1830 la industria española aumentó su producción de modo muy significativo con respecto a los treinta años anteriores, aunque sin duda ello no supuso acercarse a los niveles de industrialización británicos o franceses, si bien el ritmo y la intensidad del aumento alcanzado fue muy importante. Ello fue así porque el final del Antiguo Régimen había supuesto una recesión muy fuerte en las manufacturas tradicionales, en parte por la pésima coyuntura económica asociada a la pérdida del imperio colonial continental americano y, sobre todo, por la transición iniciada en el sistema de producción manufacturera desde la protoindustria y el control gremial a la industria capitalista moderna, cuyo sector emblemático fue el textil.

3.1. El sector textil: la hegemonía catalana en la industrialización española

Desde el siglo XVIII la manufactura tradicional catalana había venido atravesando una fuerte expansión, pero casi toda ella respondió a modificaciones de tipo cualitativo, es decir, sin cambio técnico, tal y como se había desarrollado en la Inglaterra de la Revolución Industrial. En el caso de Cataluña la manufactura algodonera se convirtió en el sector líder de la economía desde fines del siglo XVIII, pero en cuanto desaparecieron los obstáculos institucionales típicos del Antiguo Régimen se consolidaron en el seno de la nueva economía industrial del Principado (J. Fontana, 1988). Hay que señalar que las conocidas “indianas” (llamadas así por ser tejidos de algodón procedentes de la India) estampadas en Cataluña se habían desarrollado y popularizado desde el primer tercio del siglo XVIII, y hacia 1785 la manufactura radicada en el Principado estampaba casi la mitad que los grandes países productores europeos (Gran Bretaña, Suiza y Francia), lo cual da una idea de la importancia adquirida por esta especialización. Fa manufactura radicada en el entorno de Barcelona exportaba el grueso de la producción que sólo se estampaba, ya que se importaba ya hilado el algodón. Como ha explicado, entre otros, Jordi Maluquer, la manufactura de indianas no había incorporado todavía el hilado en sus estructuras: la industria textil moderna apenas existía (J. Maluquer, 1998: 47). Ello era así porque, en realidad, el sistema de producción de las indianas sólo requería una gran concentración de artesanos con gran destreza manual para tejer y estampar, con lo que, en realidad, se estaba ante una manufactura centralizada en la que la mecanización, posibilitada por la división del trabajo, apenas existía en gran escala. Como ha sostenido, entre otros, A. Sánchez, las fábricas de indianas eran, en sentido estricto, protojubricus (A. Sánchez, 1996: 157).

La aparición de la industria textil algodonera moderna en Cataluña no tuvo lugar de forma súbita, sino que se fue preparando desde, al menos, mediados del siglo XVIII. Como ya se ha señalado, el entorno institucional típico del Antiguo Régimen actuaba como un corsé que frenaba los cambios hacia la industria, especialmente porque los gremios controlaban todo el proceso de producción e impedían la incorporación de progreso técnico a la producción manufacturera. Desde el siglo XVI se había desarrollado por toda Europa el sistema de trabajo a domicilio como forma de adecuar la oferta a los fuertes crecimiento de la demanda. El sistema, conocido por su denominación inglesa putting out system, consistía esencialmente en el crecimiento de la producción de bienes mediante el recurso de la utilización de mano de obra campesina escapando de esta manera del control y de la rigidez de los gremios, posibilitando que los comerciantes, que eran quienes distribuían las materias primas y conectaban a los productores con los mercados, controlaran el proceso de producción, ya que además financiaban el sistema inyectando liquidez financiera. Se introducía de esta manera cierta flexibilidad para adaptarse a los cambios rápidos de demanda por parte de las manufacturas existentes sin que se produjesen cambios tecnológicos significativos e importantes, sin pérdida del control del proceso de producción por parte de los productores y, lo que es más importante, sin concentración del proceso productivo. Todo ello permitía, por tanto, una respuesta extensiva del sistema protoindustrial sin necesidad de modificaciones radicales como fueron las que fueron introducidas a partir de la Revolución Industrial británica.

Los inicios de la industrialización catalana del textil tuvieron lugar a fines del siglo XVIII, período en el que se pueden fechar los comienzos de la introducción de los nuevos artefactos y máquinas en la fase del hilado del algodón y también en el de la lana. La spinning-jenny se aplicó en 1780, aunque en Cataluña y España en general se conocieron como Bergadanas, dado que fueron los hermanos Forquell de Berga en Barcelona quienes fabricaron estas máquinas. Poco tiempo después, en 1791, se introdujeron las máquinas de tipo continuo o Water-frame, que habían sido inventadas por Arkwright en 1769. En 1803 se realizan las primeras pruebas con la mule-jenny al calor de la prohibición de importar algodón hilado que tuvo lugar en 1802. Este fue el paso que, definitivamente, ayudaría a que se dejara de comprar al exterior el algodón ya hilado y se pasase a adquirir la materia prima en rama. El problema de fondo lo constituía la coyuntura económica general ya que los fabricantes catalanes se encontraron con el cierre del mercado americano de modo que, como ha estudiado A. Sánchez, la supervivencia de la producciones algodoneras catalanas pasaba por ampliar el mercado y para ello había que desplazar al lino y a la lana, productos fundamentales en la demanda interna española, con precios más competitivos que sólo se podrían lograr con una mecanización del sector del hilado (A. Sánchez, 1996: 160).

La importación de maquinaria para el textil en lo referente a la fase del hilado no fue ni mucho menos masiva durante el primer tercio del siglo XIX. Los obstáculos de tipo institucional ya mencionados, la demanda a la baja o relativamente estancada y los problemas derivados de la insuficiente financiación, así como los de carácter energético, hicieron que el progreso de difusión tecnológica no fuese tan rápido como en principio podría pensarse. No obstante, hubo un claro movimiento de continuidad desde del impulso inicial experimentado entre 1802 y 1807, que la guerra contra Napoleón y los años del trienio constitucional paralizaron. A partir de 1826, en cambio, se puede hablar de una nueva generación de industriales (A. Sánchez, 1996: 168). Hay que tener en cuenta que las fábricas modernas con máquinas de tipo mule-jenny requerían fuertes inversiones de capital, así como recursos hidráulicos y máquinas de vapor que necesitaban carbón mineral, producto escaso por mala dotación natural en Cataluña y que obligaba a recurrir a la importación. Los cambios tecnológicos en el tisaje fueron todavía más tardíos ya que sólo fue a partir de la década de 1840 cuando se generalizase el uso de la llamada lanzadera volante.

En lo que se refiere al tejido, la mecanización ya se aplicó en 1826 en Salient, en lo que era la fábrica de Joan Vilaregut, y después en 1830 en la de los Bonaplata. La explicación que se ha argumentado para justificar este retraso cronológico en el ámbito del tejido se ha basado en que las ganancias de productividad no fueron tan grandes como las habidas en el caso del hilado (J. Maluquer, 1998: 48-49). La mecanización en el sector del hilado tuvo, por tanto, dos oleadas. Por un lado, hasta 1840, período en que fue lenta y en el que el predominio de los husos manuales era mayoritario, y después de 1850, en que las selfactinas y mule-jennies se impusieron, como muestra el cuadro 3.1.

CUADRO 3.1. Mecanización del sector del hilado en la industria textil algodonera catalana (1833-1861), en miles de husos
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FUENTE: J. Maluquer, 1998: 84.

Por lo que se refiere a la otra gran fibra textil, la lana, Sabadell y Tarrasa se fueron especializando en tejidos de alta calidad destinados a los centros de mayor capacidad adquisitiva y a los segmentos de la demanda con mayor nivel de renta, lo cual les otorgó mayores ventajas respecto a otras áreas manufactureras de la península como eran Alcoy, en el País Valenciano, o Béjar, en Castilla.

Fue a partir de 1840 cuando la industria textil catalana se consolidaría como una industria moderna hasta el punto de que hasta 1860, en que estalló la Guerra Civil de Estados Unidos y se interrumpieron los suministros de algodón en rama, el Principado triplicó su IPI al pasar de un índice 20 a un índice 60 (1876 = 100). Posteriormente sobrevendría un claro estancamiento a consecuencia de la inestabilidad política y económica de la segunda mitad de la década de 1860, así como especialmente los problemas que ya se arrastraban por las dificultades de abastecimiento del algodón —la época del hambre del algodón—y el retroceso de los niveles de producción agraria, del que dependía en gran medida la demanda interna española de acabados textiles.

La industrialización catalana giró en torno a tres polos. Por un lado, la iniciativa empresarial, de la que el Principado ya poseía una tradición secular; por otro, la relativa disponibilidad de capital y, finalmente, un mercado consumidor propio al que habría que unir el del conjunto español. A ello cabría añadirle una intensa incorporación de tecnología en la que la máquina de vapor constituyó el eje básico. Todos estos factores explican al mismo tiempo el fuerte ritmo de aumento de la producción y las limitaciones a ese mismo aumento. En efecto, el modelo de difusión inicial de la industria textil catalana no fue el de la gran empresa, sino por el contrario el de la pequeña fábrica con un tamaño relativamente reducido en cuanto a número de trabajadores, y sólo en casos muy contados hubo empresas superiores a los 100 o 150 asalariados. Ello explicaría, a su vez, las relativamente reducidas necesidades de financiación. Por ello no es nada extraño que los beneficios obtenidos constituyesen la base de la inversión en la ampliación de la planta o en la renovación de equipos técnicos. La banca moderna, propia de los años 1850 y 1860, participaría en el refuerzo de la estructura industrial catalana, pero ya desde 1844 el Banco de Barcelona venía imbricándose y apoyando las necesidades de los industriales del textil. La tradición fuertemente comercial de la plaza de Barcelona facilitó los recursos a corto plazo que los fabricantes pudiesen necesitar teniendo en cuenta que muchos de ellos conocían los mecanismos y los circuitos del capital mercantil desde el siglo XVIII.

No obstante, la industria textil nació y se consolidó con fuertes restricciones. Se trataba de una rama industrial muy dependiente de factores productivos no producidos ni en España ni en Cataluña, tales como energía (carbón) y materias primas básicas (algodón), lo cual la hacía muy vulnerable a cambios bruscos en los precios o a procesos de desabastecimiento en los mercados internacionales. Ello repercutía en su estructura de costes y encarecía sus precios finales. El mercado consumidor, fundamentalmente español, era otro elemento que restaba posibilidades de crecimiento a largo plazo para el sector, ya que la oferta dependía muy fuertemente del volumen y el precio de las cosechas. Dicho de otro modo, dado que el conjunto de la economía española era fundamentalmente agrario, el textil algodonero catalán dependía de la coyuntura agraria. Sólo si ésta evolucionaba favorablemente aumentaría la demanda de acabados textiles. De aquí que el textil catalán fuese excesivamente frágil frente a cambios en los precios de los mercados nacionales —agrarios— o de los internacionales —carbón, algodón, maquinaria-. Esto mismo explicaría que la crisis del algodón en los años de 1860 a 1865 impulsara la producción textil de lana; si bien ésta había seguido una trayectoria parecida al algodón en cuanto a su ritmo de modernización pero no en sus niveles de producción, seguía siendo una industria secundaria dentro del conjunto del textil. Pero los años difíciles de la década de 1860 provocaron un transvase de empresarios, capitales y trabajadores hacia el subsector de la lanas, que renovó sus instalaciones y aprovechó en los años sesenta las oportunidades que el algodón había dejado abiertas.

Con todo, el sector de la lana tuvo sus propias peculiaridades dado que este tipo de tejido había sido relegado a un segundo plano por el algodón. Era más caro en términos relativos y su mecanización fue mucho más gradual. Hay que señalar que el tisaje era todavía predominantemente manual a la altura de 1860. Ello no fue, sin embargo, un obstáculo para que en Sabadell y Tarrasa, las dos ciudades del Vallés que concentraban el grueso de la producción, se consolidase una estructura industrial basada en la pequeña y mediana empresa, muy flexible y con una importante capacidad de adaptación a los cambios de la demanda y a la incorporación de tecnología, en la que el sistema de especialización en fases fue mucho mayor que las concentraciones verticales en grandes fábricas (J. M. Benaul, 1996: 171-186).

De la importancia de este sector textil catalán en el conjunto de España puede dar fe el hecho de que a la altura de 1856 la producción localizada en el Principado representaba el 94 por 100 del impuesto de fabricación en España y en el caso de la lanera casi el 30 (J. Maluquer, 1998: 82); además de que las movilizaciones del sector obrero a través de los sindicatos se iniciaron en Cataluña antes que en otras regiones. En este ultimo punto cabe señalar que entre 1840 y 1843 los sindicatos de tejedores se movilizaron fuertemente contra la mecanización y los hiladores contra la introducción de las selfactinas, llegando estos últimos a organizar prolongadas huelgas y destruir fábricas en 1854. El auge del movimiento obrero en Cataluña revela la importancia adquirida por el proceso de industrialización del sector textil algodonero, en el que las nuevas relaciones sociales introducían nuevas formas de conflictos de clase entre empresarios fabricantes y trabajadores industriales, muchos de ellos procedentes de viejos oficios amenazados por la mecanización y la pérdida de control del proceso de producción que se fue centralizando en las fábricas y arrinconó las antiguas formas productivas, entre ellas a los gremios y al sistema de trabajo a domicilio.

No obstante conviene señalar que las fluctuaciones del mercado interior, aunque obstaculizaban la creación de grandes fábricas y potenciaban las pequeñas unidades productivas, no impidieron la integración vertical en el sector del algodón. A partir de 1830-1840 tuvo lugar una progresiva especialización vertical de las empresas más importantes, hasta el punto de que, a la altura de 1861, la integración vertical se había convertido en la forma organizativa más importante. Esto se produjo porque la subcontratación no era la mejor alternativa para la adopción de tecnología más moderna, como eran la selfactina para el sector del hilado y el telar mecánico para el tisaje. En la práctica esto supuso que el sistema de subcontraciones se circunscribiese a los tejidos de mezcla y a los acabados, mientras que la integración vertical se ciñó al núcleo del sector del hilado y del tejido. Hay varias razones añadidas, como que la tecnología que incorporaba la selfactina exigía en la siguiente fase telares mecánicos, es decir, la mecanización del sector del hilado imponía a las empresas integrar también la fase del tisaje mediante la instalación de telares mecánicos. Ello era así porque las economías de escala se alcanzaban fabricando tejidos de mediana y baja calidad mediante grandes tiradas que únicamente se obtenían con rentabilidad mediante la mecanización del proceso. Los tejidos de más alta calidad y la producción de acabados de muy diversas calidades no eran adecuados para posibilitar un proceso de integración vertical por las ya mencionadas características estructurales del mercado consumidor español; esto hizo aumentar la subcontratación y frenar la posibilidades de integrar procesos de producción, fomentando la permanencia como empresas especializadas en fases, bien en acabados o en tejidos de mezcla (J. R. Roses, 1997: 249-280). Parece evidente, por tanto, que el proceso de integración vertical que tuvo lugar en el sector del hilado y del tejido en las empresas textiles algodoneras de Cataluña entre 1830 y 1860 supuso un impulso a la mecanización y al aumento de la productividad del sector que permitió “aumentar su eficiencia reduciendo parte de los efectos negativos consecuencia del tamaño reducido del mercado español” (ibidem: 277). La importancia de dicho proceso de integración vertical no puede ser menospreciada, toda vez que, como pone de manifiesto el cuadro 3.2, la media de trabajadores por fábrica integrada en Cataluña a mediados del siglo XIX era mayor que en Francia y, en términos relativos al tamaño de sus mercados, no demasiado lejos de Inglaterra.

Además del textil algodonero y lanero catalán, otras áreas españolas iniciaron un avance hacia la mecanización de su producción textil, especialmente en el sector lanero. Los centros productores que ya poseían una cierta tradición manufacturera fueron Béjar, Antequera y Alcoy.

CUADRO 3.2. Media de trabajadores por fábrica de tejidos de algodón 1830
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FUENTE: J. R. Roses, 1997: 276.

En Alcoy el sistema de producción disperso o protoindustrial se remonta en su fase de auge al siglo XVI, en que se había convertido en una de las zonas productoras de acabados de lana más importantes del País Valenciano, mientras que su consolidación tiene lugar tras la expulsión de los moriscos a comienzos del XVII. Tras esta última, los reajustes en la estructura de la propiedad de la tierra —especialmente la importante concentración de la propiedad subsiguiente— ayudaron a difundir ente el campesinado las actividades manufactureras. La clave explicativa habría que buscarla en el desfase productivo que existía entre el hilado y el tejido de la lana. Ello generó una gran cantidad de demanda de mano de obra de baja cualificación que afectó no sólo a Alcoy, sino al conjunto de la comarca. La definitiva consolidación de la manufactura tendría lugar con la creación de la real Fábrica de Paños de Alcoy en 1731. Esta integraba a los diferentes gremios: los llamados pelaires (preparaban la lana y controlaban su aprovisionamiento) y tejedores. El enfrentamiento que tuvo lugar a largo plazo entre ambos grupos por el control del proceso de producción se saldaría con la victoria de los primeros, quienes acabaron controlando en proceso mediante el monopolio que tenían del abastecimiento. A fines del siglo XVIII los pelaires ya se hacían llamar a sí mismos fabricantes, lo cual era una clara evidencia de que el antiguo gremio se había convertido en una asociación patronal, liberalizándose progresivamente el acceso a la producción.

Ya en 1790 se produjeron los primeros ensayos de introducción del proceso de mecanización en el hilado a instancias de la propia Fábrica, pero realmente el proceso no se dejó sentir hasta 1820, en que comenzaron los primeros grandes movimientos luditas o de destrozo de máquinas, si bien el período en el que se produjo el proceso de transición desde la protoindustria a la implantación del sistema de fábrica fue claramente el de mediados del siglo XIX. Resulta importante también añadir que el textil lanero alcoyano estuvo indisolublemente unido a la industia papelera, pues ambos compartían instalaciones y fuerza motriz, de modo que la intercambiabilidad de instalaciones fijas permitía a los empresarios superar malas coyunturas de una u otra producción. Sin embargo, a partir de la década de 1820 se rompió esta complementariedad que venía de la segunda mitad del siglo XVIII, ya que los mejores rendimientos del textil reorientaron los molinos papeleros hacia la producción de lana. Desde este momento se manifestó una fuerte inversión de capital en suelo industrial en los márgenes de los ríos alcoyanos en los que se tendían a situar los edificios y las instalaciones debido a la necesidad de aprovechar el curso irregular de los ríos (J. Cuevas, 1999: 78-79).

La mecanización del sector del hilado de la lana continuó en la década de 1830, dando lugar a las primeras concentraciones fabriles, si bien la consolidación de este proceso de implantación de las modernas plantas capitalistas no llegaría de forma generalizada hasta las décadas de 1860-1880. Conviene sin embargo detenerse en este proceso para observar en qué momento concreto se produjo la sustitución del hilado manual por los husos mecánicos. Fue a mediados de los años de 1850 cuando se iniciaría el proceso, consolidándose una década más tarde (cuadro 3.3)

CUADRO 3.3. Mecanización del sector del hilado en Alcoy (1850-1865)
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FUENTE: J. Cuevas, 1999: 81.

Ello no supuso, en cambio, una introducción en gran escala de las selfactinas, tal y como había tenido lugar en Tarrasa y Sabadell en los sesenta. En el caso alcoyano, la sustitución del anticuado sistema de tornos con husos mecánicos se produjo ya en la década de los ochenta como consecuencia de la crisis del sector, ligada a su vez a la depresión agraria de fines del siglo. En todo caso la mecanización se restringió a un número reducido de empresas. En las mismas fechas de fines del siglo se produjo la mecanización del tisaje coincidiendo también con el proceso que tuvo lugar en las comarcas productoras de Andalucía, en Antequera, y de Salamanca, en Béjar.

En lo que se refiere a la producción, la pañería alcoyana aumentó sus cantidades fabricadas a largo plazo durante el siglo XIX. Consolidó su especialización en paños baratos, dejando los de mayor calidad para la oferta catalana centrada en el Vallés. Las dos fases en que se puede dividir el comportamiento de la producción lanera de Alcoy son la que va desde 1770 hasta 1820 y desde esta última fecha hasta 1875. En la primera de las fases hubo un claro ascenso de la producción, salvo el bache de la guerra de 1808 y la década posterior, que fue de recuperación. La demanda americana y la del ejército constituían el grueso del consumo de paños alcoyanos. Más tarde, con la afirmación de la Revolución Liberal y la consolidación del sistema de fábrica, la producción lanera tornó a crecer al calor también del crecimiento demográfico, el desarrollo de la agricultura castellana y valenciana (dos de los mercados, junto al andaluz, consumidores, de tejidos de lana de Alcoy) y los aranceles protectores frente al exterior. No obstante, la década de 1840 hasta 1855 supuso un período de fuertes altibajos e irregualaridades en la producción, con alzas y bajas que se podrían justificar por las sequías, la crisis de demanda asociada a las Guerras Carlistas —de especial incidencia en la demanda valenciana— y los problemas financieros que la crisis internacional de 1847-1848 ocasionó. Es sintomático que durante estos años se volviese a plantear la complementariedad de la industria papelera con el textil, con un resurgimiento de la primera que, como ya se ha subrayado, aprovechaba las instalaciones industriales y la energía hidráulica. A partir de 1855-1860 se produjo un cambio de coyuntura, con una expansión de la demanda asociada a las desamortizaciones, pero con algunos problemas como los ocasionados por la crisis de 1864-1866 y 1868.

Por lo que hace referencia a la estructura organizativa, la pañería alcoyana, al estar especializada en productos de baja calidad que eran los de su demanda, estuvo condicionada al predominio de las empresas de fase, es decir, especializadas o dedicadas sólo al hilado o el tejido. Esto implicaría la existencia de dificultades para acometer un proceso de integración vertical que posibilitara la consecución de economías de escala y mejoras apreciables de productividad. El ejemplo más destacado de estos obstáculos sería la permanencia en la fase del tisaje de los tejedores particulares. Sin embargo, ello no quiere decir que no tuviese lugar un cierto proceso de concentración de la propiedad en algunas fases del proceso productivo. J. Cuevas ha puesto de manifiesto cómo entre 1836 y 1864 se produjo una concentración de la propiedad en la fase del tejido, al mismo tiempo que una minoría de empresarios realizaba una parte cada vez mayor del ciclo productivo (hilado, tisaje y/o acabado en el batán). Es decir, hubo un claro proceso de integración vertical que culminaría hacia el final de nuestro período —1864— en el que un 9 por 100 de fabricantes generaba casi el 40 por 100 de la producción (cuadro 3.4).

CUADRO 3.4. Distribución de la producción alcoyana en 1864
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FUENTE: J. Cuevas, 1999: 362.

El caso de la pañería de lana de Antequera ha sido estudiado por A. Parejo (1987). Si bien Andalucía era una región que durante el Antiguo Régimen había disfrutado de una producción textil dispersa, al inicio de la consolidación del régimen liberal sólo Antequera fue capaz de iniciar un proceso de recuperación primero y consolidación después de la manufactura textil lanera a través de la mecanización. En esta población malagueña desde el siglo XVIII la real Fábrica de Bayetas había organizado institucionalmente la unión de los talleres artesanos radicados en la población. A partir de la década de 1830, cuando se reactivó la demanda de acabados textiles tras la depresión de los primeros años del siglo XIX, la Real Fábrica contestó al cambio de coyuntura poniendo en funcionamiento los telares que hasta entonces habían permanecido inactivos, pero el contexto institucional y las nuevas condiciones del mercado capitalista hicieron inservibles estas respuestas. Los empresarios no agremiados irrumpieron en el proceso de producción para aprovechar la reactivación de la demanda, de modo que desde 1834-1837 el incremento de los husos y de los telares fue constante, abarcando hasta la década de los años 1870. Sólo a partir de entonces el proceso de mecanización se estancaría al disminuir el número de telares y también el de husos, tal y como muestra el cuadro 3.5.

En lo que se refiere a la estructura productiva del sector, también hubo, aunque a menor escala, un proceso de integración vertical. Coexistían la fábrica capitalista y la producción de fase dispersa y manual. El tisaje fue el proceso que permaneció mayoritariamente al margen de la integración, con un predominio de la actividad descentralizada doméstica con un máximo de dos telares por unidad productiva. En cambio, el número de fábricas que fue integrando la fase del hilado con la del tejido fue especialmente importante entre 1845 y 1865, cuando las fábricas que hilaban y tejían lana al mismo timpo pasaron de 5 en 1844 a 14 en 1849, para llegar a 22 en 1865 (A. Parejo, 1987: 264).

CUADRO 3.5. Mecanización del textil lanero de Antequera (1837 -1870)
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FUENTE: A. Parejo, 1987: 262.

Durante el proceso de consolidación del textil antequerano Andalucía constituyó el principal centro consumidor, aunque también gozó de una presencia de cierta relevancia hasta 1882 en algunas áreas del Noroeste de Castilla y Galicia. No obstante, en su mercado principal, las producciones alcoyanas fueron un competidor de cierta importancia, y desde el último tercio del siglo tanto Tarrasa como Sabadell fueron reduciendo la competencia del textil antequerano. En definitiva, la trayectoria de la industria radicada en Málaga fue la de adaptarse con relativo éxito a las nuevas condiciones del mercado de los tejidos y producciones de lana que inauguró el liberalismo, haciendo posible la concentración de la producción de los diversos centros manufactureros andaluces con tradición en el siglo XVIII. Su éxito también radicó en su capacidad para, al margen de la estructura gremial preexistente, organizar la producción y beneficiarse de una fuerte reactivación de la demanda de consumo asociada a la expansión agraria que se iniciaría en los años de 1830. La consolidación de la industria entre 1850 y 1870 vino de la mecanización que, aunque no muy intensa en términos comparativos con otras áreas productoras, significó un cierto proceso de especialización e integración vertical.

El panorama que presenta la industria textil española de los primeros tres cuartos del siglo XIX es muy claro: un sector algodonero, ubicado fundamentalmente en Cataluña que se desarrolla y consolida en las décadas centrales de la centuria, y la transformación del textil lanero, que mantuvo mercados aunque más reducidos que los del algodón y en los que la segmentación fue un hecho. La lana catalana se centró en la producción de alta calidad, mientras que la valenciana se especializaba en calidades inferiores y en al abastecimiento de la demanda pública (ejército y armada). Otros centros productores como Antequera o los de Béjar en Salamanca o La Rioja (Ezcaray) fueron adaptándose a los huecos que el mercado dejaba (bayetas o tejidos de muy baja calidad). Mientras que la distribución y comercialización no fuese rápida y relativamente barata con la introducción del ferrocarril, quedaban muchas posibilidades de encontrar mercados locales e incluso regionales en los que las producciones algodoneras o los tejidos de lana de alta calidad no llegasen con regularidad o donde los altos costes del transporte protegían a las producciones locales de la competencia de las oferta más tecnológicamente avanzadas, y por tanto, con costes de producción más baratos. Ello además fue posible en un contexto en el que la expansión de la producción agraria aumentó en términos relativos el consumo de textiles, lo que permitió una mayor oferta de tejidos, al mismo tiempo que posibilitaba el mantenimiento de mercados diferenciados gracias a las disparidades de renta final entre los diferentes productores. La protección arancelaria frente a la competencia exterior de tejidos de todo tipo hizo posible esta estructura del mercado textil español entre 1820-1830 y los comienzos de la crisis agraria de fines del siglo XIX.

Por su parte, los mercados productores de lino y de seda habían entrado en decadencia, manteniéndose sólo una producción residual y muy localizada en el último caso primero en la huerta valenciana y después en Cataluña. Las manufacturas del lino habían tenido en Galicia su localización fundamental. Esta región había alcanzando un gran desarrollo en el siglo XVIII y se basaba en buena medida en importaciones procedentes de Rusia. Desde Galicia, donde se manufacturaba, se comercializaba a la América colonial y al resto de la península. Su crecimiento se apoyaba en una fuerte expansión rural y sobre la base del sistema de trabajo a domicilio. Sin embargo poseía un conjunto de características que la convertía en un sector difícil de afrontar un cambio hacia la industrialización: ausencia de capital comercial y atraso técnico con ausencia de mecanización. La guerra de 1808 y la pérdida de las colonias continentales americanas dieron al traste con las pocas posibilidades de transformación industrial del sector. La cuestión de fondo, ha argumentado J. Nadal (1987: 42 y ss.), era que, además del entorno económico y social poco favorable para el impulso industrializador, el lino posee un alto nivel de dificultad para ser mecanizado. Necesita además de máquinas más complejas una mayor cantidad de mano de obra y un consumo mucho mayor de energía. A estas cuestiones, problemáticas estructuralmente para el caso de una economía como la gallega (X. Carmona, 1990), cabe añadir que desde 1842 se desprotegió arancelariamente al sector del hilado. La entrada de hilados extranjeros tocó prácticamente de muerte al sector en esta fase de producción no tardando en afeetar también al del tejido. Después de la década de 1850, la reducción de importancia relativa del textil linero fue una evidencia.

La seda era, por su parte, una actividad manufacturera que había sido hegemónica en el País Valenciano a lo largo del siglo XVIII, como derivación del cultivo de la morera, muy habitual como aprovechamiento en las huertas valencianas de Norte a Sur. Las cosechas de seda tendieron a localizar la industria en las áreas en las que predominaban las tierras irrigadas: Gandía, Alcira, Orihuela y, sobre todo, Valencia. El problema básico que tenía el sistema organizativo de la producción valenciana de tejidos de seda ya a fines del siglo XVIII era que la cosecha local de materia prima prefería tomar el camino de la exportación en bruto hacia Francia e Italia en vez de abastecer a la demanda local, ya que los precios que se alcanzaban eran más altos. Además de ello otros problemas eran las deficiencias y la poca calidad en general del devanado o arrollado de la seda, pues las primeras fases de elaboración se realizaban en el ámbito rural y con mano de obra poco especializada. A la altura del primer tercio del siglo XIX estos problemas lastraban la fabricación de los tejidos de seda y entorpecían su competencia en los mercados. No obstante, los problemas de carácter endógeno, es decir, los que se refieren al sistema de organización interna del proceso de producción, fueron más decisivos. Así hay que mencionar el enfrentamiento casi permanente entre los llamados fabricantes y los torcedores. Estos últimos constituían la fase de producción intermedia y donde debían acometerse los cambios más importantes para incorporar el proceso de mecanización y caminar de este modo hacia un proceso de integración vertical, básico para dar paso al sistema fabril. El cuello de botella, como lo ha denominado J. Millán (J. Millán, 1990: 54-60), que representaba la falta de continuidad en el proceso productivo sedero en la fase de torcido, se mantuvo y aún a pesar del auge que tuvo lugar en la década de 1840 en el sector del hilado, cuando había censadas 15 fábricas [de ellas únicamente 4 utilizaban el vapor como energía motriz] y 10.000 trabajadores, la pebrina de 1852 arruinó la producción sedera y dio al traste con el grueso de la manufactura. Fue el canto del cisne de la manufactura sedera valenciana, que si bien se mantuvo como actividad en la ciudad de Valencia no volvería a alcanzar la importante presencia en la estructura económica de la ciudad, tal y como había ocurrido desde fines del siglo XVIII (V. Martínez Santos, 1981).

3.2. La industria de bienes de producción en la España del siglo XIX: un crecimiento frustrado

El núcleo central del proceso de industrialización clásico, a la inglesa, lo constituyó el textil. No obstante, el proceso de mecanización requirió, además de un mayor consumo de metales y de cambios importantes en los conocimientos de ingeniería mecánica, un mayor consumo de energía capaz de movilizar las nuevas máquinas y de transformar los minerales metálicos. Esto explica que el aumento de la producción industrial necesariamente comportase el consumo de carbón mineral y de hierro, así como el desarrollo en paralelo de una industria siderúrgica que procesara el mineral y lo tranformase en metal. Por tanto la industrialización requirió una mayor disponibilidad de carbón y de hierro que en España, en principio, estaba disponible en Asturias. Fue en esta región donde ya a fines del siglo XVIII comenzó a explotarse el mineral de hierro y en donde se establecieron fábricas estatales para la fundición de armas.

Sin embargo, la primera industrialización se saldó en Asturias con un claro fracaso (G. Ojeda, 1985). En efecto, la disponibilidad de carbón determinó que en Asturias se estableciesen empresas de transformados metálicos a mediados del siglo XIX, pero no llegaron a despegar por dos razones: en primer término, por la escasez de infraestructuras de transporte y, en segundo lugar, por la inexistencia de mercados consumidores. Ojeda señala que la adjudicación de los pedidos para la construcción del ferrocarril a la industria extranjera fue el golpe de gracia que vendría a frustrar las posibilidades de desarrollo de una industria pesada autóctona. Así, en la década de 1840, se registraron muchas empresas de minas y sociedades que se dedicaron a la elaboración de azogue, mercurio y acero cementado, pero fracasaron porque la materia prima era de mala calidad. Unicamente la metalurgia del cinc y la siderurgia del hierro pudieron crecer gracias a la disponibilidad de carbón en la zona. Las fábricas de Mieres y La Felguera recurrieron al mineral de hierro vasco sin que las dos otras áreas productoras de metales españolas, Málaga y el País Vasco, pudiesen hacerle competencia en los mercados locales. La falta de medios de transporte adecuados y el relativo aislamiento de Asturias respecto al resto de la península determinaron que el mercado local fuese el mayoritario para la producción de las fábricas del Principado. Por otra parte, la escasa demanda interna, abastecida por extranjeros, y las nuevas zonas emergentes en producción, como el País Vasco, acabaron arrinconando a las fábricas metalúrgicas asturianas. A la altura de 1880 la región se había convertido en exclusivamente exportadora de hulla y productos semielaborados que eran adquiridos por otras zonas productoras para ser acabados. El País Vasco desde la década de los años 1870 se había erigido, gracias al aprovechamiento y tranformación del mineral de hierro existente en su territorio, en el principal abastecedor de hierros y aceros para el mercado nacional, acabando con la competencia, ya entonces poco relevante, de la producción asturiana y de la ya lejana en el tiempo —década de 1840— malagueña.

Esta trayectoria general de la industria asturiana requiere un análisis más detallado. En concreto pueden establecerse dos períodos claramente diferenciados en la trayectoria de la minería y la metalurgia del Principado: el primero es el que recorrería la década de 1840, que podría definirse como intento de despegue; y la segunda, desde mediados de la década de 1850 hasta la aprobación de los aranceles por parte de Laureano Figuerola en 1869, de auténtico declive. Respecto al primero de los períodos es necesario señalar que hubo un primer antecedente en 1829 cuando se puso en marcha la primera iniciativa relevante para tranformar de forma moderna el mineral de hierro y de explotar en gran escala el cabón mineral: la Real Compañía Asturiana de minas de carbón no se constituiría, sin embargo, finalmente hasta 1833. Se trataba de una empresa de capital mayoritariamente belga que se fundó sobre la base de privilegios de tipo fiscal, en particular de exención de impuestos, con lo que se situaba claramente al magen de la Ley Minera entonces existente que databa de 1825. No obstante, los intereses del Estado pasaban entonces por obtener del modo más moderno posible tanto el carbón como la fabricación de armas.

La Asturiana de Minas se encontró con problemas técnicos -baja calidad del carbón para la combustión necesaria para la obtención de hierros— y con muchas dificultades, en particular de transporte por falta de infraestructura y de carreteras adecuadas, para aprovechar el carbón que obtenía de las minas que poseía en Avilés en la producción metalúrgica. Hasta 1849 persistieron los problemas a pesar del fuerte crecimiento de la producción de carbón que experimentó el Principado. Finalmente se adoptó la estrategia de intentar aprovechar las instalaciones para la producción de cinc, con relativo éxito ya que a partir de 1853, coincidiendo con un cambio en el nombre de la sociedad, hubo una fuerte expansión de la producción, que llegaría hasta 1860.

A pesar del fuerte crecimiento de la producción de carbón mineral asturiano en la década de 1840, la oferta del Principado era insuficiente para cubrir las necesidades del mercado nacional español (figura 3.2). Esto explica que las zonas metalúrgicas productoras de Málaga y otras del mercado mediterráneo tuviesen que recurrir a la producción británica, aun a pesar de que el combustible fósil inglés sufría el rigor de la política arancelaria.

En 1844 se inició otro de los intentos para poner en marcha explotaciones en gran escala de carbón en la zona cuando se comenzó a dar impulso al ferrocarril de Langreo a Gijón (Comín, Martín, Muñoz y Vidal Olivares, 1998: I, 243-244). Los promotores de esta obra perseguían un triple objetivo: la construcción del ferrocarril, la explotación de las minas y el desarrollo de una industria siderúrgica; es decir, una empresa integrada que debería desarrollarse a medio plazo, pero el ferrocarril, que había nacido con el impulso especulador del Duque de Riánsares, no se acabaría hasta 1856 con limitados impactos sobre la minería del carbón de la zona. En el caso de la elaboración de hierros se constituyó la Anglo-Asturiana de Mieres, participada por el mismo grupo que impulsaba el ferrocarril de Langreo. El objetivo era colocar los hierros a través del ferrocarril en los mercados asturianos y en el resto de España a través de los derechos obtenidos para construir otro ferrocarril hacia la meseta mediante la concesión a León. La fábrica inició su producción a mediados de 1848, pero se disolvería el año siguiente por problemas legales en la constitución de su capital, que en realidad no eran sino el fruto de la presión del influyente Riánsares con el objeto de que la compañía no perjudicara a sus intereses en el ferrocarril de Langreo. La fábrica sería posteriormente vendida a socios de Riánsares en 1850 para ser finalmente traspasada en 1853 a una compañía de capital francés, la Compagnie Miniere et Metallurgique des Asturies. La sociedad explotadora, de capital francés, se encontró con dos graves escollos para crecer y desarrollarse: el bienio progresista, con su nueva política liberal y antiprivilegio, revocaría todos los derechos asociados a las concesiones ferroviarias surgidas al calor de la Real Orden de diciembre de 1844, y la entrada de material libre de derechos arancelarios para la construcción del ferrocarril. En 1857 la fábrica sería vendida al grupo del financiero francés Numa Guilhou. Este pretendió a partir de 1861 ampliar la fábrica y además comprar otros establecimientos ya en marcha, como eran la fábrica de acero de Lena y las minas de Langreo, propiedades ambas de Riánsares. La producción resultante de los nuevos establecimientos nunca fue muy relevante y fueron desmanteladas en 1878.
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Figura 3.2. Producción e importación de carbón (1830-1870). Fuente: Estadísticas Históricas de España, 1989: 194.

También en 1844 se puso en marcha, sobre nuevas bases técnicas y organizativas, la fábrica de municiones de Trubia, que había sido cerrada al comienzo de la guerra contra Napoleón. La fábrica inició su nueva fase de producción bajo la dirección de F. Antonio Elorza, quien había trabajado 15 años en la fábrica La Concepción de Marbella, la siderúrgica más importante de Málaga. Hasta 1855 la trayectoria de la nueva instalación industrial fue muy brillante, pero se encontró con el problema de la insuficiencia del carbón dadas las dificultades del transporte, lo cual suponía altos costes en la obtención del hierro colado. En 1860 la fábrica cerraría su alto horno y acabó especializándose en la producción de fundidos y laminados de hierros bastos que compraba a las fábricas de La Felguera y Mieres (G. Ojeda, 1985: 56 y ss.).

Durante esta primera época de arranque de la industria y la minería asturiana, la política arancelaria desempeñó un papel central, toda vez que desde el final de la Guerra Carlista se había reforzado la protección a los acabados siderúrgicos españoles. Desde 1841 los metales nacionales resultaban muy favorecidos frente a los importados, pero en 1849 y después en 1852 se redujeron algunas partidas del arancel a los hierros y aceros extranjeros, lo cual, unido a la competencia tanto internacional como nacional, comenzó a dejarse sentir en los precios finales de los productos matalúrgicos. En este contexto, la entrada de material extranjero al calor de la ley de ferrocarriles de 1855 dificultaría todavía más la producción local, que en el caso de la oferta asturiana acabaría por situarla en una esfera marginal a fines de la década de 1860.

Parece claro que a partir de 1855 la minería del carbón y la metalurgia asturiana entraron en una situación de atonía. Los problemas fundamentales para el carbón seguían siendo las dificultades de comercialización por la inexistencia de transportes, dado que el ferrocarril todavía no llegaba a las principales cuencas mineras, y los costes hasta Gijón seguían penalizando la producción autóctona. A ello cabría unirle la estructura empresarial atomizada, en la que los paisanos [campesinos que trabajaban arrendando o explotando directamente minas mediante sus propios medios, en unas condiciones técnicamente atrasadas y con escaso capital] seguían siendo en su mayor parte los productores de carbón y, muy especialmente, la inexistencia de una industria que instalada en el Principado integrara la explotación minera en las explotaciones industriales de todo tipo. La coyuntura de la década de 1860 —sobre todo la oferta de carbón inglesa a precios muy competitivos y con calidades superiores a la de los carbones asturianos—, los proyectos de reforma arancelaria, como los proyectados por Salaverría en 1862, y la crisis económica de 1866 impidieron que esta última opción pudiera tomar desarrollo, en particular en lo que se refiere a la industria siderúrgica. En todo caso, Langreo se convertiría en el principal centro industrial de la metalurgia, en buena medida gracias al ferrocarril y a su conexión con el abastecimiento carbonífero y de mineral de hierro en detrimento de la otra área productora de carbón, Mieres.

La década de los años sesenta fue, por tanto, crucial para entender el desfase y la posición de debilidad de la producción carbonífera asturiana y por extensión a la siderúrgica. Sin embargo, conviene subrayar que Asturias también dispuso de mineral de hierro cuya producción aumentó a lo largo de la década de 1860; mineral que abastecía en parte a las fábricas siderúrgicas que desde fines de los años cincuenta se habían instalado, dadas las indudables ventajas locacionales que Asturias disponía para la moderna siderurgia: abundante carbón y mineral de hierro propio o traído desde el País Vasco mediante el comercio de cabotaje. Esta fue la razón básica para que a la fábrica ya mencionada de Gilhou, establecida en Mieres en 1857 pero puesta en marcha en 1848, se le uniese en 1859 la de Casimiro Gil y Antonio Elorza y la de los hermanos Duro, ubicadas en Vega y La Felguera, respectivamente. Ambas fábricas tuvieron una andadura inicial brillante, en particular la de los Duro, pero ya en 1862 se resintieron por la competencia exterior. La de Gil y Elorza cerraría en esa misma fecha, mientras que la de los Duro pospuso su proyecto de abrir un segundo alto horno hasta el año siguiente [conviene también añadir que en 1862 cerraría la Sociedad Palentino-Leonesa de Minas que había puesto en marcha un alto horno con carbón mineral en Sabero desde 1847. También en 1862 acabaría la aventura industrial de la ferreria malagueña de El Ángel que pusiese en marcha Juan Giró]. Aun a pesar de la construción de un nuevo horno al año siguiente, no sería hasta 1864 cuando se pusiese en marcha. La trayectoria de las fábricas asturianas fue en los años sesenta de atonía y estancamiento a pesar de los aumentos que inicialmente se experimentaron para abastecer la demanda de algunas compañías de ferrocarril. Sin duda fueron los efectos de la Ley de Ferrocarriles de 1855 los que limitaron el desarrollo por la vía del aumento de la demanda de las fábricas siderúrgicas nacidas en Asturias a fines de la década de 1850. Baste señalar que la Hullera y Metalúrgica de Mieres tuvo sus altos hornos semiapagados en 1866 y 1867 y en 1868 la empresa se declaró en liquidación, siendo reflotada posteriormente por Numa Gilhou (G. Ojeda, ibidem: 160). En cambio, Duro y Cía. fue la compañía que mejor se enfrentó a las dificultades de la década de los sesenta, con una estretegia de bajos costes y mejoras en la comercialización, que venía además a aprovechar el final de las exenciones arancelarias al material ferroviario importado que se aprobó a fines de 1864. Sería la primera empresa siderúrgica en establecer un contrato de aprovisionamiento de material para la construcción de ferrocarril, al firmar un compromiso de fabricación de carriles y placas para juntas de vía con la compañía de los ferrocarriles del Noroeste en 1867. Ello obligaría a la fábrica de Duro a adoptar un plan de renovación de la empresa que, en un contexto de crisis y baja de pedidos, muestra el esfuerzo realizado para adecuarse a la situación económica y enfrentarse al futuro con una estrategia de cambio y de innovación. La década de 1870 fue positiva para esta compañía al encontrarse en una situación comercial más expansiva. La nueva coyuntura fue claramente de recuperación.

Después de 1870, sin embargo, tendría lugar un proceso de cambio muy importante en la industria siderúrgica española. Asturias perdió las ventajas de carácter locacional de que venía disfrutando y el País Vasco acabaría sustituyendo la oferta de metales del Principado y la que todavía venía funcionando en Málaga. Durante la década de 1880 Vizcaya adoptaría las nuevas técnicas de conversión del hierro colado en hierro dulce o acero que el procedimiento ideado por Bessemer había ido consolidando, tras su difusión internacional en la década de los años 1850. La adopción del convertidor suponía el ahorro de una gran cantidad de carbón. Ello venía a modificar la localización siderúrgica desde las zonas donde el carbón era abundante a las áreas en las que el mineral de hierro predominaba, como sucedía en el País Vasco. No obstante, ya desde mediados de la década de I860 la suerte de la minería y de la siderurgia asturianas estaba ya prácticamente echada. En adelante el protagonismo industrial siderúrgico radicaría en el País Vasco.

La siderurgia española del siglo XIX había tenido un antececente importante en la producción de acabados metálicos andaluces en la década de 1830. La Guerrra Carlista había paralizado las principales áreas productoras del Norte peninsular. Esto provocó una disminución de la producción de acabados férricos y la concentración de la producción del País Vasco y Asturias hacia la fabricación de armamento y pertrechos de guerra. En consecuencia, los mercados quedaron desabastecidos y la industria siderúrgica cambió su localización, ubicándose en Málaga y Sevilla. Los altos hornos encendidos en la zona más importante, la de Marbella, funcionaban con carbón de leña y se obtenían hierros colados de gran calidad mediante su afinamiento con carbón de piedra. A la altura de 1844 la producción andaluza llegaba a significar casi el 90 por 100 del total de la española, aunque en 1856 ya había caído hasta el 44 por 100 en hierro colado, pero únicamente el 23 por 100 en hierros forjados. En 1866 la producción andaluza, que incluía la de la sociedad El Pedroso ubicada en Sevilla, suponía el 17,6 por 100 del producto siderúrgico español y en 1868 habia caído hasta sólo el 6,7 (J. Nadal, 1975: 166-171). El problema básico de la industria andaluza había sido la incapacidad de disponer de carbones minerales, justo lo contrario que la producción asturiana. Esta sería la razón del declive de la metalurgia malagueña en la década de 1860.

Respecto a la moderna siderurgia vasca, ésta sólo había dispuesto de una producción muy modesta de hierro fabricado mediante procedimientos técnicamente modernos tras el final de la gran debacle económica que había supuesto la Primera Guerra Carlista. El primer alto horno al carbón de coque se inauguró en 1865 en la localidad de Baracaldo, con una producción relativamente pequeña a lo largo de la década de I860. Sólo a partir de 1879, con la puesta en marcha de la fábrica de San Francisco, en Sestao, la producción vizcaína de lingote de hierro superaría a la de las fábricas asturianas. El cambio de localización por las razones a las que antes se aludía se había consumado.

El balance general que se puede realizar de la industria siderúrgica española de los dos primeros tercios del siglo XIX arrojaría un saldo bastante pobre. La producción de acabados metálicos por procedimientos modernos sólo había comenzado a tener relevancia a partir de mediados de la década de 1850 y únicamente abarcaba a media docena de fábricas o establecimientos, con una producción limitada por las condiciones estructurales de la economía española, con un sector agrario con baja demanda y donde el ferrocarril -auténtico motor en otras economías coetáneas del proceso de desarrollo industrial- acabaría siendo construido mediante el recurso a las importaciones de material libre de derechos aduaneros. Cuando esta última limitación cesó en 1864, el grueso del tendido férreo de la primera oleada de construcciones se había instalado y la crisis económica de 1866-1868 acabaría por poner a la siderurgia asturiana, la más desarrollada entonces, en franco declive [conviene recordar que la legislación de 1864 sobre las exenciones arancelarias a las compras de material extranjero para los ferrocariles, cesaban y, por tanto, afectaban a las compañías que a partir de entonces se constituyesen, no a las que ya disfrutasen de concesiones otorgadas al calor de la legislación de 1855]. Otra cosa hubiera sido saber si las condiciones técnicas y económicas bajo las cuales se desarrollaba la producción española hubieran permitido suministrar a las compañías ferroviarias todo el material necesario para poner en marcha las líneas (carriles, tirafondos, puentes, vagones, locomotoras, tornillos, etc.) en condiciones de libre competencia con la extranjera, incluyendo las tasas aduaneras [A. Gómez Mendoza (1982) señala las dificultades casi insalvables que habrían tenido las empresas españolas para hacer frente a los pedidos de los constructores del ferrocarril]. La andaluza prácticamente estaba herida de muerte por los problemas de abastecimiento de carbón y la especialización asturiana. En cualquier caso sólo a partir del último tercio del siglo XIX tendría lugar la auténtica modernización de la industria siderúrgica, con la tecnificación de los altos hornos del País Vasco y la expansión de la producción de mineral de hierro en las cuencas vizcaínas vinculadas a la importación de carbones británicos, que garantizaban retornos a la flota vasca y británica. A ello habría que unirle la creación de una industria de transformados metálicos y de ingeniería mecánica que, radicada también en otras regiones españolas, abastecería a un mercado nacional cada vez más diversificado en su demanda de productos siderúrgicos.

3.3. La industria española del siglo XIX: su desarrollo regional

Cuando se aborda el estudio de la industria en la España del siglo XIX se tiende a aplicar mecánicamente el esquema clásico de los estudios sobre la industrialización; esto es, el despeque de la industria textil y su correspondiente demanda derivada que hace surgir la moderna siderurgia al calor también del establecimiento de una red ferroviaria. Detrás de este enfoque se encuentran las investigaciones sobre la economía inglesa de la segunda mitad del siglo XVIII y el XIX que fueron difundidas internacionalmente hasta llegar a constituir un patrón a aplicar en los procesos de industrialización de otros países. Ello hizo pasar a un segundo plano otros sectores y especializaciones que también habían tenido una gran importancia, especialmente en países que han dispuesto de una importante base agraria, tal y como ocurre con España y otros países del ámbito mediterráneo. Además habría que añadir que hubo una industrialización más tardía y con rasgos diferenciadores propios. En España sólo recientemente se ha abordado el estudio del desarrollo industrial de otros sectores que no sean los conocidos como los que marcaban la pauta.

J. Nadal, en un trabajo pionero realizado en 1985 a partir del estudio de las Estadísticas de la Contribución Industrial, ha ofrecido una radiografía de la industria española que, aunque con algún sesgo por el carácter fiscal de la fuente y la importante ausencia del País Vasco y Navarra, parece bastante cercana a la realidad de lo que era sector secundario español a mediados del siglo XIX. Además, de ello, los datos de la mencionada fuente resultan también bastante representativos de la distribución regional de la industria existente (J. Nadal, 1987: 23-61). Como parece bastante lógico, las industrias alimenticias y las textiles suponían a la altura de 1857 casi el 80 por 100 del total de la producción fabril española. En concreto la molinería de granos, especialmente harinas de trigo, constituía la mayor parte del sector, si bien predominaban los simples molinos de viento y agua, es decir, su grado de mecanización era bastante reducido. Además de la molturación de granos, la tranformación de los aceites vegetales constituía el otro gran renglón dentro de las industrias de alimentación. Esta era hegemónica en Andalucía y la fachada mediterránea, donde entre ambas suponían casi el 80 por 100 del conjunto español (56,4 y 21,3 por 100, respectivamente).

Mucho menor peso alcanzaban la industria conservera moderna y las de compuestos. La primera estaba muy atrasada a la altura de 1856, dado que predominaban abrumadoramente salazones, encurtidos y el sistema de conservación a través del escabechado, es decir, mediante la utilización de los sistemas tradicionales de añadido de sal y vinagre a los alimentos para su conservación. El sistema moderno basado en la esterilización en envases de hoja de lata apenas estaba presente en siete fábricas, es decir, una exigua minoría. En lo que se refiere a los compuestos, este subsector suponía apenas el 8 por 100 del total de las alimentarias y el 4 por 100 de toda la industria española. La mayor parte de las fábricas eran de chocolates, de pasta para sopa, de gaseosas y galletas. Su localización tendió a ser hegemónica en las regiones donde existía mayor consumo por los mayores niveles de renta disponible. El peso demográfico sería un segundo factor, pero el primero fue mucho más decisivo por lo que Cataluña ya destacaba como principal región en la fabricación de estos tranformados alimenticios.

La radiografía que del sector textil dibujan los datos estadísticos de la Contribución Industrial y del Comercio, entre 1856 y 1900, subraya y corrobora los rasgos que anteriormente se explicaban respecto a la evolución de este sector. En concreto el cuadro 3.6 representa el porcentaje que del total de la cuota fiscal a pagar correspondería a los diferentes subsectores de la industria textil. En ella podemos observar cómo aumentó el peso del algodón frente a la decadencia del lino y cáñamo y el mantenimiento relativo de la lana. La seda, que nunca había tenido una gran presencia, redujo su cuota a la mitad.

CUADRO 3.6. Cuota de los subsectores textiles respecto al total del sector en el siglo XIX
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FUENTE: J. Nadal, 1987.

Del mismo modo cabe añadir que la localización industrial se vio relativamente modificada al concentrarse todavía más la industria por el efecto de concentración vertical del algodón y los cambios, así como la especialización del subsector lanero en Cataluña. Por el contrario, Castilla la Vieja vio disminuir la localización de las actividades textiles pañeras mientras que el País Valenciano se mantuvo. La catalanización del textil fue un rasgo evidente del proceso de crecimiento de la industria a lo largo del siglo XIX.

Por lo que hace referencia a la ubicación de la industria en el conjunto español, los datos elaborados por J. Nadal muestran con gran claridad la distribución de las actividades fabriles a mediados del siglo XIX. Las regiones con una mayor presencia de las industrias de producción de alimentos eran, por este orden, Canarias (85 por 100), Asturias (81,6 por 100), Extremadura (77 por 100) y Andalucía (74,7 por 100). La industria textil tenía en Cataluña una presencia que representaba por sí sola más de la mitad de la industria de toda la región (61,2 por 100); mientras que en el País Valenciano llegaba a suponer una cuarta parte de la industria (24,1); y en la región leonesa, el 19 por 100. Por su parte, la metalurgia —a falta, hay que recordar la ausencia en la fuente original que sirve de base al estudio de J. Nadal, de contabilizar el País Vasco— concentraba su presencia en Asturias (10,5 por 100) y la química en Baleares (casi un 14 por 100) y Extremadura (7,5 por 100). En este último caso se trataría de modestas instalaciones relacionadas con la producción de jabones y sosas de poca o relativa sencillez en cuanto a las necesidades de transformación o de elaboración. En el conjunto español y a la altura de mediados del siglo, Cataluña suponía la región más industrial con un coeficiente fabricación/población que casi doblaba a su inmediato seguidor, que era - a falta de los datos del País Vasco y Navarra-Andalucía, concretamente de 2,28 frente a 1,21. Paradójicamente, la región mejor dotada a priori para la industrialización, Asturias, sólo ocupaba un modestísimo undécimo lugar, muy por debajo de regiones como Extremadura o la región murciana, con un coeficiente del 0,51 por 100. Los obstáculos o los requisitos para la industrialización no siempre, como ya se ha explicado, conducen al éxito en el objetivo planteado. Asturias es un buen ejemplo de región con carbón que en el siglo XIX no se industrializó, tal y como se ha explicado en estas páginas.

Es indudable que las dificultades y la propia escasez energéticas fueron un obstáculo para el arranque de la industria española, además de los otros de carácter institucional e incluso de carácter geográfico o físico impuestos por la naturaleza, como ya ha subrayado entre otros G. Tortella (1996: 184-187).

3.4. Industria sin industrialización: un balance de la experiencia española hasta el último tercio del siglo XIX

La trayectoria que presenta la industria española desde la crisis del Antiguo Régimen hasta el último cuarto del siglo XIX es la de una economía que se dota de un nuevo marco institucional, con la introducción de sistemas jurídicos que aseguran los derechos de propiedad privada y que sientan las bases para que los agentes económicos busquen, mediante iniciativas libres, el beneficio de las empresas. Libres de trabas institucionales, los inversores pudieron, desde 1830, dedicarse a producir con criterios de mercado o a confiar su dinero a quienes estaban dispuestos a hacerlo. Las industrias típicas de la Revolución Industrial, como la textil lanera y algodonera, la minería metálica y energética, la siderurgia y la de construcción mecánica, no tuvieron en su conjunto una trayectoria brillante en la economía española de buena parte del siglo XIX.

Es cierto que, del lado de la oferta, el textil algodonero y, en menor medida, el de la lana protagonizaron la industrialización en Cataluña. Fue aquí donde se produjo una notable mecanización de los procesos productivos, donde tuvo lugar un proceso de integración vertical de las fases productivas antes separadas y donde el conocimento de los mercados, gracias a unas estructuras ya antiguas y consolidadas de distribución, acabaría asentando una estructura empresarial avanzada en el Principado catalán. Este proceso se venía preparando con anterioridad, especialmente desde el último tercio del siglo XVIII. La década de los años de 1850 y 1860 supondría la consolidación de la industria textil algodonera y lanera en Cataluña. Otros centros productores que poseían una gran tradición en la fabricación de paños se hundieron al no poder competir con la producción ahora mucho más eficiente y con una distribución bastante más capilar en los mercados españoles realizada por los fabricantes catalanes. Sólo la especialización en segmentos muy concretos de la demanda y cambios endógenos, tendentes a la flexibilización del sistema productivo, posibilitó la viabilidad de industrias textiles laneras, como ocurrió con el caso de Alcoy en el País Valenciano a mediados del siglo XIX. No cabe duda que el textil como símbolo de la industria moderna y de la industria típica de bienes de consumo se consolidó y se ubicó en Cataluña, mientras que los otros islotes manufactureros apenas pudieron hacer frente a la rápida y progresiva especialización que la industria llevó a cabo en Cataluña, que acabó conquistando la mayor parte del mercado nacional.

No obstante, el nivel de industrialización alcanzado no fue comparativamente tan elevado como el de los países europeos situados a la cabeza del crecimiento en el sector secundario. Ello no sólo porque el nivel de la industria textil española fuese menor, sino porque el de la siderurgia y el de la construcción mecánica —símbolos de la industria pesada por excelencia— tuvo hasta 1868 un desarrollo relativamente raquítico. Los casos asturiano y malagueño constituyen dos ejemplos de frustración respecto a las iniciales posibilidades de un crecimiento prometedor. Especialmente en la primera de las experiencias se ha visto cómo en el Principado se contaba con carbón mineral y con mineral de hierro para iniciar con éxito una experiencia industrial. Los capitales no se mostraron reacios a la iniciativa, no sólo con la llegada de capitales exteriores, sino con la participación entusiasta en muchos casos de empresarios autóctonos. Los problemas asociados a la ausencia de un ferrocarril construido a tiempo, infraestructuras portuarias deficientes y bajo consumo relativo por parte de la demanda interna se coaligaron para yugular las posibilidades de despegue de la industria transformadora del hierro y la obtención de acero en Asturias. El golpe de gracia vendría cuando los liberales progresistas del bienio legislaron en 1854-1856 que los ferrocarriles se construirían en España libres de derechos aduaneros y que, por tanto, los carriles y el material móvil fabricados en los mercados internacionales podrían llegar a las fronteras españolas a precios mucho más baratos que los que, alternativamente, podrían conseguir los siderúrgicos españoles.

Es por tanto indudable que el modo en que se construyó la red ferroviaria privó de oportunidades al sector siderúrgico y al de construcción mecánica para desarrollarse. Sin embargo, como se ha señalado en la historiografía económica española, el bajo nivel relativo que en tecnología, en sistemas organizativos y acceso a factores de producción que tenía la industria española del sector entonces existente difícilmente podría hacer frente, en condiciones de competencia, a los grandes pedidos que las empresas ferroviarias comenzaron a aplicar desde 1856-1857. Parece más lógico admitir que una fórmula intermedia que hubiese supuesto un cierto compromiso con la industria española para que ésta participase en la producción de acabados metálicos para el ferrocarril, en condiciones de mercado abierto, podría haber ocasionado unos importantes efectos sobre la producción local y, por extensión, sobre la tecnología y la competitividad del conjunto del sector. Si a ello le uniésemos los recursos que el establecimiento de un arancel estrictamente fiscal para los materiales ferroviarios procedentes del exterior hubiese generado para el Estado, tendríamos que los ferrocarriles podrían haber tenido unos mayores efectos sobre el conjunto de la economía y, en particular, para la industria.

Lo que no parece posible seguir admitiendo es la afirmación que se ha venido vertiendo en varias publicaciones que viene a sugerir que el ferrocarril absorbió buena parte de los capitales disponibles en el mercado español y que ello privó a la industria de oportunidades, al no poder nutrirse de inversiones necesarias para acometer la puesta en marcha de empresas siderúrgicas o de otro tipo. En principio hay que recordar que las grandes compañías ferroviarias que operaron en el mercado peninsular estuvieron participadas mayoritariamente por las Sociedades de Crédito. Estas fueron meras empresas financieras instrumentalizadas por sus casas matrices, en su mayor parte ubicadas en Francia y en menor medida Bélgica. Así, la compañía de los Ferrocarriles del Norte y la de Madrid a Zaragoza y Alicante tenían como principales propietarios a las Sociedades de Crédito de los hermanos Pereire y los Rotschild, respectivamente. Sólo en una pequeña parte de estas sociedades ferroviarias el capital en forma de acciones era propiedad de nacionales, casi siempre banqueros y comerciantes.

Buena prueba de que la mencionada interpretación no puede ya sostenerse es que las compañías de ferrocarriles creadas en Cataluña para construir y explotar las líneas que se iniciaron en el Principado, tuvieron en su accionariado capital fundamentalmente autóctono, lo que invalida la tesis de que el ferrocarril robó capitales a la industria, ya que Cataluña se adentró por la senda de la industrialización construyendo su red ferroviaria inicialmente y asentando la industria textil, algodonera y lanera, prácticamente al mismo tiempo. Ello no podría haber sido de otra manera ya que el ferrocarril y la industria textil formaban parte de un mismo proceso, integrador y unitario, como era el desarrollo de la industrialización [ello, no obstante, no quiere decir que la situación se mantuviese en el sector ferroviario, ya que a partir de 1880 las empresas ferroviarias catalanas en proceso de fusión desde 1868 acabarán siendo absorbidas por las dos grandes compañías, Norte y MZA, mayoritariamente bajo el control de accionistas franceses].

Los problemas para el arranque y consolidación de la industria española hay que buscarlos en otras razones y no sólo a la posible escasez relativa de capitales por la atracción ejercida por el negocio ferroviario o el efecto expulsión que la fuerte emisión de deuda pública tuvo sobre el diminuto y raquítico mercado de capitales español a mediados del siglo XIX [se alude aquí al conocido efecto crowding out, según el cual los altos tipos de interés relativos pagados por el Estado para obtener liquidez absorbían inversiones potencialmente productivas en el sector real de la economía. Véase al respecto el capítulo dedicado a la hacienda pública en este mismo libro]. En primer término hay que contar con el problema de la escasez de energía que, dadas las condiciones en que se desenvolvió el mercado energético en este período, acabó siendo un sobrecoste y una alta barrera de entrada para la industria naciente. En efecto, las condiciones en que se efectuaba la extracción de carbón mineral y su localización geográfica significaban una traba para mantener un flujo de oferta de mineral barato y fácilmente comercializable durante el siglo XIX. Hasta 1868 el arancel que pagaban los carbones extranjeros -especialmente británicos— y los altos precios de transporte por vía marítima les daban a los carbones nacionales -asturianos, sobre todo- un cierto margen de competencia. Aun a pesar de ello el déficit de consumo de carbón por la demanda nacional insatisfecha obligaba a cubrirlo mediante el recurso a las importaciones, tal y como quedaba puesto de manifiesto por el cuadro 3.2. Con un carbón de baja calidad por el exceso de menudos obtenidos en su extracción —que lo hacían poco aconsejable para la siderurgia— y con graves problemas para hacerlo circular por los problemas de transporte, los industriales prefirieron pagar más por un insumo de más calidad, aún a costa de que su repercusión en los precios finales de las mercancías que producían ocasionara mermas en la competitividad. Este déficit se mantendría hasta fines del siglo y sólo las industrias de bienes de consumo pudieron hacer frente a los altos costes relativos a través de la utilización de fuentes alternativas de energía, como fue la hidráulica en el textil algodonero y lanero al pasar del molino de agua a la turbina, no sin problemas específicos. En efecto, la irregularidad del régimen pluviomètrico mediterráneo y los problemas de estiaje de los ríos ocasionaban deficiencias e intermitencias en la disponibilidad de energía.

Los problemas que lastraron el impulso inicial de la industria en España fueron, por tanto, de variada índole. A las restricciones de tipo institucional, entre las que podríamos señalar las dificultades para crear empresas modernas por la inexistencia de regulaciones jurídicas como las sociedades anónimas, prohibidas hasta 1851, o la ley de bancos y sociedades de crédito, cabría añadir las restricciones energéticas ya mencionadas y la concentración de la actividad del Estado en el impulso de obras públicas, que sólo beneficiaron directamente a las industrias y empresas extranjeras y muy poco a las nacionales o al conjunto de la economía en el medio plazo. Recordemos aquí que la red ferroviaria sólo alcanzaría a tener efectos integradores sobre el mercado a partir de la conexión de las grandes redes después de 1870, mientras que las inversiones en construcción de nuevas carreteras realmente fueron importantes cuantitativa y cualitativamente después de la década de 1860. Sin duda el mayor obstáculo para el desarrollo industrial residió en el bajo nivel de renta que la agricultura, sector mayoritario de la población activa ocupada en 1868, generaba. En estas condiciones y con un conjunto de elementos ralentizadores como los que se han mencionado hasta aquí, la modernización de la economía española —en el sentido de impulso a las actividades industriales— necesariamente fue muy limitada, a pesar de los grandes cambios desarrollados desde 1834, cuando el régimen liberal se asentara definitivamente en España tras la crisis del Antiguo Régimen.


4

Los transportes en la era del ferrocarril

Sobre la importancia de los transportes para la modernización de la economía y de la sociedad del siglo XIX han insistido desde los contemporáneos de la época hasta los clásicos que estudiaron la difusión de la industrialización en la Europa del siglo XIX. En el caso de España, el debate más importante fue el que se estableció en torno a la instalación del ferrocarril y sus efectos para el conjunto de la economía. Por una parte, el establecimiento de una red ferroviaria se contemplaba como indispensable para integrar los mercados, esto es, acercar las zonas productoras a las consumidoras, reduciendo los costes del transporte y de la información. Por otra, la construcción de unas infraestructuras costosas y el diseño de locomotoras a vapor y material móvil constituían un desafío para la industria local. En la medida en que se pudiesen aprovechar estas oportunidades, los beneficios para el país iban a ser importantes, como ya se manifestaba en Inglaterra, Francia o los Estados Alemanes. Estas cuestiones absorbieron la mayor parte de la atención pública desde 1830 hasta 1868 en España, constituyendo uno de los puntos básicos de la agenda institucional y política.

Este debate alcanzaba una mayor relevancia en el caso de un país como España, que disponía de pésimas condiciones naturales para los transportes, carecía de cursos fluviales naturales acondicionados para los acarreos y partía de una situación de retardo comparativamente con otras naciones de la Europa occidental en la disponibilidad de caminos y carreteras pavimentadas. Esto no implicó que, a pesar de esta mala dotación de infraestructuras viarias, la oferta y demanda de movilidad se mantuvieran estancadas o que apenas se produjesen cambios en la situación de los transportes terrestres tradicionales. Hasta la instalación del ferrocarril en la década de 1855-1865, el sistema tradicional de transportes hubo de hacer frente con cierta elasticidad a un crecimiento de la demanda de mercancías y pasajeros que fue claramente perceptible desde la segunda mitad del siglo XVIII y primer tercio del XIX. El sistema liberal trató de mejorar los sistemas tradicionales de transportes, sobre todo mediante la mayor consignación de gasto para la apertura de caminos, carreteras, viaductos y puentes, pero con un manifiesto fracaso. Desde 1830 era evidente que el ferrocarril, tras su instalación en Inglaterra, constituía la mejor alternativa para atender al crecimiento de la demanda de transporte. Cuando los ferrocarriles concentraron toda la atención de la administración, caminos y carreteras pasarían a un segundo plano en la década de 1860, con lo que las compañías ferroviarias se encontrarían con problemas para hacer fluir las mercancías hasta sus estaciones. Ya en la Restauración estos problemas tratarían de solucionarse sobre todo con la mayor inversión pública en caminos y carreteras.

4.1. El transporte en España en la época anterior al ferrocarril (1750-1850)

Antes del ferrocarril los transportes de personas y mercancías en tierra firme se realizaban mediante la utilización de animales y carros o bien recurriendo al cabotaje y las barcas, si en estos últimos casos se utilizaba la vía fluvial o marítima. España, debido a su orografía accidentada —atravesada por cadenas montañosas de Este a Oeste— y a sus características climáticas -escasez e irregularidad pluviomètrica y práctica ausencia de vías navegables en el interior de la península- no sólo ha planteado importantes trabas físicas a la introducción de innovaciones en el sector del transporte, sino que, además, ha presentado unas condiciones económicas estructurales poco propicias para el desarrollo del sector.

Junto a limitaciones naturales, la España anterior a la introducción de ferrocarril tuvo condicionantes históricos, de tipo económico, social e institucional que retrasaron la modernización de los transportes tradicionales. El Antiguo Régimen, dadas sus características económicas y sociales, frenó la introducción de mejoras en los sistemas e infraestructura de transporte. Los acarreos se efectuaban a lomos de animales y en carros y carretas. Todos estos medios de transporte fluían por caminos llamados de “herradura” -poco más que senderos abiertos por el tránsito continuado de bestias y caminantes- y utilizando las vías conocidas como “caminos carreteros”. La acción del Estado en la mejora y ampliación de las vías de transporte terrestre fue escasa y estuvo condicionada por los escasos recursos que los llamados impuestos de portazgos, pontazgos y barcajes [tributos que se cobraban por el tránsito de vehículos y animalespor las vías que transitaban, ya fuesen públicas o privadas], allegaron y que, en su inmensa mayoría, se dedicaban al mantenimiento de la superficie viaria, pero no al impulso de nuevas construcciones.

D. R. Rigrose (1972) y S. Madrazo (1984) han estudiado la organización de los sistemas de transportes tradicionales en la España preferroviaria, pero con diferentes enfoques. El primero planteaba que la economía española, atrasada y sometida a unas estructuras agrarias poco o nada desarrolladas durante el siglo XVIII y comienzos del XIX, no fue capaz, con la tímidas medidas tomadas por los gobiernos ilustrados en materia de caminos y canales, de responder a un crecimiento de la demanda de transporte con una adecuada “modernización” de la infraestructura viaria. El estancamiento relativo de la producción agrícola y económica en general era la explicación a una oferta de transportes escasa y poco innovada. El corolario de esta interpretación vendría reforzado por la afirmación según la cual no eran necesarios caminos y carreteras nuevas ni medios de transporte mejores, más rápidos y regulares si no había demasiadas mercancías ni pasajeros que transportar y, por tanto, que las justificasen.

S. Madrazo ha revisado las interpretaciones de Ringrose, partiendo de una investigación pormenorizada de la red de caminos y carreteras que existía en la Monarquía española desde el siglo XVI hasta las transformaciones desarrolladas como consecuencia de la política llevada a cabo por el reformismo ilustrado durante el siglo XVIII (S. Madrazo, 1984 y 1991). Durante estos dos siglos se produjo una ruptura con el antirradialismo que anteriormente existía en el diseño de la red viaria, para ir configurándose progresivamente una red de tipo estrella. Madrazo explicaba también las desigualdades regionales en cuanto a dotación de caminos durante este período, al concentrar las dos Castillas más del 50 por 100 de la longitud de la red caminera, mientras que las áreas periféricas del Mediterráneo y del Cantábrico, más densamente pobladas, tenían una menor dotación de red. Es importante destacar, sin embargo, que la propia área de la meseta experimentó cambios negativos en cuanto a sus conexiones y enlaces camineros entre 1520 y 1720, debido a las alteraciones y perjuicios que reportó el traslado de la capital de la Monarquía a Madrid, así como también al descenso del nivel de la producción agrícola durante parte del siglo XVIII y al auge de la economía catalana y valenciana. Respecto a las implicaciones económicas negativas ocasionadas por la ubicación en Madrid de la Corte y el aparato burocrático administrativo capitalino, especialmente en sus aspectos económicos espaciales, ya había incidido D. Rigrose (1983 y 1985) al poner de relieve cómo el rápido auge alcanzado por la nueva capital abrió paso, a partir de 1560, a una nueva trama de mercados y ciudades en Castilla, todos ellos jerarquizados bajo el dominio de Madrid.

Las limitaciones de la Real Hacienda y los agobios financieros de la Monarquía española durante la época moderna impidieron el avance en el diseño de planes de pavimentación de caminos carreteros y su ejecución completa. Cabe añadir que, en materia de caminos, la Monarquía Absoluta consideraba la red viaria como un sector sometido a jurisdicción privada, tal y como lo demuestra el alto número de pontazgos, portazgos y barcajes existentes bajo el control de la nobleza en muchas zonas. Por otra parte, la construcción de puentes costeados por el Real Erario era todavía muy escasa, lo cual reforzaba la tendencia existente de apoyo a la exacción particular por el tránsito sobre ríos o la utilización de puentes, cuya construcción había sido sufragada por patrimonios particulares. Como consecuencia de ello, a lo largo de más de dos siglos, los viajes, tanto de las mercancías como de los pasajeros, tenían lugar en condiciones penosas, como reflejaban los diarios de los viajeros que transitaban por los caminos hispanos. Las lluvias ocasionaban enormes barrizales que impedían la fluidez y el avance de los transportes, mientras que las crecidas estacionales de los ríos inutilizaban los barcajes o destruían los frágiles puentes. A esta situación no sólo contribuía el mal estado y las deficiencias de la red caminera, sino también la precariedad de los medios de transporte utilizados, en su mayor parte efectuado a lomos de caballerías.

La acción reformista en materia de caminos tuvo lugar durante la segunda mitad del siglo XVIII, cuando la Monarquía comenzó a aplicar planes para desarrollar la construcción de una red vial. Desde 1761 se puso en marcha por los ministros ilustrados una malla de carreteras y caminos pavimentados, atendiendo a un diseño radial que, partiendo de Madrid, se dirigiera a los principales puertos del país y fronteras terrestres. En este marco general de realizaciones en materia de transportes y comunicaciones, se reorganizó el sistema de correos y el mapa de postas, creándose la Escuela de Ingenieros. De este modo, el programa ilustrado atendía a los objetivos de conseguir una mayor flexibilidad y rapidez en los flujos de información, así como de dotar al país de técnicos suficientemente competentes para acometer un vasto plan de construcciones. Desarrollo postal y construcción de caminos eran vistos por las autoridades de la Monarquía como un todo, ya que las rentas obtenidas por el servicio postal eran dedicadas, desde 1747, además de a la gestión del propio servicio, a la construcción y mantenimiento de caminos y carreteras. El refuerzo de estos planteamientos reformistas se produjo con el nombramiento del Conde de Floridablanca en 1777 como Secretario de Estado, bajo cuyo mandato se dedicaron mayores esfuerzos para acelerar la construcción de las carreteras de Cádiz, Barcelona, Valencia, comunicación con Asturias desde la Meseta, así como a ampliar el número de posadas, casas de posta y portazgos. A todo ello se unió el impulso de un primer plan de caminos transversales que, a fines 1790, contaba con más de 300 kilómetros construidos.

El ramo de caminos se mantuvo unido al de correos y, con el nombramiento como responsable del servicio del ingeniero Agustín de Betancourt, se produjo un fuerte fomento de las construcciones de carreteras y caminos, que acabaría interrumpiéndose a partir de la guerra contra Napoleón hasta la década de 1840. La crisis política y fiscal de la Monarquía Absoluta, planteada desde fines del siglo XVIII, se tradujo en la ausencia de estabilidad en el ramo de caminos, impidiendo la continuidad de los planes diseñados con anterioridad por los ilustrados, y también la inexistencia de los fondos presupuestarios necesarios para desarrollar el plan de carreteras. Los liberales, por su parte, propugnaban una total integración de las obras públicas en el ámbito de las competencias del Estado, lo cual iba en contra de los supuestos sobre los que se sustentaba la acción de la Monarquía Absoluta.

La inestabilidad política y la guerra contra Lrancia, por una parte, y la pérdida del Imperio colonial continental americano y la Guerra Civil Carlista, por otra, frustarían el fuerte ritmo de construcción de carreteras que se había iniciado en 1761. A todo ello cabría añadirle los efectos perniciosos que sobre la dotación de técnicos e ingenieros tuvo la disolución de la Escuela de Ingenieros. El Rey Fernando VII cerró esta institución por su afrancesamiento y su carácter liberal, lo cual supuso que la Administración se viese privada de ingenieros con la adecuada preparación técnica. Las depuraciones políticas de técnicos y el subsiguiente colapso experimentado en el desarrollo de la red viaria dejaron al país muy rezagado en la extensión de su entramado vial, precisamente cuando en otros países europeos se estaba comenzando a desarrollar el proceso de cambio hacia la industrialización. S. Madrazo ha evaluado en menos de 10.000 kilómetros la extensión de la red de carreteras pavimentadas en España a comienzos de la década de 1840 (S. Madrazo, 1984). Francia, en 1836, ya alcanzaba los 34.510 kilómetros de carreteras bajo la tutela estatal (B. Lépetit, 1984).

En vísperas de la introducción del ferrocarril en Gran Bretaña, España tenía una situación comparativa, desde el punto de vista de las infraestructuras de transporte representadas por los caminos y las carreteras disponibles, muy deficiente. En este contexto, la expansión de la superficie cultivada que tuvo lugar durante el siglo XVIII, como respuesta a un relativo crecimiento de los efectivos demográficos, se tradujo en unos requerimientos de transporte mucho mayores. Sin embargo, la mayor demanda de transporte pudo ser cubierta con la propia oferta realizada por los campesinos, quienes, a tiempo parcial y durante las estaciones muertas del ciclo agrario, realizaban portes de forma no especializada. Ello explica que el relativo atraso de la agricultura castellana se consolidase ya que sólo la introducción de sistemas de transporte más intensivos en capital, como la construcción de canales, podría, alternativamente, haber satisfecho la mayor demanda de acarreos; mientras que el uso de animales se hubiese concentrado más en las tareas agrícolas y menos en las actividades de transporte (A. Gómez Mendoza, 1983a).

El transporte interior peninsular, sin embargo, no circulaba sólo por vía terrestre. La periferia marítima hispana había ido articulando una red de intercambios a través del cabotaje que, en su mayor parte, se había afianzado en el siglo XVI, a consecuencia del fuerte impulso del comercio que produjo el abastecimiento y el flujo de retornos producido por la consolidación del Imperio colonial americano. Durante toda la Edad Moderna estos flujos se fueron localizando regionalmente en puertos que actuaban como centralizadores de las áreas comerciales que dominaban. Con los decretos de libre comercio de 1778, que suponían el fin del monopolio de Cádiz para el comercio colonial, los intercambios aumentaron considerablemente y las flotas de embarcaciones dedicadas al comercio tuvieron un uso más intensivo. Este proceso afectó al conjunto de los puertos de España, dinamizando las economías regionales de forma diversa, pero, en particular, tuvo unos efectos más profundos en Cataluña. La flota de barcos catalanes, que realizaba el circuito de transporte mediterráneo desde siglos anteriores, aumentó sus posibilidades de movilización de tráficos con la libertad de comercio con América. La marina catalana no sólo exportaba los aguardientes, sino que se beneficiaba del transporte de algodones e indianas (J. M. Delgado, 1982, 1985 y 1992). Al mismo tiempo también se aseguraba el abastecimiento de cereales panificables procedentes de Castilla que, a través del puerto de Alicante, se enviaban a Cataluña. Esta última corriente de transporte de granos estuvo plenamente vigente hasta que la total operatividad del ferrocarril en la península, en 1870, hizo inviable el mantenimiento de los envíos de trigo a través del puerto alicantino (J. Vidal, 1991).

A pesar del dinamismo que los tráficos marítimos representaban para la España periférica, el transporte interior mostraba una gran incapacidad para adaptarse a demandas más exigentes y, sin apreciables progresos técnicos, este esquema de transporte se mantuvo, prácticamente, hasta la construcción y explotación del ferrocarril en la década de 1850. Investigaciones recientes, sin embargo, han afirmado que para el caso del trigo y sus harinas los portes a través de carretas fueron disminuyendo entre 1820 y 1870, haciendo la competencia al ferrocarril en la década de 1860 (R. Barquín, 1998). No obstante, la característica económica básica de este sistema de transporte tradicional lo constituía la elevada inelasticidad de la oferta de transporte, ya que demandas adicionales de acarreos provocaban una elevación de los precios de las mercancías, como consecuencia de los altos precios que alcanzaban los portes. Ello suponía que los precios del trigo o el aceite se viesen incrementados hasta en el 60 por 100 a partir de los 250 kilómetros. En estas condiciones del mercado de transporte, sólo si se producían innovaciones técnicas en las infraestructuras tendrían lugar apreciables ahorros sociales al adecuarse la oferta a la demanda de acarreos.

Para tratar de lograr este último objetivo, los ilustrados trataron de suplir la escasez de medios de transporte y el escaso kilometraje de carreteras pavimentadas mediante el recurso a la construcción de canales de navegación. Estas vías de transporte, típicas de la Europa central y septentrional, habían tenido un elevado éxito en la dinamización de los transportes internos de países como Gran Bretaña, los Estados Alemanes, los Países Bajos o Francia. Fascinados por los logros que se consiguieron en otras latitudes, desde mediados del siglo XVIII se intentó impulsar la realización de estas infraestructuras en España. En 1768 el francés Mansart planteó la unión de los mayores ríos españoles mediante canales, de modo que tanto el Mediterráneo como el Atlántico y el Cantábrico pudiesen quedar interconectados. Se argumentaba que los canales liberarían a miles de animales del transporte y que éstos podrían dedicarse, alternativamente, a mejorar la agricultura española. Ello permitiría aumentar sensiblemente la profundidad y el alcance del mercado interior. Sin embargo, este y otros proyectos no llegaron a convertirse en realidades, bien por la escasez de financiación bien por lo descabellado de sus planteamientos técnicos o por ambas razones a la vez (A. Gómez Mendoza, 1995). Unicamente cabría señalar en España dos obras importantes: el Canal de Castilla y el llamado Imperial de Aragón, el cual apenas fomentó el comercio local (J. Helguera, 1986; y G. Pérez Sarrión, 1984). Los demás, realizados durante el último tercio del siglo XVIII, eran más bien obras para regadío que infraestructuras aptas para la navegación.

Respecto al de Castilla, que trataba de recorrer el camino entre la sierra de Guadarrama y las cercanías de las montañas de Santander, su dilatado proceso de construcción restó virtualidades a sus posibles efectos positivos ya que cuando quedó finalizado en toda su extensión, en la década de I860, tras varias interrupciones y cambios en su gestión, la compañía de los ferrocarriles del Norte de España ya estaba en disposición de competir con los acarreos que se efectuaban por el canal (J. del Moral Ruiz, 1981; y A. Gómez Mendoza, 1983b). Las pocas e incompletas construcciones de canales no tuvieron apenas incidencia en la oferta global de transporte.

Estas escasas realizaciones no deben conducir a la conclusión de que antes de la instalación del ferrocarril no se había producido ningún cambio en las condiciones bajo las cuales se venía desarrollando el tráfico de personas y mercancías. S. Madrazo ha revisado esta interpretación poniendo el acento en los cambios cuantitativos y cualitativos experimentados, tanto en la oferta como, especialmente, en la demanda de transporte. Uno de los factores cuantitativos que apoyan las tesis de Madrazo lo constituye el tamaño de la población española. Esta última aumentó entre 1757 y 1857, siendo sobretodo importante el crecimiento a partir de la década de 1820. En términos generales, el auge demográfico estuvo acompañado de un proceso inmigratorio, muy relevante en Madrid, que tuvo un saldo migratorio neto de 5.000 personas anuales desde los años de 1820, y también de urbanización. Este aumento poblacional estuvo acompañado del crecimiento de la producción que a su vez incrementó las necesidades de transporte.

Este último proceso fue significativo en el período de 1814-1833 ya que el sector agrario, con anterioridad a estas fechas, seguía mostrando problemas estructurales que no propiciaban una mayor vertebración del mercado interior. El crecimiento —modesto pero importante— fue posible por la expansión de la superficie cultivada, así como por un mejor aprovechamiento de las tierras disponibles y también por la reducción del peso de las cargas feudales, tales como los diezmos y otros derechos. Ulteriormente, todo ello se tradujo en un mayor grado de comercialización de productos agrarios y, por extensión, aumentaron las relaciones entre mercados productores y mercados consumidores, lo que, en un contexto de política arancelaria proteccionista, significaba intensificar los intercambios y la demanda de transporte. Esto fue especialmente percibido en la ciudad de Madrid, la cual aumentó en términos absolutos su consumo y necesidades de abastecimiento. Dada su ubicación y sus características económicas —tales como la ausencia de una industria autóctona-, la ciudad madrileña hubo de recurrir a las otras regiones españolas, implicando necesidades crecientes de transporte, tanto para el abastecimiento como para el traslado regular de pasajeros.

Pero no sólo los indicadores cuantitativos apuntaban unas crecientes necesidades de transporte en el período preferroviario de 1750 a 1850, ya que, también los aspectos cualitativos evidenciaban el crecimiento de la demanda y los importantes cambios acaecidos en la oferta de transporte. Madrazo ha subrayado cómo tuvo lugar una difusión cada vez más amplia y con mayores tiradas de la prensa periódica editada en Madrid, Barcelona y otras ciudades, que eran distribuida en la península y los restos del Imperio colonial americano y asiático. Por otra parte, las actividades financieras y el mayor nivel de renta elevaron los requerimientos de transporte. Las desamortizaciones, el enriquecimiento relativo de algunas capas de la nobleza y otros sectores sociales en ascenso, beneficiadas por la transición del Antiguo Régimen a la nueva época liberal, terminaron incidiendo en el aumento general de la capacidad de compra durante el primer tercio del siglo XIX. Los grupos sociales que disponían de mayores niveles de renta fueron el elemento cualitativo en la mayor demanda cuantitativa de transporte. Esto último explicaría el cambio de tendencia en la oferta de transporte durante este período preferroviario, que ya no era básicamente el que tenía lugar a lomos de animales, sino hacia vehículos de cuatro ruedas (S. Madrazo, 1991).

La diversificación de la demanda acabaría afectando a la oferta: las empresas de diligencias se fueron fundando cada vez con mayor número de efectivos, con mayor regularidad y frecuencias en sus servicios, abarcando también radios de acción más amplios. Así, en 1818 tuvo lugar la fundación de la Sociedad de Diligencias de Cataluña, la cual se desdobló en 1825 en dos: la Sociedad de Diligencias y Mensajerías de Cataluña y la denominada Compañía de Reales Diligencias. Esta progresiva profesionalización de las empresas obligó a introducir mejoras en las posadas, que fueron adaptando su oferta de servicios a partir de la mayor regularidad impuesta por los transportistas. De igual modo, la creciente competencia desplegada por los distintos medios de transporte obligó a la Administración a introducir mejoras en los sistemas de postas estatales, disminuyendo las distancias entre los relevos: los precios de transporte en silla de posta descendieron a lo largo del primer tercio del siglo XIX.

Las empresas privadas de transporte regular de viajeros movilizaron una cantidad creciente de pasajeros desde 1818 hasta la plena funcionalidad de las primeras líneas de ferrocarril. S. Madrazo ha estudiado el volumen, las tarifas y la velocidad media alcanzada en los recorridos por las empresas de diligencias (S. Madrazo, 1984 y 1991). Así, entre 1820 y 1854, las tarifas cobradas por las compañías de diligencias que recorrían las principales carreteras radiales disminuyeron en torno al 50 por 100, descenso que también afectó a las líneas de cercanías. Este declive se interrumpió con la irrupción del ferrocarril, mucho más competitivo en sus precios. La disminución de las tarifas no era únicamente un reflejo del crecimiento de la demanda, sino también de la creciente competitividad y especialización de las empresas de transporte.

Los liberales en ascenso durante la década de 1820 trataron de enfrentarse a los requerimientos necesarios para mejorar las infraestructuras viarias y hacer posible la reducción de los tiempos de viaje. Junto a la presión que procedía de la realidad económica y social, también se daban consideraciones de tipo ideológico o programático. La Memoria de la Comisión de Caminos y Canales, mandada confeccionar por el Gobierno liberal de Agustín Argüelles en 1820, constituye el primer proyecto de aquello que los constitucionalistas pensaban que debería ser el mapa de carreteras y caminos necesario para el desarrollo de la economía española. Realizada por los ingenieros de caminos entonces más acreditados del país, encabezados por José Agustín de Larramendi, su objetivo era eliminar los obstáculos existentes para la articulación de un mercado interior desde el punto de vista del sistema de transporte y fomentar el crecimiento económico. Aunque todavía inspirado en criterios del siglo XVIII —al insistir en la construcción de canales como instrumento fundamental para facilitar el transporte—, el documento aprobado por los diputados incidía en la necesidad de desarrollar la construcción de carreteras y caminos radiales partiendo de Madrid, pero, por vez primera, se introducían criterios de transversalidad.

La propuesta de la Comisión fue sometida a información por las autoridades locales y provinciales durante el Trienio Liberal y, en la mayoría de las respuestas, los diversos intereses en juego ponían de relieve la necesidad de una red transversal como elemento clave de las relaciones económicas y de intercambio de las comarcas. Además, en muchas zonas se planteaba la necesidad de crear un auténtico plan de obras públicas que acabara con barcajes para cruzar ríos importantes cuyo tránsito era gravado por particulares. La idea de obra pública se iba abriendo paso dentro del ideario liberal frente a las formas típicas de gestionar la construcción y el mantenimiento de infraestructuras viarias durante el Antiguo Régimen.

Para allegar los fondos de urgencia para las construcciones, tras el final de la Monarquía Absoluta, los liberales se encontraron en 1834 con el único recurso de los portazgos, pontazgos y barcajes. Las consignaciones presupuestarias fueron elevándose desde 1834 pero los problemas originados por la Guerra Carlista y el deterioro constante de los caminos y carreteras secundarias invalidaron los esfuerzos que hasta entonces se habían realizado. Hasta 1840 la inversión anual no pasó de los siete millones de reales anuales, lo cual no permitió cubrir un programa de auténtico desarrollo de la red viaria principial y secundaria. Fueron las autoridades provinciales las que tuvieron que hacerse cargo del acabado de tramos de carreteras que discurrían por sus territorios y que la Dirección General de Caminos no podía terminar. Baste señalar que en 1840 se construyeron y mantuvieron algo menos de 2.000 kilómetros de carreteras (S. Madrazo, 1984: I, 359). A partir del final de la Guerra Carlista, los fondos dedicados a obras públicas de carreteras aumentaron hasta los 12 millones de reales anuales y se comenzó a utilizar el sistema de empréstitos para obtener financiación adicional, cuya garantía eran los rendimientos que arrojaran los portazgos. El fracaso que acompañó al lanzamiento de empréstitos y especialmente el fuerte endeudamiento que el Estado alcanzó implicaron la necesidad de volver al sistema de financiación presupuestaria.

Los portazgos fueron el principal recurso para la construcción y conservación de las carreteras. El pago de un arancel en las casetas dispuestas para ello, bien mediante arrendamientos a particulares bien mediante administración directa, era el sistema utilizado tradicionalmente [este sistema era común en el resto de los países europeos; en Gran Bretaña era conocido como turnpike y en Francia, como barriers]. A medida que la red se iba extendiendo, el número de portazgos de diversa titularidad creció. A los que eran propiedad del Estado se sumaron los de las Diputaciones provinciales. El rendimiento de las recaudaciones obtenidas por estos impuestos constituye un excelente índice de la expansión de la red caminera a partir de 1800 pero, muy especialmente, desde 1840, tal y como demuestra la figura 4.1.
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Figura 4.1. Producción de los portazgos del Estado (1840-1868). Fuente: S. Madrazo, 1984: 368.

Desde 1840 hasta mediados de la década de 1850 los rendimientos obtenidos no dejaron de crecer. Con estos recursos, claramente insuficientes para las necesidades derivadas de los planes de desarrollo viario, se trató de cubrir al menos el mantenimiento y la reparación de los caminos y carreteras. No eran impuestos a partir de los cuales poder emprender con garantía de total éxito un vasto plan de carreteras, pero contribuyeron a generar fondos crecientes que, con anterioridad y dada la titularidad privada de muchos de ellos, iban a nutrir los patrimonios privados de la nobleza y el clero. Desde 1834 fueron invertidos en obras públicas consideradas bajo la tutela del Estado liberal.

Sin embargo, la recaudación de los portazgos comenzó a ralentizarse a partir de mediados del siglo, agudizándose la disminución relativa de lo recaudado en la segunda mitad de los sesenta, hasta la desaparición de estos impuestos en septiembre de 1868. El impacto de la explotación de los ferrocarriles fue el responsable a largo plazo de la caída de las recaudaciones. Aunque al principio el sistema ferroviario produjo un desarrollo de los medios de transporte —e incluso lo estimuló de forma importante—, posteriormente, cuando la red se expandió y fue operativa en sus principales troncos, los transportes y vehículos que transitaban por las carreteras donde había instaladas barreras disminuyeron en frecuencia. El ferrocarril había comenzado a ganar ampliamente la batalla por la competencia en los transportes de larga y media distancia a la arriería y los medios tradicionales.

Hasta el establecimiento del ferrocarril la expansión en la longitud de carreteras construidas había sido importante, mostrándose como el trasunto de la expansión de la demanda y de la oferta de transporte desde mediados del siglo XVIII. Una reconstrución de la extensión de la red a comienzos de 1834 sitúa el kilometraje de la trama viaria española en algo más de los 40.000 kilómetros, en su mayoría caminos de segundo orden. Entre 1834 y comienzos de 1840, la Guerra Carlista no permitió ir más allá de los 500 kilómetros de carreteras realizados para todo el período, mientras que hasta 1856 la intensidad en el proceso constructor aumentó a un ritmo de 300 kilómetros anuales. Cuando la Ley General de Ferrocarriles de 1855 entró en vigor, la red de carreteras españolas sólo abarcaba la existencia de 16.572 kilómetros en su trama principal, distribuidos del siguiente modo:

CUADRO 4.1. Longitud de las carreteras españolas en 1855
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FUENTE: S. Madrazo, 1984: vol. 1, 172.

El déficit de carreteras en España respecto de la dotación existente en otros países europeos era, a mediados del siglo XIX, importante en términos de kilómetros construidos respecto a la población o a la extensión territorial. Francia alcanzaba los 34.510 kilómetros en 1834, mientras que Inglaterra poseía más de 32.000. Incluso dentro de las diversas regiones españolas, las diferencias en cuanto a extensión de la red de carreteras eran importantes y los desequilibrios que se manifestaban en algunas áreas, como las de la fachada mediterránea, entre su grado de aportación a la riqueza nacional o potencial demográfico y la red de carreteras disponibles fueron evidentes a lo largo del siglo XIX. Los casos valenciano y catalán son una buena prueba de ello (P. Pascual, 1986 y 1994; J. Vidal, 1991) Algunas de esas áreas trataron de atajar el déficit que presentaban en cuanto a carreteras mediante la creación de planes que fueron financiados por la creación de impuestos especiales cobrados por las Diputaciones. Éste fue el caso de Cataluña, que a fines de septiembre de 1848 recibió autorización del gobierno para la creación de la Junta de Carreteras de Cataluña. Se trataba de un organismo de carácter autónomo, integrado por las cuatro diputaciones, el cual se encargaría de realizar su propio plan de construcción de carreteras en el Principado y, para ello, quedaba autorizado a cobrar impuestos indirectos sobre productos de consumo y materias primas a su entrada a Cataluña (P. Pascual, 1994). El organismo catalán se mantuvo vigente hasta la Revolución de septiembre de 1868 y, con su actuación, se construyeron algo más de 800 kilómetros de carreteras, todas ellas de carácter transversal y buscando que el transporte terrestre permitiese la salida de las producciones del interior hacia el litoral. Con el despliegue del ferrocarril en Cataluña, esta red de carreteras se reorientó hacia la intercomunicación de poblaciones entre sí, potenciando los mercados internos y pemitiendo un mayor grado de accesibilidad a la red ferroviaria.

Con independencia de la dotación de carreteras y caminos pavimentados, la infraestructura portuaria disponible o la modernización experimentada en el sector del transporte en su conjunto entre 1760 y 1850, lo cierto es que, cuando los ferrocarriles comenzaron a plantearse en el horizonte económico español, el único indicador cuantitativo disponible sobre las corrientes de tráfico terrestre eran las recaudaciones de los portazgos, pontazgos y barcajes. Ésta fue la guía básica utilizada para que las autoridades trazaran las vías preferentes que debían seguir en el mapa las líneas de ferrocarril y para que los primeros concesionarios interesados evaluaran los posibles rendimientos de sus futuras inversiones. Como ya señalara M. Artola, el mapa de los portazgos y sus recaudaciones prefiguraba, a su vez, el radialismo futuro del sistema de ferrocarril (M. Artola, 1978). Ello supuso que, en algunos tramos, se advirtiera el dinamismo que las transacciones de pasajeros y mercancías estaba adquiriendo durante la primera mitad del siglo XIX. El ferrocarril, al instalarse en forma paralela a las carreteras y caminos radiales más transitados, no hizo sino, en su tronco principal, recoger, canalizar y potenciar los tráficos que ya existían con anterioridad.

4.2. La introducción del ferrocarril en España: la etapa especulativa (1844-1855)

Las primeras tentativas de construcción de ferrocarriles en España tuvieron lugar a fines de la década de 1820. José Diez Imbrechts, terrateniente de Puerto Real y propietario de una bodega de vinos en Cádiz, fue autorizado para estudiar un proyecto de construcción de ferrocarril entre Jerez y el Portal. La idea de Díaz Imbrechts era llevar a cabo un ferrocarril de apenas seis kilómetros, y para ello pensaba utilizar la llamada locomotora Blenkinshop, un modelo ya anticuado que se había utilizado en el ferrocarril de Leeds en 1812. Analizado el proyecto por el Ingeniero de Caminos José Agustín de Larramendi, éste señaló no sólo la inconsistencia técnica del proyecto, sino también las dificultades que se plantearían para su financiación. Aunque el propio Rey Fernando VII y el entonces ministro de Hacienda Luis López Ballesteros se interesaron por él, el escaso interés entre los propios accionistas y socios del bodeguero paralizaron el proyecto, dándole la razón al dictamen que había realizado Larramendi (T. Hernández, 1975).

Por su parte, Marcelino Carrero y Portocalero lanzó, a comienzos de 1830, su propuesta para la construcción de un ferrocarril entre Jerez, el Puerto de Santa María y San Lúcar de Barrameda. Carrero obtuvo la concesión durante 25 años, concediéndosele el privilegio de plena libertad para la importación de material móvil y maquinaria. A pesar de las facilidades concedidas, el concesionario se encontró con problemas y obstáculos prácticamente insalvables para la realización de su proyecto. Hubo enfrentamientos entre el concesionario y los accionistas de su empresa, en su mayor parte comerciantes gaditanos, y, además de ello, falta de rigor en los cálculos sobre los que se basaba el proyecto técnico.

Tanto el proyecto de Díaz Imbrechts como el de Carrero se encontraron con graves problemas. En la década de 1820, el escaso rigor técnico de los proyectos ferroviarios españoles era la tónica general, debido a la inexistencia de especialistas y a la ausencia de experiencia previa. También habría que subrayar la insuficiencia de apoyos financieros: el capital necesario para afrontar las construcciones era escaso y, sobre todo, reacio a correr elevados riesgos. Conviene recordar el hecho de que el contexto económico en el que se estaban planteando estas primeras concesiones es el de crisis económica y social, asociada a la pérdida del Imperio colonial y la transición del Antiguo Régimen al sistema liberal. Los intentos de construir las primeras líneas de ferrocarril fueron claramente especulativos y el fracaso cabe atribuirlo también a la inexistencia de un marco jurídico adecuado, como el de las sociedades anónimas, que acercara a los empresarios los recursos de capital necesarios para sus iniciativas. Los agentes económicos estaban más acostumbrados a la compra de deuda pública y otras operaciones asociadas al Tesoro que al sistema todavía balbuceante de las sociedades por acciones.

Además de los proyectos en el área de Cádiz, otros ferrocarriles planteados en esta primera hora fueron los que, en 1831, quiso construir la Diputación Provincial de Vizcaya, intentando crear expectativas en torno a la línea entre Bilbao y Burgos, a fin de acercar el puerto vasco al comercio con el interior de Castilla; y el que, en 1833, fue concedido a Francisco Fassio, un antiguo socio de Díaz Imbrechts, para unir, mediante ferrocarril, Tarragona con Reus. En ambos casos, la Guerra Carlista y sus efectos de inestabilidad económica y política, así como la falta de apoyo del Estado dieron al traste con las pocas posibilidades que ya existían en su construcción (D. Mateo del Peral, 1978: 33-34). Hasta 1844, año en que se aprobó la primera disposición legal en materia de ferrocarriles, la acción del Estado para conseguir poner en marcha el transporte mediante ferrocarril fue prácticamente inexistente. Mientras tanto, la mayor parte de los países de la Europa occidental habían iniciado la construcción de sus redes y, en algunas naciones, el sistema ya había alcanzado una extensión considerable, como era el caso de Inglaterra que rebasaba los 3.600 kilómetros en 1844. El clima de inestabilidad politica asociado a la Guerra Civil carlista y la indefinición legal en el tema ferroviario, junto a la precariedad financiera general que aquejaba el asentamiento del Estado liberal durante la segunda mitad de la década de los años treinta, contribuyeron a retrasar la construcción del ferrocarril.

En Cataluña se prodigaron con mayor intensidad las primeras iniciativas para llevar a cabo la construcción de líneas ferroviarias. A parte del fracasado proyecto de Reus a Tarragona, también se puso en marcha el ferrocarril entre San Juan de las Abadesas y el puerto de Rosas. Esta iniciativa tenía como finalidad la obtención y el traslado de carbón desde las minas de S. Juan hasta el litoral. El objetivo era extraer, transportar y distribuir el mineral necesario para hacer funcionar las fundiciones, talleres y fábricas del Principado, todas ellas tributarias del carbón traído desde Gran Bretaña. Hay que tener en cuenta que la economía catalana había despegado en la década de 1830 sobre la base de la industria textil y, en materia energética, era muy dependiente de las tradicionales fuentes hidráulicas, irregulares por los estiajes de los ríos mediterráneos. El proyecto fue desestimado por incapacidad técnica para ser desarrolllado. El ferrocarril de San Juan de las Abadesas se acabó en la década de 1880, cuando los yacimientos de carbón mineral se revelaron de nulo interés económico y escasa rentabilidad en su explotación (P. Pascual, 1998).

4.2.1. Las primeras líneas férreas: el ferrocarril de La Habana a Güines y el de Barcelona a Mataró

En pocas ocasiones se tiene en cuenta en la historiografía ferroviaria española que el ferrocarril llegó primero a la colonia caribeña de Cuba y más tarde al suelo peninsular. El 19 de noviembre de 1837 se inauguraba el tramo entre La Habana y Bejucal, dentro de la línea de La Habana a Güines. Hasta ese momento Cuba se había convertido en el séptimo país del mundo en disponer de un ferrocarril, adelantándose en más de diez años a la llegada de la primera locomotora a la península (O. Zanetti y A. García, 1987).

La temprana construcción en la colonia antillana de un sistema de transporte revolucionario se explica por las necesidades de acarreo vinculadas a la especialización azucarera que la isla adquirió desde el último tercio del siglo XVIII. Cuba experimentó un crecimiento espectacular de la producción de azúcar y de café, que fue acompañado también de un aumento de la población residente en la isla entre 1774 y 1830. La expansión de estas dos variables, producción y población, tuvo unos efectos fundamentales sobre la estructura de la propiedad de la tierra ya que reforzó el poder de la oligarquía propietaria de tierras a consecuencia del crecimiento de la demanda de productos agrarios. Esta expansión también supuso que se fuese consolidando económicamente un grupo de comerciantes, procedentes en su mayor parte de familias de funcionarios e inmigrantes españoles; y, sobre todo, hizo aumentar la demanda de mano de obra esclava para explotar las tierras roturadas y puestas en cultivo. Estos tres factores sociales constituyeron los elementos sobre los que descansaba la economía de plantación en el tránsito del siglo XVIII al XIX: propietarios plantadores, comerciantes y mano de obra esclava.

La nueva economía de plantación, más vinculada a los mercados mundiales, sentó las bases para la creación del Real Consulado de Agricultura y Comercio de La Habana, en 1795. Esta institución se convirtió en el órgano de expresión de los comerciantes y hacendados, al mismo tiempo que tuvo como principal objetivo incrementar la construcción de caminos y canales, tanto para la navegación como para el fomento de los riegos. Mientras tanto, el avance del cultivo azucarero, que discurría desde el Oeste hacia el Este de la isla, podía seguir adelante siempre y cuando las condiciones geográficas de la producción lo permitiesen: es decir, la cercanía de los ingenios a los puertos de la costa desde los que, mediante el comercio de cabotaje, se extraían los azúcares hasta puertos mayores, para ser desde allí conducidos a Estados Unidos y Europa. De aquí que los caminos se convirtiesen en un elemento fundamental en la actividad del Real Consulado de Agricultura y Comercio.

Debido al clima y a las condiciones físicas, los caminos cubanos se veían sometidos a un deterioro permanente, con lluvias constantes de carácter tropical que dejaban los caminos y carreteras convertidos en pasos intransitables. La mejora del firme y la perfección de sus características técnicas redundarían en una disminución de los obstáculos al tránsito rodado. El Consulado se planteó desde 1818 utilizar el “impuesto sobre caminos” para impulsar las construcciones. Estos portazgos, que se habían introducido en Cuba en la década de 1790, no procuraban los suficientes ingresos para desarrollar una red de caminos, que, por otra parte, las técnicas deficientes y los materiales usados dejaron prácticamente inutilizados. Hasta entonces, los costes de producción que representaba el transporte no habían sido un problema para los hacendados, ya que las cotizaciones del azúcar en el mercado internacional se habían mantenido altas. Pero cuando estas últimas cayeron y aparecieron nuevos competidores —como el azúcar de remolacha en Francia y otros oferentes—, así como la elevación del coste de la mano de obra esclava como efecto de la prohibición de la trata, entonces fue necesario reducir los costes de producción; y uno de ellos era el de los transportes mediante el uso de las carretas. Fue cuando el ferrocarril se convirtió en una necesidad imperiosa para todos los agentes económicos implicados en la producción de azúcar, derivada de la especialización monoexportadora de la economía cubana.

Marcelino Carrero fue quien inició los intentos para la construcción del primer ferrocarril cubano. A principios de 1830 demandó apoyo al entonces Gobernador, Francisco Dionisio Vives, así como a otros hacendados, para la construcción del ferrocarril de Jerez al Puerto de Santa María y, al mismo tiempo, ofreció sus servicios para la gestión de todo aquello que fuera necesario para instalar un ferrocarril en Cuba (B. Alfonso y otros, 1987: 28-29). Calero renovó el interés por la solución ferroviaria para los transportes de azúcar, punto fundamental que interesaba a los hacendados y comerciantes. De acuerdo con esta preocupación, la Sociedad Económica de Amigos del País y el Consulado crearon la Junta de Caminos de Hierro en agosto de 1830, para estudiar la construcción de un ferrocarril entre La Habana y Güines. La Junta se trazó como objetivos la evaluación de las características técnicas del ferrocarril, la determinación del trazado de la línea así como su coste de construcción y, finalmente, la rentabilidad esperada. No se obtuvo ningún resultado.

Fue la creación de la Junta de Fomento en 1832, al frente de la cual figuró el Intendente de la isla desde 1825, Claudio Martínez de Pinillos, la que otorgó un gran impulso a la construcción del ferrocarril ya que, preocupado por los problemas de transporte derivados de la mala red caminera, pidió autorización a la metrópoli para llevar a cabo un empréstito en Londres. En octubre de 1834 quedó autorizada la emisión del préstamo por la Reina María Cristina. Al mismo tiempo, el enviado de la Junta, Joaquín de Uriarte y el banquero inglés A. Robertson firmaban el contrato de préstamo. La garantía hipotecaria se constituía sobre la base de algunos de los derechos que se cobraban sobre el comercio exterior cubano mientras que su devolución se haría en un período que transcurriría hasta I860, con un 6 por 100 de interés, mediante abonos semestrales.

Respecto a los aspectos técnicos de la construcción, éstos se confiaron al ingeniero estadounidense Benjamin Wright, pero fueron su hijo Benjamin H. Wright y Alfred Cruger quienes dirigirían, finalmente, el proyecto. A pesar de la celeridad con que se había llevado a cabo el empréstito, la construcción se retrasó debido a los enfrentamientos que se desataron entre el Gobernador y Capitán General, Miguel Tacón, y el Intendente, Claudio Martínez de Pinillos (O. Zanetti y A. García, 1987: 36-37). En 1837 llegaba a la isla el material rodante remitido por Robertson desde Inglaterra, consistente en cuatro locomotoras similares a la Rocket de Stepheson, además de carriles ingleses de excelente calidad. En el mismo año, el 19 de noviembre, salió el primer tren de La Habana, recorriendo los 27 kilómetros que existían de trazado entre la capital y la población de Bejucal. Quedaba así inaugurado el primer ferrocarril cubano, que era el primero de toda América Latina. Casi de forma inmediata se iniciaba la línea ferroviaria entre Puerto Príncipe y Nuevitas, en enero de 1840.

Hasta la independencia de la metrópoli española, en 1898, Cuba desarrolló una red ferroviaria que alcanzó los 2.315 kilómetros, que en su práctica totalidad eran de titularidad privada, ya que sólo 90 kilómetros estuvieron bajo el control del Estado a la llegada de Estados Unidos como potencia colonial. Desde 1840, la colonia expandió su red prácticamente sin trabas legales y sin especiales regulaciones, ya que no hubo una legislación metropolitana especial para el desarrollo del ferrocarril en las colonias.

Hasta 1900 la red cubana se fue configurando en su construcción en torno a tres características: en primer término, la expansión del camino de hierro se centró en las áreas occidentales de la Isla, siguiendo un trazado Norte-Sur, es decir, el eje central de Cuba. Esta configuración supuso que el mapa de los ferrocarriles isleños presentara una disposición de las líneas que se ceñía a las necesidades de la producción y comercialización del azúcar, así como a la ubicación de los ingenios y sus áreas de influencia, más que a la localización demográfica. Esta vinculación de la red construida a las necesidades de los productores azucareros provocó que en algunas zonas se produjese una redundancia, lo cual en ciertos casos pudo conllevar asignaciones ineficientes de los recursos públicos, ya que empresas privadas y públicas compitieron por los mismos tráficos, si bien ello tuvo como efecto positivo la aceleración y el aumento de la densidad de la red ferroviaria cubana, así como una disminución relativa de las tarifas.

El período de mayor crecimiento y expansión de la red cubana tuvo lugar entre 1837 y 1870, cuando se llevó a cabo el despliegue del 24 por 100 de la red total y se constituyeron el 65 por 100 de las empresas explotadoras que gestionarían el sistema ferroviario isleño. Progresivamente, el ferrocarril se fue vinculando a intereses ajenos a la Isla de Cuba hasta la ocupación de 1898 que supuso la intervención y la organización del sistema ferroviario bajo el prisma de las compañías de Estados Unidos. Hasta entonces el ferrocarril, bajo dominio colonial español, se había revelado como un instrumento fundamental en la expansión económica y en la especialización de la producción azucarera que había permitido la integración de la economía cubana en el mercado mundial.

La iniciativa ferroviaria que terminaría convirtiéndose en la primera construcción peninsular española tuvo lugar en Cataluña, con el tramo entre Barcelona y Mataró. Este ferrocarril fue una idea inicial de un mataronés que había hecho fortuna en América: Miquel Biada Bunyol, pero la construcción se debió a un comerciante catalán afincado en Londres llamado Josep María Roca. Roca contactó en Londres con financieros ingleses y con el ingeniero J. Locke, quienes, en principio, estaban interesados en participar en el proyecto. El comerciante catalán, a su vez, contaba con el apoyo de hombres de negocios en Cataluña, de modo que, finalmente, se decidió por solicitar del Gobierno la concesión de la línea ferroviaria entre Barcelona y Mataró, antes de que se elaborara la primera disposición legal que vendría a regular la construcción del ferrocarril en España, aprobada en diciembre de 1844. Después de la concesión, la sociedad promotora lanzó una emisión de 10.000 acciones, consiguiendo recabar apoyos financieros en Cataluña, Cuba, Puerto Rico y, especialmente, en Inglaterra, lugar en donde se suscribieron 5.000 participaciones (P. Pascual, 1978: 322-323).

El Gobierno, al otorgar la concesión en marzo de 1846, abrió un precedente de suma importancia para el futuro industrial español. El Estado facilitaba la importación, libre de derechos aduaneros, de todo el material necesario para la construcción y explotación del ferrocarril. Se establecía que las producciones extranjeras podrían ser importadas bajo dichas condiciones, siempre que en España costaran más del 8 por 100 los materiales necesarios para las obras o que éstos fuesen de inferior calidad. Consecuentemente, fueron empresas británicas las que suministraron la totalidad del material, tanto para las obras de fábrica como para la explotación. También fueron intereses ingleses los que canalizaron las transferencias de capital de los accionistas y proveyeron al ferrocarril del hierro necesario para su construcción.

En febrero de 1847 se iniciaron las obras de construcción del ferrocarril, atravesándose momentos críticos debido a la crisis financiera que recorrió toda Europa. Un clima enrarecido para los negocios, junto a otras prácticas especulativas llevadas a cabo por algunos miembros de la empresa, derivaron en una falta de liquidez. Estos problemas se tradujeron en unos reiterados incumplimientos de las obligaciones contraídas por parte de ciertos sectores de accionistas, lo cual produjo la dimisión de algunos caracterizados miembros del Consejo de Administración. A pesar de estos problemas, el 28 de octubre de 1848 se abrieron a la explotación los 28,25 kilómetros de la línea, si bien la entrega de estaciones, material fijo y otras instalaciones se pospondría hasta 1849.

Las expectativas que habían dado pie a este primer ferrocarril se basaban en el servicio que, tanto para mercancías como para pasajeros, podría ofertar para la economía de la zona. Los productos fundamentales para transportar eran los vinos y aguardientes, así como el carbón, los productos químicos y las materias primas y manufacturas textiles, estas últimas de creciente importancia en el sector algodonero.

Durante los primeros años de funcionamiento comercial, el tráfico de pasajeros, sobre el cual se habían depositado significativas expectativas, no aumentó de forma importante. Se trataba, en todo caso, de un tráfico que se polarizaba entre Barcelona y el resto de las poblaciones que atravesaba la línea y donde los productos que más se transportaron eran: cobre en lingotes, carbón de piedra, algodón en rama, tejidos y géneros textiles. Entre estos cuatro productos concentraban el 40 por 100 de los transportes de mercancías realizados por la compañía, lo cual subraya la naturaleza, básicamente industrial, de los intercambios en la zona, respondiendo así a los planteamientos económicos iniciales de la empresa impulsora del ferrocarril.

El balance que presentaba la primera construcción de un ferrocarril en la península era positivo ya que se había demostrado que, a pesar de carecer de una regulación legal sobre ferrocarriles, la experiencia podía llevarse a cabo sin otros problemas que los derivados de cualquier iniciativa empresarial: conseguir reunir el capital y los medios técnicos y humanos para realizar la empresa planteada. A continuación había de crearse una compañía estable que explotara el ferrocarril comercialmente. Sin embargo, aunque el precedente fue positivo, al demostrar que los ferrocarriles eran posibles de desarrollar en España, no lo fue tanto desde el punto de vista del impacto reproductivo directo que pudo comportar. Como ha sostenido P. Pascual, este primer ferrocarril careció de una vertiente “revolucionaria” sobre el crecimiento económico, al construirse con material íntegramente extranjero, importado libre de derechos arancelarios (P. Pascual, 1978: 338). Este precedente sería fundamental a la hora de decidir qué política industrial se debería desarrollar cuando los ferrocarriles aceleraran su proceso de construcción en gran escala a partir de la Ley de Ferrocarriles aprobada en el Congreso de los Diputados en 1855. El éxito relativo del Barcelona-Mataró, aunque no totalmente, sí influyó, en términos generales, en la toma de decisiones posteriores de política económica y de planificación de la red ferroviaria.

4.3. La regulación de las construcciones ferroviarias: la Real Orden de 31 de diciembre de 1844

Fue el procedimiento abierto para la concesión y la apertura de expedientes de autorización de varios ferrocarriles el que acabaría forzando al gobierno moderado de Narváez a ir perfilando una legislación que diese cobertura -aunque fuese de modo provisional— para la regulación del sistema de construcciones ferroviarias en España. En efecto, las peticiones para la autorización de varias concesiones de líneas de ferrocarril, como la de Madrid a Aranjuez y su prolongación hasta Alicante, aprobadas en noviembre de 1843 y abril de 1844, respectivamente, y la de Langreo a Gijón, junto a la de Madrid a Cádiz, de agosto de 1844, forzaron al ministerio de la Gobernación a evacuar los correspondientes informes técnicos sobre los cuales ir basando respuestas legales y perfilar, al mismo tiempo, una política ferroviaria relativamente definitiva. La Dirección General de Caminos acudió a una comisión de expertos, que fue encargada de informar al Gobierno sobre las condiciones en que los concesionarios se dirigían al Estado demandando autorizaciones para iniciar estudios que, eventualmente, pudiesen culminar en la construcción de ferrocarriles. Hasta el momento de establecer las condiciones generales de concesión de los ferrocarriles, cada uno de los proyectos presentados contenía cláusulas muy diferentes, mientras que las autorizaciones gubernamentales para cada una de ellas habían variado sensiblemente, incluso incurriendo en contradicciones entre unas y otras concesiones. El objetivo de la Comisión era dotar al Gobierno de una política ferroviaria general y, a ser posible, informar sobre cómo debían regularse técnicamente las condiciones de construcción de las futuras líneas de ferrocarril.

Hasta entonces, en la diversa tramitación de las concesiones que se fueron pidiendo, había sido el Director General de Caminos, el ingeniero militar Manuel Varela Limia, quien venía juzgando el pliego de condiciones elaborado por los peticionarios. En algunas ocasiones, Varela se dirigía a una comisión especial que asesoraba al Estado en cuestiones ferroviarias. La Comisión estaba integrada por diferentes miembros de la Escuela de Ingenieros, como José Subercase y Calixto Santa Cruz, presidida por el director de la Escuela Juan Subercase. Con ocasión del dictamen sobre la propuesta de construcción del ferrocarril de Madrid a Cádiz elaborado con fecha de 17 de octubre de 1844, la comisión mostró su talante claramente inclinado a organizar definitivamente el sistema de construcciones ferroviarias. En este informe se decía que, no existiendo en España leyes ni reglamentos en materia de ferrocarriles, la comisión había suplido su falta “con su opinión particular, la cual, pudiendo ser adoptada por el Gobierno, serviría en cierto modo de base para lo que en lo sucesivo se hiciese” (J. Moreno Fernández, 1996: 54).

El informe rechazaba las propuestas del pliego de condiciones elaborado por el concesionario del ferrocarril de Madrid a Cádiz y advertía al Gobierno sobre el peligro de dar concesiones a individuos y no a empresas constituidas, ya que ello estimulaba la especulación. No obstante, en el informe realizado ya se fijaban algunos de los puntos que luego aparecerían en la Real Orden de 31 de diciembre de 1844, regulando tanto las concesiones como las construcciones ferroviarias. Entre esos puntos habría que señalar los relativos al proceso administrativo que se debería seguir para llevar a cabo las construcciones. También se recogían cuáles debían ser las tarifas máximas y cómo se deberían llevar a cabo las revisiones; los períodos máximos de explotación de las líneas; los plazos de reversión al Estado, así como, finalmente, el principio de libre circulación por los ferrocarriles. En definitiva, en este informe se realizaba una exposición de los requisitos básicos que legalmente deberían reunirse para poner en marcha las construcciones, así como las garantías que debían establecerse para salvaguardar los intereses públicos frente a las exageradas y especulativas pretensiones de los concesionarios.

Lo más significativo de este informe fue, sin embargo, que en el pliego de condiciones propuesto para el ferrocarril Madrid-Cádiz se fijaba el ancho de vía en 6 pies castellanos (1,67 metros), cuando en el resto de Europa el predominante era el de 1,44 metros. Dicho punto fue admitido por la Junta Consultiva de Caminos, creada en 1836, la cual en noviembre de 1844 admitía el pliego de condiciones que la comisión había rectificado respecto del propuesto por los impulsores del Madrid-Cádiz. La comisión proponía que su pliego de condiciones era independiente de una línea concreta y, en consecuencia, podría aplicarse a todas las líneas que se propusieran en el futuro y podría servir de base para ulteriores concesiones. Dicho informe fue redactado de nuevo, con ligeros retoques, el 2 de noviembre de 1844 a instancias de la propia Junta consultiva, la cual lo presentaría al Gobierno para su conocimiento y aprobación como Real Orden el 31 de diciembre de 1844.

Esta disposición recogía los trámites que habrían de seguirse para el examen y admisión de las propuestas relativas a ferrocarriles y al pliego de condiciones generales. Lo más importante de la Real Orden fue la regulación del pliego de condiciones que debía regir las construcciones, a falta de una Ley General. De los 45 artículos, 41 estaban directamente inspirados de otros vigentes en compañías ferroviarias francesas; en concreto, se copiaron de los estatutos que regían los ferrocarriles de Rouen a Le Havre y de Orleans a Burdeos, así como de otros ferrocarriles belgas.

El procedimiento utilizado por la comisión fue sencillo: el pliego de condiciones que presentaban los promotores del ferrocarril de Madrid a Cádiz fue contrastado con el de varios ferrocarriles ya construidos en Francia y Bélgica, adaptádolos a lo que, según pensaban los ingenieros españoles, constituía la realidad española. No había ninguna originalidad en este documento, según ha sostenido J. Moreno Fernández (1996: 60), quien mantiene, frente a una corriente ampliamente aceptada de opiniones en sentido contrario (A. Casares, 1973: 54-61; D. Mateo del Peral, 1978: 40-45; T. Hernández, 1983: 19-23), que ponía en evidencia la relativa escasez de los conocimientos ferroviarios españoles y el poco acierto técnico de los ingenieros al entronizar el ancho de vía diferencial de 1,67 metros frente a la mayoría de los ferrocarriles europeos. El documento sólo dejaba a criterios políticos los aspectos menos técnicos de la construcción y explotación ferroviaria: los plazos para revisar las tarifas, la duración temporal de la concesión y la reversión de las líneas construidas al Estado.

Las valoraciones realizadas sobre el primer documento regulador de los ferrocarriles peninsulares han sido variadas. Para algunos autores como A. Casares (1973), realmente hubo una adaptación de los aspectos técnicos y de los fundamentos teóricos del informe del 2 de noviembre, redactado por los ingenieros Subercase y Santa Cruz, a los intereses políticos y económicos gubernamentales del momento, que se plasman en la Real Orden de 31 de diciembre de 1844. No de otro modo cabe entender el hecho de que los ingenieros defendiesen el papel del Estado y el carácter de servicio público del ferrocarril, aun aceptando el papel del capital privado, allí donde fuese difícil la consecución de recursos públicos, y que, finalmente, en el articulado de la Real Orden no se estableciese la igualdad de trato para las diversas compañías en lo referente a plazos de reversión de los derechos de explotación o revisión de tarifas. Además, las posibilidades de especular con las concesiones fueron un logro explícito en la Real Orden que fue introducido por el Gobierno unilateralmente para satisfacer los objetivos de aquellos grupos de presión que empezaban a generar expectativas de beneficios sin invesiones realmente productivas. El definitivo espaldarazo a los grupos de agiotistas vino de la mano de la cláusula en la que se reconocía que el Gobierno daría trato de favor en las concesiones a aquellas personas que le mereciesen garantías por ser sujetos de conocido arraigo, durante un período que iría de los doce a los dieciocho meses. Mientras ese lapso de tiempo discurriese se les reservaría la concesión a la que optasen frente a otros posibles concesionarios. Tal y como sostiene A. Casares, con esta disposición se posibilitaba que las personas o grupos apoyados desde el poder político pudiesen adelantarse para conseguir las mejores concesiones de líneas, aquellas que a priori deberían ser las más rentables (A. Casares, 1973: 60-61).

Similar valoración ha realizado Diego Mateo del Peral, para quien el Gobierno se refugió en una ambigua elección de la fórmula para la construcción del ferrocarril, bajo la expresión “la acción del Gobierno con el eficaz concurso de los particulares”, que fue la que abonó el terreno para que se produjese la especulación (D. Mateo del Peral, 1978: 44). Sin embargo, es conveniente diferenciar la toma de decisiones gubernamentales y la acción, así como la responsabilidad, de sentar las bases de una legislación ferroviaria realizada por los redactores del informe de Subercase.

En todo caso, la concepción general que se defendía en el informe es que el ferrocarril debería producir el crecimiento de la producción. Esto no dejaba de ser un enfoque simplista ya que eran las condiciones económicas reinantes las que provocaban la necesidad de disponer de nuevos sistemas de transporte y no al revés, tal y como planteaban los ingenieros de la Comisión. Por tanto, la estrategia correcta a seguir sería el fomento de las construcciones como medio para apoyar el desarrollo económico. La solución que se aporta en el informe era la que se podría definir como la del constructor, ya que se tendía a minimizar los riesgos de la inversión inicial reduciendo o alentando, según los casos, la competencia entre las futuras compañías ferroviarias.

Pese a la poca originalidad del infome elaborado por la Comisión Subercase en varios puntos, no cabe la menor duda que los ingenieros tenían una concepción clara de cual debía ser el papel a desempeñar por el ferrocarril en la economía y la sociedad españolas. También parece evidente de que eran conscientes del protagonismo que debía asumir el Estado y los promotores privados en la iniciativa de la construción, así como de la necesidad de colaboración entre ambos sectores. Los problemas se plantearon cuando tuvo lugar la adaptación de los planteamientos técnicos y teóricos a los intereses que se escondían detrás del Gobierno moderado de Narváez en 1844. Estos últimos eran la especulación a partir de concesiones conseguidas legalmente a través de la Real Orden de 31 de diciembre de 1844. Cuando Inglaterra y Francia, y más recientemente Prusia, poseían regulaciones legales que organizaban el sector ferroviario, España se dotaba de una normativa provisional, sin rango de ley, que sólo generó movimientos especulativos que se tradujeron en una escasa cantidad de líneas construidas después de 1844.

Desde la aprobación de la primera disposición legal reguladora de la construcción ferroviaria hasta la aprobación de la Ley General de Ferrocarriles, en 1855, la actividad en materia ferroviaria se centró en dos aspectos: por un lado, las concesiones de diversas líneas y, por otro, el trazado de la red. Parecía lógico que las primeras se otorgasen teniendo en cuenta las necesidades de transporte allí donde se manifestara con mayor intensidad la demanda. Sin embargo, el Estado no podía renunciar a establecer un cierto orden en la red, sobre todo teniendo en cuenta las aspiraciones del nuevo orden liberal. Había que tener en cuenta que la nueva estructura viaria debería servir para establecer los límites al territorio nacional y para asentar el dominio del poder político, centralizado en Madrid, la capital de la nación.

Las concesiones ferroviarias se fueron sucediendo a partir de enero de 1845. Aunque fuesen con carácter provisional, el decreto de fines de 1844 provocó un alud de peticiones ya que sólo era necesario depositar una pequeña cantidad que sería devuelta una vez la concesión caducase. Por otra parte, dentro del plazo de constitución del depósito era posible ceder los derechos adquiridos (F. Wais, 1987: 43). Las concesiones otorgadas al abrigo de esta legislación sumaban en conjunto 6.665 kilómetros y, al final de 1846 caducaron 6.517, esto es, sólo se habían construido 148 kilómetros. En porcentaje, ello representaba sólo un 2,3 por 100 de realizaciones frente a un 97,7 por 100 de kilómetros concedidos. La especulación con las concesiones y las irregularidades en que incurrieron muchos de los concesionarios a lo largo de estos dos años, entre ellos empresarios como José de Salamanca, Marqués de Salamanca y el Duque de Riánsares, obligaron en 1853 a que fuesen enviados al Consejo Real todos los expedientes de ferrocarriles.

4.4. El inicio de las concesiones ferroviarias y la Ley de Garantía de Interés de 1850

La mayor parte de los concesionarios que habían pedido líneas al Gobierno eran de nacionalidad extranjera, casi siempre ingleses, franceses y belgas. Junto a estos concesionarios siempre aparecía un núcleo de comerciantes, aristócratas y burgueses de las zonas por las que atravesaría el futuro ferrocarril. La mayor parte de las líneas concedidas, independientemente de los intereses más o menos especulativos de muchos de sus concesionarios, respondían a un interés real por aprovechar las corrientes de tráfico. Desde comienzos de la década de 1840, la economía española fue experimentando un claro proceso de expansión, estimulado por los procesos desamortizadores y desvinculado res de la tierra que se dejaban sentir sobre todo en la agricultura. El asentamiento de la propiedad privada y el nuevo orden jurídico liberal estaban propiciando estabilidad entre los nuevos gestores de la explotación agrícola. Esto se tradujo en un aumento de la producción particularmente relevante en la fachada mediterránea peninsular. Consecuentemente, las necesidades de transporte aumentaron fruto también del crecimiento de la demanda, tanto nacional -como, en el caso del trigo, las harinas y otras producciones cerealistas sometidas al proteccionismo arancelario desde 1820— como, especialmente, internacional. De igual modo, este cambio de coyuntura se dejaba sentir en la industria mientras que la población española, aunque con lentitud, aumentaba sus efectivos desde el final de la Guerra Carlista.

En estas condiciones, la expansión económica de Cataluña, País Vasco y País Valenciano se tradujo en intentos reiterados de llevar a cabo la construcción de ferrocarriles tras la Real Orden de 1844. En el caso de Cataluña, ya se había abierto el camino para la construcción del Barcelona-Mataró, y la creciente industrialización del Principado desde 1830 estimulaba a seguir demandando ferrocarriles para transportar materias primas y distribuir la producción fabril final (P. Pascual, 1999).

En el caso vasco, su economía había atravesado por un proceso de reestructuración a partir del declive de las ferrerías tradicionales. Los viejos sistemas tuvieron que enfrentarse al hierro británico producido mediante los altos hornos que utilizaban carbón mineral. El tráfico de intermediación, que tradicionalmente llevaban a cabo los comerciantes bilbaínos, también se había visto en retroceso, debido a la crisis exportadora de las lanas castellanas durante el primer tercio del siglo XIX. Además, las particularidades fiscales del territorio vasco hicieron que las producciones del señorío fuesen consideradas como “extranjeras” en el resto de España dado que las aduanas se encontraban en el límite con Castilla. El traslado a la costa de éstas aseguraría para los comerciantes vascos el acceso al mercado (J. M. Garmendía, M. González, O. Macias, M. Montero y Novo, 1995: 83).

En octubre de 1841 Espartero decretó el traslado de las aduanas al Cantábrico y a la frontera con Francia. Asegurado el mercado interno, los comerciantes y productores vinculados a las viejas ferrerías trataron de llevar a cabo la modernización del sector férrico. En 1841 se fundaba la primera sociedad integrada por comerciantes bilbaínos con el objetivo de poner en marcha la empresa que produjese hierro utilizando los modernos altos hornos, aunque todavía usando carbón vegetal: la Santa Ana de Bolueta. En consonancia con estos intentos de relanzar la economía vasca, se demandó el primer ferrocarril, el que debería unir Bilbao con Valmaseda en 1829. Fracasado el intento de construir esta línea, se volvería a plantear más tarde en relación con la consolidación del nuevo modelo de industrialización. Esta primera tentativa para construir esta línea constituía el más fiel reflejo de los intereses de los comerciantes vascos, ya que el trazado por Valmaseda representaba la ruta tradicional por la que discurrían las mercancías destinadas al mercado interior español, procedentes, en su mayor parte, de los mercados del Norte de Europa. Los agobios financieros que pesaban sobre las instituciones forales debieron influir notablemente para abortar esta primera experiencia ferroviaria en el País Vasco.

Hasta 1845 no se volvió a plantear la posibilidad de llevar a cabo ferrocarriles en el territorio vasco. La Guerra Civil Carlista, la supresión de las Juntas Generales y Diputación en 1841 y la restauración de dichas intituciones en 1844 crearon, en conjunto, un clima de inestabilidad institucional que, hasta diciembre de 1844, no se restauraría. La llamada Concesión Vascongada comenzó en 1845 a partir del proyecto de ferrocarril entre Madrid e Irún por Bilbao. La Diputación de Vizcaya, el Ayuntamiento de Bilbao y la Junta de Comercio propusieron solicitar la concesión ferroviaria entre Madrid y la frontera francesa. La rapidez con que se planteó la petición de la concesión estaba en estrecha relación con los inicos para conseguir la autorización para la construcción de un ferrocarril entre Avilés y Madrid. Para el comercio bilbaíno esta línea era una clara amenaza por las repercusiones que podría tener para la tradicional corriente de mercancías que recorría el camino de penetración hasta Castilla desde el Cantábrico. Bilbao pretendía afirmar su primacía frente a otros puertos del Norte peninsular en su relación con el mercado interno (Garmendía y otros, 1995: 87-94).

A partir de un trazado que debía partir de Irún hasta Bilbao por Deva, para seguir hasta Burgos, Valladolid y finalizar en Madrid, las instituciones de Vizcaya se movilizaron en tres frentes de actuación. En primer lugar buscaban la obtención de la concesión del Gobierno, para lo cual se movilizaron políticamente a fin de adelantarse a otros intereses territoriales. Al mismo tiempo buscaron el concurso de ingenieros ingleses para que estudiasen con detalle los aspectos técnicos del trazado. En tercer lugar trataron de conseguir apoyos financieros para llevar a cabo la construcción de la línea.

En 16 de agosto de 1845 se otorgó la concesión, no sin algunos problemas por los intereses que, en paralelo, habían desplegado los impulsores del Canal de Castilla en connivencia con capitalistas británicos, quienes trataban de desarrollar su proyecto de ferrocarril del Norte, bien vía Aviles, bien vía puerto de Santander. Capitales madrileños, vascos e ingleses se aprestaron a constituir el capital inicial en la creación de una compañía constructora fundada en París a fines de 1845. El capital no llegó a ser desembolsado debido a la crisis financiera que por entonces aquejaba a toda Europa. Pese a la importante participación de capitalistas y banqueros de cuatro mercados importantes, como eran los de Bilbao, Madrid, París y Londres, no se pudo llevar adelante la construcción debido a los efectos del pánico financiero que recorrió Europa como consecuencia de la primera gran crisis de los ferrocarriles británicos en 1845.

El 20 de febrero de 1853 José de Salamanca recibía en traspaso la concesión del ferrocarril, comprometiéndose a iniciar los trabajos de construcción de la línea a través de la cesión de sus derechos a una compañía creada expresamente para desarrollar las obras de la línea. Ninguna de las acciones de Salamanca llegó a ponerse en marcha, por lo que la prometida sociedad no llegó a formarse y, por tanto, la línea quedó pospuesta hasta 1856. Pese a algunos intentos aislados y fallidos de algunos comerciantes para poner en marcha tramos y trazados nuevos, el País Vasco tuvo que aguardar a que la Ley General de Ferrocarriles de 1855 entrase en vigor para, bajo su amparo, disponer de ferrocarriles. El primer intento de realizar el ferrocarril, bajo la nueva ley, correría a cargo de los impulsores de la línea Bilbao a Tudela que abriría paso a una red amplia, tanto de ferrrocarriles de vía ancha como de vía métrica estrecha (A. Ormaechea, 1989).

El denominador común de los intentos de construcción de ferrocarriles en el País Vasco y en el País Valenciano fue el fracaso en estas primeras concesiones surgidas tras la legislación de 1844. En el caso valenciano fue el cambio de cultivos y la expansión agraria los principales factores que apoyaron la creación de nuevas infraestructuras y medios de transporte ferroviarios. Además, la demanda externa, especialmente proveniente de los países del Norte de Europa, presionaba para que los productos agrícolas fuesen transportados hacia los puertos de embarque.

Los primeros pasos hacia la construcción del ferrocarril en el País Valenciano se dieron en Alicante, debido a la coincidencia de intereses de los comerciantes locales y de las necesidades de la Corte madrileña, que buscaban la relación más corta y directa hacia el mar Mediterráneo. A comienzos de 1844 la Diputación de Alicante decidió auspiciar un proyecto de ferrocarril hasta Madrid, que patrocinaba la casa comercial de Pedro Lara, hijos y compañía. La línea empezaría por el tramo entre Madrid y Aranjuez, construyéndose mediante secciones hasta llegar al Mediterráneo. Lara consiguió el nombre de la reina regente María Cristina para el ferrocarril, que pasaría a llamarse Empresa del Ferrocarril de María Cristina, aunque, en su mayor parte, la sociedad tenía una participación de banqueros y comerciantes de la Corte. Mientras tanto, Lara y los miembros de la junta del ferrocarril presionaban al Gobierno para conseguir privilegios y arrancar alguna subvención financiera al Estado. Aunque no lo lograsen a lo largo de todo el año 1844, la Real Orden de diciembre del mismo año vino a reservar la preferencia al primitivo concesionario. Aun a pesar de ello se seguía pidiendo insistentemente una garantía al Gobierno del 3 por 100 de interés al capital invertido, así como alargar el tiempo de reversión de la línea. No obstante las estrechas relaciones que existían entre los promotores y el ministro P. J. Pidal, cercano a algunos de los miembros de la junta del ferrocarril, este último remitió, para informar de las peticiones de la empresa, el pliego de condiciones a Juan Subercase, entonces consultor en la Dirección General de Caminos. El demoledor informe redactado por el ingeniero de caminos terminaba poniendo en evidencia los intereses especulativos y monopolistas de la empresa, así como la inexistencia de estudios técnicos o financieros que respaldasen adecuadamente la viabilidad de la obra (T. Hernández, 1983: 17-18).

La concesión de este ferrocarril caducó, pasando al banquero José de Salamanca en abril de 1845. Aunque sus derechos se centraron en el tramo entre Madrid y Aranjuez, en realidad era toda la línea, hasta Alicante, la que constituía el objetivo del financiero. Como los demás concesionarios, Salamanca buscaba especular con la prima de traspaso. La creación de la compañía de los ferrocarriles de Madrid a Zaragoza y Alicante, fundada en 1856 y vinculada al grupo financiero de los Rothschild, sería el fruto de las próximas gestiones del futuro Marqués de Salamanca.

Con el fracaso inicial de la línea de ferrocarril hasta Alicante, se iniciaron las gestiones para poner en marcha un ferrocarril que conectara Valencia con Madrid. El fracaso del capital nacional para acudir a la construcción de una línea como la de Alicante provocaría que los promotores valencianos de la línea con Madrid recurriesen a los capitales procedentes de mercados extranjeros. La idea de esta iniciativa la había puesto en marcha Felipe Fernández de Castro, quien había propuesto que el ferrocarril con Madrid debía realizarse vía Cuenca y, para ello, trató de contactar con los ambientes financieros y comerciales de la ciudad de Valencia, entonces envuelta en un proceso de cambio urbano y económico profundo. Los sondeos tuvieron éxito entre comerciantes, banqueros y propietarios rurales valencianos.

El grupo promotor iniciaría los primeros contactos contratando los servicios de un agente comercial, de nacionalidad francesa: Próspero B. Volney, a quien se le dieron plenos poderes para solicitar la concesión provisional al gobierno y poder negociarla en los mercados financieros de la city de Londres. Las gestiones de Volney dieron como fruto, en el otoño de 1845, la creación de la llamada Madrid and Valencia Railway Company. Esta compañía aceptaba transferir la concesión provisional de la línea a cambio de dar participación en la empresa a los promotores españoles. Los Consejos de Administración en España venían a mostrar quiénes fueron los encargados de gestionar la construcción del ferrocarril. Se trataba de comerciantes y propietarios valencianos, además de banqueros y personalidades de la esfera de la política, tanto moderados como progresistas, y de la administración del Estado en Madrid. En cualquier caso, ya aparecía una de las contradicciones más importantes que terminarían aflorando y dando al traste con el proyecto: se trataba de una alianza entre agentes financieros acostumbrados a mercados industriales desarrollados, como eran los británicos y los balbuceos de un débil conjunto de comerciantes, a menudo rurales, apenas acostumbrados al funcionamiento de las modernas sociedades anónimas ferroviarias. Debido a la imagen escandalosa que presentaban algunos de los responsables de la empresa del lado español, los británicos trataron de conseguir una ampliación de los miembros de la dirección hispana. El objetivo era mejorar la imagen financiera de la compañía frente a la administración y frente a los inversores españoles, estos últimos potencialmente interesados en participar en la compañía. Entró de este modo en la compañía como presidente el diputado valenciano y propietario Luis Mayans. Junto a él ingresó un conjunto de banqueros y hombres de negocios madrileños, especialmente el grupo fundador del Banco de Fomento y Empresa de Caminos y Canales, un banco que se había convertido en mayo de 1846 en acreedor del Gobierno en un empréstito para carreteras que rondaba los 200 millones de reales. Estos cambios y la propaganda desplegada por los ingleses permitió conseguir en los mercados británicos una amplia suscripción de títulos, intentándose llevar los mismos ánimos a los mercados españoles. En Valencia, a pesar de los esfuerzos propagandísticos y la creación de algunas de las primeras sociedades financieras, como la Sociedad Valenciana de Fomento, la captación de capitales se manifestaba insuficiente. La compañía finalmente fracasó porque hubo de enfrentarse a varios obstáculos internos, pero el principal surgió de la falta de sincronía entre el comité de Madrid, que tenía prácticamente todas las capacidades ejecutivas, y el de Londres, donde residía en realidad el poder financiero. La crisis financiera de 1847 frenó en seco las expectativas entre los accionistas ingleses, obligando a la Junta de Gobierno de la parte española a garantizar al máximo el éxito de las obras mediante concesiones y privilegios arrancados a la administración pública.

La crisis económica de 1847, con problemas en la bolsa y apuros en la banca, dio paso a la crisis política y, con la llegada de José de Salamanca al poder -donde se mantendrá desde marzo a octubre de 1847-, las posibilidades de prolongar su concesión desde Aranjuez hasta Alicante cerraban el paso a los intereses de la empresa hispano-británica, así como a sus aspiraciones por controlar el tronco ferroviario principal del Mediterráneo. A fines de 1847 se planteó la disolución de la empresa. El ferrocarril valenciano tuvo que esperar para su construcción a la década de 1850.

No obstante la liquidación del Madrid and Valencia Railwayy P. Volney siguió manteniendo la concesión que le había sido otorgada, a través de la petición de sucesivas prórrogas a sus derechos. Su planteamiento era esperar a una mejora del ambiente financiero, así como despejar la incógnita de si, finalmente, habría garantía de interés al capital invertido. La aprobación en febrero de 1850 de la ley que fijaba el apoyo del Estado a las inversiones ferroviarias comenzó a reavivar el mortecino panorama inversor. José Campo, a la sazón gerente de la Sociedad Valenciana de Fomento, planteó ligar las obras de construcción de un puerto moderno en Valencia a la instalación de un ferrocarril. El fracaso inicial del empresario valenciano en la consecución de la contrata de las obras del puerto, a favor del banquero madrileño Nazario Carriquiri, le hizo concentrarse en la consecución de la concesión para el desarrollo de la línea ferroviaria hacia Madrid. En el más completo de los sigilos J. Campo había negociado con Volney el traslado de sus derechos de concesión en el ferrocarril del Grao de Valencia a Játiva mientras que preparaba, simultáneamente, la sociedad anónima que debía construir el ferrocarril. A principios de 1851 Campo inició todos los preparativos para comenzar las obras de construcción.

Paralelamente, el financiero valenciano constituyó la Sociedad del Ferrocarril del Grao de Valencia a Játiva, también a comienzos de 1851. En su Junta Directiva se encontraba parte de los miembros de la comisión española de la antigua empresa del Madrid and Valencia, engrosada con políticos en ascenso vinculados al Gobierno que presidía Bravo Murillo. En lugar preminente dentro de la compañía se encontraba el grupo financiero vinculado a J. Campo, formado por los miembros más importantes de la Valenciana de Fomento. Con un despliegue singular y habilidoso de medidas de carácter financiero, que orillaban la ley de Sociedades anónimas de 1848, Campo consiguió convertirse en el todopoderoso gerente de la compañía y endosar todos los gastos en los que él personalmente incurriese a la compañía, incluyendo en ellos sus propias operaciones de crédito. Las obras se iniciaron en abril de 1851 para la sección del Grao, mientras que la primera emisión de acciones salía al mercado con un notable éxito: se cubrió un 64 por 100 del capital social. La mayor parte de los compradores era catalana y valenciana, siendo especialmente el mercado de Barcelona el de mayor relevancia, incluso en la posterior venta de obligaciones. Campo con casi el 16 por 100 y la Valenciana de Fomento con el 20 por 100 se convertían, junto a Antonio Tintó y José Milà de la Roca, de Barcelona, en los mayores accionistas de la compañía ferroviaria. Haciendo uso posteriormente y con amplitud de las facultades que la ley de 20 de febrero de 1850 sobre garantía de interés le concedía, Campo llevó a cabo la construcción del ferrocarril, del cual él mismo se constituyó en contratista.

La ley de garantía de interés, inspirada directamente en el sistema francés, planteaba una cierta ambigüedad en la concesión de subvenciones a la construcción, así como en las garantías al capital invertido en la infraestrutura. De acuerdo con ella, el Estado mantendría como garantía una tasa del 6 por 100 de interés y añadía un 1 por 100 por amortización al capital invertido en la construcción. El período de disfrute de la garantía se fijaba en el tiempo de construcción de la línea, pero si se abría al tráfico algún tramo durante la ejecución de la obra, habría de tenerse en cuenta si el producto líquido suponía un excedente superior al 6 por 100 que representaba la garantía de interés. En caso positivo, se consideraba que la empresa podría hacer frente al pago de dividendos y debería, por tanto, devolver o reintegrar la parte percibida con anterioridad. Además, el 1 por 100 de amortización de capital sería cobrado por la empresa de forma paulatina hasta la total extinción del capital invertido.

El principal problema que se derivó de la aplicación de la ley, dada su ambigüedad y el grado de discrecionalidad con que se aplicó, fue la ejecución de las primeras construcciones sin que el Estado experimentase mermas en el Tesoro, además de cálculo del tiempo durante el cual se percibiría el porcentaje. Estos problemas terminaron frenando la entrada de capitales al ferrocarril y fue la razón que provocaría una amplia discusión en las Cortes y en los organismos pertinentes (M. Artola, 1978; D. M Del Peral, 1978; y T. Hernández, 1983). Ello explicaría que muy pocas compañías se adscribieran a la ley de garantías de 1850: la de Langreo, Madrid a Aranjuez y las de Madrid a Irún y Alar del Rey a Santander.

La línea de Játiva se encontró con problemas para obtener los subsidios que se recogían en la ley de febrero de 1850. La cuestión era que la concesión inicial se había hecho con arreglo al decreto de diciembre de 1844; sin embargo, las presiones de Campo en los gabinetes moderados dieron sus frutos y, a comienzos de 1852, obtenía los privilegios de la ley de garantía de interés. Desde ese momento hasta fines de 1854, Campo gozaría de los favores del Gobierno y los ministerios correspondientes, toda vez que se le adelantaron las cantidades precisas cuando, en algunos momentos, ni siquiera se había enviado a Madrid la documentación pertinente. Las irregularidades llegaron más lejos ya que la compañía percibió la garantía de interés no sólo mientras duraron las obras, sino también una vez que estuvo abierta a la explotación la línea, extremo éste que quedaba expresamente prohibido por la ley de febrero de 1850. Sin ninguna duda, como ha sostenido T. Hernández, “el astuto empresario contó con un trato de favor en el Ministerio, ya que la excesiva tolerancia con él contrasta con la severidad de los reglamentos que regían para las otras empresas” (T. Hernández, 1983: 134). La hinchazón de los gastos constituyó la base fundamental sobre la que la sociedad constructora terminó la línea. El 21 de diciembre de 1854 quedaba abierto a la explotación el ferrocarril entre el Grao y San Felipe de Játiva.

Las necesidades regionales en infraestructura de transporte no se agotaron con estas construcciones de ferrocarriles en el País Vasco, Cataluña y el País Valenciano. Si se toma en consideración la lista de las construcciones de ferrocarriles llevadas a cabo con anterioridad a la aprobación de la Ley General de Ferrocarriles de 1855 (cuadro 4.2) y se compara con las concesiones que se habían hecho hasta entonces -25 líneas-, se observa una escasez de realizaciones respecto a las expectativas que se habían levantado en torno a la disponibilidad de líneas férreas. A 31 de diciembre de 1855 sólo se habían realizado 5:

CUADRO 4.2. Líneas ferroviarias construidas a 30 de diciembre de 1855








	Línea

	Año de inauguración




	Barcelona-Mataró
Barcelona-Granollers
Sabadell-Moncada
Grao de Valencia a Játiva
Madrid-Albacete

	1848
1854
1855
1854
1854
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Figura 4.2. Compañías ferroviarias de ancho normal en 1855 (a) y 1870 (b).

La mayor parte de las realizaciones se concentraba en Cataluña, mientras que las otras dos discurrían en el País Valenciano y de Madrid al Mediterráneo. Regiones como Cataluña, que habían recibido 4 concesiones hasta entonces, disponían de tres líneas y una de ellas constituía el inicio de la más larga que debería unir Barcelona con Zaragoza. En cambio, Andalucía, cuyo territorio había visto cómo concentraba 5 concesiones, apenas había logrado un corto tramo entre el Puerto de Santa María y el mar. De igual modo, Madrid, centro radial de comunicaciones y sede de la corte y el poder político, que era punto de partida de 6 de las concesiones anteriores a 1855, únicamente contaba con la conexión a Aranjuez y posteriormente a Albacete. El resto de las regiones peninsulares alcanzaba entre 1 y 2 concesiones, destacando especialmente las 4 que atravesaban la zona de la Castilla septentrional. El balance no podía ser más pobre, aun a pesar de la pujanza económica que algunas regiones comenzaban a experimentar.

De la comparación general entre concesiones y construcciones llevadas a cabo entre 1844 y 1855, cabe concluir que el mayor obstáculo para desarrollar la red de ferrocarriles y situar el sistema de transporte español a la altura de las realizaciones que ya existían en otros países de Europa lo constituyó no la falta de iniciativa, que se manifestó positivamente de muy variadas maneras, sino la escasez de capitales. Además de ello tuvo mucha influencia la inestabilidad política del período, la inexistencia de un plan general de ferrocarriles y la ausencia de una regulación legal que, definitivamente, despejase la incógnita fundamental: cuál iba a ser el papel que el Estado debería desempeñar para asegurar la construcción y posterior explotación de una red ferroviaria. Hasta la Ley General de Ferrocarriles de 1855, la legislación de 1844 y la regulación de la garantía de interés de febrero de 1850, fueron las claves de bóveda sobre las que se había apoyado la política ferroviaria española. Sobre este segundo aspecto, debido a su importante influencia sobre la legislación posterior y sobre la capacidad real de propiciar las construcciones conviene deternerse.

La Ley provisional de 20 de febrero de 1850 provocó una cierta animación entre los promotores de ferrocarriles y entre los concesionarios, ya que introducía subvenciones y ayudas para la construcción a cargo de la Administración. No obstante, el resto de puntos importantes que había sido discutido por la Comisión de Ferrocarriles que elaboró las propuestas para la ley, tales como el plan general de líneas y trazados, así como una regulación integral de todos los aspectos, quedaba marginado de esta disposición. Esto supuso que, en la práctica, se retornase a una situación en la que las construcciones de ferrocarriles tenían lugar de forma aislada, sin formar parte de un plan general que ordenase el esquema general de las construcciones.

La ley introducía el sistema francés de auxilio a las construcciones, consistente en un 6 por 100 de garantía de interés y también añadía un 1 por 100 de amortización al capital invertido en la construcción de las líneas (F. Caron, 1981: 107-108). El Gobierno, de forma provisional y mientras no existiese una disposición general, tendría capacidad para otorgar concesiones y subvenciones a las empresas que considerase oportuno, aunque bajo ciertas condiciones. Como ya se ha señalado para el caso del ferrocarril del Grao de Valencia a Játiva, el período de disfrute de la garantía duraría sólo el tiempo marcado para las obras de infraestructura. Si se abriese algún tramo a la explotación mientras se estuviesen ejecutando las obras y el producto líquido excediera del 8 por 100, se consideraba a la compañía con suficiente liquidez como para atender el servicio y para aplicar la mitad del excedente al reintegro de las cantidades anticipadas por la Administración. Por lo que se refiere al 1 por 100 de amortización del capital, esta cantidad la percibiría la empresa de forma paulatina hasta la total extinción del capital invertido, momento en el que todas las instalaciones revertirían a su legítimo dueño: el Estado. Este último punto estuvo acompañado de controversia en cuanto a su aplicación. Hubo quienes defendían que la amortización duraría 99 años, esto es: el período de validez de las concesiones. Otros planteaban que éste sería un período excesivamente largo que podría resultar muy gravoso para el Tesoro público. Este punto, controvertido y crucial, fue sometido a consulta a la Comisión que estudiaba el plan de ferrocarriles, la cual no arbitró ninguna contestación concreta: sólo planteaba que el momento a contar para el cobro sería el de finalización de las obras. En cualquier caso, lo importante era que la subvención no era fija al depender del coste inicial según el presupuesto y de la variación del producto obtenido. El interés se pagaría según los excedentes netos de la compañía: a mayor excedente, menores abonos del Estado. De aquí que surgiesen las posibilidades de fraude y ocultación si se hinchaban las cuentas de gastos en proporción a los excedentes que arrojaban las líneas.

Ante las posibilidades de manipulación contable y de la práctica de otros sistemas fraudulentos, se fue imponiendo la subvención directa, en metálico, consistente en pagar a las compañías una cantidad fija, en determinados plazos y según el presupuesto; en su defecto, se pagaba en títulos de la deuda pública, por su valor nominal, llamados inicialmente acciones de ferrocarrile con el 6 por 100 de interés anual. La amortización del 1 por 100 recibiría igual trato financiero. El cambio se había propuesto por los excesivos gastos en los que fue incurriendo el Ministerio de Fomento, encargado de arbitrar las subvenciones, con cargo al erario público. Ello sería especialmente importante cuando entrase en vigor la Ley General de Ferrocarriles de 1855 y se recurriese al sistema de subvenciones generalizadas para conseguir la construcción de una red ferrocarriles en el menor tiempo posible.

4.5. La expansión de la red ferroviaria: de la Ley General de Ferrocarriles de 1855 a la crisis financiera de 1866

La restrictiva legislación que impedía la plena expansión de las construcciones ferroviarias fue uno de los caballos de batalla sobre los cuales giró la llamada Revolución de 1854. Después de una década de dominio moderado en el poder y de una legislación ferroviaria que, además de no haber posibilitado la suficiente estabilidad para atraer las inversiones, generó especulaciones en torno a las concesiones que se habían entregado desde 1844, los progresistas trataron de cambiar radicalmente la situación. Varios sectores de entre los moderados, progresistas, demócratas y republicanos dieron soporte a un amplio movimiento antigubernamental que, después de varios motines en Zaragoza y otras ciudades, culminó en julio y agosto de 1854 en Madrid, dando paso al inicio de cambios profundos en la composición del poder político.

Variadas fueron las motivaciones económicas que empujaron los movimientos revolucionarios de 1854. Por un lado, las de carácter político, como era el alejamiento de los progresistas del poder, pero especialmente las de componente económico y social. Entre estas últimas habría que destacar la crisis económica que estaban experimentando sobre todo los artesanos y obreros industriales, además del impacto de las malas cosechas de trigo que hicieron aumentar los precios de los productos básicos para la subsistencia. Por otra parte, la pésima situación de la hacienda obligó a los gobiernos moderados a adoptar soluciones para hacer frente a los pagos de la deuda pública. Las disposiciones gubernamentales provocaron descontento entre los inversores y muy especialmente tuvo un efecto inmediato la decisión del adelanto de las contribuciones del año fiscal de 1854. En este contexto, el hecho de que las contratas ferroviarias se hubiesen otorgado a personajes del entorno de los moderados —muy especialmente del círculo de amistades de la Reina- y que el Estado hubiese asumido la construcción de líneas como las de Madrid a Aranjuez y Albacete, contraviniendo las disposiciones legales entonces vigentes, situaba a los ferrocarriles en el centro del huracán revolucionario durante 1854 y 1855 (J. R. Urquijo, 1984).

El gobierno presidido por B. Espartero se aprestó a intervenir en el problema de los ferrocarriles. Con Francisco de Luján como ministro de Fomento se darían los primeros pasos para ordenar de nuevo el sector ferroviario. Por Real Decreto de 13 de agosto de 1855 se encargaba, a una comisión creada a tal efecto, la redacción de una propuesta de ley de ferrocarriles y el reglamento para su aplicación. Paralelamente, se creaba otra comisión cuya misión era el estudio de los expedientes de ferrocarriles ya concedidos y cuyos resultados fueron presentados a las Cortes en diciembre de 1854. Según las investigaciones conclusivas de esta última comisión, en la práctica se legalizaron todas las concesiones que se habían adjudicado con anterioridad. En lo relativo al camino de hierro de Aranjuez, se propuso la anulación de todos los contratos de construcción que fueron formalizados por el ministro Reinoso, debido al modo y forma en que se habían desarrollado las subastas. En otros términos: según las conclusiones de la comisión sobre concesiones que había estudiado la legalidad de las que se habían otorgado durante la década moderada, todo “el problema ferroviario” por el que clamaban los grupos sociales y los partidos de la oposición se reducía a infracciones formales y a la preferencia concedida a José de Salamanca en las subastas para la construcción de alguna línea de ferrocarril. Se admitía así que las concesiones otorgadas hasta entonces eran legales. Como puede deducirse, la voluntad de los miembros de la comisión era la de no ir más allá en las investigaciones del pasado, ya que nunca se pudo demostrar perjuicio alguno para el Tesoro público, ni se consideró oportuno exigir responsabilidades a los ministros anteriores (J. Moreno Fernández, 1996: 90).

Tras la elaboración en comisión de las primeras propuestas y del dictamen correspondiente, se llevó a las Cortes el texto del articulado que habría de convertirse en Ley General de Ferrocarriles. Aprobados todos los artículos propuestos, el 3 de junio de 1855 la ley fue sancionada por la reina Isabel II. La nueva disposición legal establecía que las concesiones debían otorgarse siempre a través de la correspondiente ley. El Estado se reservaba la posible participación en la construcción y explotación de líneas, además de los particulares o empresas creadas para la ocasión. La intervención podría producirse de diversas maneras: bien colaborando con los particulares en la ejecución de determinadas obras; bien entregando o devolviendo a las empresas, en períodos determinados, una parte del capital invertido; o, también, asegurando a las compañías ferroviarias un mínimo de interés o un interés fijo por el capital invertido. Además, la concesión otorgada por ley quedaba fijada en un máximo de noventa y nueve años, tras el cual la concesión revertiría al Estado. En lo que se refiere a la fijación de tarifas, éstas quedaban sometidas a la aprobación del Estado y las revisiones se fijaban en períodos de cinco años, tras los cuales la reducción se debería aprobar por ley. En todo caso, las disminuciones o rebajas quedarían condicionadas a la garantía del producto obtenido en el último año y al aumento progresivo que se hubiese obtenido durante el último quinquenio (F. Wais, 1987: I, 68).

No menos importante fue la inclusión de una indicación clara en la ley de cuáles debían ser los trazados preferentes del ferrocarril. Este había sido el caballo de batalla de la oposición a los moderados desde la legislación de 1844, pues siempre se habían negado a establecer un plan general y habían preferido concesiones y autorizaciones línea por línea. La ley recogía que, entre las de servicio general, “se clasificarían como de primer orden las que, partiendo de Madrid, terminen en las costas o fronteras del reino”. Era una clara alusión a que los trazados debían estar sujetos a un plan general que, aunque no definido, preestablecía las direcciones que iban a ser preferentes en la ayuda y apoyo del Estado. Éste respondía, de esta manera, a los intereses generales del conjunto del país. Sin precisar cuáles eran las direcciones concretas por las que deberían cruzar las líneas, el ministro de Fomento y promotor de la ley, Francisco de Luján, reconocía el interés de grupos financieros de gran peso internacional en la construcción de los ferrocarriles que uniesen Madrid con las fronteras internacionales y algunos de los puertos de mayor importancia: “Me consta oficialmente que casas extranjeras están decididas a hacer proposiciones para la ejecución de esas líneas principales tan pronto como la línea esté sancionada” (D. Mateo del Peral, 1978: 99).

Pero además de estas consideraciones, hay que señalar que la Ley de Ferrocarriles de 1855 introducía cambios importantes en lo relativo a las restricciones que en materia de sociedades anónimas había supuesto la ley de 1848 aprobada por Bravo Murillo. Las concesiones provisionales, aunque con el posterior y necesario refrendo del Congreso de los Diputados mediante sanción legal de carácter particular, permitían poner en marcha empresas sin el rigor y la inflexibilidad que la ley de Bravo Murillo establecía en lo tocante a desembolso de capital, adquisición de domicilio social, nombramiento de Consejo de Administración; todos ellos aspectos necesarios para pedir formalmente las concesiones. Las sociedades podían pedir concesiones de ferrocarriles sin estar, todavía, formalmente constituidas (G. Tortella, 1973: 51). Las facilidades introducidas por la legislación permitían el acceso de empresas y empresarios hacia el sector, reduciendo las barreras de entrada en el sector ferroviario. La ley también facilitaba las expropiaciones, eximía del pago de derechos de paso, de portazgos, pontazgos y barcajes y establecía exenciones arancelarias para todo el material ferroviario, incluidas las primeras materias, como el carbón de coque, ya fuese necesario para la construcción de la infraestructura, ya para el material móvil y el funcionamiento del sistema ferroviario. Con este último punto se buscaba la rápida construcción del ferrocarril aunque, como han puesto de relieve G. Tortella (1973: 51) y J. Nadal (1975: 158), se le restaban oportunidades a la industria autóctona sobre la base de la demanda del ferrocarril.

La norma que iba a regular la construcción de los ferrocarriles a partir de 1855 sancionaba el ancho de vía que se había adoptado en 1844, fijado entonces en 1,67 metros. Se alejaba así toda posibilidad de rectificar el ancho de vía del escaso número de kilómetros construido e introducir el de carácter europeo, más reducido, de 1,44 metros. Mediante esta opción se cerraba toda posibilidad de facilitar los intercambios internacionales de las futuras redes ferroviarias ya que los mercados del continente europeo deberían ser accesibles mediante costosos transbordos. En la nueva situación se apostaba por el aislamiento relativo de la economía española de los mercados europeos y se imponía a Portugal la adopción del ancho español. Esta medida no era justificada tecnológicamente, ya que los argumentos que se barajaron por J. Subercase en 1844 habían quedado obsoletos una década más tarde. El poder de tracción de las locomotoras aumentó, no necesitándose una mayor capacidad de las calderas de vapor recurriendo a la ampliación y al aumento de la distancia entre los raíles. Esto había sucedido en varios países europeos que se aprestaron a modificar el ancho de sus vías respecto al que habían establecido inicialmente. Esto ocurrió en el caso del estado alemán de Baden, cuando se fue consolidando la Unión Aduanera o Zollverein\ o, también, en Holanda, que modificó su ancho de 1,95 metros para facilitar su conexión con Bélgica.

Se desaprovechó entonces la oportunidad de fijar el ancho de vía europeo, estableciendo obstáculos a la integración económica de los mercados españoles con el resto de Europa. La articulación de un mercado nacional a través de la red ferroviaria seguía siendo preferente frente a la inserción en los mercados internacionales. Los liberales se planteaban el ferrocarril pensando más en sus efectos a corto plazo y ello acabó perjudicando los intereses económicos del país, ya que los costosos transbordos en las fronteras dificultaron la competitividad de las producciones españolas al aumentar los precios finales como resultado de las dificultades de transporte. Esta situación no preocupó en exceso a las compañías ferroviarias, salvo algunas críticas iniciales de las empresas de capital francés, pero a partir de 1914, cuando los mercados internacionales se erigieron en el auténtico motor del crecimiento económico a través de las exportaciones, la posición relativa de la economía española y de las compañías que servían los contactos con el exterior tendió a deteriorarse (J. Vidal, 1995).

La ley General de Ferrocarriles nacía en combinación con otras iniciativas económicas y financieras de los gobiernos progresistas. Fueron las leyes sobre creación de bancos y sociedades de crédito y la llamada desamortización civil o general las medidas más significativas, en materia económica, del llamado bienio progresista. Las que más directa relación poseían con el impulso de la construcción del ferrocarril fueron las leyes que modificaban el sistema financiero. Se trataba de facilitar la construcción de las líneas del sistema ferroviario y, para ello, era necesario atraer una enorme cantidad de capital para ser invertido. En una economía como la española de mediados del siglo XIX, poco monetizada, con mercados estrechos, escasa tradición inversora y con la práctica inexistencia de bancos de carácter moderno que canalizasen el ahorro del país hacia la inversión productiva, difícilmente se podrían llevar a cabo las construcciones de ferrocarriles. Esto era conocido por los gobernantes ya que fue el principal problema durante la década moderada: la relativa escasez de capitales. Había, por tanto, que acudir a la creación de una banca que permitiese la canalización de enormes recursos hacia el negocio ferroviario, y éstos sólo podían llegar del extranjero, de economías más industrializadas, donde el exceso de ahorro y el aumento de la renta provocasen un aumento relativo del capital susceptible de ser invertido en países con expectativas de remuneración relativamente más altas que las que existían en sus propios mercados.

La legislación financiera del bienio progresista se cifró en la creación de la banca de emisión y en las sociedades de crédito. Ya se ha hecho mención de esta legislación en el capítulo dedicado a la banca, pero para los efectos de desarrollo del ferrocarril la iniciativa importante fueron las sociedades de crédito. Estas últimas fueron reguladas por ley especial. Se trataba de bancos de inversión sin capacidad reconocida de imprimir papel moneda. Tras la correspondiente discusión en las Cortes fue aprobada la Ley de Sociedades de Crédito, junto a las que desarrollaban individualmente tres de las peticiones particulares: la Sociedad General de Crédito Mobiliario Español; la Compañía General de Crédito en España y la Sociedad Española Mercantil e Industrial. La Ley general de 29 de enero de 1856 permitía una extensa gama de actividades: préstamos al Gobierno, recaudación de impuestos, inversión industrial y actividades comerciales. Los requisitos legales que se establecían eran muy flexibles ya que podían operar con un mínimo de capital desembolsado del 10 por 100 del total autorizado y emitir obligaciones con el tope del quíntuplo de su capital inicialmente aprobado por ley. No obstante, el Ministerio de Hacienda controlaría sus balances, lo cual ponía de manifiesto los recelos todavía existentes entre las autoridades por los tradicionales problemas acarreados por las crisis financieras de 1847-1848.

Esta iniciativa estuvo acompañada de la anuencia de las Cortes para la legalización de las actividades en España de tres de los emporios financieros más importantes de Europa. Por una lado, el poderoso grupo del Crédit Mobilier francés de los hermanos Emile e Isaac Pereire, quienes ya conocían el sector de los ferrocarriles tras haber creado algunas de las compañías más importantes en Francia. Al mismo tiempo, los Rotschild, máximos competidores de los banqueros franceses, tomaron también posiciones en el mercado español a través de la Sociedad Española Mercantil e Industrial (A. Otazu, 1987). Por su parte, el grupo financiero francés capitaneado por Alfred Prost y socios ingleses, con importante vinculación a los sectores emergentes del gas para el alumbrado urbano, también trató de introducirse en el prometedor mercado de las obras públicas españolas a través de su propia entidad crediticia. Las tres sociedades de crédito se crearon simultáneamente a la Ley que regulaba su actuación, para disponer de la cobertura legal a través de la cual poder centrar sus inversiones en el negocio ferroviario, al calor de las disposiciones aprobadas en junio de 1855.

El éxito de la legislación ferroviaria y la bancaria fue evidente, a tenor de lo que ocurrió a partir de 1856 en ambos terrenos. Además hay que señalar también que las medidas desamortizadoras, aprobadas a instancias de Pascual Madoz en 1855, habían procurado ingresos al Tesoro, cuyos recursos fueron destinados a la reducción de la deuda pública en cierta medida para el impulso de los ferrocarriles a través de las subvenciones y la garantía de interés a las compañías impulsoras del trazado ferroviario. Por lo que se refiere al ferrocarril, la red experimentó un crecimiento espectacular: en el decenio 1855-1865 se concedieron 6.919 kilómetros y la red en explotación alcanzaba los 4.756 (figura 4.3).
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Figura 4.3. Longitud de las líneas ferroviarias abiertas en Europa (1825-1870). Fuente: D. R. Mitchell, 1978: 316-319.

Conviene recordar que en el decenio anterior a 1855 únicamente se habían abierto a la explotación 477 kilómetros de los 1.407 concedidos. El ritmo de construcciones fue, por tanto, muy rápido, lo cual mostraba el éxito de la fórmula elegida por los progresistas en el poder durante el bienio de 1854-1856, que combinaba a la perfección los objetivos de la ley de ferrocarriles con los medios proporcionados por las sociedades de crédito.

La aprobación de la ley de ferrocarriles de 1855 supuso, por tanto, la aceleración de las construciones hasta fines de la década de 1860. La crisis financiera de 1866 ralentizó bruscamente la expansión y, con la crisis política de 1868, que abrió un período de inestabilidad en las instituciones, las construcciones se paralizaron. Sin embargo, durante los trece años de crecimiento ininterrumpido en el levantamiento de ferrocarriles, las líneas concedidas y puestas en explotación cubrieron buena parte del mapa peninsular. Por la importancia que irían adquiriendo en la futura red de ferrocarriles, las primeras líneas que se abrieron al calor de la nueva legislación correspondieron a las compañías que más tarde se convertirían en las de mayor tamaño de toda la red: las denominadas Norte y MZA.

La primera de las empresas citadas respondía al nombre de Compañía de los Caminos de Hierro del Norte de España. Se trataba de una empresa surgida tras la proclamación de caducidad de la concesión del ferrocarril de Madrid a Irán por Valladolid y Burgos. Los accionistas habían acordado en colaboración con José de Salamanca el traspaso de la concesión entre Madrid y Miranda de Ebro, cuya construcción debería correr a cargo del banquero malagueño. Los problemas de falta de apoyo y de capital necesario para llevar a cabo la construcción de las líneas condujeron a la caducidad de la concesión el 13 de mayo de 1855.

La concesión del conjunto del trazado se desgajó en diferentes tramos. Por un lado, los intereses económicos del País Vasco, pero muy especialmente los vinculados a Bilbao, se encaminaron hacia la conexión con el Norte de la meseta. Por otro, los de la Rioja, pero en particular los vascos, trataron de centrarse en el tramo entre Bilbao y Tudela. Mediante la presión política correspondiente de los diputados vascos en Cortes se consiguió del gobierno la Ley de 11 de julio de 1856, que autorizaba la subasta del trayecto de Tudela por Logroño hasta Bilbao. Un año después se aprobaba el trazado del ferrocarril a través de Miranda de Ebro mientras que, simultáneamente, por leyes de 15 y 18 de julio de 1857, se le concedía la subvención y se sancionaba el pliego de condiciones, las tarifas y la relación de materiales que se podrían importar del extranjero. A partir de septiembre del mismo año se ratifica la concesión a un grupo de suscriptores encabezado por Santiago de Ingunza y Juan Angel Zorrozua, representantes de una compañía por acciones, cuyo capital social ascendía a 34,5 millones de pesetas, que era el coste de las obras del ferrocarril y del material de explotación, una vez deducidas las subvenciones otorgadas por el Estado. La construcción comenzó inmediatamente después de haberse confirmado la concesión y tras realizarse el desembolso del capital. La explotación comercial de la línea se inició en marzo de 1863.

La explotación de la compañía se centraba en las expectativas generadas por el tráfico con origen y destino en el puerto de Bilbao. En 1877 se produjo la fusión con Norte tras los problemas iniciales de la explotación. Los primeros años de andadura de la compañía no habían sido propicios, desde el punto de vista comercial, para la atracción de los grandes tráficos que se preveían, pues las malas cosechas de cereales y de vino, así como la crisis financiera de 1866, lastraron la cuenta de resultados e impidieron el desarrollo de la línea de acuerdo con las previsiones de los promotores del ferrocarril. Además, la Guerra Carlista interrumpió la fase de relativa recuperación que se había iniciado en 1870. La absorción de la compañía de Tudela fue ocasionada no sólo por las dificultades de gestión, sino también por la competencia que a su tráfico natural realizó la empresa ferroviaria que atravesaba el País Vasco desde 1864: la compañía del Norte. Puede decirse que la agresividad comercial de esta compañía, unida a las dificultades de todo tipo del Tudela a Bilbao, abocó la fusión de ambas en 1877.

Norte había iniciado sus líneas con el trazado entre Madrid y Valladolid, buscando las conexiones con la frontera francesa. La compañía de los financieros hermanos Pereire, conocidos promotores de ferrocarriles y de otras actividades metalúrgicas en el vecino país, habían promovido y participado activamente en la constitución de la Compañía de los Ferrocarriles del Norte a fines de 1858. En ella figuraban como accionistas-fundadores de la empresa, la cual nacía con un capital de 380 millones de reales repartidos en 200.000 acciones. La mayor parte de los suscriptores fue extranjera (P. Tedde, 1978:27).

La compañía había nacido sobre la base del interés por la construcción de los diferentes tramos en que se había subdividido la línea ferroviaria hasta la frontera francesa, teniendo en cuenta los itinerarios preferentes marcados por la ley general de 1855. Los tramos eran: en primer lugar, el de Madrid a Valladolid por Medina del Campo, el de Valladolid a Burgos y, finalmente, el de esta última ciudad al Ebro. El trazado quedó fijado, dado el interés que el Estado tenía en ir despejando el camino para la construcción del ferrocarril, a través de Miranda de Ebro, Vitoria y San Sebastián, para ir buscando la conexión fronteriza con Irún. A mediados de julio de 1856 se entregaba la concesión de los tramos de Madrid a Valladolid y de Burgos a Irún al Crédito Mobiliario Español, con la subvención correspondiente.

La relación entre el Crédito y Norte fue de total simbiosis. Se ponía de relieve el interés de los progresistas por vincular las nuevas sociedades financieras al nacimiento del ferrocarril. La estrecha dependencia financiera entre el Mobiliario y Norte aumentaría todavía más cuando tuvo que adelantar capital, junto a la sociedad matriz francesa Credit Mobilier, a los accionistas del ferrocarril para obtener el total desembolso del capital, ya que éste era un requisito básico para conseguir entrar en los mercados de capitales franceses. Esto, en la práctica, significó una mayor dependencia de los resultados de la explotación del ferrocarril a cargo de la sociedad financiera matriz. Dicho de otro modo: el Crédito Mobiliario concentraba sus riesgos al asumir una mayor participación en los negocios del ferrocarril de la compañía Norte. En esta doble dependencia entre Norte y el Crédito Mobiliario, desempeñaba un papel de gran importancia el interés de la sociedad financiera por transportar carbón mineral desde León para el abastecimiento del alumbrado del gas en Madrid, ya que el suministro de esta última ciudad dependía de una de las fábricas que el Crédito tenía en la capital.

El grupo financiero y de negocios de Pereire estaba asumiendo un alto riesgo en su sociedad financiera matriz si el negocio ferroviario no diera resultados o los obtenidos estuvieran por debajo de las expectativas que se habían generado. La crisis financiera de 1866 evidenciaría las débiles bases sobre las que se habían desarrollado las empresas ferroviarias, muy especialmente las relativas a la financiación de las compañías. En este punto, las otras empresas que se crearon al calor de la legislación de 1855 no se diferenciaron respecto à lo que ocurrió en Norte. El caso de la compañía MZA reproduce con gran similitud el proceso, pero esta vez respecto a la sociedad financiera controlada por los Rotschild.

En el proceso de construcción de las líneas bajo el control de Norte cabe señalar que la compañía inició las obras del ferrocarril en 1856 en Valladolid, acabándose los segmentos entre esta ciudad y Medina del Campo y con Burgos en 1860. En 1864 se terminaron los enlaces con Madrid e Irán. Norte alcanzaba entonces los 646 kilómetros de extensión en su red, que incluía además el ramal entre Venta de Baños y Alar del Rey. El proceso de construcción y apertura de la línea fue muy rápido, constituyéndose una red de tamaño medio que permitía el flujo de pasajeros y mercancías entre Madrid y la frontera francesa, uno de los objetivos de los legisladores recogido en la ley general de 1855.

La otra compañía que tuvo un origen similar y una proyección posterior de la misma envergadura que Norte fue la denominada Compañía de los Ferrocarriles de Madrid a Zaragoza y Alicante, conocida en la historia ferroviaria bajo las siglas MZA. Este ferrocarril constituyó un empeño del banquero José de Salamanca, quien obtuvo los derechos sobre gran parte de lo que debería ser el eje principal de la conexión ferroviaria entre el centro peninsular y el Mediterráneo, en concreto en el tramo entre Madrid y los tres puertos más importantes del Este: Alicante, Cartagena y Valencia. Salamanca se hizo, en primer término, con los derechos del tramo Madrid-Aranjuez en 1851 y terminó el Madrid-Albacete en 1856. Finalmente culminaría su obra con la conexión hasta Alicante, en 1858. En realidad fue la Sociedad Española Mercantil e Industrial, una sociedad de crédito fundada bajo los auspicios de la legislación bancaria liberal de 1856, la que culminó el proceso de construcción del ferrocarril Madrid-Alicante. Fue esta entidad, participada mayoritariamente por el grupo financiero de los Rotschild, la que compró los derechos a J. de Salamanca, a cambio de que éste les terminase el tramo, entonces en vías de construcción, entre Almansa y Alicante.

Este último trozo de la línea era el más controvertido ya que, al no estar decidido oficialmente el trazado hasta un puerto concreto del Mediterráneo, provocó el enfrentamiento y la rivalidad entre J. de Salamanca y el empresario ferroviario valenciano J. Campo (T. Hernández, 1983: 102-124). La pugna consistió en una carrera entre los dos promotores por la consecución de los derechos de acceso a Madrid a través de una línea principal, ya que sólo de esta manera se podría establecer una empresa que gozase del monopolio en el acceso a la meseta desde el litoral mediterráneo. La lucha se saldó a favor del banquero malagueño, pues fue lo suficientemente habilidoso para poner en juego todas sus influencias y conseguir el apoyo del grupo financiero de los Rotschild. Así, a finales de 1856 Salamanca vendía su participación en la Sociedad del Ferrocarril de Almansa a Alicante, de cuyo accionariado era el mayor partícipe, a los Rotschild y a su sociedad participada, llamada Grand Central de Francia, ello permitía la creación de una compañía ferroviaria que explotaría en solitario los derechos de toda la línea y se reservaba una participación relevante en el accionariado de MZA.

La consolidación del tronco principal de la compañía entre Madrid y Alicante en 1858 convertía a la línea de Almansa a Valencia en un ramal secundario. A partir de entonces, MZA trató de expandir su red ya que, al contrario de otras líneas, había consolidado en sólo tres años los 453 kilómetros de longitud entre Alicante y Madrid. Fue el 31 de diciembre de 1856 cuando, en realidad, surgió la compañía MZA. Con ocasión de la subasta de la concesión del ferrocarril entre Madrid y Zaragoza, se constituyó la empresa, ya que, en realidad fueron adjudicados los derechos de la mencionada línea a un consorcio formado entre Grand Central de France, la Sociedad Mercantil e Industrial y José de Salamanca. MZA nacía con un capital de 456 millones de reales, divididos en 240.000 acciones de 1.900 reales cada una o 500 francos. Entre los participantes más importantes de la propiedad figuraban los Rotschild con 66.000; el Grand Central tenía 110.000, cuyos propetarios eran Morny, Chatelus, Delahante y Le Hon; y, finalmente, la Sociedad Mercantil e Industrial contaba con 64.000 (P. Tedde, 1978: 20-23).

Una vez constituida la empresa y finalizado en 1863 el tramo entre Madrid y Zaragoza, MZA trató de seguir ampliando su red. Para ello se encargó a José de Salamanca la puja por diversas concesiones para alimentar de tráficos al tronco principal. El ramal entre Castillejos y Toledo, terminado en 1858, y la concesión del tramo entre Alcázar de San Juan y Ciudad Real, finalizado en 1861, constituyen dos ejemplos del trabajo desempeñado por el banquero para la compañía de capital francés. En este segundo ramal la pretensión era mucho más ambiciosa, ya que se pretendía llegar hasta la frontera con Portugal. Los problemas surgidos con otros concesionarios demorarían la expansión de MZA hacia estas latitudes. Además de estas extensiones relativamente cortas en su radio de acción, MZA se apresuró a buscar la penetración hacia Andalucía. Así, en 1860 adquirió en pública subasta los derechos sobre la línea Manzanares, Andújar y Córdoba, que entró en explotación en 1865. El enfrentamiento con otros grupos financieros interesados en adquirir la concesión situó a MZA en dificultades financieras, que luego habría de pagar precisamente cuando la crisis de 1866 situase a la compañía en graves apuros, ya que MZA había disminuido considerablemente su petición de subvención al Estado para poder hacer frente a la competencia de los otros licitadores, entre ellos los banqueros Loring y Larios, interesados en la conexión con Málaga, J. Campo, que buscaba abrirse paso en Andalucía, y la Compañía General de Crédito, que poseía los derechos del ferrocarril de Sevilla a Jerez y Cádiz. Todos ellos poseían un enorme interés no sólo por el control de las líneas andaluzas, sino por la conexión con el resto de la red peninsular a través del acceso a Madrid (P. Tedde, 1978: 22).

En 1865, MZA abrió a la explotación el tramo entre Albacete y Cartagena, que en realidad era una línea que partía desde el empalme de Chinchilla y llegaba al puerto militar a través de Murcia. La concesión la tenía también Salamanca, quien la integró en MZA tras el consiguiente traspaso. De este modo en sólo 7 años MZA había abierto a la explotación una red que se acercaba a los 1.500 kilómetros, controlando las conexiones con Aragón, el litoral mediterráneo a través de dos de los puertos más importantes, Cartagena y Alicante, y estaba en disposición de comunicarse con Andalucía por el Sur, así como muy bien ubicada para expandirse hacia la frontera portuguesa. Precisamente en el país vecino J. de Salamanca ya había iniciado los contactos necesarios para participar de la construcción de la red ferroviaria a partir de la aceptación por parte de este país del mismo ancho de vía adoptado en España (cuadro 4.3).

CUADRO 4.3. Longitud de los ferrocarriles construidos por MZA (1858-1865)








	Denominación de la línea

	Kilómetros




	Madrid-Alicante
Castillejos-Toledo
Alcázar-Ciudad Real
Albacete-Cartagena
Manzanares-Córdoba
Madrid-Zaragoza

	453
26
114
246
243
341







FUENTE: A. Casares, 1973: 103.

MZA y Norte adoptaron una estrategia de crecimiento a partir de concesiones ubicadas en trazados que partían de Madrid y buscaban fronteras o puntos estratégicos por su importancia demográfica y comercial en el mapa peninsular. Otras empresas ferroviarias se constituyeron más vinculadas a troncos regionales o locales, con el objetivo de canalizar el ahorro y la inversión de capital, no tan ligado al extranjero y mucho más vinculado a las necesidades de los inversionistas autóctonos, a menudo interesados en utilizar el ferrocarril para sus propios negocios.

Un conjunto de líneas de ferrocarriles de carácter regional se construyó bajo estos planteamientos. Las de Andalucía constituyeron un núcleo importante en los momentos posteriores a la aprobación de la Ley general de 1855. La Compañía de los Ferrocarriles de Córdoba a Málaga, construida con la concesión otorgada al hombre de negocios malagueño Jorge Loring en el mismo año de aprobación de la ley general, fue abierta a la explotación a mediados de 1865. La línea tenía 192 kilómetros y, tras unos años de explotación como compañía libre, terminó integrándose en 1879 en una empresa ferroviaria que iría aglutinando el conjunto de las líneas del Sur bajo el nombre de Compañía de los Ferrocarriles Andaluces en 1877 (P. Tedde, 1980). La idea de Loring era prolongarla hasta Bélmez a fin de poner en relación los pozos carboneros de la cuenca Bélmez-Espiel con el litoral malagueño, allí donde se había ubicado la industria siderúrgica desde mediados de la década de 1840 (J. Morilla, 1984: 83-104). Además, la empresa ferroviaria de Loring tuvo que hacer frente a la competencia que José de Salamanca había comenzado a plantear con su interés por la construcción del ferrocarril entre Granada y Bobadilla. Finalmente, un acuerdo entre ambos empresarios zanjó el asunto con la venta de los derechos de Salamanca al ferrocarril de Córdoba a Málaga. En 1865 se iniciaron las obras, terminándose en 1874. Los problemas asociados a la construcción de este último segmento perjudicaron notablemente los resultados globales de la empresa explotadora del ferrocarril. Mientras que el tramo entre Córdoba y Málaga mejoraba en sus tráficos progresivamente, el de Loja a Granada y Bobadilla arrojaba elevados déficit. De esta manera, cuando la crisis financiera golpease las bases financieras de la compañía, amenazaría seriamente su continuidad como empresa. La integración en 1877 en la compañía de Andaluces garantizó la operatividad de este ferrocarril.

Además de esta línea, fue importante también la construcción del ferrocarril entre Córdoba y Sevilla, llevada a cabo por una compañía formada en 1857, entre otros por E. O’Shea y algunos mienbros del Crédit Mobilière francés. A pesar de la vinculación de este último grupo financiero a los intereses de la compañía Norte, el ferrocarril entre Córdoba y Sevilla -abierto a la explotación el 2 de junio de 1859 - se integró en la red de MZA con el objetivo de prolongarse hasta Huelva y completar la red de esta última empresa en Andalucía, Extremadura y las conexiones con Portugal. El mapa de construcciones en Andalucía se completó con la línea entre Sevilla, Jerez y Cádiz. La historia del nacimiento y construcción de esta línea no difiere demasiado de la del resto de las que nacieron al calor de la legislación de 1855. Sobre la base de una concesión a los empresarios y banqueros L. Guilhou, Ramón de Guardamino y Juan Pedro Muchado, que fue transferida a la Compañía General del Crédito en España en 1856, se inauguró el ferrocarril en 1861, incluyendo la línea que ya existía entre Jerez y el Trocadero. Esta empresa fue adquirida también por la compañía de Andaluces en 1879, a fin de integrarla en el proyecto más amplio de su red en la región meridional española.

Hasta su absorción, la explotación fue positiva ya que el perfil de la línea era bastante llano. Sin embargo, la poco ortodoxa gestión financiera de la compañía y, en particular, la desastrosa política de expansión llevada a cabo con el intento de compra de los derechos para la construcción de la línea de Sevilla a Mérida por la Compañía General del Crédito en España, llevaron a la quiebra de la sociedad explotadora del ferrocarril con ocasión de la crisis de 1866. La suspensión de pagos impuso un convenio con los acreedores que fue aprobado en 1872. Jorge Loring, a la sazón empresario impulsor del ferrocarril de Córdoba a Málaga, presentó un proyecto de venta del ferrocarril de Sevilla y de disolución de la sociedad que fue ventajoso para él mismo, ya que terminó comprando el ferrocarril en octubre de 1876 (F. Wais, 1987: 275). Más tarde, con la creación de la Compañía de Andaluces, la empresa sería adquirida al propio Loring y sus socios por 6.000.000 de pesetas.

Junto a Andalucía, Cataluña fue el territorio que concitó la mayor cantidad de construcciones ferroviarias a partir de la ley de ferrocarriles de 1855. Ello era así dada su importancia económica y estratégica, pues se trataba de líneas transversales que conectaban Barcelona con Francia, Tarragona y Zaragoza. Hay que destacar en principio el ferrocarril de Zaragoza a Barcelona. En esta iniciativa se concentraron los capitales de los comerciantes e industriales del Principado, los cuales trataban de buscar, con preferencia, las conexiones con el interior de la meseta y el impulso de las pequeñas líneas instaladas antes de 1855. Fueron la banca autóctona y la bolsa de valores barcelonesa las que canalizaron los capitales necesarios para la construcción de las grandes líneas. Este proceso se produjo con una intensidad importante que, sin embargo, acabó con la crisis de 1866, tras el hundimiento de la banca catalana (P. Pascual, 1991: 275-276). Ello supuso la imposibilidad de finalizar líneas importantes, tales como el ferrocarril de Barcelona a Francia; el de Granollers a San Juan de las Abadesas y el de Reus a Tarragona y Lérida.No obstante conviene recordar, como ha señalado el principal investigador de los ferrocarriles en Cataluña, Pere Pascual, que en el caso catalán las compañías ferroviarias organizadas en este territorio consiguieron movilizar el capital y el ahorro interno hasta el punto de que prácticamente toda la red catalana fue desarrollada y construida con capital catalán, excepto la línea de Reus a Tarragona y Lérida. Esta iniciativa correspondió a la burguesía de Reus, pero fueron capitales franceses los que finalmente se hicieron con la concesión y la posterior construcción (ibídem, p. 276).

Cada una de estas compañías ferroviarias tenía como base financiera la liberalización del mercado de capitales, impulsada por la legislación del bienio progresista. Así, en 1861 se había constituido la Compañía de Caminos de Hierro de Barcelona a Gerona, que surgía de la fusión entre las dos líneas preexistentes de Barcelona a Mataró y Barcelona a Granollers. Al año siguiente el ferrocarril se prolongó hasta Gerona cambiando de denominación en 1864, cuando consiguió la concesión hasta Figueras, buscando el enlace hasta la frontera con Francia. Este último, sin embargo, no llegaría hasta 1878 debido a dificultades financieras, y a través de la tutela de una nueva compañía, la de Tarragona a Barcelona y Francia.

Por lo que se refiere a la compañía de Barcelona a Zaragoza, ésta se trazó a través de Manresa y Lérida, siendo terminada en 1861. Se trataba de una línea que había concitado la mayor parte del interés de la burguesía catalana de mediados del siglo XIX. En esta y otras líneas desarrolladas a partir de 1855 participó activamente una de las sociedades de crédito más importantes de las fundadas en Cataluña y que dedicaría gran parte de sus esfuezos financieros a apoyar la construcción del sistema ferroviario catalán: la Sociedad Catalana General de Crédito.

De los resultados económicos que se obtuviesen de la explotación del Barcelona a Zaragoza dependían las expectativas de los inversores respecto al resto de las iniciativas ferroviarias que se pudiesen realizar en Cataluña. Además se trataba de la línea que conectaría el mercado interior español con las producciones del Principado. El principal impulsor de esta iniciativa fue el banquero Manuel Girona, vinculado al Banco de Barcelona. En concreto, la concesión estaba en manos de la sociedad Girona hermanos, Clavé y compañía, que había sido constituida en 1839. La primera experiencia de esta razón social había sido la construcción del ferrocarril de Barcelona a Granollers y el ramal que desde Moneada se dirigía hasta Tarrasa y Sabadell.

Sin embargo, los resultados que ofrecía la línea de Zaragoza, tras el inicio de su explotación y con la conexión que se estableció en 1863 con la compañía del Norte, fueron decepcionantes (P. Pascual, 1990: 210 y ss.). Los ingresos que los dirigentes de la empresa habían calculado obtener no llegaron a conseguirse. Los errores de cálculo y las falsas previsiones fueron la razón de los malos resultados y no tanto el hecho de que parte de los transportes que se pretendían canalizar a través del ferrocarril todavía fuese realizada mediante medios de acarreo tradicionales. Hay que añadir que las conexiones globales entre las grandes redes todavía no se habían llevado a cabo, especialmente por el hecho de que las construcciones de ferrocarriles se mantenían en tramos sin acabar o con segmentos de líneas desconectadas entre sí, dentro de los grandes itinerarios esbozados por la ley de 1855.

Los beneficios brutos que obtuvo el ferrocarril de Barcelona a Zaragoza sólo cubrieron los intereses de los créditos y préstamos adquiridos por la compañía. Capital y obligacionistas fueron desatendidos, lo que unido a una disminución de las cotizaciones en la bolsa de Barcelona acabó originando graves apuros financieros para la empresa. En el verano de 1864 la compañía suspendía pagos, mientras que sus directivos buscaban un pacto de fusión con alguna empresa ferroviaria que salvase a la compañía de la quiebra. El acuerdo se realizó con la sociedad que explotaba la línea de Zaragoza a Pamplona en diciembre de 1866. Para esas fechas esta compañía también había comenzado a experimentar los rigores de la coyuntura económica negativa asociada a la crisis de 1866. Fue en 1878 cuando Norte adquiriría las líneas de Barcelona a Zaragoza y Pamplona. Como ha explicado P. Pascual, al materializarse la absorción de la compañía de Barcelona en 1866, desapareció la empresa ferroviaria más ambiciosa de las promovidas por el capital catalán.

La longitud total de las compañías ferroviarias que operaron en Cataluña rondó los 800 kilómetros. El grueso de este kilometraje se financió mediante el recurso al capital catalán, que a través de la Bolsa de Barcelona canalizó el flujo del ahorro y de las inversiones autóctonas hacia las compañías ferroviarias (P. Pascual, 1990: 225 y ss.). Buena parte de ellas acusó los problemas de una alta demanda de capital a corto plazo, lo cual redundó en luchas entre compañías por obtener las mejores condiciones no sólo en las emisiones de acciones u obligaciones, sino también en los trazados a través de los cuales debían discurrir las líneas. Por otra parte, la lucha entre compañías por el enlace a Francia tuvo efectos negativos ya que, además de establecerse dos recorridos que eran redundantes, obligó a las empresas a olvidarse de requerir la correspondiente subvención por parte del gobierno. La competencia y los riesgos financieros pusieron a las sociedades en una difícil situación desde el punto de vista de la rentabilidad. A pesar de ello, la línea de Barcelona a Martorell, que había recibido en 1861 la concesión para prolongar la construcción hasta Tarragona, aguantó hasta finalizar en 1865 su recorrido en esta última ciudad a través de Vilafranca del Penedés. No obstante, en 1875 terminaría fusionándose con la de Barcelona a Francia, dando lugar a la compañía de los Ferrocarriles de Tarragona a Barcelona y Francia, con 278 kilómetros de recorrido.

Otra de las líneas férreas puestas en marcha en el Principado fue la de Barcelona a San Juan de las Abadesas. El objetivo de este ferrocarril era fundamentalmente la conducción de los carbones minerales desde las estribaciones del Pirineo hasta el cinturón y las áreas industriales del entorno de Barcelona. Fue en 1857 cuando un grupo de financieros franceses pareció interesarse por la construcción del ferrocarril, pero hasta 1862 no hubo una iniciativa en firme. La definitiva finalización de la línea de San Juan de las Abadesas debió esperar hasta 1879.

Los ritmos de construcción de los ferrocarriles en Cataluña alcanzaron su cénit entre 1860-1862, dentro de una década de construcciones rápidas. Después no se alcanzaría a repetir un ciclo expansivo en los ferrocarriles hasta 1878-1880, a consecuencia de la nueva Ley de ferrocarriles de 1877. Hasta finales de siglo el sistema ferroviario catalán aumentó hasta los casi 1.400 kilómetros.

Además del caso de Andalucía y Cataluña, otras áreas peninsulares llevaron a cabo la realización de una red ferroviaria sobre la base de inversiones de capital autóctono. El País Valenciano, que ya disfrutaba de un tramo de línea ferroviaria en explotación antes de la aprobación de la ley de 1855, vio cómo la nueva regulación promovía la ampliación de la red de ferrocarril. José Campo, empresario valenciano que había puesto en marcha el ferrocarril entre el Grao de Valencia y Játiva, impulsó la concesión de nuevas líneas. En especial, este emprendedor hombre de negocios trató de conseguir la extensión de su red por el Norte hasta Tarragona y, por el Sur, la prolongación hasta Albacete. El objetivo de Campo era hacerse con el control del tronco principal de Madrid al Mediterráneo y conectar con la red catalana que estaba en construcción.

A los 60 kilómetros que alcanzaba la red valenciana de ferrocarriles en 1855, habría que añadir los 90 que, desde 1858, había terminado de construir la compañía MZA con su enlace entre Almansa y Alicante. A partir de aquí fue Campo quien, tras haber perdido en su pugna con Salamanca por conseguir el tronco principal de Madrid, se aprestó a finalizar el ferrocarril entre Játiva y Almansa, que tenía 75 kilómetros y le unía al tronco de la compañía de los Rotschild. El sistema elegido para financiar la construcción del ferrocarril hasta Almansa y posteriormente hasta Tarragona fue la utilización de la sociedad de crédito creada por el propio Campo: la Sociedad Valenciana de Fomento (T. Hernández, 1983). Esta entidad trocó su denominación en 1859 en Sociedad Valenciana de Crédito y Fomento, acogiéndose a la ley de entidades financieras de 1856. Hasta ese momento Campo había concentrado sus esfuerzos en la prolongación de las obras del ferrocarril hasta La Encina y Almansa. En esta línea se prolongó la concesión que ya tenía con anterioridad a la ley de 1855, mientras que la que consumió en mayor medida los esfuerzos de la sociedad financiera de Campo fue la de Tarragona, cuya concesión disponía desde 1856. El primero de los tramos se abrió a la explotación en noviembre de 1859, mientras que la conexión total con Tarragona, incluyendo el puente sobre el río Ebro y el tramo Ulldecona-Amposta, tuvo lugar en 1867. Para entonces, el conjunto del País Valenciano alcanzaba casi los 500 kilómetros de vías férreas construidas.

Aparte del tramo entre Almansa y Alicante, perteneciente a una compañía de capital mayoritariamente francés, el resto de las líneas fue explotado por una empresa de capital valenciano y catalán. Mediante un hábil procedimiento de financiación, J. Campo construyó el ferrocarril hasta Almansa, al combinar el subsidio kilométrico concedido por el gobierno con los capitales y las obligaciones obtenidas en el mercado, además de préstamos y otro tipo de operaciones en el que destacó su habilidad como banquero.

Por lo que se refiere al tramo entre Valencia y Tarragona, este ferrocarril había tenido las primeras iniciativas para ser construido en 1852. El fracaso inicial se vio compensado con la autorización obtenida por Campo en 1855 para estudiar la construcción de este trayecto. Con la terminación de la línea de Almansa, que había concentrado buena parte de los esfuerzos de Campo, éste volvió a concentrar su interés en la conexión con Tarragona. En este punto hubo un acuerdo con los inversionistas catalanes para llevar a cabo la construcción del ferrocarril. Campo llegó a un convenio, junto a su participada Valenciana de Fomento, con la Sociedad Catalana General de Crédito para adquirir los derechos de concesión de un ferrocarril que debería de enlazar a Valencia con Francia. El acuerdo, desvelado por T. Hernández (1983), consistía en que los socios valencianos construirían el tramo hasta el Ebro, mientras que los catalanes llevarían el ferrocarril hasta Tarragona. Tras la compra de los derechos de la Catalana a cargo de Campo y sus participadas, éste obtuvo plenos derechos sobre la concesión y el subsidio aprobado de 240.000 reales. Los agobios financieros ocasionados por la construcción del tramo a Almansa dejaban sólo a Campo frente a la concesión de la línea de Tarragona, pero con dificultades para seguir en el negocio ferroviario y afrontar por sí mismo la realización de la expansión natural de la red. Campo planeó una operación financiera que pondría en marcha mediante la realización de contratos privados con la Sociedad del Ferrocarril y con la Valenciana de Crédito y Fomento. De esta última había adquirido los derechos de contrata de obras para la construcción del ferrocarril hasta Tarragona y de la primera los derechos de la concesión del ferrocarril. La maniobra era clara: convertirse en acreedor accionista de la Sociedad del Ferrocarril y de la sociedad de crédito en 1861. Manejando subvenciones y acciones como garantía, el banquero pudo poner en marcha su proyecto de realizar, por sí solo y mediante la utilización de sus sociedades participadas, el ferrocarril hasta Tarragona. Además, hizo un excelente negocio a costa de las sociedades en las que participaba y, en especial, de los que depositaron sus participaciones en forma de capital en las empresas ferroviarias y de crédito (T. Hernández, 1983).

El impulso desarrollado en las áreas de Cataluña, País Valenciano y Andalucía se complementó con el de otras zonas. Así, la penetración de la vía férrea hacia Portugal se buscó mediante la creación de la Compañía del ferrocarril de Ciudad Real a Badajoz. Esta empresa se constituyó en 1861 con capital francés a partir de una concesión que databa de 1859. Las obras se acabaron en 1866. Los problemas financieros que acarrearon la construcción del tramo de Bélmez y las cargas que soportaba el ferrocarril en su tramo más importante, así como el ya recurrente impacto de la crisis financiera de 1866, situaron a la compañía al borde de la suspensión de pagos. La realización de un convenio con los acreedores en 1871 permitió la continuidad de la empresa e incluso se llegó a proyectar la conexión directa con Madrid, que se realizaría en 1879.

Finalmente, en el área del Noroeste peninsular también surgieron compañías interesadas en desarrollar la vinculación ferroviaria entre el centro peninsular y las regiones gallega y asturiana. Fue en 1862 cuando se constituyó la compañía de los Ferrocarriles del Noroeste de España, a partir de la concesión de los tramos de Palencia a León y de esta última ciudad a Ponferrada, dentro de un trazado más largo que ya vislumbraba la ley de 1855 y que iba de Palencia a La Coruña. En realidad, el tratamiento que daba la ley a estas líneas era el de ramal, ya que el tronco principal era el que desde Madrid se dirigía por Valladolid hacia el País Vasco y la frontera con Francia (F. Wais, 1987: 254-257).

En 1857 se inició el estudio del ferrocarril para la conexión a Galicia. El recorrido de este ferrocarril se iniciaría en Palencia para penetrar en Galicia mediante dos ramales: uno se dirigiría a La Coruña y el otro a Vigo. Previamente a la penetración en el territorio gallego habría sendas bifurcaciones a Asturias, la primera, y a Zamora y Toro, la segunda, a partir de Medina del Campo. Sorteadas las diversas secciones en que se dividió la línea en la subasta, se iniciaron las obras del ferrocarril en 1858, aunque inmediatamente se paralizaron por falta de capitales. Con nuevos concesionarios y capital mayoritariamente francés, en febrero de 1861 se iniciaron de nuevo las obras, tras la constitución de la compañía del Noroeste de España en 1862.

Las obras de este largo tramo se iniciaron en el trayecto entre Palencia y León, que fue terminado de construir y abierto a la explotación -en sus 123 kilómetros— en noviembre de 1863. A comienzos de 1866 llegaba el ferrocarril a la población limítrofe ubicada entre León y Asturias. El rendimiento económico de este trazado abierto a la explotación comercial fue muy bajo ya que el tráfico, tanto de mercancías como de pasajeros, era muy reducido. Además, las obligaciones de ferrocarriles recibidas como subvención por parte del Estado se depreciaron, con lo cual la situación financiera de la empresa fue muy delicada. A pesar de ello, en estas fechas se iniciaron las obras para ampliar las líneas hasta Asturias desde León y a La Coruña desde Ponferrada.

Las concesiones para estas dos nuevas realizaciones ferroviarias fueron recibidas por el que fuera consejero de Noroeste, José Ruis Quevedo, en septiembre de 1864 para la prolongación hasta Galicia. En el caso de la penetración ferroviaria a Asturias, la concesión recayó en José de Manzanedo, Marqués de Manzanedo. Ambas concesiones fueron traspasadas a la compañía del Noroeste en 1865. Las obras y el traspaso fueron aprobados por el gobierno pero la construcción fue lenta a lo largo de los años 1866-1867. En cualquier caso, en septiembre de 1868, cuando tuvo lugar la Revolución y a la crisis política se superpuso la económica, las dificultades financieras terminaron provocando la quiebra de la compañía del Noroeste en 1878, después de tratar de conseguir alguna fusión que la salvase de la delicada situación por la que venía atravesando. A pesar de ello, todavía se realizó el esfuerzo de seguir ampliando la red, en un intento por conseguir más tráficos y aumentar los rendimientos de la compañía. Esta especie de “huida hacia delante” agravó todavía más la situación, abocando directamente a la intervención del Ministerio de Fomento en las obras que se estaban realizando entre La Coruña y Betanzos y algunos tramos entre Pola de Lena y Gijón.

El resultado de este desarrollo de la red en esta amplia zona noroccidental de la península fue la interrupción del sistema ferroviario puesto en marcha a partir de 1858, así como también la discontinuidad en las posibilidades de desarrollo de los tráficos ferroviarios. El mapa de la red quedaba incompleto respecto a los trazados previstos, por lo que esta amplia zona no se pudo beneficiar de conexiones mediante el nuevo sistema de transporte al conjunto de la red y, por extensión, del mercado interior. El retraso en la intercomunicación de Galicia y Asturias al resto del árbol ferroviario que se iba constituyendo a lo largo de la década de 1860 perjudicó las posibilidades de crecimiento de ambas economías. Por su parte, el resto de los mercados españoles se vio privado de producciones agrarias e industriales procedentes de estas zonas, reduciendo capacidad de especialización al conjunto del sistema productivo español.

4.6. Ferrocarril e industrialización

Uno de los puntos más controvertidos de la Ley de ferrocarriles de 1855 es el que se refería a la exención de aranceles de aduanas para el material importado con destino a las obras ferroviarias, ya fuera para el material móvil como para el que fuese necesario en las obras de fábrica o las instalaciones fijas. Detrás de esta decisión parecía encontrarse el objetivo de garantizar una rápida construcción y puesta en explotación del sistema ferroviario español. En su conjunto parecían estar de acuerdo en que la situación de la industria siderúrgica española de la época no era capaz de suministrar los productos necesarios a precios y calidades semejantes a los que pudiesen ser ofertados por las industrias británicas, francesas o belgas. O también se puede sostener que no estaban dispuestos a esperar que a partir de la demanda ferroviaria española las industrias autóctonas del sector fuesen capaces de crecer y abastecer a las nuevas construcciones.

Para algunos historiadores económicos el problema se planteó en forma de dilema entre inversión en ferrocarriles o inversión en fabricación de productos industriales, ya fuesen éstos de bienes de producción o de bienes de consumo. Así, Gabriel Tortella ha sostenido que las necesidades asociadas a la construcción de la red de ferrocarriles absorbieron la mayor parte de las inversiones, dejando la industria en un segundo plano (G. Tortella, 1973: 173-183). No de otro modo cabe interpretar las franquicias al material ferroviario extranjero que privaron a las industrias nacionales de la protección, siquiera fuese la nominal que representarían los aranceles. Ello se tradujo en la importancia del capital desembolsado por los bancos y las sociedades ferroviarias a partir de 1855 frente a los capitales absorbidos o dedicados a la industria. Tortella argumenta que los ferrocarriles atrajeron 6,6 veces más capital que la industria española en la década de 1860, una cantidad exagerada comparada con la que alcanzaba Inglaterra, que era de sólo de un 0,7. En otras palabras, la relación entre inversión ferroviaria e inversión industrial era enormemente desfavorable para el sector secundario. El caso español se asemejaría así al italiano, el cual vio cómo tras la unificación del país en 1859 las obras públicas atrajeron una enorme cantidad de capitales que dejaron en una situación de debilidad a la industria del país transalpino.

En España, la contribución del ferrocarril al estímulo directo de la industria fue claramente negativa porque retiró capitales para la industria en un período clave para la industrialización del país; y porque no contribuyó, tampoco, a expandir la producción de los sectores conectados directamente con la construcción del ferrocarril, como eran la industria siderúrgica (hierro y acero) o la mecánica (locomotoras, vagones, etc.). Portanto, los efectos hacia atrás o backward linkages fueron prácticamente inexistentes durante el siglo XIX ya que, hasta la supresión de las franquicias arancelarias a la importación de productos férricos en 1891, no hubo importantes contratos de suministro ferroviarios para la empresas siderúrgicas españolas. Hasta entonces sólo el carbón mineral y algunos otros sectores, como el de la madera, fueron estimulados directamente por la demanda ferroviaria.

En igual sentido se ha expresado J. Nadal, para quien la construcción del ferrocarril a partir de 1855 fue “la mayor de las ocasiones perdidas” para la industria siderúrgica española. Para este investigador, la construcción del ferrocarril había abierto importantes expectativas entre los productores de acabados siderúgicos desde la década de 1830. Sin embargo, la entrada masiva de hierros (colado, pudelado y laminado) fue más del doble en el quinquenio de 1861-1865 que la producción autóctona española, lo cual suponía un excelente negocio para la siderurgia extranjera (J. Nadal, 1975: 161). Fue a partir de 1864, cuando se terminase de aplicar la franquicia aduanera a las compañías ferroviarias y se les subvencionase parte de la introducción del material, el momento en que la empresas siderúrgicas hispanas se vieran estimuladas a producir acabados para el ferrocarril, en particular carriles de hierro. Sin embargo, el fin del ciclo expansivo de las construcciones y la necesidad de renovar con acero los carriles de las compañías en explotación, a quienes no alcanzaba la legislación arancelaria de 1864, supusieron un duro golpe para la empresas productoras que apenas habían empezado a desarrollarse.

La siderurgia española del siglo XIX transitó con dificultades tecnológicas y de mercados consumidores desde la ferreria malagueña de los años de 1840 a 1850, pasando por la ubicación posterior en Asturias en la década de los sesenta y setenta, y, finalmente, el País Vasco a finales de siglo (ibidem: 165-187). La dependencia de los aranceles a las importaciones extranjeras fue el elemento central que marcó la competitividad de los hierros y aceros españoles. De este modo, a partir de la década de 1880, se fue consolidando una industria siderúrgica en el área de Vizcaya que, con el coque británico como fuente energética básica, transformaría el mineral de hierro de las minas autóctonas. La utilización de los altos hornos mediante el procedimiento de Bessemer, que reducía considerablemente el consumo de carbón, introdujo la producción de acero ya en los años ochenta. A comienzos de 1890 se encedían los primeros hornos Martin-Siemens, también en el País Vasco.

Parecía claro a la vista de esta evolución que la negativa a instalar algún tipo de defensa o apoyo para la naciente industria siderúrgica española, a partir de la Ley de ferrocariles de 1855, significó la ocasión perdida para haber impulsado la industrialización del sector siderúrgico y de la construcción mecánica. Sin embargo, el consumo interno de derivados del hierro no dependía exclusivamente de la demanda ferroviaria: sin la agricultura y el aumento del proceso de urbanización y, en general, un crecimiento a largo plazo de la renta disponible difícilmente podría producirse un desarrollo global del sector siderúrgico (E. Fernández de Pinedo, 1983: 19).

Los trabajos de A. Gómez Mendoza sobre los ferrocarriles han replanteado la cuestión de las relaciones entre el nuevo sistema de transporte y la producción autóctona de acabados férricos. El objetivo de este autor ha sido situar el caso español en perspectiva internacional, tratando de establecer si la secuencia de acontecimientos y procesos que se dieron en los países que construyeron sus líneas con anterioridad tuvo lugar también en España. En concreto se trataría de estudiar si la relación entre construcción del ferrocarril y despegue del sector siderúrgico, a través del consumo de hierros y aceros tuvo lugar en España. En caso contrario, establecer las razones y explicar las especificidades (A. Gómez Mendoza, 1982 y 1989). Por otro lado, su objetivo ha sido matizar o rectificar las tesis planteadas por autores anteriores acerca de la alternativa industria-ferrocarril o la caracterización de la Ley de Ferrocarriles de 1855 y sus efectos, como la “ocasión perdida”, tal y como vimos planteaba J. Nadal.

Para A. Gómez Mendoza, a la altura de 1855 la siderurgia española estaba netamente atrasada frente a los grandes países industriales, como Inglaterra, los Estados alemanes o Francia. De acuerdo con esta situación, la pretensión de que las industrias férricas españolas se hubiesen puesto a la altura de la demanda requerida para construir el ferrocarril a costes decrecientes y en un tiempo relativamente corto como pretendían los progresistas era, sencillamente, una utopía. Sin embargo, es conveniente señalar que, al amparo de las disposiciones de la ley de 1855, accedió al mercado una enorme cantidad de productos para el ferrocarril que, en muchos casos, eran perfectamente suministrables por la economía española. En este punto, la ley señalaba la obligatoriedad de comprar en España aquellos productos que pudiersen ser ofertados por la industria nacional en condiciones competitivas. Las compañías hicieron caso omiso de esta restricción indirecta e introdujeron material para las estaciones y las construcciones de vía (A. Gómez Mendoza, 1982: 130); además, pese a las restricciones que se impusieron tras la finalización de los diez años iniciales de exención que recogía la ley de 1855, hasta finales de la década de 1880 las franquicias arancelarias a la compra de material se mantuvieron.

A partir del cambio más proteccionista en la política arancelaria que representó el año 1891, la industria siderúrgica española sustituyó en buena parte a los abastecedores extranjeros de carriles. Ciertamente, la nacionalización del abastecimiento de un acabado férrico tan importante venía a coincidir con una etapa de ralentización del tendido ferroviario ya que el grueso de la red se había desplegado entre 1855 y 1890. Esto permitió una sustitución de importaciones y la consolidación de una industria siderúrgica ubicada especialmente en el País Vasco la cual llegó a convertirse, ocasionalmente, en exportadora. Por tanto, sólo a partir de los comienzos del siglo XX se puede hablar de efectos directos del ferrocarril como demanda derivada sobre el sector siderúrgico, aunque de forma limitada, ya que la producción de locomotoras no tuvo las mismas características.

Parece desprenderse de este enfoque que eran difícilmente compatibles los deseos de los progresistas -quienes querían disponer de ferrocarril rápidamente— y los de los escasos industriales del sector siderúrgico existentes en la economía española a mediados del siglo XIX. Los primeros habían demostrado en la ley de 1855 cómo habrían de construirse los ferrocarriles, con qué apoyos y cuáles debían ser los ritmos de construcción. Al mismo tiempo, eran conscientes de los graves problemas de atraso tecnológico que aquejaban a la todavía balbuciente industria española. Los industriales, por su parte, pretendían una protección arancelaria que les permitiese competir con las producciones extranjeras, más baratas y de mejor calidad, además de una probada experiencia por haber sido desarrolladas en las redes ferroviarias de buena parte de Europa. Por tanto, si se querían obtener los resultados deseados necesariamente debía recurrirse a la compra de material extranjero. Es posible que, alternativamente, la imposición de algún arancel, aunque con objetivos fiscales, hubiese sido más acertado, ya que los recursos obtenidos podrían haberse dedicado a subvenciones ferroviarias o al apoyo a una industria siderúrgica o mecánica que se pretendiese estimular. En cualquier caso, todo parece indicar que primó el objetivo de conseguir la construcción de la red de ferrocarriles en el menor tiempo posible.

Para A. Gómez Mendoza haber adoptado otras políticas diferentes a las que se pusieron en marcha con la ley de 1855 hubiera significado retrasar la red y ello hubiera supuesto unos costes sociales muy elevados, pues los estrangulamientos que se estaban produciendo en la economía española por ausencia de un sistema de transporte moderno eran entonces de cierta gravedad. Sin embargo, es plausible que una protección transitoria y parcial como la que tuvo lugar en los Estados Alemanes pudiera haber tenido consecuencias más favorables para la economía siderúrgica española. Allí se habría potenciado la importación de lingote de hierro británico producido mediante carbón de coque para desarrollar la producción de hierros laminados en los hornos de segunda fusión. De este modo, Alemania pudo desarrollar su producción de carriles y su industria mecánica que terminaría abasteciendo a su ferrocarriles y exportando a otros países (A. Gómez Mendoza, 1989: 101-102). Esta política económica alternativa no tuvo lugar en España, por lo que difícilmente se puede medir su impacto.

Lo que parece desprenderse de la investigación disponible es que la industria siderúrgica española no podría haber suministrado en el corto y medio plazo todos los requerimientos necesarios para poner en marcha el ferrocarril sin una protección arancelaria que hubiese encarecido el coste de primer establecimiento de las compañías y hubiese gravado más al Estado, al tener que hacer frente a mayores desembolsos en forma de subvenciones directas a las empresas explotadoras. Hasta cierto punto la explicación de la “oportunidad perdida” es cierta, pero únicamente si se hubiesen producido otros requisitos a parte del arancel protector. En este caso, el coste hubiera sido retrasar la disponibilidad de una red ferroviaria amplia y extensa que era necesaria para mejorar la articulación del mercado interior, requisito fundamental para hacer crecer la economía española en su conjunto. Como ha planteado J. Maluquer (1988: 14-36), el ferrocarril debería de haberse planteado más en relación con el desarrollo de una industria siderúrgica autóctona, tratando de vincular la planificación de la red ferroviaria con la progresiva modernización de las fábricas metalúrgicas. La Ley de 1855, aun a costa de ralentizar la construcción, debería haber recogido este punto.

A corto plazo, 1855-1868, resulta imposible plantear los efectos globales del ferrocarril para la economía española. A parte del debate en torno a las relaciones entre ferrocarril o industrialización, los efectos cabe entenderlos a largo plazo, como mínimo cuando la red estuviese interconectada y plenamente operativa. En un trabajo más reciente (F. Comín, P. Martín, M. Muñoz y J. Vidal, 1998) se ha recogido, en extenso, el conjunto de efectos que la construcción del ferrocarril tuvo para la economía española. En síntesis, habría que distinguir entre los efectos hacia atrás o de arrastre y los efectos hacia delante\ es decir, los que afectan al conjunto de la economía. Expondremos aquí los puntos más relevantes.

Ya se ha hecho mención a la polémica entre industria o ferrocarril. Los efectos hacia atrás más relevantes fueron aquellos que fueron exportados al exterior, ya que tanto los carriles como las locomotoras, vagones y coches fueron demandados a la industria extranjera, especialmente francesa, inglesa, alemana y belga. En este último sentido convendría recordar que el 90 por 100 de los carriles instalados en la red hasta 1890 fueron importados.

En cualquier caso, el ferrocarril tuvo también efectos positivos para la economía nacional, sobre la minería del carbón, ya que únicamente el 25 por 100 del total consumido hasta 1904 desde la aprobación de la ley general de 1855 fue importado. Además una parte importante de la madera demandada para el establecimeinto de las vías fue abastecida por los bosques españoles, teniendo también que añadir en los efectos de arrastre los estímulos que tuvo sobre la construcción y el empleo directo e indirecto. En el primero de los casos habría que señalar que la construcción del ferrocarril obligó a las empresas constructoras existentes, que eran pequeñas y de ámbito local a mediados del siglo XIX, a concentrarse y adquirir un mayor tamaño para hacer frente a los requerimientos de la demanda ferroviaria que obligaba a trabajar a mayor escala y en ámbitos territoriales más dispersos. A su vez, la creación de empresas subcontristas estimuló la atracción de capitales y de empleo procedentes de otros sectores, en particular del mundo agrario y rural. En este último sentido habría que tener en cuenta que el volumen de empleo asalariado en zonas agrícolas, donde el subempleo crónico era el denominador común, creció considerablemente entre 1855 y 1866. Se ha estimado en torno a 50.000 el número de jornaleros como media de ocupación en las labores de construcción del ferrocarril entre 1861 y 1863. Además de ello, los ferrocarriles en su primera etapa requirieron de un volumen de capital susceptible de ser invertido que nunca antes había estado disponible en la economía española. Su movilización a través del sistema financiero requirió bancos especializados -las sociedades de crédito- que introdujeron prácticas nuevas en un mercado de intermediación bancaria hasta entonces raquítico y muy vinculado a la banca personal o individual. La inversión total de los ferrocarriles de vía ancha absorbió del orden de los 3.750 millones de pesetas, de los cuales el 60 por 100 procedió del exterior y el resto de los capitales aportados por los residentes españoles, también desde el exterior y las subvenciones del Estado: 975 y 670 millones, respectivamente.

Pero sin duda los efectos del ferrrocarril también incidieron sobre el conjunto de la economía. El nuevo sistema de transporte propició una mayor movilidad de la población al reducir los tiempos de viaje, los precios de los desplazamientos y ofrecer mayor seguridad y regularidad. El desplazamiento de la información ganó también rapidez, como se demuestra por el mayor número de objetos postales desplazados a través de los vagones-correo, siendo especialmente importante la distribución de la prensa y los periódicos de información general y especializada. A largo plazo el ferrocarril articuló el mercado interior al disminuir los costes de abastecimiento de materias primas y dar mayor cobertura a la distribución de bienes y servicios. Todo esto mejoró notablemente la estructura de costes de otros sectores de la economía, especialmente los industriales. Ello determinó en buena medida la localización de las actividades productivas que, junto al proceso de urbanización, fueron dos de los estímulos “hacia delante” más importantes del ferrocarril sobre la economía española. No obstante, como ya se ha señalado, este conjunto de efectos, incluidos los cálculos del ahorro social del ferrocarril en España, habría que entenderlo a medio y largo plazo, es decir, más allá de 1868. Hasta ese momento lo más relevante había sido el sistema elegido para el establecimiento en gran escala del sistema ferroviario, que dotó a la economía española de algo más de 4.000 kilómetros de red todavía sin conexión entre ella y con la elección de una opción que representaba apostar por disponer de la red cuanto antes, aun a costa de que el sector industrial balbuciente no dispusiera de oportunidades para aprovechar la construcción para poder crecer y desarrollarse.


5

La banca y el sistema financiero

En el proceso de cambio económico y social que acompañó al tránsito desde el Antiguo Régimen a la nueva Era Liberal, los mecanismos de provisión de capital y las instituciones de carácter financiero desempeñaron un papel de primer orden. Los recursos de capital necesarios para poner en marcha actividades agrarias e industriales habían sido necesariamente modestos, dadas las limitaciones de tamaño y alcance de las empresas y los agentes económicos que operaban en economías de corte preindustrial. Por tanto, hasta entonces, las magnitudes del capital necesario fueron reducidas dada la estrechez y el alcance reducido de los mercados, básicamente agrarios. La mayor parte de las necesidades de financiación se había cubierto mediante la autofinanciación provista por los beneficios generados por las economías familiares y, cuando ésta no bastaba para cubrirla, se recurría a comerciantes y banqueros, los cuales desempeñaron el papel de proveedores de recursos monetarios y mecanismos de financiación.

A partir de fines del siglo XVIII la economía española comenzó a dotarse de instrumentos financieros más avanzados, constituyéndose el primer gran banco: el Banco de San Carlos, fundado en 1782. Se trataba de la primera gran entidad financiera que funcionaba en España con carácter institucional. Esta primera entidad sería la pionera de lo que más tarde, en plena era liberal, se convertiría en un Banco Central, como ocurriría a partir de 1856 con el Banco de España, aunque sin monopolio de emisión de moneda. De la banca institucional oficial que surgió en la primera mitad del siglo XIX, se dio paso a los primeros bancos con capacidad de emisión tras la legislación aprobada durante el llamado bienio progresista. Más tarde, en la década de los sesenta, la crisis financiera de 1868 acabó con la primera experiencia de puesta en marcha de un sistema bancario que dotara a la economía española de oferta monetaria y servicios de intermediación financiera suficientes para atender al proceso de modernización económica. Bancos de emisión y sociedades de crédito fueron a la quiebra dando paso, ya en los comienzos de la Restauración, a un nuevo marco legal para el sistema financiero en el que el Banco de España recibió el monopolio de emisión y los bancos privados se reorganizaron por completo. La nueva situación legal se correspondía con una nueva fase de la economía española que cerraba un cuarto de siglo de intentos de creación de un marco legal e institucional nuevo, tal y como correspondía a una sociedad y una economía capitalistas y liberales.

El surgimiento y relativo fracaso de una banca institucional a lo largo de las tres cuartas partes del siglo XIX no sólo no arrinconó, sino que ni siquiera consiguió en muchos casos competir con una amplia nómina de banqueros privados. Estos siguieron actuando y proveyendo de capitales a los agentes económicos a los que la acción de las nuevas entidades y bancos de la era liberal no acababa de llegar. Algunos autores señalaron que la escasa implantación de la banca institucional o de sucursales no era sino un indicador del retraso de la economía y la sociedad españolas. Dado el escaso peso de la banca en el proceso de intermediación financiera, las posibilidades de crecimiento económico quedaban bastante reducidas, cuando no imposibilitadas. No parecen existir dudas de que en cierta medida las dificultades para la expansión de una banca institucional pudieron retrasar e imponer obstáculos al crecimiento industrial; pero no es menos cierto que los banqueros individuales, sólidamente implantados en el mundo local urbano y diseminados en las áreas rurales, atendieron la demanda de capitales que procedía de un amplio abanico de sectores productivos, permitiendo el desarrollo de las actividades productivas e impidiendo el colapso de la economía por falta de capitales.

A lo largo del siglo XIX los grupos de banqueros individuales tuvieron un papel de primer orden, cubriendo las deficiencias de un sistema financiero raquítico y difundiendo prácticas crediticias o bursátiles entre los agentes productivos. Además desempeñaron un papel esencial en la provisión de crédito en aquellos sectores de la industria ligera que eran menos intesivos en capital, como pudo ser el textil. Este dualismo del sistema financiero no acabó con las prácticas usurarias en el mundo agrario ni en las ciudades de tamaño medio, en parte por el analfabetismo financiero del mundo campesino y también por razones culturales o políticas -el clientelismo y el caciquismo sólidamente implantadas en buena parte de la España del siglo XIX-que impedían que amplios sectores sociales se beneficiasen de una oferta competitiva de entidades y agentes financieros. No obstante, siempre conviene tener en cuenta que la economía española del siglo XIX no generó una propensión elevada al ahorro lo que, en simbiosis con una hacienda fuertemente endeudada y en déficit, terminò elevando los tipos de interés a largo plazo y agravando la escasez relativa de capitales susceptibles de ser invertidos en actividades productivas directas en la economía real.

En relación con la modernización del sector financiero hay que subrayar también el papel que progresivamente fue desempeñando la Bolsa como fuente de financiación disponible en la economía del siglo XIX. Con la aprobación del Código de Comercio de 1829 echó a andar la Bolsa de Comercio de Madrid y Barcelona, mientras que otros mercados bursátiles, como el de Bilbao, lo hicieron más tarde en 1890. Durante buena parte de la centuria la Bolsa madrileña constituyó un mercado mayoritariamente dominado por la renta fija. Ello no era sino el reflejo del enorme peso del endeudamiento de la Hacienda pública española durante todo el siglo. Sólo a partir de la década de 1850 comenzaría a adquirir cierta importancia la renta variable, casi toda ella relacionada con las emisiones de acciones y obligaciones de las compañías de ferrocarriles, las cuales habían comenzado a operar a partir de la legislación ferroviaria aprobada en 1855-1856. En cambio, Barcelona y Bilbao fueron mercados en los que la renta variable fue mayoritaria, especialmente en el primero. Ello cabe vincularlo con las especializaciones de los mercados a los que estas instituciones servían. Tanto la economía catalana como la vasca fueron adquiriendo un perfil netamente industrial en el que las empresas y compañías textiles, siderúrgicas, ferroviarias, de maquinaria, navieras o mineras habían recurrido a la bolsa para proveerse de capital. Aunque con diferente cronología en cuanto a su expansión, estas bolsas desempeñaron un destacado papel en la industrialización de sus respectivos mercados de influencia. En conjunto, sin embargo, el volumen de negociación no fue muy elevado, especialmente si se compara con el de los mercados bursátiles más importantes del mundo en el siglo XIX, como eran los de Londres y París. Esta última fue la que, dados sus estrechos vínculos con la economía hispana, marcó la trayectoria de las españolas, pues Francia constituyó el mercado de referencia para España por su preponderante papel como primer inversor extranjero a lo largo de buena parte del siglo XIX.

En este capítulo se pasa revista a la evolución de todos estos puntos, señalando los hitos fundamentales y los cambios más importantes que tuvieron lugar en el proceso de modernización del sistema y de las instituciones financieras desde el final de la guerra contra Napoleón hasta la crisis política de 1868.

5.1. Del Banco de San Carlos al Banco Español de San Fernando

El Banco Nacional de San Carlos había surgido como una iniciativa privada que, auspiciada por el rey Carlos III y por tanto bajo “protección Real”, tenía como objetivo el lucro de sus accionistas. A tal efecto la nueva institución se ocupó de la amortización de los Vales Reales en efectivo y a la par, al descuento de letras y pagarés al 4 por 100 y tuvo como concesión el abastecimiento de víveres y pertrechos para el ejército y la armada durante un período de veinte años. Se trató de un banco que inició sus actividades con un enorme capital para la época —algo más de 300 millones de reales— y con los típicos objetivos de las Monarquías ilustradas; esto es, el fomento de la agricultura y la manufactura. No obstante esta institución, que había comenzado sus operaciones bajo el influjo de Francisco de Cabarrus, terminó convirtiéndose en un banco que operaba básicamente adelantando recursos al erario público, para lo cual recibió el privilegio de exportar la plata americana; en otras palabras, el San Carlos debía convertir los Vales Reales en plata, lo cual terminó siendo, en la práctica, su única función. En realidad esto fue así casi desde el inicio de sus actividades financieras, toda vez que la Monarquía Absoluta estuvo en guerra continua con otras potencias europeas en América y ello había elevado los gastos del Tesoro, en la misma medida que los arribos de la plata del otro lado del Atlántico decrecían por acción de las mismas acciones bélicas, cuyo escenario era fundamentalmente el océano Atlántico.

El San Carlos, no obstante, había explorado otros negocios, aunque no todos ellos tuvieron resultados positivos ni estuvieron en la línea de los objetivos ilustrados que formaban el ideario básico de su fundación. En 1795-1796 adelantó capitales para la construcción del puerto de Valencia, intervención que generó pérdidas para el banco. Además de esta participación, las obras públicas recibieron bastante atención por parte del San Carlos, ya que también se interesó por la puesta en marcha del Canal del Guadarrama en 1785, así como por la construcción del camino de Oviedo a Gijón y el del Real sitio de San Ildefonso hasta Madrid, todas ellas con buenas espectativas para los accionistas del banco ya que el tipo de interés obtenido por la institución —4 por 100— era superior al que existía por entonces en el mercado, dado que los plazos de devolución eran a más corto plazo que el de otras fuentes de financiación alternativas (R Tedde, 1988: 142-153). El Banco poseía una sucursal en Cádiz, en donde se planteó conceder seguros marítimos, pero se cerró en 1802, reabriéndose durante la guerra contra Napoleón cuando se trasladó desde Madrid primero y desde Sevilla después (E. J. Hamilton, 1970: 199-231).

La depreciación de los Vales Reales hasta el 31 por 100 de su valor en 1800 y el adelanto de fondos al Gobierno, que en 1807 comprometían los activos del banco hasta un 70 por 100, pusieron a la institución en una situación muy difícil tras el fin de la guerra contra Napoleón. Como ha planteado P. Tedde, ello explicaría que el Banco se mantuviese operativo hasta después de la guerra, dado que sus accionistas pensaban que el Gobierno surgido tras el retorno de Fernando VII reconocería la deuda contraída por el Tesoro público (P. Tedde, 1997: 356). El San Carlos no sólo confiaba en obtener la devolución de sus adelantos al Gobierno, que por entonces acumulaba una deuda global de 12.000 millones de reales, sino que, además, tenía otros compromisos sobre sus activos: préstamos contra las acciones del banco que habían caído en su cotización en los mercados, deudores en bancarrota o en vías de quiebra e inversiones realizadas en obras públicas que difícilmente se iban a cobrar. Por si ello fuese poco, el Banco poseía un fondo de 21 millones de reales en la Real Compañía de Filipinas, que se encontraba en 1814 fuertemente devaluada (ibidem). En estas condiciones el San Carlos únicamente esperaba que el retorno del Gobierno legítimo de Fernando VII en 1814 establecería como primer objetivo solucionar los problemas de sus adelantos insatisfechos.

Atendiendo a la evolución de los balances del banco entre 1814 y 1819, los compromisos del Tesoro con la institución no sólo no disminuyeron, sino que siguieron aumentando, al pasar de los 257,7 millones de reales de vellón para el primer año hasta los 327,3 del último, según los balances recopilados por P. Tedde (P. Tedde, 1988: 321). En esta difícil situación el banco se encontró con el agotamiento y las dificultades de cobro de las libranzas procedentes de las Reales Cajas de México y Lima, las cuales habían sido comprometidas por el Gobierno en Cádiz. El grado de insolvencia del Estado llegó a alcanzar tal envergadura que se planteó la compensación al banco con tierras y edificios e incluso a la cesión para su explotación de las Reales Fábricas de San Fernando, Guadalajara y Brihuega con el objetivo de tratar de compensar, aunque en cuantía reducida, los crecidos capitales adelantados por la institución. Ninguno de estos proyectos llegaría a cuajar (P. Tedde, 1988: 327).

Con la reforma tributaria de Martín de Garay, realizada en 1817 -1818, tampoco se solucionaron los graves problemas del San Carlos. El nuevo cuadro tributario que ha sido analizado por J. Fontana (J. Fontana, 1971 y 1973) no aportó sustanciales cambios a la hora de reducir la deuda acumulada por el Estado, ya que la parte de las disposiciones que afectaban al banco -tales como la reclasificación de la deuda y la reasignación de valores e intereses a los Vales Reales— no hizo sino crear más problemas al depreciar los activos del Banco aunque, por otra parte, le permitiese beneficiarse de la posibilidad de comprar con el papel las fincas susceptibles de ser enajenadas por el banco. A pesar de esta situación, la institución, no obstante, obtuvo beneficios por sus actividades crediticias y operaciones generales, lo cual subraya la calidad y las bondades de los gestores que dirigieron el banco entre 1814 y 1819.

Las Cortes del Trienio constitucional pretendieron acabar con el Banco, otorgando a los accionistas títulos hipotecarios contra las deudas del Gobierno, pero los apuros financieros de las autoridades liberales que necesitaban urgentemente 200 millones de reales, pusieron fin al intento. Con el retorno a la vigencia de los principios de gobierno absolutistas en 1824, la historia del Banco de San Carlos se convirtió en una batalla de los accionistas por conseguir que se le devolvieran los préstamos y adelantos que se habían ido otorgando al Erario público y que no habían sido retornados en los plazos y momentos comprometidos. La deuda con el Banco por parte del Tesoro público no hizo sino crecer en los años siguientes, hasta que en 1829 se estabilizó tras la culminación de las negociaciones que se habían abierto tiempo atrás entre los accionistas y los responsables de la hacienda de la Monarquía Absoluta. La Junta de accionistas aceptó finalmente 40 millones de reales para hacer frente a una deuda de algo más de 309 millones de reales. Ello venía a plantearse en un contexto de reformas propuestas por los asesores económicos más moderados del rey Fernando VII, como era el ministro de Hacienda Luis López Ballesteros (G. Tortella, 1973: 27). Se liquidaba de este modo el viejo Banco de San Carlos y nacía, al mismo tiempo, el Banco de San Fernando.

El balance de los resultados de la actuación del banco en su trayectoria histórica es desigual. E. H. Hamilton, uno de los primeros estudiosos de la institución financiera, emitió una opinión claramente negativa de la acción de la entidad financiera. En cuanto a su política crediticia, Hamilton sugiere que no se dieron las actuaciones típicas de apoyo al sector real de la economía española: no se concedieron préstamos a las actividades industriales ni comerciales, hubo poco apoyo a la financiación de infraestructuras viarias y los préstamos para la construcción del puerto de Valencia en su mayor parte no se cobraron. Por lo que se refiere a los dividendos repartidos hasta 1802, éstos no rebasaron el 4 por 100 frente a los percibidos por los accionistas del Banco de Inglaterra o el First Bank norteamericano que fueron, como mínimo para las mismas fechas, del 7 por 100.

El San Carlos actuó como un banco que no gozó de solvencia y confianza frente al resto del sistema bancario y los banqueros, pues había nacido y se había desarrollado con defectos estructurales y de organización. Esto se demostró a través de la práctica inexistencia de un comité ejecutivo que tomase las decisiones importantes y gestionara profesionalmente los asuntos del Banco. Todo ello suponía que la institución estuviese excesivamente politizada —esto es, que predominasen las decisiones tomadas bajo la presión de las autoridades- y que se actuase con precipitación y alto riesgo, como eran las prácticas de seguros marítimos o el abastecimiento para el Ejército y la Armada española, negocios todos ellos que ocasionaron quebrantos importantes o acumulación de deuda de difícil cobro en el futuro. Baste señalar, como recoge Hamilton, que en términos globales el rendimiento neto, descontada la inflación y la depreciación consiguiente, no llegó a alcanzar un promedio superior al 1 por 100 anual durante todo el período de existencia del banco (E. H. Hamilton, 1970: 231).

Añadamos, por otra parte, que el San Carlos no cumplió tampoco con algunos de los objetivos a más largo plazo que habían inspirado los principios de quienes habían aprobado su fundación. En particular falló en la atracción de depósitos, tanto públicos como privados, y el conseguir monetizar rápidamente la economía española, dado que la circulación en efectivo no llegó a superar el 14 por 100 de su capital. Con todo, conviene señalar que la actuación del banco fue excesivamente prudente. La institución estuvo sometida también a posibilidades de cambio, en particular durante el Trienio liberal, cuando comenzaron a plantearse las posibilidades de crear un banco con otra reglamentación a partir de la reducción sensible de la deuda contraída por el Tesoro mediante la compensación con tierras y bienes desamortizados. Fue entonces cuando se manifestaron más claramente las actitudes reformistas que ya se habían dejado sentir a comienzos de siglo, en la línea de crear un Banco con capacidad de emisión de billetes y de recibir depósitos, de prestar al público y al Estado y que incluso recibiese la denominación oficial de Banco de España. Todos estos proyectos se vinieron abajo y las posibilidades de enderezar la trayectoria del banco eran muy escasas. El San Carlos se había vinculado en exceso a la deuda del Tesoro y a las vicisitudes políticas y económicas de la Monarquía Absoluta. Si ésta fracasaba, arrastraría inevitablemente al banco. El nacimiento del Banco de San Fernando a fines de la década de 1820 vendría a representar el reconocimiento del fracaso financiero y político del San Carlos. Sin embargo, la trayectoria seguida por este último no fue tan negativa ni inmovilista como sugerían las investigaciones de E. H. Hamilton. Como ha demostrado P. Tedde, el banco trató de modificar su esquema de funcionamiento mercantilista propio de los ilustrados, que lo concibieron ya desde 1794. Hubo muchos elementos añadidos desde entonces para adecuar el sistema del San Carlos a la economía liberal; como fueron los intentos por restaurar su capacidad de emisión o replantear su acción crediticia a corto plazo a fin de adaptarse a los rápidos cambios de coyuntura (P. Tedde, 1988: 376). En realidad, el San Carlos no hizo sino experimentar las transformaciones que se estaban operando en la economía española del primer tercio del siglo XIX, a las que se estaba enfrentando con una concepción inspirada en la ilustración y una organización interna desfasada frente a la realidad económica y social. A ello cabría añadirle la pesada carga que representaba para su supervivencia la incobrable deuda contraída por la Hacienda de la Monarquía.

En julio de 1829 se fundó, sobre la base del Banco de San Carlos, el Banco Español de San Fernando. Fueron los mismos accionistas del San Carlos quienes pasaron a convertirse en los propietarios del nuevo Banco a razón de 1 nueva acción por cada 5 antiguas. La razón de la creación de la nueva institución fue la introducción del sistema de presupuestos por parte del ministro Luis López Ballesteros en 1828 que obligaba a igualar gastos e ingresos, disciplinando al Gobierno en materia fiscal y, por tanto, a que el banco semioficial reorganizara sus activos. Así, la nueva entidad, que tomaba el nombre del Rey Fernando VII, nacía con un capital de 40 millones de reales.

El comportamiento del nuevo banco fue muy prudente en materia de creación de dinero y de asunción de riesgos crediticios debido a los problemas financieros de la época. Su acción se concretó en sus inicios en el adelanto de dinero al Gobierno, en el descuento de efectos comerciales a corto plazo, negociación de letras y concesión de préstamos con garantía de alhajas. La acción fue tan restrictiva que la mitad del capital del banco permaneció inactiva entre 1829 y 1833, con lo que a partir de esta última fecha se decidió ampliar los límites de negocio a fin de obtener mayores beneficios para los accionistas. A partir de entonces se comenzaron a negociar títulos de la deuda pública y acciones.

Para el banco, la Guerra Carlista de 1833 a 1839 fue una oportunidad para obtener mayores beneficios a través de variados mecanismos: adelantando dinero al Gobierno sobre la base de recuperarlo a partir de los ingresos garantizados por el cobro de libranzas en las Tesorerías provinciales; utilizando la recaudación de rentas, como la de la sal y el tabaco; mediante la intermediación entre el Gobierno y los banqueros internacionales para conseguir adelantos financieros al Tesoro del gobierno liberal; y la distribución de títulos de deuda de un préstamo forzoso por 200 millones de reales. Todo ello se tradujo en un aumento de los beneficios y un crecimiento del dividiendo pagado a los accionistas. Este pasó de un 8 por 100 para los ejercicios anteriores a 1839 al 11 por 100 entre 1839 y 1843 (P. Tedde, 1997: 359). El monopolio de emisión de que gozaba el banco y el papel asumido de financiación del Tesoro en unas condiciones muy favorables en comisiones y tipos de interés altos elevaron hasta el 22 por 100 el dividendo satisfecho a los accionistas en los ejercicios de 1844 y 1845. La delicada situación de las finanzas públicas, la Guerra Carlista y las especiales circunstancias de implantación del liberalismo en la década de 1830 imposibilitaron que el banco actuara en pleno apoyo de la economía real. Tampoco había sido creado para ello. El sistema bancario todavía no actuaba estimulando o vinculándose a la economía productiva.

5.2. La transición hacia la modernización financiera

La excesiva prudencia que había mostrado el San Fernando en su operativa dio lugar a numerosas críticas por parte de comerciantes, banqueros al por menor y hombres de negocios en general. En un contexto económico expansivo como fue el que siguió al final de la Guerra Carlista, los agentes económicos demandaron un cambio de actitud gubernamental frente al monopolio de emisión que de facto ostentaba el banco de San Fernando. Algunos hombres de negocios de Madrid y otras plazas financieras y comerciales comenzaron a defender la idea de crear una nueva institución bancaria a mediados de la década de 1840. Fruto de esta presión y de la complicidad de algunos políticos de la mayoría gubernamental del partido moderado nació en enero de 1844 el Banco de Isabel II. Este banco fue impulsado por el financiero malagueño y político moderado José de Salamanca, quien en unión de otros banqueros y comerciantes, como Manuel Agustín Heredia, el marqués de Remisa o Manuel de Gavina, consiguió poner en marcha un banco con capacidad de emisión; si bien oficialmente no se le reconocía explícitamente esta posibilidad, legalmente sí pudo hacerlo. La nueva entidad se fundaba con un capital de 100 millones de reales, divididos en 20.000 acciones. En la práctica esto venía a suponer que poseía más del doble del capital en efectivo que su competidor, el Banco de San Fernando (P. Tedde, 1999: 155 y ss.).

Ambas instituciones financieras entablaron inmediatamente competencia, si bien el nuevo banco fue el que abrió las hostilidades en el mercado madrileño al introducir prácticas financieras hasta entonces nada habituales. Algunas de ellas eran más bien heterodoxas, como la de otorgar préstamos y créditos tomando como garantía las acciones de las empresas, los particulares demandantes o la concesión de préstamos en cuenta corriente. Además introdujo en la circulación fiduciaria billetes de bajo valor nominal, cuando en España la práctica habitual por entonces consistía en aceptar billetes superiores a los 500 reales. Pronto estableció una política de creación de sucursales, abriendo una en Cádiz, plaza que absorbió con gran rapidez los billetes que allí se emitieron. Ello venía a demostrar la relativa escasez de medios de pago que comarcas y zonas económicamente expansivas sufrían a mediados de la década de 1840.

Baste señalar, como ejemplo de los efectos positivos que originó la apertura de competencia ocasionada por el nuevo banco, que la circulación monetaria acabaría aumentando de forma considerable. Así, el Banco Español de San Fernando pasó a disponer de 24,5 millones de reales de billetes en circulación en 1843 a 60,1 millones en 1844. El efecto de la apertura del de Isabel II en un solo año había sido espectacular sobre el curso del crecimiento de la oferta monetaria. Del mismo modo, la oferta global en el mercado de Madrid de billetes había pasado de los 17 millones de reales de 1841 a los casi 118 millones de fines de 1845, en un contexto de inflación relativamente baja (P. Tedde, 1997: 364).

La competencia entre ambos bancos fue, por tanto, bastante importante y el resultado, una mayor oferta monetaria. Ello acarreó ventajas relativas para los agentes económicos al beneficiarse de la competencia entre entidades y al preocuparse más el Banco de Isabel II de las necesidades de capital de los particulares y no tanto del Estado, tal y como tradicionalmente había hecho el San Fernando. Este último, sin embargo, también había comenzado a incrementar sus relaciones con los particulares, como revelaba el creciente aumento de las cuentas con corresponsales desde la apertura del otro banco competidor (P. Tedde, 1994: 36).

La crisis financiera internacional europea de fines de 1846 provocó que comenzase a abrirse paso la idea de una fusión entre bancos. La iniciativa había sido propuesta por el entonces ministro de Hacienda, Ramón Santillán. No obstante, su antecesor en el cargo, Alejandro Mon, ya había previsto tal eventualidad (P. Tedde, 1997: 367), pero finalmente sería llevada a término por el principal impulsor del proyecto, que no era otro que José de Salamanca, cuando tuviese oportunidad de desempeñar el cargo en 1847 (G. Tortella, 1973: 33). La fusión se planteó técnicamente como una unión de activos de igual valor, cuando el balance de situación del de Isabel II estaba más deteriorado que el de su competidor. En la realidad esto vino a suponer que los accionistas del San Fernando asumirían las deudas y quebrantos acumulados por los propietarios del de Isabel II. El planteamiento de la fusión beneficiaba abiertamente a estos últimos y, en particular, a J. Salamanca, ya que había acumulados préstamos y créditos por valor de hasta 88 millones de reales —el 45 por 100 del total de los préstamos concedidos por el banco hasta entonces- con la garantía de sus propias acciones en la sociedad financiera y en empresas particulares como la del ferrocarril de Madrid a Aranjuez, de la cual era concesionario. Era bastante evidente quién era el principal beneficiario de la fusión planteada.

En todo caso habría que señalar también que la situación del de San Fernando tampoco era demasiado halagüeña, hasta el punto de que los propios directivos del banco habían pedido la fusión de las dos entidades. Las condiciones financieras del banco en marzo de 1847 eran las de una teórica suspensión de pagos, como ha explicado R Tedde (1997: 369). Esta situación pesó fuertemente en el crédito del San Fernando que, con la crisis más profunda de 1847-1848 atravesaría enormes apuros, con la retirada de metálico y frente a billetes que experimentaban una galopante depreciación, además de la caída de las cotizaciones de las acciones que pasaron del 125 por 100 en diciembre de 1847 al 50 por 100 en agosto de 1848 [conviene recordar que entre junio de 1847 y febrero de 1848 se sucedieron acontecimientos tales como la caída de la Monarquía en Francia y el brote carlista de Cataluña, que originaron pesimismo e incertidumbre entre los agentes económicos]. Dado que los compromisos del banco con el Tesoro público eran tan grandes, tuvo que ser el propio gobierno el que hubo de hacer frente a la situación, tratando de responder a su deuda con la institución bancaria mediante múltiples medidas. La más importante de ellas consistió en el adelanto forzoso de los nuevos impuestos correspondientes a la contribución industrial y del comercio —recientemente establecida con la ley de reforma tributaria de Mon-Santillán- de hasta 100 millones de reales, a fin de conseguir para el banco la mayor liquidez posible. A fines de 1848 el banco recuperó solidez en su balance, si bien el lastre de las deudas y los créditos morosos heredados del Banco de Isabel II obligaron a introducir cautela en la gestión. Esta prudencia en el modo de actuar del banco vino a ser refrendada con la legislación bancaria fuertemente restrictiva de 1849, cuyo anticipo había sido la ley de sociedades de enero de 1848, la cual, como sostiene G. Tortella, vendría a prohibir, en la práctica, a las sociedades por acciones (G. Tortella, 1973: 39).

El impacto económico de esta última legislación fue claramente regresivo para la iniciativa individual y la creación de sociedades, toda vez que incrementaba las barreras de entrada en cualquier sector de la economía, además de dificultar la canalización de los capitales en las cantidades que se requerían para poner en marcha actividades como la construcción del ferrocarril, la implantación de modernas plantas siderúrgicas y la apertura a la explotación de actividades mineras. Así, las empresas de transporte, los bancos de emisión y las compañías beneficiarías de algún privilegio legal debían obtener autorización expresa mediante ley votada en Cortes, con lo que ello implicaba de controles arbitrarios y de rigidez en la provisión de cobertura legal para acceder a los mercados en condiciones de libre competencia. Lo más grave, sin embargo, es que la ley concretaba la prohibición para todas las empresas que no fuesen las reseñadas o las que fuesen conceptuadas como de utilidad pública.

Alejandro Mon, ministro de Hacienda en 1849, aprobó una legislación complementaria en materia de banca que prohibió la creación de nuevos bancos con capacidad de emisión. El San Fernando tenía el monopolio de emisión, aunque existían dos excepciones como eran el Banco de Barcelona y el de Cádiz. Esta legislación se modificó parcialmente en 1851, al derogarse la prohibición de emitir moneda a aquellos bancos que no fuesen los autorizados hasta 1849. Si bien suprimía el número limitado de bancos a quienes se les permitía emitir, venía a establecer un techo máximo a la circulación monetaria, equiparándola al capital desembolsado. Al mismo tiempo que se establecieron nuevas provisiones de control bancario, el Banco de San Fernando entraría en una nueva etapa que coincidió con el nombramiento de Ramón Santillán como gobernador de la institución. El objetivo central del nuevo directivo fue conseguir el saneamiento de los activos ya que el 50 por 100 de éstos era considerado, tras su llegada al banco, como irrealizable a corto plazo. El plan consistió en reducir el capital del Banco desde los 200 millones de reales hasta los 120, así como enajenar aquellos activos de dudoso cobro por insolvencia. El banco sufrió también una reorganización interna a fin de agilizar y conseguir una mayor eficiencia en la gestión. Al mismo tiempo, de acuerdo con la legislación bancaria de 1851, se amplió la emisión de capital hasta cubrir el total desembolsado y alcanzar el triple del encaje metálico. El resultado de las iniciativas de Santillán para el banco fue espectacular desde la perspectiva de la recuperación de la solvencia financiera y solidez en sus expectativas, tanto entre inversores como en los agentes económicos. En consecuencia, las acciones del Banco se revalorizaron desde el 82 por 100, a fines de 1849, hasta el 94 por 100 en diciembre de 1850, para situarse por encima de la par en 1852 (P. Tedde, 1997: 372). Los apuros del Gobierno —el cual seguía siendo el primer cliente del Banco emisor- forzaron a Santillán a enfrentarse con Bravo Murillo y, en 1854, con el entonces ministro de Hacienda, Jacinto Félix Domenech, ya que la prudencia y el rigor impuestos por el gobernador en la gestión del Banco desde 1849 obligaban a un trato no preferencial, si no se cubrían los riesgos normales de la actividad crediticia: garantías y puntualidad en el pago de los intereses (P. Tedde, 1994: 44-45). La resistencia de Santillán condujo a la creación de la llamada Caja General de Depósitos en 1852.

La Caja, fundada a imagen y semejanza de la Caisse francesa, no era sin un organismo oficial que nacía para funcionar como alternativa al Banco de San Fernando en varios aspectos. Debería ser una institución para recibir los depósitos que los juzgados cobraban por todas sus actividades, al mismo tiempo que actuaría como entidad de depósito de ahorro, tanto a plazo como a la vista. La mayor parte de sus fondos fue colocada en deuda pública. Finalmente la Caja se comportaría como una entidad complementaria del Banco de San Fernando, al recibir un apoyo importante del público hasta que la crisis de la deuda de 1864 y la posterior crisis general de 1868 redujeron drásticamente sus depósitos.

El panorama bancario español, tras la fusión del banco de Isabel II y el de San Fernando, no se había limitado a la existencia de estas entidades. En Madrid funcionaron también otros bancos, mientras que fuera de la capital abrieron sus puertas instituciones de crédito con capacidad de emisión. En 1845 ya estaba en funcionamiento el Banco de la Unión en Madrid, con un capital de 60 millones de reales, que contaba entre sus promotores y accionistas con grandes comerciantes y banqueros, muy conocidos en los ambientes de las finanzas madrileñas desde la segunda mitad de los años treinta, algunos de ellos vinculados también al Banco de Isabel II y a la figura de José de Salamanca, como Gaspar Remisa, José Safont y José Buschental. El Banco de la Unión actuó como una entidad financiera típicamente comercial, pero también extraordinariamente vinculada a los negocios generados en el entorno del Gobierno: arrendamiento de impuestos, adelantos de fondos al Tesoro y contratas de suministro a alguna dependencia administrativa estatal. El banco también buscó entrar en la emisión de billetes, aunque formalmente no lo hiciese, sustituyendo ésta por la circulación de pagarés. También habría que reseñar el denominado Banco de Fomento y Ultramar, de efímera existencia, ya que abierto en 1847 fue cerrado al año siguiente. Su objeto era financiar la construcción y explotación de una empresa de navegación que se beneficiase de las contratas estatales para el correo y el traslado de tropas a la isla de Cuba, principal colonia española en el Caribe americano. Se trataba de una iniciativa de dos de los más caracterizados hombres de negocios con intereses coloniales: el marqués de Manzanedo y Enrique O’Shea.

En los dos casos mencionados, ninguno de los bancos tenía facultades para emitir dinero. En cambio, el Banco de Barcelona, fundado en mayo de 1844, sí tendría capacidad de emisión, aunque no abriría sus puertas al público hasta 1845. El de Barcelona fue una institución que nació como banco comercial, vinculada a las demandas de una plaza con pujanza industrial y necesidades de financiación. Su capital fundacional fue de 5 millones de pesetas, aunque buena parte de él se mantuvo sin desembolsar por cuestiones de prudencia, aunque los accionistas frente a un requeriminto de la dirección debían ser capaces de hacer efectivo el capital en el plazo de dos semanas (C. Sudriá, 1994: 82 y ss.). La legislación bancaria de 1849 no afectó a la actividad emisora del Banco de Barcelona, que mantuvo el monopolio de emisión en la plaza. La crisis política y financiera de 1847-1848 golpeó la trayectoria de este banco, si bien la prudencia con que había venido operando desde su fundación le dio unas bases sólidas para enfrentarse a las consecuencias de la crisis. Así, durante el período inicial de su funcionamiento, el banco no rebasaría los límites que sus estatutos imponían a la creación de dinero: el doble del monto de su capital inical y el mantenimiento de un coeficiente de caja en metálico de una tercera parte. Ello le permitió sostener un nivel de inversión crediticia elevado que, con la crisis de 1848 y las exigencias de liquidez de los agentes económicos, acabaría poniendo a la institución en una situación muy complicada, rayando en la quiebra. El requerimiento por parte de la dirección del Banco de efectivo a los accionistas por un 12,5 por ciento más del capital desembolsado conjuró el peligro de desaparación de la institución. De las dificultades que tuvo que afrontar el Banco de Barcelona da idea el hecho de que en tan sólo dos semanas la circulación de billetes quedó reducida a la mitad.

Como consecuencia de la crisis y sus efectos financieros, además de los cambios de la política del Gobierno en materia financiera, el Banco modificó su comportamiento, reduciendo la emisión de billetes desde los 7,5 millones —que había tenido en circulación en el momento más álgido de 1847— a los menos de dos millones de l851 a l855. Esto era también consecuencia directa de las regulaciones emanadas de la legislación de 1849 que estableció el capital efectivamente desembolsado como límite máximo de emisión, además de obligar a las instituciones financieras al manteninmiento de unas reservas del 10 por 100. La acentuación de la prudencia en la estrategia desplegada por el Banco de Barcelona fue la tónica permanente en su trayectoria hasta la aprobación de las nuevas leyes bancarias de 1856. El mayor rigor se reflejaría en el mantenimiento de una política de alta liquidez, como lo demuestra el hecho de que, aun a pesar del fuerte ritmo de crecimiento de las cuentas corrientes desde menos de 2 millones de pesetas en 1848 a algo más de 16 de 1852, se mantuvo en caja una parte muy elevada de esos recursos. Además hubo poca aportación al movimiento de creación de dinero. Éste aumentó poco en términos relativos respecto al que emitió para el mismo período (1848-1856) el Banco Español de San Fernando. En consonancia con esta trayectoria, los directivos del Banco de Barcelona defendieron una política de concesión de créditos muy rigurosa, donde el análisis de riesgos llegó a ser tan restrictivo que incluso desaparecería la modalidad de crédito sobre mercancías, algo que había sido habitual hasta la crisis de 1848 en un mercado preferentemente comercial e industrial como era el de Barcelona y Cataluña.

Además del Banco de Barcelona, dispuso de monopolio de emisión el Banco Español de Cádiz. Este banco abrió sus puertas en octubre de 1846 y lo hizo como sucursal del de Isabel II. En la práctica, la entidad gaditana funcionó de forma autónoma, aunque la rivalidad entre el San Fernando y el de Isabel II daría lugar a que el primero presionara al Gobierno para que éste autorizara un nuevo banco en Cádiz que compitiese con el auspiciado por el rival del San Fernando. La vida independiente de ambos fue efímera toda vez que acabarían fusionándose, al igual que sus bancos matrices. En 1850 el Banco de Cádiz, denominación de las dos entidades fusionadas, poseía un activo total de casi 40 millones de reales. Se trataba de una entidad financiera que tenía emitidos a la misma fecha casi 11 millones de reales en billetes. El volumen de activo de la entidad era considerable, toda vez que, para las mismas fechas, el de Barcelona era sólo el doble. En cambio, como ha señalado C. Sudrià, (1994: 84) el de Cádiz era una entidad financiera mucho más activa, es decir, menos conservadora, con más billetes en circulación y mayor proporción de créditos en sus activos.

El balance que se puede llevar a cabo frente a las realizaciones en materia bancaria del período de 1844-1856 es que el sistema financiero apenas sufrió cambios importantes; y ello no tanto en el sentido de no modernizarse, cuanto en el de no servir para apoyar el crecimiento de la economía que estaba teniendo lugar en este período. La ampliación del monopolio de emisión de billetes a otras plazas y mercados comerciales y económicamente pujantes, como Cataluña o la Baja Andalucía, significó una mayor oferta de medios de pago que atendió la demanda de los agentes económicos en momentos de expansión económica y en sectores como la industria textil y la agricultura exportadora. El número de cuentas corrientes y el de préstamos y créditos creció, con lo que ello suponía de aumento de los coeficientes de intermediación bancaria y, por tanto, de institucionalización de las prácticas financieras. Sin embargo, las restricciones impuestas con la Ley de 1849 en materia bancaria y de sociedades, así como la excesiva prudencia y rigor en la aplicación de la política monetaria por parte de la banca institucionalizada y el mantenimiento del monopolio de emisión, se erigieron en un obstáculo al crecimiento y al desarrollo económico en una década en la que la expansión de la economía era, salvo el paréntesis de 1847-1848, la característica más evidente.

5.3. Hacia una nueva estructura bancaria: la Ley de banca de emisión y sociedades de crédito

El fin de la década moderada y el acceso al poder de los liberales progresistas en 1854 abrieron el camino para la modificación del status quo existente en el ordenamiento bancario y financiero. Las discusiones parlamentarias en las Cortes en torno a la cuestión bancaria acabaron generando una nueva regulación legal de los bancos de emisión, abriéndose también las puertas a la actuación de un nuevo tipo de sociedad financiera, como fueron los denominados bancos de inversión. A fines de enero de 1856 se aprobaría la Ley de bancos de emisión y sociedades de crédito, modificándose la Ley de sociedades por acciones en vigor desde 1848.

La iniciativa de romper con la estrechez existente en los mercados monetarios partió del propio Banco de San Fernando, ya que los topes a la capacidad de emisión de moneda que había impuesto la Ley de 1851 eran más un obstáculo que una ventaja para sus propios intereses. La abolición de los topes a la emisión y la nueva regulación deberían ser un acicate para la expansion del negocio bancario frente al crecimiento de la demanda de dinero que se estaba experimentado en los mercados. No obstante, el Banco de San Fernando pretendía seguir manteniendo el monopolio de emisión, aunque extendiéndolo a toda España. Otros grupos liberales defendían en cambio que el monopolio se restringiese y pudiesen fundarse otros bancos con capacidad para emitir en ciudades importantes del país. Finalmente, la posición del San Fernando se impondría al recoger la ley el monopolio de emisión en la plaza en la que radicase el primer banco en conseguir establecerse. En la realidad, el San Fernando, que pasaría a llamarse desde la aprobación de la ley Banco de España, tendría la prioridad ya que quedaba regulado que si en tres meses desde la aprobación de la ley no se establecía ningún banco, el de España podría optar por establecer una sucursal. En cualquier caso, sólo existía posibilidad legal de crear un banco de emisión por plaza: por tanto, aunque la nueva regulación legal de 1856 establecía la pluralidad de emisión, la limitación geográfica a uno por ciudad era todavía contemplada por muchos agentes económicos como una restricción. Por otra parte, el tope legal de emisión se fijaba en el triple del capital desembolsado o el triple del encaje metálico. Otras cuestiones importantes de la ley consistían en que los bancos creados al amparo de la nueva legislación emisora debían ser sociedades anónimas, cuyas acciones tendrían que tener un valor nominal de 2.000 reales, y dar publicidad a sus balances, tanto al público como a la Administración y al Banco de España que actuaría como inspector de los nuevos bancos. Como ha puesto de relieve C. Sudriá, aunque la ley era ambigua, sentaba las bases para poner en marcha un mecanismo de pluralidad de emisión de moneda, si bien con limitaciones a la competencia. El sistema era muy similar al vigente en Francia hasta 1848 y al que funcionaba entonces en los Estados alemanes, “una serie de monopolios de emisión de alcance local, bajo estrictas normas de funcionamiento y supervisión del gobierno” (C. Sudriá, 1994: 90). Lo que parece claro es que la legislación todavía imponía controles y salvaguardias que mostraban la falta de confianza, la incertidumbre y los elevados riesgos con que todavía se contemplaban las operaciones bancarias relacionadas con la creación de dinero.

Aun a pesar de las restricciones que todavía existían, la banca de emisión se desarrolló a partir de entonces con rapidez. Las solicitudes para abrir bancos con capacidad de emitir se cubrieron en Bilbao, La Coruña, Málaga, Santander, Sevilla, Valladolid y Zaragoza, ciudades para las que se había previsto que eran necesarios bancos, junto a Alicante y Valencia que, al no cubrirse las expectativas, fueron objeto de apertura de sucursales del Banco de España. Después de 1860 se abrirían, en una segunda fase, más bancos, hasta completar los 20 existentes en vísperas de la crisis de 1866, entre los que se incluyen el Banco de Barcelona y el de Cádiz que venían operando desde 1844. La lista de apertura y cierre de estos bancos es la que figura en el cuadro 5.1.

CUADRO 5.1. Bancos de emisión en España (1844-1874)
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FUENTE: C. Sudriá, 1994: 91.

Por lo que se refiere a las denominadas sociedad es de crédito, el objetivo de los liberales progresistas era trasladar a España los bancos de inversión, principalmente franceses, que ya estaban funcionando en el vecino país desde comienzos de la década de 1850 (B. Gille, 1970: 170 y ss.). La banca de inversión no iba a disponer de capacidad legal para la emisión de dinero, ya que su finalidad esencial era el crédito a la industria, el comercio y las grandes obras de infraestructura (ferrocarriles, obras públicas, servicios urbanos) mediante el sistema de emisión de obligaciones. La legislación española venía a dar sanción legal a las pretensiones de instalarse en España a tres de los grandes grupos financieros franceses: los Pereire, los Rotschild y el vinculado a Alfred Prost. Estas tres sociedades habían presentado solicitudes para actuar en el mercado español bajo tres denominaciones: la Sociedad General de Crédito Mobiliario Español (vinculada al grupo financiero de los hermanos Pereire), la Compañía General del Crédito Español (Alfred Prost) y la Compañía General de Comercio e Industria de España, que se convertiría poco después con la aprobación de la ley de enero de 1856 en Sociedad Española Mercantil e Industrial (James Rotschild). La gama de actividades y sectores en la que estos bancos de inversión participarían fue variada; iba desde los préstamos gubernamentales hasta la recaudación de impuestos. Estaban obligados legalmente a depositar el 100 por 100 del valor de la propia emisión de acciones y estaban autorizados a emitir obligaciones hasta cinco veces el capital autorizado. Su papel fundamental se centró, en la práctica, en dar cobertura legal a la canalización del capital necesario para la construcción de los ferrocarriles que el propio bienio progresista impulsaría, tras la aprobación por las Cortes de la Ley General ferroviaria de 1855.

5.3.1. La trayectoria de la banca de emisión: auge y crisis

Como ya se ha indicado, la Ley de enero de 1856, en lo relativo a la banca de emisión, supuso la apertura de nuevos bancos con capacidad legal de crear dinero. Consecuentemente, a partir de entonces se expandió de forma notable la cantidad de billetes en circulación al duplicarse entre 1857 y 1860-57 millones de pesetas para el primer año frente a los 118,2 del último—, si bien no se alcanzaron los límites impuestos por la nueva regulación. Además crecieron los depósitos en cuenta corriente y los créditos, al pasar éstos desde los 25 millones de pesetas a los más de 75 de 1860. Los fuertes crecimientos de la actividad financiera se debieron no sólo a la notable expansión económica posterior a 1857, sino a la necesidad de cubrir la escasez acumulada de medios de pago que se venían arrastrando de la época restrictiva anterior.

La situación cambió después de 1860. Aun a pesar de que se incorporarían al panorama financiero nuevas entidades emisoras, la cantidad de billetes en circulación disminuyó, así como los depósitos en cuenta corriente. La interpretación más extendida es que no parecía existir negocio bancario para tantas entidades con capacidad de emisión. Además del exceso de entidades, parece claro que se dieron otras causas: los créditos, base de la expansión del activo en el período anterior, dejaron de crecer como consecuencia directa del estancamiento que sufrió la economía; la industria se debilito, en parte por los efectos negativos de la Guerra de Secesión en Estados Unidos sobre el sector textil algodonero catalán y también por la caída de los ingresos procedentes del comercio exterior, ambos perfectamente advertibles en 1864. El estancamiento de la economía real se convertiría en depresión cuando en 1866 se manifestase la crisis financiera en toda su plenitud.

Como se explicará más adelante, cuando nos refiramos a la actividad de las sociedades de crédito, la crisis de 1866 fue provocada por la falta de rentabilidad en las inversiones realizadas para la construcción y explotación del ferrocarril. Ello ya se advirtió en la primera situación crítica que abocó a la quiebra al Banco de Valladolid, con capacidad de emisión, en el otoño de 1864. La razón del hundimiento del banco estribó en las fallidas inversiones ferroviarias que las sociedades de crédito locales habían llevado a cabo. A consecuencia de ellas se intentó sustituir la cartera del Banco por créditos y pagarés de las propias sociedades ferroviarias en quiebra, tras la toma de control de la institución por los más influyentes miembros de las sociedades de crédito. Al mismo tiempo, se aumentó la emisión de billetes para hacer crecer el crédito, lo que agravó todavía más la situación de la entidad en el momento en el que el público exigió la conversión de sus billetes en metálico frente a las ventanillas de la institución. Hay que recordar que el sistema de emisión se basaba en la plena convertibilidad, esto es, la emisión se garantizaba con el encaje metálico consistente en oro y plata, con lo que el papel emitido debía tener obligatoriamente su convertibilidad en cualquiera de estos metales preciosos, que eran los que integraban la moneda metálica acuñada en circulación.

Entre 1864 y 1866 fueron a la quiebra hasta seis bancos de emisión con carácter provincial: Valladolid, Sevilla, Cádiz, Burgos, Palencia y Santiago. Todos ellos se hundieron, al margen de razones más de carácter local, por la reiterada concesión de créditos a sociedades participadas por los mismos directivos de los bancos. Se incumplieron las normas más elementales del riesgo crediticio por lo que la recuperación de los créditos fue, en muchos casos, más que dudosa. Todos ellos trataron de enfrentarse a los crecientes riesgos con emisiones de billetes que se encontraban muy por encima del tope legal: triple del capital fundacional o encaje metálico.

La crisis de 1866 modificó las actividades financieras, la operativa y la trayectoria de los bancos de emisión. Frente a la expansión creciente en la emisión de billetes de la etapa anterior, se produjo una importante disminución del volumen de billetes en circulación. En cambio, las cuentas corrientes se mantuvieron pues algunos bancos supervivientes frente a la crisis, como el de Bilbao, Santander o Barcelona, experimentaron un crecimiento de sus cuentas corrientes. Este fue el efecto del transvase de recursos desde las entidades en quiebra, buena parte de ellas sociedades de crédito. Los créditos disminuyeron constantemente hasta los inicios de la década de 1870. Conviene subrayar, en todo caso, que el conjunto de la oferta monetaria se redujo, lo que, en un sistema de plena convertibilidad con las características que se han señalado más arriba, provocó que los efectos de la crisis fuesen más profundos para el conjunto de la economía.

Las pésimas expectativas financieras ocasionadas por la crisis no se habían superado todavía en 1873. La concesión del monopolio de emisión al Banco de España en 1874 abrió la posibilidad a la banca que todavía se mantenía en actividad de seguir en funcionamiento, aunque sin la capacidad de emisión de dinero. Esto reduciría su margen de obtención de beneficios. La alternativa frente a esta situación era la integración en el Banco de España, valorando su capital a la par. Una parte importante de los bancos supervivientes de la crisis decidieron continuar como empresas independientes: Bilbao, Santander, Barcelona, Reus y Tarragona.

5.3.2. Las sociedades de crédito, los ferrocarriles y la crisis de 1866

A diferencia de la banca de emisión, las sociedades de crédito buscaban hacer negocios sobre la base de la inversión directa en la economía, yendo más allá de las operaciones comerciales a corto plazo que eran más propias de la banca con privilegio de acuñación de moneda. La primera de las sociedades de crédito en operar fue el Crédito Mobiliario Español. Como ya se ha señalado, esta entidad estaba mayoritariamente participada por los banqueros franceses Isaac y Émile Péreire, quienes habían fundado en septiembre de 1852 en París el Crédit Mobilière como un banco dedicado a las obras públicas (B. Gille, 1970: 129). En mayo de 1856 el Crédito Mobiliario Español (CME) inició sus actividades al quedar constituida la sociedad simultáneamente a la de sus máximos rivales en el continente: la Sociedad Española Mercantil e Industrial (SEMI) del grupo Rothschild. El capital fundacional del CME ascendió a la nada despreciable cifra de 114 millones de pesetas que, aunque no estuvo totalmente desembolsada hasta 1864, significaba una enorme cantidad para el raquítico mercado de capitales español de la época. Baste decir que para 1865 el capital del mayor banco español de entonces -el Banco de España- ascendía a 30 millones de pesetas (G. Tortella, 1973: 69).

El objetivo básico del CME fue integrar todas las operaciones de los sectores hacia los que dirigió sus inversiones. En primer término adquirió la fábrica del gas de Madrid, negocio en el que el abastecimiento del carbón como materia prima aparecía como elemento básico. A ese fin compró minas de carbón en el Norte de Palencia. El acarreo de los carbones hasta Madrid se llevaría a cabo mediante la construcción de un ferrocarril, negocio que conocían bien los hermanos Péreire, ya que venían explotando la línea de París a Saint Germain desde la década de 1830. El trazado del ferrocarril desde Irún, punto fronterizo con Francia, hasta Madrid, fue el objetivo fundamental de la creación de la Compañía de los Caminos de Hierro del Norte de España (Norte) en diciembre de 1858, al calor de la concesión obtenida tras la aprobación de la Ley de ferrocarriles de 1855. La construcción y explotación de las líneas de la compañía férrea consumirían la mayor parte de los esfuerzos financieros del CME, aunque la sociedad también concedió préstamos en forma de compra de deuda pública para el gobierno, e incluso llegó a intentar abrir bancos de emisión en diferentes plazas españolas, con un resultado negativo por la oposición que encontró por parte de banqueros y comerciantes locales, pues veían en la sociedad de los Péreire un gran enemigo que podría generar un monopolio de la oferta de crédito.

Que las sociedades de crédito fueron legalizadas en España para hacer posible la construcción de la red ferroviaria es una afirmación que comparte no sólo los historiadores de la economía española, sino, muy especialmente, los contemporáneos de las leyes bancarias del bienio progresista. Así, de los casi 14 millones de pesetas del total de inversiones del CME, el 70 por 100 estaba comprometido en la construcción y explotación de las líneas de ferrocarril que iban siendo concedidas a la Compañía del Norte. El resto de la cartera de inversiones se componía mayoritariamente de deuda pública.

Las relaciones Norte-CME fueron básicas en la trayectoria de la sociedad matriz a lo largo de la década de 1860. Hay que señalar, no obstante, que, en sus inicios, el CME pretendió controlar y expandirse hacia el Sur peninsular buscando concesiones ferroviarias en Andalucía, pero pronto se encontró con la resistencia del gobierno que alentó a los banqueros y concesionarios ligados al grupo Rotschild para que, a través de su sociedad de crédito participada, la Sociedad Española Mercantil e Industrial (SEMI), se fueran haciendo con concesiones de líneas de ferrocarril en el mediodía peninsular. Aun a pesar de ello el CME obtuvo la concesión del ferrocarril de Córdoba a Sevilla, en unión de otros banqueros franceses y españoles.

La SEMI nació con un capital autorizado de 76 millones de pesetas, pero su máximo efectivamente desembolsado no pasó de los 23 millones, que se alcanzaron en 1857, reduciéndose posteriormente hasta los 15,2 millones de pesetas. La SEMI actuó como una rama del grupo bancario Rotschild y, aunque inició sus actividades participando en el préstamo conjunto que las sociedades de crédito concedieron al gobierno en 1857, en realidad su actuación se ciñó al negocio del ferrocarril. En particular, la SEMI participó de la creación de la compañía de los ferrocarriles de Madrid a Zaragoza y Alicante (MZA), empresa que construía y explotaba la línea de Madrid a Alicante, inaugurada en mayo de 1858, y la de Madrid a Zaragoza, acabada en 1863. La SEMI controlaba casi el 30 por 100 de la compañía ferroviaria que acabaría dominando el Sur de la península. Además, la SEMI mantenía relaciones privilegiadas con la compañía constructora y explotadora de la línea de Alar del Rey a Santander, conocida como ferrocarril de Isabel II, compañía que acabaría siendo absorbida más tarde por Norte ya que se encontraba en su territorio natural.

Es fundamental tener en cuenta que la SEMI tenía objetivos diferentes al CME, lo cual vendría a corroborar la menor envergadura de su capital. Los directivos e impulsores de la SEMI no tenían interés en construir un emporio industrial. Unicamente buscaban generar expectativas entre los inversores españoles canalizando sus capitales hacia los negocios que la SEMI apoyase o participase, mediante la apertura de cuentas corrientes, establecimiento de depósitos o la suscripción de obligaciones. Esto contribuiría a explicar lo reducido del capital efectivamente desembolsado de la SEMI en comparación con el CME, así como las quejas de los directivos del grupo de Rotschild en España, quienes señalaban que la inexistencia de capitales y la ausencia de estímulos legales a la inversión habían impedido aumentar el capital efectivo realizado.

Junto a estos dos poderosos grupos financieros también se aprestaron a intervenir en España los capitales vinculados al banquero francés Alfred Prost. La Compañía General de Crédito en España (CGCE) tenía un capital autorizado de casi 100 millones de pesetas, pero el efectivo no rebasó los 33 millones. Sus actividades fueron de variado tipo ya que, al mismo tiempo que prestaba al endeudado gobierno de 1857, participó en operaciones típicas de la banca comercial, préstamos sobre efectos, así como en negocios industriales. De entre éstos cabría destacar la fundación de compañías de seguros y la compra de minas, además de la adquisición y gestión de fábricas de gas en diferentes ciudades. Pero al igual que las demás sociedades de crédito, el ferrocarril llegaría a ser el más importante de los activos de su cartera al alcanzar una tercera parte de ésta. En particular, la CGCE participó de la concesión del ferrocarril de Cádiz a Sevilla y de la fundación de la sociedad explotadora del de Sevilla a Jerez y Cádiz; también de la compañía del ferrocarril de Tarragona a Reus y Montblanch, así como de la conexión posterior a Lérida.

Como señala el mejor estudioso de las sociedades de crédito francesas que actuaron en España: “Puede decirse con confianza que más de tres quintos, y quizá incluso tres cuartos, de las inversiones realizadas por las tres compañías de crédito francesas en España se hicieron en los ferrocarriles en los años inmediatamente posteriores a su fundación” (G. Tortella, 1973: 78). En la práctica, esto vino a significar que cualquier incidente o eventualidad que viniese a ensombrecer el panorama de la construcción y explotación de los ferrocarriles podría poner en una situación muy difícil a las sociedades de crédito que participaban con un elevado grado de riesgo en el negocio del ferrocarril. Esto se plantearía en 1864 y, muy especialmente, con ocasión de la crisis financiera internacional de 1866.

En otros mercados como Barcelona, Valencia o Bilbao se fundaron también sociedades de crédito. La expansión fue muy importante ya que si en 1856 existían 6 sociedades con un capital de 205 millones de reales, en 1861 se duplicaban, totalizando 420 millones de reales, para llegar a ser en 1865 34 sociedades con un capital de 968 millones (P. Tedde, 1997: 379). Por su relevancia e impacto regional, la Sociedad Catalana General de Crédito y la Sociedad Valenciana de Fomento fueron las más destacadas, mientras que en la capital económica del País Vasco, la Compañía General Bilbaína de Crédito, filial del Banco de Bilbao, fue la de mayor envergadura, especialmente por su tutela sobre el ferrocarril de Tudela a Bilbao.

La Catalana General de Crédito había iniciado su andadura en mayo de 1856 con un capital autorizado de 30 millones de pesetas y, aunque se interesó por las explotaciones mineras de carbón, los seguros y algunas obras públicas, como las que se estaban realizando entonces para la apertura del Canal de Suez, el principal negocio en el que se embarcó fue la financiación de la construcción de los ferrocarriles en Cataluña. Buena prueba de ello fue que a fines del primer año de su actividad su participación en el ferrocarril de Zaragoza a Barcelona significaba hasta el 40 por 100 del total de su cartera. La concentración de riesgos en el negocio de los ferrocarriles fue creciendo hasta el punto de que en 1858 el porcentaje de inversión en el sector alcanzaba el 76 por 100, en su mayor parte acciones y obligaciones de las líneas ya mencionadas de Zaragoza a Barcelona, además de las que tenían como origen esta última ciudad hasta la frontera con Francia y el ferrocarril de Valencia a Tarragona, este último en combinación con la Valenciana de Fomento.

Por su parte, la Sociedad Valenciana de Fomento era un banco comercial fundado una década antes, en 1846. Con la nueva legislación sobre sociedades de crédito, pensó adentrarse en la inversión industrial. Aunque no fue operativa como entidad de crédito hasta 1859, la Valenciana de Fomento ya estaba muy especializada en la inversión en infraestructura pública, como fue su participación en la empresa de aguas de Valencia. En realidad, esta entidad no era sino el instrumento que el antiguo alcalde dela ciudad y poderoso financiero José Campo había elegido para apoyar la construcción del ferrocarril valenciano. Campo financió el ferrocarril del puerto del Grao a Játiva y, posteriormente, el de Játiva a Almansa y el de Valencia a Tarragona. El último de estos ferrocarriles fue el que consumió la mayor parte de las inversiones salidas de la Valenciana de Fomento, aunque no sin escándalos ni irregularidades debido al enfrentamiento que varios de los accionistas tuvieron con J. Campo por la autoconcesión de créditos y adelantos para la construcción de la línea en unas condiciones poco transparentes. Además de las inversiones ferroviarias, la Valenciana de Fomento se enfrentó a la dura competencia en el mercado local tras la inauguración de una sucursal del Banco de España y el nacimiento de la Sociedad de Crédito Valenciano, grupo empresarial formado por comerciantes y banqueros enemigos de la actuación monopolista de José Campo, futuro Marqués de Campo.

En conjunto, las sociedades de crédito se abocaron a la inversión ferroviaria como objetivo preferente de sus negocios canalizando el ahorro y los capitales necesarios para llevar adelante la construcción de las líneas, pensando en la obtención de elevadas rentabilidades. En principio esto fue así porque las sociedades de crédito fueron las que obtuvieron los contratos de construcción de las concesionarias de ferrocarriles con márgenes de beneficios muy elevados garantizados por las compañías concesionarias de la explotación que estaban participadas por las sociedades de crédito. Como la Ley de ferrocarriles aprobada en 1855 recogía la concesión de subvenciones a las compañías por kilómetro de vía efectivamente realizada, existía una seguridad de obtención de ingresos garantizados por el Estado. Esto se combinó con una fuerte elevación de las cotizaciones de las acciones de las compañías ferroviarias que atraían más capitales al sector mediante la suscripción de participaciones o de obligaciones, sistema éste que predominó en la financiación de la construcción de los ferrocarriles en España. Hay que subrayar que las tres sociedades de crédito más importantes por su capitalización y por su apoyo a las compañías ferroviarias de mayor tamaño eran de origen francés y trataron de implantar el modelo de financiación de los ferrocarriles del vecino país en el territorio peninsular.

Fue a partir de 1864 cuando comenzaron a plantearse algunos problemas que presagiaban los efectos posteriores asociados a la crisis de 1866. La causa más importante que provocaría el hundimiento de las sociedades de crédito fue la caída de la rentabilidad de las compañías de ferrocarriles. Las razones de la brusca disminución de la rentabilidad de las empresas ferroviarias han sido muy discutidas por parte de los historiadores. Para G. Tortella la razón fundamental descansaba en el exceso de oferta de transporte que representaba la construcción tan rápida del casi 5.000 kilómetros de red ferroviaria entre 1855 y 1866. Este hecho, además de la crisis financiera internacional de 1866, arrastraría a las sociedades de crédito que tenían comprometida su cartera de inversiones en porcentajes medios superiores al 50 por 100, a la bancarrota. Buena parte de las sociedades de crédito se vio abocada a suspender pagos de intereses a las obligaciones emitidas para financiar la construcción del ferrocarril (G. Tortella, 1973: 183-200). Para otros autores como P. Tedde esto es totalmente cierto, pero no hay que olvidar que desde 1864 se estaba dejando sentir una disminución apreciable de las actividades productivas, lo cual explicaría la falta de respuesta de la demanda de transporte frente al rápido incremento de la oferta de ferrocarriles. Además, los inversores ya se estaban retrayendo como consecuencia de la creciente incertidumbre e inestabilidad política, con un cambio de gobierno en 1864 y con un súbito proceso de aumento de la deuda del Estado. Todo ello podía advertirse en la disminución de las cotizaciones de las acciones del Banco de España que cayeron a la mitad en 1866 respecto a 1864 (P. Tedde, 1997). Añadamos por nuestra parte que parece sobradamente demostrado que las razones que explican el fracaso de las sociedades de crédito descansan en el fiasco producido por la rentabilidad esperada de la puesta en marcha del ferrocarril. Sin embargo no puede sostenerse que el ferrocarril como negocio no fuese rentable en España a medio y largo plazo, ni que el ferrocarril supusiese un exceso de oferta de transporte para una economía que tenía poco que movilizar porque estaba relativamente poco desarrollada. Esta afirmación a largo plazo es insostenible, como se ha demostrado por varios historiadores económicos para el caso español (F. Comín, P. Martín Aceña, M. Muñoz y J. Vidal, 1998: vol. I, especialmente). Más bien lo que ocurrió fue que se concentraron excesivamente los riesgos en un entorno económico, financiero y político inestable, sin que el Estado español de la época representara todavía un elemento de apoyo frente a una corriente especuladora en materia ferroviaria muy poderosa. La persistencia de todos estos factores a corto plazo fue lo que hizo inevitable el hundimiento de las sociedades de crédito y los problemas financieros que inevitablemente fueron asociados a ella que aquejaron a las compañías ferroviarias que explotaban la red en España entre 1855 y 1868.

5.3.3. Banca de emisión y sociedades de crédito: impacto sobre la economía española

La legislación financiera aprobada durante el bienio progresista constituyó uno de los mecanismos más importantes para poner en marcha un sistema financiero que facilitara el crecimiento económico y la modernización de los medios de pago. Dadas las restricciones existentes para el funcionamiento de las sociedades anónimas y la creación de bancos de todo tipo desde fines del Antiguo Régimen, los liberales no habían logrado lanzar el sector financiero ni posibilitar la creación de un mercado de capitales que asignase los recursos según las necesidades de la economía. Las razones que explican estos titubeos ya se han explicado con anterioridad: conservadurismo, temor a las crisis, endeudamiento crónico de la Hacienda pública que hacía necesario recurrir a un banco semioficial que actuase como emisor único y prestamista del Estado y, finalmente, entorno económico y social relativamente atrasado frente a prácticas financieras y de intermediación más avanzadas. En este contexto, la legislación financiera del bienio vino a suponer un cambio radical, al menos formalmente.

En primer término los liberales progresistas eran conscientes de que la oferta monetaria era escasa y ello actuaba retrayendo la velocidad de circulación del dinero, frenando la capacidad de expansión económica por escasez de medios de pago. Aunque no se optó por un sistema do, free banking al estilo de Estados Unidos o con ciertas diferencias frente al modelo británico, lo cierto es que la pluralidad de emisión -aunque con topes legalespermitió una notable expansión de la oferta monetaria y de los medios de pago. La banca de emisión que se creó lo hizo fuera de las plazas en las que tradicionalmente había actuado la banca con monopolio en la creación de dinero, como Madrid, Barcelona y Cádiz. Ello significó que amplias áreas de la economía peninsular, como el País Vasco, el País Valenciano, Cantabria, Galicia y Andalucía oriental, contaran con medios de pago que facilitaran las transacciones comerciales y económicas en general. En las plazas que ya disponían con anterioridad de bancos, la ampliación de la nómina de entidades financieras provocó una cierta competencia entre instituciones que redundó en beneficio de los agentes económicos e inversores. Como señala C. Sudrià, la banca de emisión fue positiva para la normalización financiera del país, aunque no se consiguiese plenamente (C. Sudrià, 1994: 102). Es más, para subrayar esta visión positiva convendría recordar que la banca monopolista anterior no contribuía a dinamizar el papel del crédito y la inversión privada, dado su papel subsidiario frente al Estado. Con la banca de emisión aumentaba la oferta crediticia y facilitaba la inversión. Sin embargo, esta banca era todavía raquítica en cuanto a su papel de intermediación. Si se comparan los activos totales de las entidades con respecto a la Renta Nacional, la estructura resultante, en términos comparativos internacionales, resulta todavía muy pequeña. Esto también se advierte desde la perspectiva de la composición de la oferta monetaria en la que el 89 por 100 era moneda metálica en la década de los años sesenta, tal y como muestra el cuadro 5.2.

CUADRO 5.2. Composición de la oferta monetaria en 1865 (millones de pesetas)








	Billetes
Cuentas corrientes
Plata
Oro
Oferta monetaria

	100
60
250
1.100
1.510







FUENTE: G. Tortella, 1994: 143.

Desde este punto de vista, la banca de emisión se adaptaba al país en la medida en que éste poseía una economía desequilibrada y todavía escasamente desarrollada.

Por lo que se refiere a las sociedades de crédito, el papel fue diferente y también su impacto económico. Las mayores necesidades de capital requeridas para poner en marcha los ferrocarriles obligaron a crear las bases legales para que los bancos de inversión pudiesen funcionar en España. Las sociedades de crédito, que tenían por ley autorización para efectuar todo tipo de actividades bancarias y expresamente la de “crear toda clase de empresas de caminos de hierro” (P. Martín Aceña, 1985: 125-126), se abocaron casi de modo exclusivo a la financiación de obras públicas y, con preferencia, a participar financieramente en la constitución de empresas ferroviarias y en contratas para llevar a cabo las obras de instalación del tendido férreo. El modelo francés fue el elegido para llevar a cabo el objetivo de construir cuanto antes la red de ferrocarriles. Desde este punto de vista, el impacto sobre la economía española de esta clase de institución bancaria fue netamente positivo a corto plazo, toda vez que, en su ausencia, difícilmente se podría haber puesto en marcha el sistema ferroviario, que era uno de los símbolos más emblemáticos de la Revolución Industrial del siglo XIX y objetivo central de la política económica de los liberales progresistas en la revolución de 1854. La crisis de 1866 y los problemas de rentabilidad de las empresas ferroviarias abocaron a la desaparición de la práctica totalidad de las sociedades de crédito, ya que sólo sobreviviría el CME, aunque muy mermada su capacidad de financiación a consecuencia de la crisis.

5.4. Los banqueros privados

Se ha asociado el proceso de modernización del sistema financiero casi exclusivamente a la creación de instituciones bancarias bajo el régimen de sociedad anónima. Ello ha conducido a explicaciones históricas reduccionistas en lo referente a la realidad financiera española, particularmente durante gran parte del siglo XIX. El escaso número de bancos y el estrepitoso fracaso de buena parte de ellos en la década de I860 ha generado no sólo una imagen negativa entre los historiadores económicos del sistema financiero creado por los liberales, sino que además ello ha servido para reforzar los argumentos acerca del escaso papel de la banca y el relativo atraso de la economía española, debido a la escasez de medios de pago y el raquitismo de las instituciones bancarias creadas frente a las necesidades de financiación. No obstante, ya hemos subrayado algunos de los efectos positivos de la legislación bancada y de sus implicaciones económicas. Conviene también señalar que, además de los bancos, hubo una amplia nómina de banqueros individuales que, lejos de desaparecer, fue aumentando en número y en actividades a lo largo del siglo XIX, cubriendo las insuficiencias de financiación que en muchas plazas y regiones existían como consecuencia del bajo número de bancos que operó hasta 1868.

Como ha estudiado J. R. García López (1985: 59-85), el Código de Comercio de 1829, y más tarde el reformado de 1885, dio cobertura jurídica y legal a la actividad mercantil de los denominados comerciantes banqueros. Estos profesionales se enfrentaron ya desde fines del siglo XVIII a los graves problemas asociados a la escasez de la oferta monetaria que aquejó a la economía española hasta la concesión del monopolio de emisión al Banco de España en 1874. Este colectivo de banqueros, diseminado por toda España, radicado en su mayor parte en las capitales y con una amplia red de sucursales en las comarcas interiores de su ámbito provincial, realizó todo tipo de operaciones bancarias y de carácter mercantil. Como colectivo especializado, ofrecía provisión de medios de pago, de financiación y una amplia gama de servicios financieros. En cuanto a la primera de estas actividades, la relativamente baja oferta monetaria que aquejó a la economía española durante gran parte del siglo favoreció la utilización de la letra de cambio como un excelente medio de pago en un contexto monetario en el que los billetes de banco tenían dificultades para ser asimilados y en el que el cheque bancario carecía todavía de aceptación generalizada. En lo referente a los medios de financiación, los banqueros adelantaron capital mediante descuento de efectos y con créditos a corto plazo. A través de estos sistemas, los más importantes sectores de la economía española se beneficiaron de adelantos de capital. Entre ellos cabe citar la minería, las empresas siderúrgicas, los ferrocarriles y las obras públicas. Conviene matizar, por tanto, que no fueron sólo las instituciones bancarias creadas después de 1856 las únicas que estaban en condiciones de realizar el papel de financiación de un proceso de crecimiento económico. Desde fines del siglo XVIII, pero muy especialmente a partir dela década de 1830, los comerciantes banqueros desplegaron una actividad muy significativa en la financiación de las actividades productivas.

El papel más importante desempeñado por esta amplia nómina de banqueros tuvo lugar en la oferta de servicios a los agentes económicos. Desde el punto de vista del volumen, los banqueros se habían especializado en el manejo de efectos, esto es, en la realización de giros, descuentos, negociación de cobros y pagos. A partir de la década de 1840 fueron también adentrándose en todas las operaciones relacionadas con valores: compra y venta de títulos de bolsa, cobro y negociación de cupones de la deuda pública y gestión de cobro de dividendos. Una actividad también bastante lucrativa para este grupo de intermediarios financieros fue el cambio de moneda. Hay que subrayar que los banqueros a menudo trascendían las fronteras españolas para operar en las principales bolsas de Europa, como eran las de Londres y París, así como con comerciantes e importadores de prácticamente todo el continente. Aunque resulta en muchos casos difícil establecer una raya divisoria entre comerciantes banqueros y banqueros debido a las fuentes fiscales de la época, lo cierto es que el número de estos últimos no dejó de aumentar a lo largo del siglo XIX, incluso con el aumento de las instituciones bancarias, de emisión y de crédito, bajo la forma de sociedad anónima. Cabe extraer la conclusión de que la entrada en el mercado de la banca moderna a corto y medio plazo no sólo no acabó con este grupo de banqueros, sino que fue un estímulo para su aumento y para el establecimiento de una cierta especialización, sobre todo a medida que los mercados bursátiles y el crecimiento de las emisiones de deuda pública se fueron abriendo camino entre las preferencias de los inversores españoles desde la década de 1850. Si a las actividades de estos banqueros se les unen las de la banca de emisión y las sociedades de crédito, todo parece indicar que la oferta de servicios financieros fue mucho mayor de la que en principio se había señalado. Por tanto, si la estructura bancaria y de servicios financieros falló o no se adecuó a las necesidades de financiación de la economía española, las explicaciones habrá que buscarlas por el lado de la demanda de crédito y dinero. Como se ha señalado reiteradamente, fueron las inversiones ferroviarias y el fiasco que las acompañó las razones que hundieron a las sociedades de crédito y arrastraron a la banca de emisión. Faltaría conocer cómo afectó a los banqueros particulares el desmoronamiento del sistema financiero creado por los liberales tras la legislación de 1856. Lo cierto es que la desaparición de las mayores instituciones bancarias y de crédito a buen seguro acabaría reforzando el papel de estos intermediarios, más modestos, flexibles y capaces de adaptarse a los requerimientos de los agentes económicos e inversores más pequeños. Esta es la razón que explicaría su pervivencia en la estructura financiera española hasta comienzos del siglo XX.

5.5. Los mercados bursátiles

La bolsa constituye uno de los mecanismos a través de los cuales las empresas obtienen financiación mediante la ampliación de capital. En la Europa del siglo XIX, Londres y París eran los mercados más importantes por el volumen del capital negociado y por la cantidad de empresas de todos los sectores de la economía que participaban en sus cotizaciones. En el caso español, la actividad de la bolsa se concentró en tres ciudades: Madrid, Barcelona y Bilbao. Las dos primeras capitales fueron las que tuvieron sus mercados abiertos más tempranamente, ya que desde 1830, a consecuencia de la entrada en vigor del Código de Comercio aprobado el año anterior, estaban en funcionamiento. Por su parte, Bilbao no abriría su bolsa hasta 1890. Valencia dispuso de un bolsín o mercado paralelo de valores desde la década de 1860.

Hasta tiempos muy recientes no se ha abordado, con detalle, la historia bursátil española del siglo XIX debido a la escasez de documentación y a la pobreza relativa del análisis cuantitativo que se ha podido llevar a cabo a partir del material disponible (X. Tafunell, 1989: 471-473). Los trabajos más recientes han tratado de valorar esta pieza básica del sistema financiero planteándose la contribución de estos mercados a la modernización global del conjunto de instrumentos de financiación a disposición de la economía. Por lo que se refiere a la Bolsa de Madrid, estudiada por Andrés Hoyo (A. Hoyo, 1998), el mercado de valores de la capital no fue otra cosa que el reflejo del curso y evolución de la deuda pública. Hasta 1900 Madrid no desempeñó plenamente su función de mercado de capitales, ya que predominó mayoritariamente la renta fija ligada a fondos del Estado teniendo poca presencia los valores privados, tanto de renta fija como variable. Hoyo mantiene que hasta los inicios del siglo XX la Bolsa de Madrid ocupó una posición marginal en su función de promover la colocación de fondos en actividades productivas a través de la emisión de recursos ajenos (obligaciones) y propios (acciones).

Sin embargo, en lo que hace referencia al período de 1831-1868 (figura 5.1), se pueden apreciar muy claramente los efectos positivos que tuvo la legislación del bienio progresista: entre 1856 y 1861 se produjo una fase expansiva en la que se superaron los 250 millones de pesetas en la primera de las fechas o los 500 millones de volumen global negociado a fines del año 1861, con 60 títulos admitidos a cotización en el último año citado. Desde 1864 a 1866 fue notorio el problema de la crisis financiera con una caída espectacular que sólo se superaría a partir de 1869, con la Ley de Sociedades por acciones aprobada en ese mismo año. Por lo demás, en ambos índices de la Bolsa de Madrid se observa la importancia de la renta fija por la gran sensibilidad frente a los problemas de la deuda pública [el índice promediado, obtenido a partir de medias aritméticas mensuales, es un índice sensible a las variaciones de los valores más frecuentes y tiene el problema de que las cotizaciones iniciales de los títulos más cotizados pueden distorsionar el índice a largo plazo. Esto se corrige con la elaboración de un índice ponderado que introduce matizaciones según el peso medio que cada sector representa dentro de los valores admitidos a cotización. Este último índice corrige los sesgos del anterior. Véase A. Hoyo (1998)]. Los sucesivos arreglos de la deuda provocaban caídas inmediatas del índice general, tal y como ocurrió en 1834-1836 con las iniciativas tomadas por el Conde de To reno en Hacienda o en 1851 con el duro ajuste de Bravo Murillo. Las medidas de política económica del bienio progresista abrieron nuevas expectativas netamente expansivas, tanto en la cotización de la deuda como en los valores de renta variable.

Los valores más importantes en la década de los años sesenta por su capital en efectivo eran, como cabría esperar, los de los bancos y sociedades de crédito, las compañías de ferrocarriles y los seguros. Resulta muy significativa la tipología de los títulos admitidos a cotización en la Bolsa de Madrid, ya que dejan entrever el peso sectorial que tenían en el mercado oficial de la capital las actividades económicas del período de 1833-1873 (cuadro 5-3).
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Figura 5.1. Indice general de la Bolsa de Madrid (1831 - 1874). Fuente: A. Hoyo, 1998.

CUADRO 5.3. Tipología de los títulos cotizados en la Bolsa de Madrid (1833-1873)
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FUENTE: A. Hoyo, 1998.

Del cuadro 5.3 se desprende que la Bolsa de Madrid actuó como un mercado de referencia básico para la renta fija de titularidad pública. Sólo a partir de 1856 la renta fija ferroviaria -obligaciones— comenzaría a adquirir una mínima importancia, que posteriormente perdería tras la crisis de 1866, al caer hasta un 60 por 100 de su participación porcentual en 1873. Por lo que se refiere a la renta variable, el peso era muy reducido en el conjunto de los títulos de la Bolsa de Madrid y sólo fue significativo a partir de 1856. Hay que señalar que, además de los sectores empresariales impulsados por la legislación liberal de 1856 (bancos, sociedades de crédito, ferrocarriles y seguros), el sector de varios comenzó a disponer de un mayor peso, lo cual cabe entenderse como un tímido despegue en la atracción de capitales en bolsa por parte de áreas de actividad económica nueva, como la construcción, las empresas metalúrgicas y de las de obras públicas. En cualquier caso, Andrés Hoyo sostiene que el mercado bursátil madrileño no desempeñó un destacado papel en la captación de ahorro. Las razones que explican este comportamiento residirían en el elevado volumen de deuda pública en circulación y en el mayor peso que representaban las empresas comanditarias y colectivas frente a las que se organizaban bajo el régimen de sociedades anónimas. Hay que señalar a este respecto que hasta la Guerra Civil estas formas de asociacionismo personalista fueron las preponderantes en la economía española (X. Tafunell, 1989: 476). A todo ello cabría añadirle, tal y como subraya A. Hoyo, la existencia de mecanismos informales de provisión de capitales con los que la Bolsa no podía competir. La presencia del Gobierno y la Administración pública en Madrid dotó a este mercado de una vinculación muy estrecha a la evolución de la deuda pública.

A diferencia de Madrid, la Bolsa de la capital de Cataluña estuvo mucho más vinculada al curso de la renta variable, lo cual no era sino el reflejo de la estrecha relación existente entre este mercado y la economía industrial del Principado. Josep Fontana (1961), X. Tafunell (1985, 1998) y Lluis Castañeda (1998) han estudiado la evolución de la Bolsa de Barcelona desde una perspectiva de largo plazo para el siglo XIX. Desde 1830 el antiguo Colegio de Corredores Reales de Comercio había comenzado a llevar los libros registro de precios y cotizaciones. Aunque ello era consecuencia directa de la aplicación del Código de Comercio de 1829, en la plaza de Barcelona ya se habían cruzado operaciones públicas de carácter financiero desde fines del siglo XVIII, la mayor parte de ellas vinculada a la circulación de los Vales Reales. Estos últimos fueron considerados deuda pública y los corredores barceloneses se acostumbraron a mediar en las operaciones de renta fija, informando de ellas al Diario de Barcelona, el cual las imprimía en sus páginas. Sin embargo, las operaciones de renta variable no funcionarían hasta 1843, siendo más abundantes a partir de 1846 (Ll. Castañeda y X. Tafunell, 1998) dentro de un contexto de crecimiento rápido de las cotizaciones bursátiles. Desde 1850 las cotizaciones de renta variable fueron publicadas en las páginas del Diario de Barcelona.

Respecto a las características de la Bolsa de Barcelona hay que señalar el reducido tamaño de la mayor parte de las empresas que cotizaban; con excepción de algunos bancos y las compañías de ferrocarriles, la mayor parte de ellas tenía pocas acciones. Entre 1856 y 1866 el peso de los distintos sectores cambió con rapidez: las empresas de seguros y las industriales redujeron a la mitad su importancia, mientras que las compañías de ferrocarriles casi duplicaban la suya, tal y como se desprende del cuadro 5-4.

CUADRO 5.4. Capital desembolsado por sectores en la Bolsa de Barcelona (1857-1866), en millones de pesetas
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FUENTE: Ll.Castañeda y X. Tafunell, 1998.

Respecto al curso de los índices del mercado de valores de la capital catalana, lo más sobresaliente de su comportamiento hasta 1868 fue la doble crisis experimentada en 1857 y en 1866. La primera fue mucho más acusada, tal y como demuestra el índice promedio, que siempre recoge una mayor intensidad de la caída de las cotizaciones (figura 5.2). En esta primera disminución, fueron los bancos y las compañías de seguros los más afectados por el hundimiento de sus cotizaciones. En el caso de la crisis de mediados de la década de 1860, fueron todos los sectores los implicados, aunque en términos proporcionales los bancos, sociedades de crédito y muy especialmente las compañías de ferrocarriles resultaron ser los más afectados.

Este comportamiento de la Bolsa de Barcelona refleja una gran sintonía con la de Madrid en lo relativo a la crisis de 1866, que era una situación depresiva de carácter internacional que afectaría tanto a los mercados de renta fija como a los de variable. Sin embargo, las diferencias más notables entre ambas se advierten en el impacto de la situación de crisis en 1857 para el mercado catalán, que no tiene apenas reflejo en el madrileño. Esto viene a subrayar las diferencias entre ambas plazas: la primera vinculada a la deuda pública y la segunda mucho más caracterizada por su nexo con los mercados productivos y la economía real. Estas diferencias se mantendrían hasta comienzos del siglo XX, si bien desde el último tercio del siglo XIX la convergencia entre mercados comenzó a notarse con mayor intensidad.
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Figura 5.2. Indice de la Bolsa de Barcelona (1849-1874). Fuente: Ll. Castañeda y X. Tafunell, 1998.

En cualquier caso, el mercado de valores español entre 1830 y 1868 fue despegando muy lentamente y su papel en la provisión de capitales para la economía fue más bien modesto. Unicamente progresó perceptiblemente a partir de 1856 y siempre con una gran inestabilidad, como consecuencia de los elevados niveles de incertidumbre y riesgo que presidían las tomas de decisiones financieras de los agentes económicos e inversores. El volumen de transacciones de las bolsas de Madrid y Barcelona era muy reducido comparativamente con los de Londres y París, mercados ya consolidados y especializados desde la década de 1840. El elevado endeudamiento del Tesoro español fue el mayor lastre en el desarrollo de la Bolsa de Madrid.


6

La Hacienda: de la crisis del Antiguo Régimen a la reforma tributaria de 1845

6.1. La Hacienda y la crisis del Antiguo Régimen

Tradicionalmente, el retraso económico de España en el contexto de la Europa Occidental de la primera mitad del siglo XIX ha sido interpretado como una de las consecuencias negativas desencadenadas tras la pérdida del Imperio colonial. A diferencia de esta interpretación, la aportación realizada por L. Prados a principios de la década de los noventa resaltaba los efectos positivos que la independencia había provocado sobre la economía española, en especial la adaptación de los sectores más competitivos a la nueva situación, como la agricultura más comercial. Este enfoque, claramente optimista, no escondía, sin embargo, la repercusión desfavorable de tales hechos sobre el comercio exterior de bienes y servicios, el descenso en los niveles de inversión, la pérdida del mercado reservado para la industria nacional y el desmoronamiento del aparato fiscal del Antiguo Régimen (Prados, 1993: 253-300). Si la emancipación afectó en mayor o menor medida a sectores e instituciones claves de la economía española de comienzos del Ochocientos, en primer lugar, conviene subrayar su trascendencia generalizada; y, en segundo lugar, mostrar y medir su impacto dependiendo de los sectores, instituciones y regiones a tener en cuenta.

En el caso de la Hacienda española del siglo XVIII, difícilmente se puede entender su transición hacia un régimen liberal sin tener en cuenta sus características generales en el contexto europeo de la época y, lo que es más importante, la aportación de las colonias americanas a la estructura del aparato fiscal del Antiguo Régimen. En una perspectiva comparativa internacional sobre los sistemas tributarios, es necesario señalar que la mayor parte de las potencias europeas del Setecientos, y la monarquía hispánica no fue una excepción, mantuvo el mismo comportamiento en su proyección exterior, aunque con diferentes trayectorias. El mercantilismo, como doctrina económica dominante, sostenía que la guerra era una forma de inversión para mantener el prestigio y el dominio de los territorios coloniales, de donde llegaban los metales preciosos. El conflicto bélico se convirtió, de este modo, en la práctica política fundamental de las monarquías europeas, y su financiación se sostuvo, generalmente, mediante sistemas tributarios escasamente evolucionados, donde el peso de la carga fiscal recayó sobre los campesinos, debido a la exención impositiva de la nobleza y del clero. Gran Bretaña, Francia o el Imperio Austrohúngaro tuvieron que sostener costosos ejércitos, con sistemas fiscales donde adquirían cada vez mayor peso los recursos de carácter extraodinario que, a su vez, originaban endeudamiento y ponían en peligro la propia viabilidad del sistema político y social. El resultado no se hizo esperar, el binomio guerra-endeudamiento llegó a provocar la caída del Antiguo Régimen en Francia, supuso la modificación de las bases impositivas en el Reino Unido y, en el caso español, precipitó la transición hacia el liberalismo (J. Fontana, 1971, 1987: 159-164, 1989: 125-145, 1991: 305-320).

En cuanto a la estructura tributaria de la Monarquía hispana a finales del siglo XVIII, apenas había experimentado sustanciales modificaciones desde finales de la Edad Media. En primer lugar, la Corona no tenía el monopolio fiscal: la Iglesia percibía una de las mayores y más saneadas rentas del Antiguo Régimen, el diezmo, mientras que los señores jurisdiccionales obtenían rentas, tasas y multas cedidas o enajenadas por la Hacienda Real, siendo las más importantes las tercias y las alcabalas. En segundo lugar, la fiscalidad se basaba en la desigualdad estamental que representaban las clases exentas, fundamentalmente el clero, y la falta de homogeneidad territorial, al componerse la Hacienda Real de tantas Haciendas como reinos, a lo que habría que añadir los territorios coloniales que, a diferencia de lo que ocurría en la península, transferían a la metrópoli los excedentes de sus Cajas. El triunfo de los Borbones tras la Guerra de Sucesión y la incorporación de la Corona de Aragón al sistema fiscal de la Monarquía no supuso la asimilación fiscal de todos los reinos hispánicos; por el contrario, el País Vasco y Navarra mantuvieron sus propias fuentes de ingresos, lo que propició su autonomía fiscal y contribuyó a la desigual contribución con el resto de los reinos hispánicos. La baja presión fiscal en estas áreas, junto a lo relativamente reducido de su aportación global a las rentas castellanas, explicaría la acuñación de la expresión territorios exentos durante el siglo XVIII, y su extensión en el siglo XIX gracias al mantenimiento de un sistema tributario diferenciado en Navarra y a la salvaguarda de los privilegios fiscales de las clases dominan tes (I. Mugartegui, 1990; M. García Zúñiga e I. Mugartegui, 1989; J. De la Torre y M. García-Zúñiga, 1998). En tercer y último lugar, esta falta de homogeneidad y generalidad se completaba con una fiscalidad basada en los gravámenes indirectos, donde las fuentes de renta eran las mercancías en circulación o las transacciones en general, no la producción ni las rentas personales. Como ha mostrado E. Fernández de Pinedo (1980), con un sistema fiscal centrado en los impuestos indirectos, es decir, gravando el consumo y las transacciones mercantiles, los ingresos dependían de tres variables: población, precios y renta disponible para determinar la propensión al consumo. Desde esta perspectiva, hasta la primera mitad del siglo XVIII la recuperación demográfica, el nivel de los precios moderadamente en ascenso y el mantenimiento de rentas bajas favorecieron una propensión mayor al gasto que trajo un incremento real de los ingresos fiscales. A partir de 1750, a pesar del crecimiento de la población y de los precios, las rentas a pagar por el uso de la tierra se elevaron considerablemente, lo que disminuyó el consumo y, en consonancia, favoreció un descenso de la recaudación fiscal. La disminución relativa de los ingresos vino a demostrar que los impulsos de la economía hacia el crecimiento no estaban siendo aprovechados por la recaudación fiscal. No en vano, los síntomas de agotamiento del sistema, por el lado de los ingresos ordinarios, ya eran claramente manifiestos a partir de 1780 como pone de manifiesto el cuadro 6.1.

CUADRO 6.1. Tasa de crecimiento de los ingresos fiscales en el siglo XVIII








	Años

	Tasa crecimiento




	1720-1740
1740-1750
1751-1775
1780-1800

	1,57
1,71
1,50
1,32







FUENTE: E. Fernández de Pinedo, 1980.

El inicio de un nuevo ciclo bélico, desde finales del siglo XVIII hasta comienzos de la centuria siguiente, obligó a aumentar los ingresos mediante el recurso sistemático de la emisión de vales reales. La emisión de este papel moneda o dinero fiduciario, como principal forma de financiar el déficit del Estado Absoluto, nació asociada a la financiación de la guerra contra Inglaterra por la independencia de Estados Unidos. A corto y medio plazo, la experiencia puesta en marcha por Cabarrús fue acogida favorablemente por el público (P. Tedde, 1987). La operación se mostraba claramente positiva gracias a la confianza suscitada en la capacidad del Estado para pagar unos intereses de 4 por 100 anual y por el empleo de los vales reales como medio de pago en períodos en que las flotas de la plata dejaban escasez de numerario, lo que favorecía su conversión en activos demandados por comerciantes al por mayor y banqueros. La apertura del Banco de San Carlos en 1783 completó este panorama al representar seguridad y liquidez y otorgar credibilidad financiera al gobierno. La situación cambió a partir de 1789 y, especialmente, a comienzos del reinado de Carlos IV, cuando los vales experimentaron cotizaciones claramente a la baja, depreciándose de forma continuada debido a las recurrentes emisiones. Los apuros provocados por la falta de liquidez, derivada de la situación bélica del último decenio del Setecientos, reforzaron las posiciones antinobiliarias y antieclesiásticas dando paso a la desamortización, propuesta por Godoy, de una fracción de los bienes de la Iglesia. Era la respuesta a la falta crónica de recursos ordinarios y extraordinarios que agotaba las posibilidades de servir de respaldo a la arriesgada política de endeudamiento de la monarquía y preludiaba el total hundimiento del sistema fiscal del Antiguo Régimen (R. Herr, 1978; y J. P. Merino, 1981 y 1987)

Desde finales del XVIII, un porcentaje cada vez mayor de los ingresos procedía de donativos, caudales de Indias, préstamos de Holanda, vales reales, empréstitos, fondos vitalicios, imposiciones sobre la renta del tabaco, etc. De todas esta partidas, los ingresos coloniales significaban un apoyo decisivo al sostenimiento de la Monarquía. Los caudales de América, a los que hay que agregar los ingresos aduaneros obtenidos en la península directa e indirectamente por el tráfico colonial, hicieron posible a largo plazo el rango de potencia europea de la Monarquía hispana sin verse obligada a afrontar la modernización de su Hacienda, como lo hicieron estados rivales como Francia y, sobre todo, Inglaterra. Así, durante el siglo XVIII, la práctica de una política exterior de gran potencia fue financiada con unos recursos internos que no crecían, con los ingresos de aduanas que dependían en buena medida del tráfico directo e indirecto con las colonias, y con las remesas de Indias. El inicio de la Guerra de la Independencia en la península y el estallido de la guerra revolucionaria en los territorios americanos con su negativa repercusión sobre los ingresos fiscales de la Corona desmantelaron definitivamente esta situación. De acuerdo con las cifras de Javier Cuenca (1981: 183-208), Josep Fontana sostiene que las aduanas y caudales de Indias representaban, a fines del siglo XVIII, alrededor de un 40 por 100 del total de los ingresos ordinarios, por lo que las colonias americanas proporcionaban al menos una cuarta parte de los ingresos ordinarios del gobierno español. Esta proporción resulta especialmente significativa si tenemos en cuenta la rigidez de las restantes partidas que componían los ingresos ordinarios de la monarquía y que no permitía compensar su desaparición. Con el estallido de la independencia y la consiguiente pérdida del mercado y de los ingresos fiscales de las colonias americanas, el aparato fiscal del Antiguo Régimen entró en una profunda crisis. El agravamiento de las dificultades financieras del Estado, como consecuencia de la caída de sus ingresos externos, dotó al problema fiscal de un protagonismo decisivo sobre la quiebra de la Monarquía Absoluta y el advenimiento del Estado liberal. Las implicaciones que la crisis colonial tuvo en la crisis fiscal y ésta, a su vez, en la caída del Absolutismo ayudaron al cambio institucional necesario para el desarrollo y la modernización económica en el siglo XIX. El camino hacia el capitalismo fue, sin embargo, incierto. Las profundas convulsiones políticas que sacudieron a la península durante las tres primeras décadas de la centuria decimonónica ralentizaron la modernización de la economía española y, con ella, la implantación de un nuevo y moderno aparato fiscal.

6.2. La Hacienda preliberal:: absolutismo versus liberalismo

Entre el estallido de la Guerra de la Independencia y el establecimiento de la llamada reforma fiscal de Mon-Santillán en 1845, la Hacienda española atravesó una fase de profundas penurias financieras en un contexto de fuertes tensiones sociales y políticas. En el transcurso de estos años y cuando los liberales transitoriamente ocuparon el poder, sus primeros pasos se encaminaron a establecer imposiciones fiscales de carácter directo que recayesen sobre la propiedad inmobiliaria y fuesen teóricamente más acordes con los principios de una nueva doctrina fiscal de corte liberal. La resistencia demostrada por los perceptores de rentas agrarias y defensores del Antiguo Régimen era recompensada por los absolutistas al recuperar el poder y anular estas medidas. La solución al déficit era, entonces, no reconocer la deuda generada por los gabinetes liberales y crear nuevas contribuciones incapaces de transgredir el sistema fiscal del Antiguo Régimen.

En esta época de radicales alternancias políticas y cambios estructurales, todos los secretarios de despacho de Hacienda toparon con obstáculos insalvables en su intento de establecer un régimen tributario mejor y más saneado. En el caso de las dos experiencias liberales de las Cortes de Cádiz y el Trienio Constitucional, se dieron los primeros intentos de transformación y renovación fiscal, acordes con un nuevo tipo de sociedad y capaces de incorporar los principios de una nueva doctrina fiscal: igualdad, presupuesto equilibrado de ingresos y gastos y control parlamentarios de la cuenta del Tesoro. La implantación de un impuesto directo sobre la propiedad inmobiliaria se convirtió en el eje de la reforma fiscal. Por el contrario, en los períodos absolutistas se anulaba el trabajo realizado durante los anteriores gabinetes liberales, se mantenía la ortodoxia fiscal del Antiguo Régimen y la tarea se centraba en contener el gasto dentro de los estrechos límites permitidos por la recaudación. La única lógica, entonces, en la implantación de nuevos impuestos era el aumento en los ingresos de la Hacienda, siempre sobre las mismas bases tributarias.

Si seguimos un orden cronológico, el estallido de la Guerra de la Independencia hizo posible que las Cortes emprendieran por primera vez la reforma fiscal, dentro de una política ambiciosa de renovación general de la sociedad española y más allá de las limitaciones que habían hecho fracasar los propósitos reformistas de la Ilustración. La propia situación bélica del país y los intentos por restablecer una administración unificada en las provincias que no se hallaban ocupadas por los franceses se convirtieron en un claro impedimento a la política general, puesto que ni la Junta Central ni las Cortes en sus primeros tiempos pudieron hacer nada destacable en materia fiscal (Fontana, 1973). No será hasta 1813, en el momento que comienza a vislumbrarse el fin de la guerra y la consiguiente reconstrucción del país, cuando las Cortes propongan la tan esperada transformación de la Hacienda. Como ya destacara Josep Fontana, aunque la reforma se emprendía retomando el fracaso de la “única contribución” y el viejo sueño de la reforma tributaria, se insertaba, ahora, en un ideario renovador de trasfondo revolucionario con las siguientes medidas: establecimiento de una contribución directa y reparto de las contribuciones entre “todos los españoles, sin distinción de privilegio alguno”, distribución por cupos entre las provincias de la contribución directa, elaboración del presupuesto de gastos por el gobierno, responsabilidad de la recaudación con el establecimiento de una sola Tesorería y supresión de las rentas provinciales y estancadas. El alcance teórico de estas propuestas pronto topó con la realidad al pretender que la recaudación doblase los ingresos tributarios anteriores a 1808, y establecer la base para efectuar el reparto en la inexactitud de los datos del Censo de frutos y manufacturas de 1799. Esto supuso que, aunque la implantación y el cobro regular de la contribución directa comenzase teóricamente en 1814, la marcha real de su recaudación fuese un fracaso. Inevitablemente, en un momento en que el país se mostró agotado de los sacrificios y destrucciones de seis años de guerra, la fortísima presión ejercida por esta nueva carga en el mundo rural favoreció la caída del régimen constitucional y el restablecimiento del absolutismo.

Instaurado en el trono Fernando VII, la primera medida del gobierno se centró en abolir la contribución directa de las Cortes y restablecer las rentas provinciales y equivalentes y los estancos. Con las arcas del erario vacías y lapérdida de toda confianza en una Hacienda incapaz de pagar los intereses de sus viejas operaciones de crédito, los planes y propuestas inicialmente planteados oscilaron entre la irrealidad y el desatino. No será hasta el establecimiento de una Junta de Hacienda en 1816 encargada de obtener nuevas fuentes de ingresos y, sobre todo, con el nombramiento en diciembre de ese mismo año de Martín de Garay como ministro de Hacienda, cuando se ponga en marcha el arreglo de las cuentas públicas. La llamada “reforma o sistema de Garay” abolía las rentas provinciales y equivalentes y las sustituía por un sistema mixto con una contribución general, proporcional a la riqueza de cada contribuyente a repartir entre todas las poblaciones, exceptuando a las capitales de provincia y puertos habilitados sujetos a satisfacer unos derechos de puertas por las mercancías introducidas en sus cascos urbanos. La implantación precipitada del sistema, que contó con el apoyo personal del rey, puso al descubierto las enormes imprecisiones en cuanto a los criterios de su aplicación. Las tarifas para el cobro de los derechos de puertas no se publicaron hasta año y medio más tarde, mientras que la contribución general no vino precedida de un nuevo intento de estadística de la riqueza, al presuponer el ministro que los pueblos elaborarían sus propios cuadernos de riqueza. Como las evaluaciones de la riqueza que debían servir de base para un reparto equitativo no aparecieron por ningún lado, Garay trató de crear su propia fuente de información destinada a realizar lo que él llamó Cuaderno general de la riqueza que cada pueblo había de rellenar. El sistema previsto incrementó la confusión y se mostró de una complejidad extraordinaria al suponer que los rendimientos agrarios y las tasas de beneficio de otras actividades económicas eran homogéneos en cada partido. Con estas perspectivas, la destitución de Garay en 1818 supuso la falta de cumplimiento de sus promesas de ordenar la Hacienda y, sobre todo, de aumentar sus ingresos, pero en ningún caso representó un triunfo de los defensores del absolutismo por lo que pudiera contener la reforma de ataque a sus privilegios. Así, lejos de eliminarse, el sistema de Hacienda planteado por el ministro siguió vigente y se mantuvo al mismo equipo que había trabajado a sus órdenes con el propósito de dar un nuevo impulso a su desarrollo. El resultado final difícilmente pudo cosechar buenos resultados ante la ausencia de una estadística necesaria para la recaudación de la contribución general. Cuando en febrero de 1820 la insurrección liberal de Riego se declaraba triunfante, la vigencia del sistema de Hacienda de Garay había dejado de ser una realidad para convertirse en un ingrato recuerdo entre los campesinos.

Con el llamado Trienio Constitucional se retomaba el proyecto liberal y con él, los ensayos de reforma tributaria sucesivamente postergados al compás de los continuos cambios políticos. El nuevo régimen ponía en vigor el principio de la igualdad de los ciudadanos ante la ley y el impuesto y asimilaba los territorios forales al régimen fiscal común. La implantación de una contribución directa percibida sobre la renta de los predios rústicos y urbanos, cargando un 25 por 100 sobre los arrendatarios, y una contribución de patentes, inspirada en el modelo francés, sobre los beneficios industriales y mercantiles, alteraba drásticamente el sistema impositivo, aunque se intentaba no recargar la fiscalidad. Sin duda, la agitada situación política y, sobre todo, el estrecho límite temporal de la nueva experiencia revolucionaria truncada por la invasión de los Cien Mil Hijos de San Luis, dieron al traste de nuevo con las expectativas que el liberalismo representaba, a lo que hubo de añadir la carga financiera que supuso la presencia del ejército francés destinado a impedir nuevos intentos revolucionarios.

Una vez recuperado el poder absoluto de Fernando VII al amparo de las armas francesas, la política de los absolutistas fue puramente coyuntural al servicio de su único fin, la conservación del poder, con el límite impuesto a todo intento de modernización. A partir de entonces, la permanencia de López Ballesteros al frente de la cartera de Hacienda durante nueve años (XII-23 a X-32) marca un signo de estabilidad sin comparación con ningún otro ministro del siglo XIX y le hace acreedor de una actuación ideológicamente afín al poder con el objetivo de acomodar el sistema de Hacienda a la nueva situación, al margen de toda aspiración revolucionaria. Como señala J. Fontana (1998), la “reforma de Ballesteros” apenas reformaba nada. Restablecía las rentas provinciales y sus equivalentes, con la única salvedad de conservar de la “reforma de Garay” la exigencia de que las capitales de provincia y puertos importantes y ciudades de más de 15.000 habitantes las pagasen con unos derechos de puertas sobre los artículos que se introdujesen en ellas. Además, creaba dos subsidios, uno eclesiástico y otro de comercio, de 10 millones de reales cada uno; y volvía a poner en vigor las rentas estancadas, con la innovación del llamado estanco d el bacalao que terminó convirtiéndose en un recargo en el arancel de importación de este producto. Si López Ballesteros intentó volver las cosas al estado que tenían en tiempos pasados, la recaudación tributaria no cumplió las expectativas del ministro, hasta el punto de no cubrir los gastos más elementales. Entre otras razones, no era tan fácil volver a la situación anterior, puesto que muchas de las rentas consideradas fundamentales en el Antiguo Régimen, como las Aduanas, habían reducido drásticamente su recaudación de 175 millones de reales al año a finales del siglo XVIII a 49 millones en 1832 (Fontana, 1998). Junto al declive de las rentas tradicionales, la ineptitud de los gobernantes y, sobre todo, el colapso de las bases económicas del Antiguo Régimen abocaban necesariamente al fracaso los intentos de recomposición de los proyectos absolutistas.

Si durante los períodos liberales, el fracaso de la reforma tributaria recayó sobre la lenta agonía del Antiguo Régimen y las continuas convulsiones políticas que hicieron imposible el asentamiento de cualquier transformación, durante las restauraciones absolutistas las limitaciones eran aún mayores, puesto que los proyectos fiscales no podían transgredir los privilegios del Antiguo Régimen. Entre 1812 y la implantación de la reforma de Mon-Santillán en 1845, los problemas políticos y fiscales se debilitaron mutuamente e impidieron la adopción de la tributación liberal en España. Pero la lenta agonía del Antiguo Régimen y la debilidad de la revolución burguesa no sólo retrasaron la reforma liberal en la Hacienda, sino que, además, favorecieron la configuración de un sistema que aunó las nuevas figuras tributarias con las viejas prácticas políticas y administrativas, lo que pesó como una losa sobre la modernización del sistema fiscal español.

6.3. La reforma de 1845 y la implantación de la tributación liberal

Según Francisco Comín, en los comienzos de la década moderada concurrieron los requisitos necesarios para un cambio fiscal. El nuevo entorno económico y político tras la derrota de los carlistas, junto a la aprobación de la Constitución de 1845, hizo insostenible la incompatibilidad entre sistema fiscal y régimen político. Estas nuevas circunstancias propiciaron la existencia de un programa reformador que fue asumido por los partidos políticos con responsabilidades de gobierno durante el siglo XIX. A pesar de que el nuevo cuadro tributario no distó mucho de la práctica de recaudación previa y no se intentó crear un sistema de impuestos totalmente nuevo, sí se constituyó en una de las transformaciones fiscales con mayor trascendencia en la historia contemporánea española al establecer los fundamentos de la Hacienda liberal en España y cambiar radicalmente los principios de la distribución de la carga fiscal. El objetivo fue crear una Hacienda Pública, teóricamente suficiente y racional, capaz de acabar con la incapacidad financiera que había quebrado las bases de la monarquía del Antiguo Régimen y dispuesta a gravar equitativamente todas las formas de renta. Aunque detrás de estos fundamentos estaba el principio de igualdad, inherente al cuerpo teórico de la Hacienda liberal, en el terreno práctico los impuestos se revelaron pronto insuficientes e irracionales, dando lugar a una marcada desigualdad de trato fiscal.

Con un corte menos radical que los proyectos ensayados por los liberales de 1813 y 1821, el sistema tributario instaurado en 1845 por Alejandro Mon, bajo la inspiración de Ramón Santillán, se cimentó en la imposición de producto, con la importante limitación de dejar al margen dos importantes fuentes de rendimiento, el capital y el trabajo, y en la fiscalización delos consumos. La Contribución territorial y la Contribución industrial y de comercio fueron la base de la imposición directa y lograron mantenerse sin grandes cambios desde 1845 hasta 1957; o, incluso, hasta 1978, cuando la reforma de Francisco Fernández Ordóñez dio el salto definitivo a la imposición personal, pasando las contribuciones de producto a ser tributos locales. Estas dos figuras impositivas se caracterizaron por gravar actividades económicas específicas, con arreglo al principio teórico de proporcionalidad y mediante el control de los bienes productores de renta. De ahí que el impuesto de producto no pretendiese averiguar la renta realmente percibida por el contribuyente y se desatendiese la personalidad y circunstancias de su propietario o titular de la actividad, y, por el contrario, buscase gravar el rendimiento neto de sus actividades, con arreglo a unos tipos medios considerados normales en cada clase de negocio. Si la España de mediados del siglo XIX era un país eminentemente agrícola, en el que la tierra constituía la forma de riqueza más segura e importante, 1© esencial de aquella reforma consistió en eliminar fuentes fiscales paralelas, como el diezmo eclesiástico, para ser sustituidas por una contribución estatal sobre el producto de la agricultura. La contribución territorial, también llamada de inmuebles, cultivo y ganadería, estuvo en la base de la Hacienda durante la segunda mitad del siglo XIX, aportando más del 20 por 100 de los ingresos ordinarios del Estado, y fue el principal renglón de las Contribuciones directas al representar más del 80 por 100 de éstas en 1850. Aunque la Contribución Territorial fue perdiendo peso a favor de la Contribución Industrial, en 1874 aún representaba más de dos tercios del total de los impuestos directos (Comín, 1988: 326). Sólo con la reforma de Fernández Villaverde a comienzos del siglo XX, comenzaron a gravarse en mayor medida las rentas de capital y las actividades industriales y comerciales.

La proporcionalidad del gravamen pronto quedó desvirtuada, al tratarse de un impuesto de cupo, a repartirse sucesivamente entre las provincias, partidos judiciales, pueblos y, finalmente, los contribuyentes de cada pueblo. Con este procedimiento, la carga fiscal efectiva sería el efecto de varias operaciones sucesivas de estimación que inevitablemente conducían a la desigualdad. Además, al carecer el sistema de un inventario sobre propiedades inmuebles definidas por su extensión, situación, uso del suelo y rendimiento estimado, el problema se centraba en la imposibilidad de obtener la información precisa para distribuir el impuesto. Como ha señalado Juan Pro, la resistencia a lo largo del siglo XIX, por parte de los grandes propietarios, a la implantación de cualquier control sobre la realidad social y económica propiciaron que España fuese el único país de la Europa continental que no apoyase su sistema tributario sobre la base de un catastro capaz de proporcionar información sobre la riqueza relativa de los diferentes territorios y sobre el reparto de la propiedad entre los ciudadanos. El hecho de que la ley de catastro parcelario no se aprobase hasta 1906, e incluso hubiese que esperar cincuenta años más a que sus previsiones se concluyesen, demuestra las profundas resistencias y los problemas políticos y sociales a los que tuvo que enfrentarse.

Desechado, pues, en el siglo XIX, el procedimiento catastral ante las fuertes presiones de los propietarios, la división del cupo nacional en cupos provinciales y su distribución entre los municipios —esta última operación asignada a las Diputaciones- crearon un sistema basado en la negociación de unas cifras imaginarias de riqueza imponible, en cuya definición el dato fundamental lo constituyó el poder y la capacidad de influencia de las oligarquías locales. Partiendo de unas relaciones juradas de las propiedades que poseía cada contribuyente, se elaboraban unos padrones de la riqueza de alcance meramente local, también llamados amillaramientos. Estos documentos, elaborados por comisiones integradas por representantes de las autoridades municipales y la oligarquía local y que solían coincidir en las mismas familias, eran meras listas de recaudación con el único objetivo de fijar el cobro del impuesto. Estas Juntas de notables, con arreglo a sus preferencias o apreciaciones, confeccionaban el reparto de los cupos y establecían un sistema que permitía generosamente el fraude y la ocultación. En este entramado de poder e influencia, los campesinos modestos eran sus víctimas, al tener que soportar una sobrecarga fiscal como consecuencia de la ocultación sistemática de los vecinos con mayor posición económica y capacidad política. Así, cuanto más evadían los grandes, más tenían que pagar los pequeños a consecuencia de la desigualdad de unas cuotas, resultado, según Juan Pro, “de un regateo político y no de una averiguación rigurosa”. Las grandes bolsas de ocultación de tierras al fisco que permitieron los amillaramientos, supusieron que entre un tercio y la mitad de la superficie permaneciese oculto. La desviación de esa medida aumentaba de forma espectacular, hasta más del 90 por 100, en algunos pueblos concretos (Pro, 1995). El efecto social del fraude fue la desigualdad en la carga fiscal, pero también la limitación de las posibilidades de la financiación del Estado, al impedir su contribución al desarrollo económico mediante la realización de inversiones necesarias en infraestructuras y educación.

Pero la generalización de una España rural donde el fraude era sistemático se extendía, también, a las actividades secundarias y terciarias que gozaban, además, de una mayor facilidad de ocultación al no tener el carácter visible y público de los bienes inmuebles. Después de dos años de resistencia activa del colectivo de contribuyentes afectado, la implantación de la Contribución industrial y de comercio en 1847, tal y como se mantuvo a largo plazo, respondió al mismo carácter oligárquico de la Contribución de inmuebles. Si en el caso de esta última, el reparto y la recaudación estuvo controlado por los grandes contribuyentes y los órganos de gobierno local que dominaban ellos mismos, en el caso de las actividades industriales y comerciales su reparto se fijó a través de cupos gremiales, revitalizando así la influencia de los gremios opuestos al principio de libertad de industria e inherentes al sistema económico del Antiguo Régimen. También en este tipo de actividades, los ayuntamientos, como representantes del poder oligárquico local, intervinieron directamente en la elaboración de los padrones de contribuyentes, a partir de los cuales se recaudó el impuesto. Tanto en el caso de la Contribución de Inmuebles como en la industrial y comercial, la tributación de producto, en que se basó el sistema de 1845, traspasó los estrictos límites fiscales y se constituyó en una de las principales vertientes económicas del caciquismo político.

Aunque la imposición de producto tuvo un trato más favorable a las actividades comerciales e industriales, que soportaron una menor presión fiscal que la agricultura, ello no significó, como señala F. Comín, que este último sector estuviese sobrecargado. La importancia de la Contribución territorial en la segunda mitad del siglo XIX, aportando más del 20 por 100 de los ingresos ordinarios del Estado, frente al gravamen sobre la industria y el comercio que osciló entre un 4 y un 5 por 100, no ocultaba los bajos rendimientos del impuesto, a pesar del aumento de tierras en explotación a consecuencia del programa reformador. Desde el punto de vista cuantitativo, en la segunda mitad del siglo XIX la recaudación del impuesto aumentó en términos absolutos, pero no en términos relativos, puesto que el porcentaje que representó en el total de los ingresos fiscales no cesó de bajar. La escasa potencia recaudadora, en general, de la imposición de producto respondía a la generalización de unas prácticas fraudulentas y a su incapacidad para seguir el crecimiento de la renta española. Si bien el sistema tributario de 1845 casi dobló los ingresos del Estado entre 1835-1839 y 1850-1859; la rigidez de las contribuciones reales y el aumento de los gastos obligó a que el peso de la carga impositiva recayese sobre la tributación indirecta, donde destacaron la contribución de consumos, los derechos de puertas y los aranceles de Aduanas. Los monopolios también fueron una forma de obtener ingresos fiscales sobre el consumo de determinados artículos (tabacos, sal, pólvora y lotería), mientras que, en el caso de los monopolios administrativos, el papel sellado se constituyó en un auténtico impuesto indirecto. Todas estas rentas (impuestos sobre el consumo, estancos y aduanas) existían antes de la reforma y consolidaron el predominio de la imposición indirecta en el nuevo cuadro tributario, representativo de la estructura rentística que los moderados de 1845 implantaron en España.

Además de controvertida y odiada popularmente a lo largo de su azarosa y dilatada existencia, la contribución de consumos sobre determinados artículos pronto se demostró como una de las figuras tributarias más importantes del sistema fiscal de 1845. Admitida en principio por los progresistas, su abolición fue ejecutada por las Juntas provinciales revolucionarias en 1854 y 1868, para ser inmediatamente restaurada en cuanto el proceso revolucionario remitía y las urgencias presupuestarias aconsejaban conservar unas rentas que seguían siendo imprescindibles para el Tesoro. Esta carga consiguió, además, sobrevivir hasta 1911 como tributo nacional y muchos años más como impuesto local. La contribución de consumos, creada por la ley de 23 de mayo de 1845, al gravar el consumo de determinadas especies, implicaba, teóricamente, una recaudación sujeta a la coyuntura y con un resultado variable. La idea de una Hacienda con un carácter pragmático que buscaba la seguridad en los ingresos y la imposibilidad de crear, por su alto coste, aparatos de control, facilitó la conversión de esta renta en un impuesto de cupo a través del encabezamiento municipal, una vieja práctica de recaudación en el Antiguo Régimen. La nueva contribución nació también con la peculiaridad de eximir a las capitales de provincias y puertos habilitados, donde se ordenó el mantenimiento de los derechos de puertas que afectaban a un número mayor de artículos. La fijación por parte de la Hacienda de la cifra global a recaudar, de acuerdo con las experiencias de años anteriores y, sobre todo, con los planes del Ministerio; el reparto del cupo nacional entre las provincias; y, por último, la asignación de los cupos locales, de manera que su suma igualara el cupo provincial significaron que la magnitud del impuesto se determinase sobre un consumo supuesto y obligatorio alejado de cualquier dato real y más cercano a las preocupaciones inmediatas de la Hacienda y la Administración española. Según Pan-Montojo (1994), ante la ausencia de datos fidedignos sobre población y consumo efectivo, la determinación del cupo era el resultado de la negociación desigual entre la Hacienda y los ayuntamientos, dependiendo de la fuerza y la capacidad de presión de cada comunidad local, de sus relaciones políticas y de la efectividad de sus mediadores ante la Administración central. Pero, además, un sistema de reparto de cupos daba lugar al establecimiento de grandes diferencias geográficas en la distribución de la carga fiscal y perpetuaba la ventaja obtenida por un municipio en años sucesivos. Con este procedimiento se llegaba a unos ingresos inicialmente elevados y seguros, pero, al mismo tiempo, con una clara tendencia al estancamiento, como señala Francisco Comín. La defensa de los Ayuntamientos a favor, teóricamente, de sus representados en la negociación del reparto del cupo ponía de manifiesto la importancia de la gestión municipal del impuesto que dejaba a los poderes locales la decisión de cómo recaudar las cifras negociadas. Para ello, los organismos locales gozaban de un amplio menú de fórmulas que iban desde la aplicación de fielatos municipales (controles de entrada) al arrendamiento con venta libre o con venta exclusiva, según el arrendatario se encargase de instalar y mantener los controles o bien obtuviese el monopolio de venta de uno o más artículos en el término municipal; pasando por el encabezamiento con los productores de un determinado artículo. Estos procedimientos consolidaban en la práctica privilegios mercantiles para el comerciante o el gremio de que se tratara y pasaban a ser, en ocasiones, instrumento de enriquecimiento personal. Igualmente, el hecho de que el Estado liberal aceptase pactar la imposición indirecta con los municipios se convertía en un instrumento explícito de control político de los pueblos a través de las oligarquías locales, ya que el Ayuntamiento podía simplemente repartir la contribución entre los vecinos según una serie de reglas generales. En el caso del repartimiento, que permitía a los consistorios transformar los consumos en un impuesto directo mediante recargos de las contribuciones directas, la arbitrariedad en la atribución del cupo correspondiente a cada vecino estaba en consonancia con la oposición a los designios del cacique, que provocaba una elevación de la cantidad a pagar y demostraba la naturaleza oligárquica de los Ayuntamientos liberales (Pan-Montojo, 1994 y 1996).

La exclusión de las capitales provinciales de este régimen y su sometimiento a los derechos de puertas fue la otra forma específica de la tributación general sobre el consumo, heredada, además, del sistema absolutista de Martín de Garay y López Ballesteros. Los derechos de puertas se diferenciaban de los consumos en el hecho de que afectaban a un número mayor de productos y en su recaudación forzosa a través de los fielatos (controles de entrada para inspeccionar, medir y recaudar los derechos), constituyéndose en una nueva versión de las aduanas urbanas existentes en todas las ciudades del país en el reinado de Fernando VIL Al no existir ninguna norma que obligara a la administración directa de la Hacienda, un número considerable de ciudades estaba arrendado a especuladores privados o encabezado con los municipios que, a su vez, las podían arrendar o administrar por su cuenta. A la altura de 1852, después de siete años de reformas, el número de artículos que gravaba se redujo sensiblemente, siendo en su inmensa mayoría productos alimenticios. Se incrementaba así su carácter regresivo, incómodo y odiado entre la población y favorable al fraude y la corrupción administrativa, además de constituir un obstáculo al libre tráfico de mercancías. El impuesto de Consumos era el cuarto renglón de los ingresos ordinarios del Estado, por debajo de la Contribución Territorial, el monopolio de Tabaco y las Aduanas entre 1850 y 1854, con un porcentaje de un 11,8 de los ingresos ordinarios. La pérdida de importancia de la Contribución de Consumos, hasta aportar solamente el 2 por 100 de los ingresos ordinarios del Estado en el quinquenio de 1870-1874, estaría en relación con las convulsiones políticas y su supresión transitoria por las Juntas revolucionarias en los períodos de máxima agitación social; lo cual explicaría de nuevo su importancia como pieza básica del sistema tributario al ser restaurados en 1874 por Camacho y recuperar de nuevo el 12 por 100 de los ingresos ordinarios del Estado.

Los otros dos grandes componentes de la tributación indirecta, las aduanas y los monopolios, estos últimos especialmente combatidos por el cuerpo teórico liberal, se mantuvieron tras la reforma de 1845 y fueron los únicos que, por su carácter, escaparon de las influencias de las oligarquías locales. A pesar de que en 1841 ya había dejado de funcionar el marco aduanero del Antiguo Régimen con el fin de las aduanas interiores y la libre circulación de mercancías, la actividad de represión del contrabando con carácter fiscalizador, la subsistencia de figuras feudales, como los portazgos, pontazgos y barcajes, y los controles establecidos para el cobro de los consumos y los derechos de puertas, siguieron obstaculizando la libertad en el tráfico mercantil y la configuración del mercado interior. En cuanto a su importancia, las aduanas eran el tercer renglón en los ingresos ordinarios del Estado, oscilando su representación de 12,2 por 100 en 1850-1854 a 11 por 100 entre 1870-1874.

Por lo que se refiere a la subsistencia de los monopolios en el cuadro tributario de 1845, su papel se reforzó y adecuó al nuevo marco legal con el objetivo de garantizar el crecimiento de la recaudación. Este fue el caso, especialmente, del tabaco, que además se constituyó en la principal fuente de la Hacienda colonial en Filipinas. A lo largo del siglo XIX, con la industrialización del sector por parte del Estado, la mejora de las condiciones de concesión a los expendedores y la persecución y represión de los circuitos ilegales de venta, se consiguieron resultados muy positivos en términos de recaudación (Alonso Alvarez, 1993). La importancia del tabaco se manifestó en que fue la segunda renta individual ordinaria del Estado, y, aunque entre 1870-1874 experimentó una caída de dos puntos porcentuales, entre 1850 y 1869 representó en torno al 14,5 por 100 de los ingresos ordinarios del Tesoro. En el caso de la sal, al seguir el Estado monopolizando la comercialización y fijar las cantidades y precio en las salinas y determinar los precios de venta al público, se mantenía una renta altamente regresiva que gravaba de manera desigual a los consumidores y tenía, además, un efecto negativo sobre los costes de producción de determinados sectores productivos como el conservero o la ganadería. Entre el resto de monopolios cabe destacar las loterías, puesto que por su capacidad recaudadora, eran el quinto ingreso por orden de importancia. También destaca la conversión del estanco postal en un servicio público y la potenciación del papel sellado como una vía alternativa para gravar las rentas generadas por el comercio y las actividades financieras (Pan-Montojo, 1996). El hecho de que los impuestos indirectos y los estancos aportaran, salvo excepciones muy concretas, más del 60 por 100 de los ingresos del Estado refleja el predominio de la imposición indirecta en la reforma de 1845 y se enmarca dentro de los rasgos singulares del sistema tributario latino, aunque adaptado a la peculiaridad española con importantes dosis de pragmatismo (F. Comín, 1996).

La autonomía de la Hacienda para negociar con los municipios y la delegación de tareas en los Ayuntamientos fueron el resultado de la forma en que se rompió con el Antiguo Régimen. El predominio del partido moderado y su papel en la construcción del nuevo Estado supusieron el triunfo de las oligarquías locales que sustentaron, además, el poder municipal. Su influencia se tradujo no sólo en la forma que adoptaron los impuestos de producto, sino en la manera de elegir la imposición sobre el consumo. La política de obstrucción a dotarse de medios de información sobre las bases tributarias obligó a la Hacienda a negociar con los municipios los cupos impositivos y aumentó, en lugar de disminuir, el poder de estos grupos oligárquicos. La mediación de los Ayuntamientos en la relación fiscal entre el Estado y los contribuyentes, junto a la debilidad de la inspección y la falta de formación de los empleados de Hacienda, se convirtió en un rasgo distintivo del sistema tributario español que benefició a los grupos privilegiados y con acceso al poder político. Según Francisco Comín, los principios liberales en la Hacienda llegaron a España tarde, parcial e insuficientemente. Si en la primera mitad del siglo XIX, el retraso de la imposición española respecto a la europea cabe atribuirlo a los problemas de afianzamiento de la Revolución liberal; el triunfo posterior de la corriente centralista y moderada facilitó la marginación de los impuestos nuevos de producto sobre los rendimientos del trabajo, del capital y de las sociedades y favoreció el fraude en las rentas agrarias altas y en los rendimientos de la industria y el comercio. Con la generalización de las antiguas prácticas recaudadoras, se generó, además, una sobrecarga en los campesinos que no tenían capacidad e influencia para evadir y en los consumidores que soportaban los tributos sobre consumos y las aduanas, especialmente aquellos sectores de renta más baja y residentes en grandes ciudades. El fraude, la ocultación y la incapacidad de los impuestos de producto para seguir el crecimiento de la economía española dieron como resultado el mantenimiento de una estructura impositiva claramente insuficiente que agravó los problemas de la economía española a largo plazo, pero que, por sí sola, no puede explicar el problema del atraso económico español.

El déficit que acompañó al sistema tributario de Mon-Santillán alcanzó entre 1850-1854 el 4 por 100 del gasto público y, lejos de disminuir, fue creciendo hasta llegar a la cifra del 27,4 por 100 en 1870-1874. Según Francisco Comín, si no hubiera sido por los recursos que aportaron las ventas de propiedades, consideradas corno un ingreso normal en la contabilidad pública, y las rentas de propiedades públicas, las insuficiencias de la Hacienda, después de 1845, hubieran sido mayores. Los recursos extraordinarios y, especialmente, el aumento en el volumen de la Deuda en circulación en la segunda mitad del siglo XIX demostraron las carencias de un sistema tributario incapaz no sólo de sostener un aumento del gasto público, sino, lo que era más importante, de favorecer el incremento en la Producción de Bienes sociales -básicamente Educación y Sanidad- y en los gastos en Servicios económicos, especialmente construcción y mantenimiento de infraestructuras y telecomunicaciones; servicios que el Estado tenía la responsabilidad de cubrir pero que delegaba en los organismos locales y provinciales ante su propia incapacidad financiera. Si tenemos en cuenta la estructura del gasto administrativo entre 1850 y 1874, aproximadamente los dos tercios de los gastos totales del Estado se destinaban a gestionar la recaudación de rentas, a pagar los medios financieros y a mantener el ejército de tierra. Si excluimos los gastos bélicos, después de pagar a los acreedores financieros y a los gestores de la Hacienda, al Estado le quedaba menos de la mitad del Presupuesto para atender sus funciones básicas (F. Comín, 1988).

En la segunda mitad del siglo XIX, la enorme magnitud de las cargas financieras determinó la importancia relativa de las otras partidas presupuestarias, los gastos de personal y los gastos en bienes sociales y servicios económicos (figuras 6.1 y 6.2). Si nos detenemos en estos últimos, la Educación y la Sanidad fueron particularmente desatendidas por el Estado y arrinconadas en el estrecho ámbito local. En el caso de la primera, únicamente comenzó a recibir mayores dotaciones presupuestarias a partir de 1902, cuando los sueldos de los maestros de la enseñanza primaria, tradicionalmente en manos de los Ayuntamientos, se contemplaron en los Presupuestos de la Nación. La Sanidad corrió peor suerte al ser el bien preferente que más tardíamente recibió la atención de los gobiernos españoles. Unicamente con la consolidación del Estado del bienestar en España en la década de 1970 se produjo el despegue de la Sanidad pública. La modernización del país, a través de la mejora en la formación de capital humano y la oferta de trabajo, no se encontraba entre las principales preocupaciones de los políticos de la época, más proclives a las inversiones en obras públicas. A pesar de ello y salvo el período inicial de crecimiento entre las décadas de 1850 y 1860, la inversión en infraestructuras, especialmente ferrocarriles, disminuyó y mantuvo unos bajos niveles. La recuperación de la inversión pública en el primer tercio del siglo XX y su crecimiento en las décadas de 1920 y 1930 estuvo en consonancia con el descenso en los gastos financieros y coincidió con la primera fase de modernización del gasto público (F. Comín, 1988).
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Figura 6.1. Principales ingresos del Estado (1850-1874). Fuente: F. Comín, 1988:1. 32.
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Figura 6.2. Evolución de los gastos del Estado (1850-1873). Fuente: F. Comín, 1988: 340.

6.4. Los problemas del Tesoro y la financiación del déficit público

A lo largo del siglo XIX, salvo excepciones muy concretas, el desequilibrio presupuestario fue una constante en la historia de la Hacienda española. El origen y las causas del persistente déficit presupuestario son múltiples. Merece destacarse la ruptura del equilibrio alcanzado durante el siglo XVIII a partir de la interrupción de las remesas americanas que ya nunca se restauraron en la misma forma y magnitud y, sobre todo, la incapacidad de la estructura impositiva para recaudar por encima de los gastos presupuestados. Una vez cegados los ingresos que llegaban directamente de América, la situación del Tesoro se reveló especialmente crítica con la invasión francesa y la incapacidad de los sucesivos gobiernos liberales y absolutistas de hacer frente a esta situación. Si, por un lado, las convulsiones políticas hicieron imposible la estabilidad necesaria para que los gobiernos constitucionales emprendieran una auténtica reforma tributaria, necesaria, entre otras razones, para ayudar a financiar y cubrir ese déficit, por otro lado, la reacción, representada por el absolutismo, agravó el problema al no reconocer la deuda generada en los períodos liberales. Durante el reinado de Fernando VII, los problemas presupuestarios y los de la deuda constituyeron uno de los motivos principales de las continuas disensiones políticas ya que, sin recursos para equilibrar el presupuesto, el mercado de capitales se fue restringiendo en condiciones muy onerosas y estrechándose el crédito del gobierno ante los prestamistas nacionales e internacionales. Esta situación se agravó particularmente en 1823 cuando el gobierno de la Monarquía Absoluta decidió no reconocer los empréstitos de las Cortes del Trienio Constitucional y encarecer así el coste del crédito público entre 1823 y 1833. Aunque entre 1800 y 1840 los gabinetes liberales, a diferencia de los absolutistas, admitieron los compromisos de la deuda antigua, ello no significó que se liquidaran los intereses puntualmente. El gobierno español siempre fue un mal pagador y hasta la llamada conversión de Bravo Murillo, en 1851, no hubo un intento serio de arreglo de la deuda.

Si nos remontamos a los antecedentes del problema, en el reinado de Carlos IV, el recurso a la creación de deuda fue una constante ante la disminución de los ingresos tributarios y la expansión del gasto, hasta el punto de representar a comienzos de la centuria decimonónica más de un tercio de los ingresos totales. Durante este período, la creación de los llamados vales reales se presentó como una solución fallida ante la incapacidad del Estado de pagar sus intereses, al tiempo que se desmoronaba su cotización. La creación de una Caja de Consolidación y la venta de obras pías para amortizar los vales tampoco funcionaron, ya que los fondos obtenidos de la desamortización eclesiástica se destinaron a otros fines, la deuda siguió acumulándose y los atrasos de Tesorería y de la Caja de Consolidación aumentando. Como señala J. Fontana, este despropósito nos presenta una idea nítida del rápido desmoronamiento de la Hacienda del Antiguo Régimen en los compases finales del reinado de Carlos IV, cuando los gastos de la Monarquía devoraban todos los ingresos disponibles y desviaban hacia otros fines los asignados en teoría a la amortización y pago de intereses de la deuda (J. Fontana, 1973: 196-197). En 1808, la enorme carga de endeudamiento que ascendía a 7.194 millones de reales dejaba al gobierno en una total incapacidad para amortizar la deuda y pagar sus intereses. Sólo las Cortes de Cádiz, a través de un decreto de noviembre de 1813, decidieron plantearse globalmente el problema y reconocer toda la deuda pública como deuda nacional, incluyendo su clasificación, servicio y amortización, junto a la conversión de la Caja de Consolidación de vales reales en una Junta nacional de crédito público. El regreso del rey en 1814 y la consiguiente reacción política hicieron imposible la aplicación de lo que se puede considerar el primer intento de arreglo general de la deuda. Durante el período absolutista, el arreglo de Garay, puesto en marcha en 1818, recordaba en muchos aspectos al de las Cortes generales al intentar realizar una liquidación general de los pasivos del Estado; pero se diferenciaba de éste en que aplazaba el pago de los intereses devengados antes de 1815 y se comprometía a pagar en papel una proporción de los réditos que serían admitidos para adquirir las fincas que el estado vagamente prometía desamortizar en el futuro. A pesar de los esfuerzos de Garay, la ineficacia e inviabilidad del proyecto fueron manifiestas ante los límites impuestos por los grupos más conservadores (Fontana, 1973; F. Comín, 1996).

En las Cortes del Trienio Constitucional de 1820-1823, tuvo lugar un cambio radical en la orientación de la deuda pública que pasó de contratarse casi exclusivamente en el interior a orientarse hacia el exterior. Además, hubo un reconocimiento de las emisiones anteriores con un claro objetivo de mejorar el crédito público. El arreglo de la deuda de Canga Argüelles de mayo de 1820 aceptaba una deuda interior de 6.815 millones de reales y atrasos por intereses impagados y de tesorería de 7.206 millones; también proponía la conversión de la deuda reconocida en inscripciones de la deuda consolidada al 5 por 100, o bien en deuda sin interés amortizable al comprar bienes desamortizados. La operación se completaba con la creación de un fondo o caja de amortización, imprescindible para asegurar la garantía a los prestamistas públicos (F. Comín, 1996). La segunda reacción absolutista también hizo impracticable esta propuesta al tiempo que accedía a la cartera de Hacienda Manuel López Ballesteros. Los trabajos para los ajustes y arreglo de la deuda del ministro absolutista se encaminaron en la línea practicada por los anteriores gobiernos conservadores. En primer lugar, se repudió el pago de la deuda contratada legítimamente durante el anterior período constitucional. La pérdida de crédito que suponía esta decisión iba a costar caro a la Hacienda, obligada, a partir de entonces, a buscar un magro crédito en circunstancias desventajosas y entenderse con especuladores insolventes que le impondrán condiciones leoninas. Por lo que tocaba al arreglo dela deuda, la nueva ordenación se inspiraba en la propuesta de Garay de 1818 que, a su vez, copiaba el modelo francés y tenía como pieza central una caja de amortización donde se inscribirían los créditos contra el Estado. Estos se consolidarían, se atendería al pago de intereses y amortizaciones y se respondería, también, de los que correspondiesen a los nuevos empréstitos que, eventualmente, pudieran contratarse.

Como señala J. Fontana (1998), nada funcionó como se había previsto. La Caja nunca recibió las cantidades que se le habían consignado y se le obligó a atender cargas que no le correspondían porque el Tesoro no podía pagarlas. A esto se unía el carácter fraudulento de esta política ante el doble rasero practicado por la Caja de Amortización: atenta a cumplir sus obligaciones con los tenedores de deuda extranjera y claramente insolvente ante los prestamistas españoles. Ello explicaría que el gobierno absolutista consiguiese durante este período una disminución significativa de la deuda interior que pasó de unos 13.000 millones de reales a 5.000 millones de reales entre 1820 y 1834, respectivamente (F. Comín, 1996).

Con la desaparición de Fernando VII se abre una nueva etapa en la Historia de España que muestra una profunda necesidad de cambio y afecta al funcionamiento de las finanzas públicas. Durante este período comienza a realizarse una transformación legal de la deuda con el objetivo de conseguir su constitucionalización y la responsabilidad formal del endeudamiento del Estado. Como subraya E Comín (1996), esta labor tuvo, sin embargo, una parte oscura en su realización al no practicarse una gestión responsable y mantenerse al margen de una disciplina presupuestaria. Tampoco se encaminó a fomentar la creación de unos mercados amplios de deuda. Durante el siglo XIX, el problema del endeudamiento no se solucionó, entre otras razones porque el déficit presupuestario siguió siendo crónico y persistente y el principal cometido asignado a la deuda pública fue siempre la financiación de ese déficit. El problema surgía cuando el pago de los intereses absorbía una porción muy considerable de los recursos de la Hacienda que conducía a los gobiernos al incumplimiento de algunas funciones públicas y a la práctica por los Ministros de Hacienda de los llamados “arreglos” o “conversiones” de los Pasivos del Estado. La conversión implicaba cambiar los títulos en circulación por otros menos gravosos y podía consistir en rebajar el interés, en conservarlo o en aumentarlo para rebajar los capitales y en ampliar el plazo de amortización. Es decir, los gobiernos utilizaban unos métodos y unos procedimientos que recortaban el valor real de los pasivos del Estado. De esta forma, doblegaban el perfil ascendente de la deuda y reducían su valor en circulación. Generalmente, en estas operaciones el Gobierno ofrecía a los tenedores de títulos antiguos el canje o “conversión” por los nuevos con pérdida, sin duda, para los acreedores en el capital y en el interés, pero con el aliciente de adquirir, teóricamente, activos más seguros que los anteriores. Los arreglos, conversiones y alteraciones legales de los títulos públicos fueron constantes a lo largo del siglo XIX. Algunas de estas operaciones fueron realmente repudios encubiertos que suponían una suspensión de pagos por parte del gobierno, que o bien no reconocía totalmente una deuda emitida por otro gobierno, o bien dejaba de satisfacer los intereses. Además, como las conversiones eran voluntarias y potestativas -a excepción de las de Bravo Murillo y Salaverría-, ninguno de los títulos afectados por las mismas se extinguía. Por otra parte, la variedad de las denominaciones era excesiva y su gestión aún más complicada, llegando a ser la obsesión de políticos y hombres de negocios de la época.

Como ya se ha explicado, en el primer tercio del siglo XIX se decretaron varios arreglos de la deuda que no tuvieron aplicación práctica alguna. Ya en pleno período de afianzamiento del régimen liberal, el conde de Toreno realizaba en 1834 una conversión que afectaba a la deuda exterior. Las dos terceras partes serían consideradas deuda activa y la parte restante sería deuda pasiva, que no percibiría intereses. La operación fue un fracaso, ya que la Hacienda sólo fue capaz de pagar los réditos de la deuda activa durante algo más de un año, para dejar de atenderse nuevamente los compromisos de la deuda entre 1836 y 1845. De esta forma, los gobiernos liberales caían en el mismo vicio de incumplimiento de los absolutistas y, al igual que éstos, dejaban sin solucionar los problemas de la deuda (F. Comín, 1996). Ante el descrédito internacional del gobierno español -que no podía emitir deuda pública— y los problemas de financiación de la guerra carlista, se recurrió a los anticipos de capitalistas y del Banco de San Fernando, que también fueron insuficientes. La desamortización practicada por Juan Alvarez Mendizábal tampoco consiguió amortizar toda la deuda acumulada, aunque sí redujo la que se encontraba en circulación pues sirvió para comprar los bienes nacionales enajenados.

Cuando Alejandro Mon acometió el arreglo de la deuda pública, como medida preparatoria de la reforma tributaria de 1845, la recaudación fiscal casi se agotaba en el pago de los intereses de la deuda. El ministro se encontró con que gran parte de los impuestos estaban afectados al pago de intereses y amortizaciones de la masa de deuda flotante acumulada. Para reformar los impuestos era necesario previamente suprimir las obligaciones con que estaban gravados y para ello decidió convertir todos los créditos procedentes de las anticipaciones de fondos en títulos de la deuda pública consolidada al 3 por 100, al tipo del 35 por 100; lo que equivalía a admitir que por cada 35 reales de nominal de la vieja deuda, el Tesoro entregaba 100 reales nominales de deuda nueva. Con esta operación se aumentaba el nominal del principal de la nueva deuda y a cambio se rebajaban los réditos que eran muy elevados en los contratos de anticipación. Necesariamente, como apunta Francisco Comín (1996), la operación conseguía reducir los intereses pagados por la deuda flotante y descargar así el presupuesto de gastos pero, en cambio, aumentaba el nominal de la deuda acumulada, difería las cargas financieras para el futuro y, en definitiva, dejaba sin solucionar el problema.

Tras la reforma de Mon y la suspensión de pagos debida a la crisis financiera de 1848, el arreglo de Bravo Murillo en 1851 legisló una nueva ordenación de la deuda pública que la dividió básicamente en dos tipos: deuda del Estado y deuda del Tesoro. La deuda del Estado se componía de la llamada Perpetua al 3 por 100, en la que se refundían la Consolidada al 3 por 100, las deudas consolidadas al 5 y 4 por 100 y la suma de los intereses vencidos de estas deudas. Unicamente la consolidada vieja al 3 por 100 conservaba este nombre, mientras que las tres categorías convertidas se denominarían deuda diferida, al cobrar unos derechos inferiores al 3 por 100 hasta 1870. La otra deuda del Estado era la amortizable, que no cobraba intereses, pero debía ser reembolsada por subastas mensuales, lo que afectaba a determinados ingresos del Estado. La deuda del Tesoro se dividía en dos tipos: la deuda de personal absorbía todos los débitos del Estado en concepto de sueldos y pensiones; y la deuda de material recogía los débitos formalizados en libranzas, cartas de pago y otros documentos a cargo del Tesoro. Aunque las dos eran amortizables, sólo la deuda de material devengaba interés al 3 por 100.

Si tenemos en cuenta que la consecuencia inmediata de esta operación fue el cierre de las bolsas extranjeras a los valores españoles, con el consiguiente impacto desfavorable en la financiación exterior del Estado y de las compañías privadas, no es extraño que la conversión de Bravo Murillo haya sido valorada negativamente, tanto por parte de los coetáneos, como por los estudiosos de las finanzas españolas del XIX. Esta visión claramente negativa no esconde sin embargo la trascendencia de esta conversión, que ha sido puesta de relieve por E Comín al sostener que Bravo Murillo ofreció seguridad en las atenciones de la deuda a los tenedores de un papel que no valía nada en el mercado. Según este autor, el rechazo al arreglo por parte de los tenedores extranjeros no estuvo en las reducciones del interés o del nominal, sino, sobre todo, en la condición de diferida que adquiría una parte de los títulos y en los escasos fondos destinados a la amortización de la deuda. La repercusión internacional que llevó al cierre de las bolsas de Londres y París a los valores españoles se debió al fracaso de un grupo influyente de capitalistas que habían adquirido la mayor parte de la deuda amortizable y diferida y mostraron su desacuerdo con la operación. Finalmente, las presiones de los especuladores extranjeros dieron sus frutos unos años más tarde con el arreglo realizado por el ministro García de Barzanallana, en 1867, que convirtió las deudas diferidas, las amortizables y los cupones rebajados en deuda consolidada al 3 por 100. La buena acogida a esta operación demuestra que lo realmente importante para los tenedores extranjeros era el cobro de un interés periódico que le había negado la operación de 1851. Después de los arreglos de Bravo Murillo y García de Barzanallana, sólo quedaron en circulación la deuda consolidada al 3 por 100, la deuda del Tesoro y las deudas de Obras Públicas; la deuda pública quedó reducida a un esquema más comprensible* se pusieron al día los débitos del Estado y se pagó regularmente a los tenedores (F. Comín, 1996).

Teniendo en cuenta el tamaño de la deuda pública en relación con las macromagnitudes del país, en 1850 la deuda en circulación era el 67,1 por 100 del Producto Interior Bruto. Esta relación disminuye al 46,0 por 100 en 1860, para aumentar a partir de esa fecha y alcanzar el máximo histórico del 126,2 por 100 del PIB en el ejercicio de 1874 (F. Comín, 1996). Este comportamiento en la evolución de la deuda refleja que su crecimiento se había paralizado a partir de 1850 gracias a la financiación del Estado con la Caja General de Depósitos, cuyos depósitos se convertían automáticamente en pasivos del Estado y a los efectos positivos de la reforma de Bravo Murillo y la Ley desamortizadora de Pascual Madoz de 1855. Las agobiantes dificultades de la Hacienda creadas por la crisis económica de 1864, así como por la inestabilidad política y las guerras en el Sexenio democrático, llevaron a que la deuda del Estado en circulación alcanzase el primer máximo con los 16.070 millones de pesetas del ejercicio de 1875. Por esas fechas, la nueva operación de arreglo de Salaverría, en 1876, que supuso el repudio parcial de los intereses de la deuda, elevó su volumen en circulación y sus cargas financieras, al pagarse efectivamente los intereses que se habían dejado de liquidar en 1874. Desde entonces, las cargas de la deuda se situaron en torno al 30 por 100 de los gastos del Estado, porcentaje que no bajaría en lo que quedaba de siglo.

El crecimiento imparable de los pasivos del Estado a partir de la década de 1860 hasta alcanzar ese máximo en 1874 nos demuestra, sobre todo, que las soluciones empleadas eran únicamente remiendos a una situación agónica, donde las crecientes cargas de los intereses de la deuda desencadenaban un proceso de autogeneración del déficit que obligaba a los ministros de Hacienda a seguir dependiendo de los empréstitos y de otras operaciones, sin ocultar el verdadero problema presente en las limitaciones de la estructura fiscal. Recordemos que era la rigidez en la recaudación impositiva, por las deficiencias en la estimación de las bases tributarias y por el amplio fraude fiscal existente, lo que impedía que la recaudación aumentase cuando lo hacía la Renta Nacional y dependiese más de decisiones políticas e intereses y presiones de grupos oligárquicos y gremios de contribuyentes. El déficit del Estado se autoalimentaba por la carga financiera derivada del déficit anterior, imposible de solucionar ante la rigidez de los impuestos tradicionales.

Estos hábitos viciados y prácticas irregulares para financiar los déficit y gestionar la deuda se enraizaron en el siglo XIX y fueron muy difíciles de desterrar posteriormente. Para F. Comín, la deficiente gestión de la deuda y la insolvencia de la Administración pusieron de manifiesto los rasgos principales de un sistema tributario atrasado secularmente y que no comenzó realmente su modernización hasta 1978 en los inicios de la reforma tributaria de Francisco Fernández Ordóñez. La pésima gestión de la deuda fue una causa del gran crecimiento del endeudamiento del siglo XIX. El Estado siempre fue un mal pagador que nunca ofreció seguridad y garantía a los acreedores. Las consecuencias negativas de esta situación fueron la depreciación de los valores públicos y los altos descuentos en las emisiones. El notable crecimiento de la deuda en el siglo XIX se debió a que los empréstitos se contrataban a intereses nominales inferiores a los del mercado, por lo que había que emitir la deuda pública con elevados descuentos. En los empréstitos realizados entre 1851 y 1872 se emitieron 4.406 millones de pesetas para conseguir 1.205 millones efectivos (F. Comín, 1996). Esta situación fue, además, el resultado de la política practicada por el gobierno español al carecer del crédito imprescindible para lanzar emisiones generalizadas de títulos en la Bolsa española y en las internacionales. El desprestigio de los valores del Tesoro público ante el recelo justificado de los ahorradores medios hizo que el Estado se volcara en los empréstitos concedidos a los grandes capitalistas extranjeros y españoles, en las emisiones de títulos de la deuda y en los créditos del Banco de España y otras instituciones financieras públicas. En el caso de los empréstitos, la concesión de privilegios y compensaciones y a los grandes prestamistas del Gobierno —como fue la aprobación en 1855 y 1866 de unas leyes favorables a las inversiones extranjeras en banca, ferrocarril y minería— determinó el establecimiento de una legislación arbitrariamente favorable a determinadas compañías extranjeras y nacionales.

Por otra parte, la incidencia directa del déficit presupuestario sobre el crecimiento económico fue débil, al ser éste pequeño en relación con los activos financieros disponibles. Por el contrario, los efectos indirectos fueron mayores y se reflejaron especialmente en los perniciosos impactos de las compensaciones indirectas que el Estado concedió a sus prestamistas. En cuanto al recurso a la creación de Bancos oficiales con determinados monopolios de emisión, también determinó el hecho de que la Hacienda se apoyase en la banca para su financiación, marcando el posterior desarrollo del sistema bancario español. Aunque desde la creación del Banco de San Carlos el objetivo primordial fue precisamente la financiación del Tesoro, la concesión de los monopolios de emisión de cédulas hipotecarias al Banco Hipotecario, en 1872, y de billetes al Banco de España, en 1874, fue la contrapartida que el Estado otorgó a esas instituciones por los préstamos que concedieron al Tesoro con cláusulas muy favorables. El Banco de España reforzó así su papel de prestamista oficial y se consolidó como un puntal de la financiación del déficit presupuestario del Estado y de la política de creación de la deuda del Tesoro. Estas funciones marcaron la práctica de una institución permanentemente subordinada a la financiación del déficit público donde destacó la ausencia de una política monetaria autónoma y eficaz para el crecimiento económico (Tortella, 1994; Tedde, 1984).

6.5. La Revolución liberal y las Haciendas locales

Al igual que en el caso de la Hacienda central, donde los intentos de cambio se sucedieron en los períodos constitucionales, los Ayuntamientos liberales se asentaron tras la reforma municipal de 1845. Hasta esa fecha el camino recorrido por los municipios les hizo ganar en responsabilidad y funciones delegadas por el Estado y, paralelamente, caer en una pérdida progresiva de autonomía que les impidió arbitrar los medios necesarios para cubrir esas mismas obligaciones. Como han subrayado E Comín y C. García, la pérdida de autonomía municipal, que fue suplantada por la tutela interesada del Estado y que implicó la ausencia de un sistema fiscal de carácter local, propio y suficiente, dio como resultado la penuria financiera y la deficiente atención de los servicios municipales. El resultado de esta situación se gestó, paulatinamente, a partir de los intentos centralizadores y reformistas de la Monarquía Borbónica en la segunda mitad del siglo XVIII, se perfiló en el reinado de Fernando VII y se consolidó con el triunfo de la vertiente centralista y moderada del liberalismo español que supuso la aprobación de la reforma local de 1845 y la Ley Municipal de 2 de octubre de 1877.

Hasta la reforma de 1845, la diversidad financiera, el fuerte endeudamiento y la acción directa del Estado fueron las principales características de las Haciendas locales. En cuanto a los recursos con que contaban los Ayuntamientos, a la diversidad impositiva entre regiones y municipios, cabe añadir las profundas transformaciones de sus recursos patrimoniales, antes, incluso, de la desamortización civil de Madoz en 1855. Aunque fueron los liberales quienes desamortizaron el grueso del patrimonio de los concejos, los absolutistas también recurrieron a las ventas de bienes de propios para allegar fondos a la Hacienda Real, especialmente durante la segunda restauración de Fernando VIL Así pues, la enajenación de los patrimonios municipales comenzó antes del asentamiento definitivo del liberalismo, y con ella la caída de este tipo de ingresos. La tributación, sin embargo, no se modificó hasta la reforma de 1845, cuando fue finalmente asumido el planteamiento progresista de los impuestos locales como un recargo sobre los estatales. Hasta ese momento, las fuentes de ingresos habían sido las tradicionales, a pesar del descenso imparable experimentado como consecuencia de las ventas de propiedades, la supresión de algunos gravámenes, la oposición de la burguesía comercial a pagar los arbitrios sobre la circulación de mercancías y la pervivencia de fraudes y malversaciones de las mismas autoridades municipales. En el caso de la política de gastos, el amplio endeudamiento municipal, que se arrastraba desde el Antiguo Régimen y el fraude de los cabildos terminaron comprometiendo las posibilidades de gasto y favoreciendo la autoalimentación del déficit. La pérdida de autonomía municipal, iniciada en el Antiguo Régimen, y que se mantuvo desde la Revolución liberal hasta los Estatutos municipal y provincial de 1924 y 1925, a excepción de los períodos progresistas, favoreció la intensificación de las medidas tutelares para las Haciendas locales y representó el triunfo de la idea del centralismo fiscal. La Ley de 1845 plasmó esta idea al someter las cuentas municipales al control de los gobernadores civiles o del gobierno, según fuese el montante del presupuesto municipal y ahogó, definitivamente, la autonomía presupuestaria de los Ayuntamientos, lo que trajo consecuencias especialmente desastrosas para el buen funcionamiento de las Administraciones locales.

Tras el triunfo de las concepciones centralizadoras que supuso la Ley de 1845, los Ayuntamientos ampliaron sus funciones, pero sus rentas tradicionales menguaron sin que fueran sustituidas por otros recursos propios. La policía municipal, de seguridad y urbana; las escuelas de primera enseñanza y los salarios de los maestros; los establecimientos de beneficencia y de corrección pública; la conservación y la construcción de los caminos, carreteras y obras públicas vecinales; la ayuda ante siniestros imprevistos; y la administración del patrimonio común consistente en montes y propios se convirtieron en las principales funciones y competencias de los municipios. El problema se centró, entonces, en la falta de recursos para cubrir una insuficiente construcción y un estado de abandono en la conservación de caminos y carreteras públicas vecinales, mientras que servicios públicos esenciales, como la educación primaria, permanecieron claramente desatendidos al dedicarse casi toda la dotación municipal para Instrucción Primaria al pago de los bajos sueldos de los maestros. La desastrosa situación de la enseñanza elemental obligó a que el Estado se hiciera cargo de la financiación de la enseñanza secundaria en 1887; pero no fue hasta 1902, cuando los salarios de los maestros de la enseñanza primaria se contemplaron en los Presupuestos del Estado. De forma irresponsable y ante la insuficiencia presupuestaria, la Administración Central terminó cediendo a los organismos locales el desempeño de servicios esenciales que el Estado tenía la responsabilidad de cubrir, aun a sabiendas de la incapacidad de unos Ayuntamientos cada vez menos autónomos y más pobres.

En la base de la insuficiencia de los servicios públicos municipales se encontraban los magros recursos de las Haciendas locales. Si los Ayuntamientos ampliaron sus funciones con el triunfo de la Revolución Liberal, paralelamente experimentaron un descenso de sus ingresos tradicionales, especialmente con la desamortización civil de Madoz, sin ser sustituidos por otros de carácter regular. El régimen liberal no implantó un sistema fiscal local que atendiera al principio de la suficiencia: por el contrario, siempre quedó manifiesta la incapacidad de la financiación ordinaria de cubrir la mitad de sus necesidades de gasto. Aunque esto significara que los presupuestos municipales se aprobasen invariablemente con déficit, esta insuficiencia ya estaba prevista por los legisladores, al permitir a los Ayuntamientos la solicitud a las Cortes, el Gobierno o la Diputación, según el caso y la época, el establecimiento de ciertos arbitrios denominados precisamente “medios autorizados para cubrir el déficit”. Estos “medios” consistían en unos recargos sobre las contribuciones estatales, especialmente sobre los consumos, así como en unos arbitrios y repartimientos realizados por los municipios. Gracias a estos instrumentos, no llegaba a haber déficit desde la práctica contable, puesto que entre recursos ordinarios y autorizados se cubrían prácticamente todos los gastos municipales sin necesidad de acudir al endeudamiento. Pero con esta política se despojaba a los Ayuntamientos de cualquier capacidad y autonomía financiera y se les hacía más dependientes de los recargos y cesiones de tributos estatales, con las consiguientes repercusiones sobre la Hacienda central y los contribuyentes. Como señala Comín, la alta presión fiscal de la Contribución de Consumos se debía más a los recargos municipales que al montante del cupo para el Tesoro. Esta situación con el tiempo se agravaría al hacer cada vez más dependientes a los organismos locales de los recargos y cesiones de tributos estatales, reforzando la ausencia de un sistema fiscal propio y autónomo en el ámbito local.

6.6. La Hacienda metropolitana y la fiscalidad ultramarina. La vertiente colonial de la Hacienda central

La derrota de las tropas españolas y la batalla de Ayacucho en 1824 significó la desintegración definitiva del antiguo Imperio español. Aunque la emancipación de las colonias americanas, junto a la desastrosa política exterior practicada, supuso la pérdida de influencia en el continente americano, la permanencia de Cuba y Puerto Rico conformó de nuevo la ilusión de un Imperio hasta 1898. El mantenimiento del nuevo Imperio y su rentabilidad para la metrópoli tuvieron mucho que ver con los resultados de las cuentas fiscales ultramarinas. Desde la década de 1820 hasta la década de 1860, España supo extraer de sus colonias antillanas, especialmente la Isla de Cuba, una parte de estos ingresos. Es la etapa de los llamados sobrantes de Ultramar. Por el contrario, a partir del estallido de la primera guerra colonial en 1868, asistimos a un período de fuertes desajustes presupuestarios que desembocaron en la independencia.

Desde principios de la década de 1820, España comenzó a desviar de sus colonias, especialmente la Isla de Cuba, una importante corriente financiera hacia las maltrechas arcas de la Hacienda Real. Dio comienzo, así, la etapa de los llamados sobrantes de Ultramar, esto es, los recursos financieros que las Cajas coloniales pusieron a disposición del Tesoro peninsular. Este mecanismo de extracción a favor de la metrópoli fue posible gracias a una recuperación de los rendimientos fiscales antillanos, en particular los cubanos, que pasaron de ser claramente deficitarios a finales del siglo XVIII, y por lo tanto dependientes sus presupuestos de otros ingresos como los situados o fondos extraídos de las Cajas de México, a ser autosuficientes y, además, cubrir en la segunda década del siglo XIX los crecidos gastos de la Marina Real, empeñada en sus descabelladas incursiones de reconquista hacia el continente americano. Durante el reinado de Fernando VII, la Monarquía Absoluta se aferró a la política desesperada de reconquista Imperial, como elemento sustancial de su propia supervivencia, y utilizó la Isla de Cuba como base física y financiera de estas operaciones (C. Saiz, 1991).

A partir de la década de 1830, tras la muerte del rey absoluto, los liberales españoles mantuvieron y perfeccionaron el sistema de explotación colonial en el que la Hacienda desempeñó un papel fundamental. Para ello articularon, a través de un mecanismo de explotación fiscal, una corriente financiera desde los fondos públicos coloniales hacia las arcas peninsulares que se integró en el drenaje de capitales que supuso también el régimen de comercio colonial. Este objetivo de explotación estuvo en consonancia con las circunstancias políticas y económicas desencadenadas tras la pérdida de los territorios coloniales continentales, el estallido de la Primera Guerra Carlista y el consiguiente agravamiento de los problemas presupuestarios que ambos hechos acarrearon en la Península. La insuficiencia de los ingresos y la situación de crisis y de cambio estructural terminaron influyendo sobre la acción y el desarrollo de la práctica colonial. Los restos del Imperio debían servir para consolidar el liberalismo en la Península y los liberales no tenían ninguna duda respecto de la utilización de los recursos públicos coloniales en la consecución de este fin. Entre las décadas de 1830 y 1860, las Cajas cubanas acudieron puntualmente a resolver algunas de las operaciones financieras que el Tesoro metropolitano fue incapaz de atender. La Contribución obligatoria a la financiación de la Guerra Carlista, a través del subsidio extraordinario de 1837, el giro de libranzas sobre las Cajas cubanas y la financiación de las empresas expansionistas de la Unión Liberal fueron ejemplos importantes de este drenaje de capitales. Esto no significó que las remesas fiscales ultramarinas se convirtieran en una de las principales fuentes de recursos de la Hacienda metropolitana. Si bien es cierto que el Antiguo Régimen dependía de los ingresos fiscales de origen colonial, con la independencia americana y la quiebra de la Monarquía Absoluta, los giros de Ultramar fueron incapaces de equilibrar el presupuesto del Estado español y de atajar el déficit crónico de la Hacienda central. Los ingresos coloniales no remediaron, por tanto, los problemas presupuestarios en la metrópoli, pero sí contribuyeron a cubrir muchas de las urgencias financieras del Estado liberal. El progresivo aumento en el transvase de estos fondos hacia la Península terminó repercutiendo negativamente sobre las finanzas públicas en Ultramar y contribuyó al estallido de la crisis colonial de 1868.

La estructura impositiva colonial que permitió mantener esta corriente de fondos permaneció invariable hasta la década de 1860. En Cuba no existía ningún gravamen similar a la llamada contribución de inmuebles, cultivo y ganadería, implantada en la Península con la reforma de Mon-Santillán, y tampoco se conocían los impuestos de consumos. Por el contrario, en Puerto Rico se aplicaban desde principios de siglo las contribuciones directas, como el llamado subsidio, asimilable a la contribución territorial de la Península y con sus mismos defectos, como la ausencia de una estadística fiable y la generalización del fraude y la ocultación. En Cuba, pero también en Puerto Rico, las aduanas producían el grueso de los ingresos fiscales y, sobre todo, formaban parte sustancial de un cuadro impositivo que parecía ser suficiente para cubrir el gasto y mantener ese transvase colonia-metrópoli. La razón por la cual los cambios fiscales que se dieron en España en 1845 no tuvieron un reflejo inmediato en los territorios ultramarinos no hay que buscarla en la consideración diferencial de estas áreas, sino en la ausencia de un auténtico motivo que propiciase cualquier innovación. Si las Cajas coloniales, en especial la Isla de Cuba, podían cubrir sus presupuestos sin recurrir al Tesoro peninsular, pero además eran capaces de transferir a la Península una parte de estos ingresos en forma de libranzas satisfechas, anticipos o pensiones de la familia real, la prudencia aconsejaba mantener inalterable un sistema fiscal que se antojaba como el más idóneo para los intereses de la Hacienda central.

Cuando Alejandro Mon implantó una de las reformas tributarias que * mayor trascendencia iba a tener en la historia de España, dejó deliberadamente al margen la reforma colonial. Mientras que en la metrópoli la grave situación de la Hacienda, junto a los cambios estructurales de revolución política y transformación económica, propició un cambio fiscal más acorde con el nuevo entorno económico y político, en el caso de las colonias, en especial en la isla de Cuba, el saldo positivo de sus cuentas no aconsejó ninguna variación de la estructura impositiva. Como señala C. Saiz, la idea triunfante fue la de preservar los buenos resultados de las Cajas de Ultramar y, por lo tanto, la inoportunidad de cualquier transformación o reforma fiscal. La configuración de las Antillas como un mercado reservado a los productos peninsulares, entre los que destacaron las harinas y los vinos, para dejar paso a finales del siglo XIX a la exportación de determinados productos industriales, fue el resultado de la contribución colonial al proceso de integración del mercado nacional favorable a la burguesía metropolitana. Pero la legislación aduanera proteccionista no sólo tuvo como meta favorecer los intereses de determinados sectores económicos peninsulares, sino también atender al afán de extracción de los recursos públicos ultramarinos. Este modelo de explotación respondió en el ámbito político español a la coincidencia de criterio tanto desde posiciones progresistas como moderadasy que aceptaron el mismo modelo de subordinación de las economías coloniales.

La necesidad de introducir cambios en el sistema tributario colonial surgió al mismo tiempo que aparecieron sus apuros presupuestarios. A comienzos de la década de 1850, comenzaron a plantearse propuestas alternativas a una estructura impositiva que paulatinamente se mostró incapaz de responder al aumento de los gastos. Si en el caso de Puerto Rico los problemas presupuestarios más serios derivaron de un incremento en los capítulos de Defensa y Administración (B. Sonesson, 1990), aunque este aumento se vio compensado en parte por una reducción de las Ayudas a la Tesorería de la Península; en la Gran Antilla no sólo se mantuvo un gasto considerable en el ramo de Defensa, sino también un elevado presupuesto en el capítulo de las cantidades remitidas a la Península. En 1855, la fuerza armada de la Isla aumentó un 60 por 100 con respecto a finales de la década de 1840. El sacrificio en dinero y hombres de una dotación de estas características se tradujo en un crecimiento del presupuesto de gastos y, en particular, del capítulo de guerra. Si para 1854, el presupuesto en este renglón ascendió a más de cinco millones de pesos, sólo dos años después se calculó en más de siete millones, ocupando el primer puesto de los desembolsos del Tesoro cubano.

A mediados de la década de 1860, la etapa de estabilidad y crecimiento en los rendimientos fiscales había terminado en la colonia. El descenso de los ingresos públicos, la financiación de las campañas expansionistas de la Unión Liberal en América —que ascendieron hasta catorce millones de pesosla incapacidad de satisfacer todas sus obligaciones ordinarias y extraordinarias y la tendencia constante al crédito y al endeudamiento, comprometieron los rendimientos coloniales y su reversión hacia la Hacienda central. En 1866, los tradicionales envíos a la Península se habían suspendido y eran las Cajas peninsulares las que habían remitido a Cuba en concepto de anticipo algunos millones de reales. Era la primera vez desde principios de siglo que el Erario antillano recibía ayuda de la metrópoli, lo que demostraba el saldo claramente insatisfactorio de la política expansionista en Ultramar y la quiebra del modelo de explotación fiscal. Entre 1868 y 1898 el mantenimiento de una Administración costosa, poco eficaz y, en muchos casos, corrupta y el aumento de los gastos con un incremento importante del capítulo de deuda ante la insuficiencia del sistema impositivo acumularon una cuantiosa deuda pública para financiar el déficit.

CUADRO 6.2. Cantidades remitidas a la península desde Cuba, 1823-1866 (Pesos fuertes corrientes)
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FUENTE: C. Saiz, 1998: 82.

Los gastos de la Guerra de los Diez Años, pagados por la Hacienda colonial, dieron origen a numerosas obligaciones, desequilibrios presupuestarios y, por consiguiente, al enorme incremento de la deuda que pesaba sobre las Cajas cubanas desde las campañas expansionistas en América. A pesar de esta situación, el interés del Gobierno siguió siendo el mismo: no fijar un Presupuesto en Ultramar con déficit en los sobrantes y reformar el sistema tributario de la Isla para aumentar las rentas fiscales y mantener el transvase de fondos coloniales. Sin embargo, la ausencia de un proyecto político, durante la Restauración, capaz de abordar los problemas coloniales, en particular la cuestión fiscal, llevó a un desbarajuste impositivo que de forma irreal, pero consciente, fijó unos presupuestos sin déficit y presentó unos saldos presupuestarios con sobrantes.

Aunque los problemas presupuestarios y la crisis colonial presidieron las últimas décadas de dominio colonial, siguió prevaleciendo la idea, en palabras de un coetáneo, de que “la Hacienda española ha sido y es una bomba absorbente en beneficio exclusivo de la metrópoli”. Si hasta la década de I860 fueron las remisiones a la Península o sobrantes de Ultramar los elementos que concentraron el grado de explotación fiscal; a partir de esa fecha, el capítulo de deuda, uno de los más importantes, junto al incremento experimentado por el de clases pasivas reflejaron la descomposición imparable del sistema, que manifestó su relación de intimidad con las nunca bien satisfechas necesidades del funcionariado español (cuadro 6.2). Al aumento incesante del personal de las oficinas cubanas se unía el afán inmoderado de crear empleos para satisfacer peticiones en la Península. El resultado fue el incremento experimentado en el capítulo de pensiones, retirados, jubilados y cesantes, aunque se reconociese expresamente que si se examinasen los expedientes de clasificación de los pensionistas, escasamente cobrarían por las Cajas de Ultramar una quinta parte. En 1895 el sistema colonial español en las Antillas reflejaba todos los síntomas de quiebra y desintegración. La contienda hispano-cubana aceleró la desaparición de un sistema que estaba mostrando su debilidad desde mediados del siglo XIX. La crisis fiscal fue una expresión más de la crisis colonial, pero, sobre todo, un elemento de inestabilidad determinante en la desaparición del sistema de dominio colonial español en las Antillas (C. Saiz, 1998).


Apéndice documental

1. El nacimiento de la peseta

El triunfo de la revolución iniciada en el glorioso alzamiento de Cádiz, hace indispensable una medida de grandísima importancia: la reacuñación de la moneda. En la nueva era que las reformas políticas y económicas, imposibles durante la existencia del régimen caído, abren hoy para nuestro país, conviene olvidar lo pasado, rompiendo todos los lazos que a él nos unían y haciendo desaparecer del comercio y del trato general de las gentes aquellos objetos que pueden con frecuencia traerlo a la memoria. La moneda de cada época ha servido siempre para marcar los diferentes períodos de la civilización de un pueblo, presentando en sus formas y lemas el principio fundamental de la Constitución y modo de ser de la soberanía, y no habiendo hoy en España más poder que la Nación, ni otro origen de autoridad que la voluntad nacional, la moneda sólo debe ofrecer a la vista la figura de la patria, y el escudo de las armas de España, que simbolizan nuestra gloriosa historia hasta el momento de constituirse la unidad política bajo los Reyes Católicos; borrando para siempre de ese escudo las lises borbónicas y cualquier otro signo o emblema de carácter patrimonial o de persona determinada.

Pero el reacuñar la moneda, puesto que han de hacerse los gastos necesarios para este objeto, parece ocasión oportuna de realizar la reforma del sistema monetario, ajustando éste a las bases adoptadas en el convenio internacional de 23 de diciembre de 1865 por Francia, Bélgica, Italia y Suiza. Las importantes relaciones comerciales que tenemos con esos pueblos, y que han de aumentar considerablemente a medida que vayan haciéndose en nuestro sistema rentístico las profundas y radicales alteraciones reclamadas por la ciencia y por la justicia; y la conveniencia de estrechar, hoy que rompemos con nuestro pasado, los lazos que nos unen a las demás naciones de Europa, aconsejan la reforma indicada, a la cual sólo podría oponerse la consideración de la dificultad y del coste de la transformación monetaria, que, como se ha dicho, es hoy necesidad absolutamente imprescindible.

El estudio de esta transformación está hecho en nuestro país, y preparado el proyecto correspondiente, después de minuciosas y detenidas investigaciones, por la Junta Consultiva de Moneda, que lo presentó en febrero último al Gobierno anterior. Este proyecto, que merece también la aprobación del Consejo de Estado, puede utilizarse con ligerísimas modificaciones consistentes en el cambio de los signos y leyendas, en la adición del peso y la ley, que deberán expresarse en todas las monedas, y en alguna otra alteración conveniente para ajustar las clases y el valor de aquéllas a lo acordado en el convenio de 23 de diciembre de 1865.

España no entra, sin embargo, a formar desde luego parte de la unión monetaria establecida por las cuatro naciones indicadas, ni se somete a las obligaciones del referido convenio; conservando su libertad de acción para todo lo que no se determina de un modo expreso en el presente decreto, hasta que se halle constituido definitivamente el país y reanudadas las relaciones diplomáticas con los demás pueblos.

No se ocultan al Gobierno Provisional los inconvenientes inseparables de esta transformación, como de todas las operaciones análogas, ni desconoce el sacrificio que para realizarla deberá imponerse el país. Pero, sobre exigirla una razón de dignidad y decoro, sus ventajas económicas en un próximo porvenir son demasiado considerables, para que pueda dudarse de la utilidad de la reforma. Todo lo que facilita el comercio y las relaciones entre los pueblos, constituye un inmenso beneficio, porque fecunda los gérmenes de riqueza, levanta la condición del ciudadano y afirma la civilización y la libertad. Adoptando los tipos monetarios del convenio internacional, España abre los brazos a sus hermanas de Europa y da una nueva y clara muestra de la resolución inquebrantable con que quiere unirse a ellas, para entrar en el congreso de las naciones libres, de que por tanto tiempo la han tenido alejada, contrariando su natural inclinación los desaciertos políticos y el empirismo rutinario de sus Gobiernos.

Por todas estas consideraciones y en uso de las facultades que me competen como individuo del Gobierno Provisional y Ministro de Hacienda,

Vengo en decretar lo siguiente:

Artículo 1°. En todos los dominios españoles la unidad monetaria será la peseta, moneda efectiva y equivalente a 100 céntimos.

Artículo 2°. Se acuñarán monedas de oro de 100, 50, 20, 10 y 5 pesetas, cuyo peso, ley, permisos y diámetros, serán los siguientes:
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Estas monedas serán admitidas, así en las Cajas públicas como entre particulares, sin limitación alguna. Aquellas cuya falta de peso exceda en 1/2 por 100 al permiso de feble, o cuya estampa en parte o del todo haya desaparecido, carecerán de curso legal y deberán ser refundidas según determinen los Reglamentos vigentes.

Artículo 3°. Asimismo, se acuñarán monedas de plata de cinco pesetas, cuyo peso, ley, permisos y diámetros, serán los siguientes:
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La recepción y circulación de estas monedas queda sujeta a las mismas reglas establecidas en el artículo 2° para las de oro, en el concepto de que el desgaste no podrá exceder de 1 por 100.

Artículo 4°. También se acuñarán monedas de dos pesetas, una peseta, 50 céntimos y 20 céntimos, cuyo peso, ley, permisos y diámetros serán los reflejados en el primer cuadro de la página siguiente.

Estas monedas carecerán de curso legal y deberán ser refundidas, con arreglo a los Reglamentos vigentes, cuando la estampa haya en todo o en parte desaparecido, o el desgaste exceda en 5 por 100 al permiso de feble, y no se entregarán por las Cajas públicas, ni serán admisibles entre particulares en cantidad que exceda de 50 pesetas, cualquiera que sea la cuantía del pago. El Estado, sin embargo, las recibirá de los contribuyentes sin limitación alguna.
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Artículo 5°. Se acuñarán monedas de bronce de diez, cinco, dos y un céntimos, con el peso, permisos y diámetros siguientes:
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Carecerán de curso legal estas monedas y serán refundidas a expensas del Estado, cuando el anverso o reverso haya en todo o en parte desaparecido, por los efectos naturales del desgaste. En ningún caso las monedas de bronce podrán entregarse por las Cajas públicas, ni tendrán curso legal entre particulares, en cantidad que exceda de cinco pesetas, cualquiera que sea la cuantía del pago, pero las Cajas públicas las recibirán en limitación alguna.

Artículo 6°. Todas las monedas cuyo tamaño lo permita, ostentarán una figura que represente a España, con las armas y atributos propios de la soberanía nacional, y llevarán expresados su valor, peso, ley y año de la fabricación. Asimismo, aparecerán en ellas las iniciales de los funcionarios responsables de la exactitud del peso y ley.

Las condiciones de la estampa, peculiares a cada moneda y en armonía con lo expuesto, serán objeto de resoluciones especiales del Ministerio de Hacienda, debiendo cuidar de que, conservando la debida armonía, se diferencien entre sí en el carácter y disposición de las leyendas o en otros detalles accesorios para evitar que se confundan monedas de distinto valor.

Artículo 7°. Se acuñarán en monedas de oro de 100, 50, 20, diez y cinco pesetas, y de plata de 5 pesetas; las pastas que presenten de su cuenta los particulares, sin exigirles que aquéllas reúnan la ductilidad y demás condiciones necesarias, y que puedan alearse a la ley monetaria sin necesidad de incorporar oro ni plata fina. Los gastos de afinación y apartado en las pastas cuya amonedación exija tales manipulaciones, los satisfarán los particulares con arreglo a un tipo uniforme y en armonía con el coste de dichas operaciones, si poseyendo los medios necesarios las Casas de Moneda del reino, el Gobierno conceptuase conveniente autorizarlo.

Artículo 8°. Las monedas de plata a la ley de 835 milésimas y las de bronce, se acuñarán exclusivamente por cuenta y beneficio del Estado.

Artículo 9°. El Ministro de Hacienda fijará en los presupuestos anuales la proporción en que deban acuñarse las diferentes clases de moneda, con arreglo a las necesidades de la circulación; en la inteligencia de que la total suma de moneda circulante de plata de 835 milésimas no ha de exceder de seis pesetas por habitante, ni de dos pesetas la cantidad de moneda de bronce.

Artículo 10°. A contar de 31 de diciembre de 1870, será obligatorio, así en las Cajas públicas como entre particulares, el uso del sistema monetario creado por este Decreto.

Las penas en que incurrirán los infractores consistirán en multas pecuniarias o privación de sus cargos si fueren funcionarios públicos, según se disponga en los respectivos Reglamentos.

Artículo 11°. Los contratos, así públicos como privados, anteriores al presente Decreto, en los que expresa y terminantemente se haya estipulado que los pagos han de hacerse con moneda circulante en la actualidad, se liquidarán con el abono correspondiente, siempre que el pago se realice en monedas del nuevo cuño.

El Ministro de Hacienda publicará las oportunas tablas para la reducción de la antigua moneda, a fin de facilitar esta clase de operaciones.

Artículo 12°. El Gobierno queda facultado para autorizar la admisión en las Cajas públicas y la circulación legal en todos los dominios españoles, de las monedas de oro y plata acuñadas en países extranjeros, siempre y cuando tengan peso igual o exactamente proporcional, la misma ley y condiciones, y que sean admitidas recíprocamente las nacionales en aquellos países. La circulación recíproca de las monedas nacionales y extranjeras será objeto de tratados especiales con las Potencias respectivas.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

A medida que se retiren de la circulación las monedas circulantes serán refundidas y se procederá a la acuñación de las similares creadas por este decreto, debiendo incluirse en los presupuestos generales los créditos indispensables para realizar dicha refundición con toda la brevedad compatible con la circunstancias del Tesoro público.

Madrid, 19 de octubre de 1868.

El Ministro de Hacienda, Laureano Figuerola.

Con objeto de llevar a debido efecto y a la mayor brevedad lo dispuesto en decreto separado de esta fecha, acerca de la adopción del nuevo sistema monetario, y a fin de proceder en tan interesante servicio con el acierto que su importancia exige, en uso de las facultades que me competen como individuo del Gobierno Provisional y Ministro de Hacienda,

Vengo en decretar lo siguiente:

       Artículo 1°. La Junta consultiva de Moneda redactará con urgencia el oportuno programa para adquirir en concurso público, en el menor tiempo posible y con el mayor grado de perfección, los troqueles para la acuñación de las nuevas monedas.

       Artículo 2°. La Academia de la Historia informará, con igual brevedad, acerca del escudo de armas y atributos de carácter nacional que deban figurar en los nuevos cuños.

       Artículo 3°. La Junta consultiva de Moneda formulará el oportuno presupuesto para la refundición general de la moneda circulante, y los Reglamentos y demás medidas que, con la aprobación del Ministerio de Hacienda, deban adaptarse para realizar esta reforma del modo más conveniente a los intereses públicos.

Madrid, 19 de octubre de 1868.

El Ministro de Hacienda, Laureano Figuerola.

Publicados en la “Gaceta de Madrid” del 20 de octubre de 1868, (año CCVII, número 294), páginas 7 a 9.

2. Ley General de Caminos de Hierro, de 3 de junio de 1855

Doña Isabel II por la gracia de Dios y la Constitución de la Monarquía española Reina de las Españas: á todos los que las presentes vieren y entendieren, sabed que las Cortes han decretado y Nos sancionarnos lo siguiente:

CAPITULO I

De la clasificación de ferro-carriles

Artículo 1°. Los ferrocarriles se dividirán en líneas de servicio general y de servicio particular.

Artículo 2°. Entre las líneas de servicio general se clasificarán como de primer orden las que, partiendo de Madrid, terminen en las costas o fronteras del reino.

Artículo 3°. Todas las líneas de ferrocarriles destinadas al servicio general, son del dominio público, y serán consideradas como obras de utilidad general.

CAPÍTULO II

De la concesión o autorización para construir ferrocarriles

Artículo 4°. La construcción de las líneas de servicio general podrá verificarse por el Gobierno, y en su defecto por particulares o compañías.

Artículo 5°. Para que el Gobierno pueda emprender la construcción de una línea con fondos del Estado, de las provincias o de los pueblos, es necesario que esté autorizado por una ley.

Artículo 6°. Los particulares ó compañías no podrán construir línea alguna, bien sea de servicio general, bien de servicio particular, si no han obtenido previamente la concesión de ella.

Artículo 7°. Esta concesión se otorgará siempre por una ley.

Artículo 8°. Podrá auxiliarse con los fondos públicos la construcción de las líneas de servicio general:

       1.-Ejecutando con ellos determinadas obras.

       2.-Entregando a las empresas en períodos determinados una parte del capital invertido, reconociendo como límite mayor de esto el presupuestado.

       3.-Asegurándoles por los mismos capitales un mínimun de interés ó un interés fijo, según se convenga y determine en la ley de cada concesión.

Artículo 9°. Las provincias y los pueblos interesados inmediatamente en la construcción de la línea contribuirán con el Estado á la subvención ó abono de intereses en la proporción y en la forma que determine la ley de concesión.

Artículo 10°. Fijados por la ley de concesión el máximum del subsidio ó el interés que haya de darse a la empresa constructora, se sacará bajo aquel tipo a pública subasta, por término de tres meses, la concesión otorgada, y se adjudicará al mejor postor, con la obligación de abonar este a quien corresponda el importe de los estudios del proyecto que hubiesen servido para la concesión, importe que deberá fijarse antes de hacerse la subasta en los casos y en la forma que determinen los reglamentos.

Artículo 11°. Para poder tomar parte en las subastas es preciso acreditar que se ha depositado en garantía de las proposiciones que se presentan el uno por 100 del valor total del ferro-carril, según el presupuesto aprobado.

Artículo 12°. No podrán en ningún caso expedirse los títulos de concesión de las líneas de servicio general, mientras el concesionario no acredite haber depositado en garantía de sus obligaciones el 5 por 100 del valor de las obras presupuestadas, si la concesión fuese subvencionada, y el 3 por 100 si no lo fuese.

Si el concesionario dejase transcurrir quince días sin verificar este depósito, se declarará sin efecto la adjudicación con pérdida de la fianza prestada, y se volverá á subastar la concesión de la línea por término de cuarenta días, si fuese de las otorgadas por adjudicación.

Artículo 13°. Las empresas concesionarias podrán disponer de las sumas que hayan depositado en garantía de la construcción del ferro-carril, á medida que acrediten haber ejecutado los trabajos suficientes a cubrir su importe, quedando especialmente hipotecadas las obras del ferro-carril por la suma a que asciendan las cantidades devueltas en reemplazo de aquella garantía.

Artículo 14°. Las concesiones de las líneas de servicio general se otorgarán por término de 99 años cuando mas.

Artículo 13°. Al espirar el término de la concesión, adquirirá el Estado la línea concedida con todas sus dependencias, entrando en el goce completo del derecho de explotación.

CAPÍTULO III

De las formalidades con que debe pedirse la autorización o concesión

Artículo 16°. Cuando el Gobierno estime conveniente ejecutar con fondos públicos una línea de ferro-carril, presentará a las Cortes, con el proyecto de ley de autorización, los documentos siguientes:

       1.Una memoria descriptiva del proyecto.

       2.El plano general y el perfil longitudinal, y los trasversales.

       3.El presupuesto de construcción, y el anual de reparación y conservación de la línea.

       4.El presupuesto del material de explotación, el anual de su reparación y conservación.

       5.La tarifa de los precios máximos que deban exigirse por peaje y por transporte.

       6.Una información en que se oiga a las Diputaciones de las provincias interesadas en la construcción, y a las corporaciones y personas que a juicio del Gobierno puedan ilustrar la materia por la que se justifique la utilidad del proyecto.

Esta información de utilidad no es necesaria respecto de las líneas clasificadas de primer orden en la presente ley.

Artículo 17°. Los particulares ó compañías que pretendan una línea de ferrocarril dirigirán su solicitud al Gobierno debiendo presentar con ella los documentos que se expresan en el artículo anterior, excepto la información prevenida en el párrafo 6.1, que deberá practicarse por el Gobierno, y acreditar además haber depositado en garantía de las proposiciones que hagan ó admitan en el curso del expediente el 1 por 100 del importe total de las obras y material de explotación de la línea, según los presupuestos.

Artículo 18°. Una vez admitido el proyecto y aceptadas recíprocamente las condiciones de la concesión, el Gobierno presentará á las Cortes el oportuno proyecto de ley con los documentos expresados en el art. 16, al tenor de lo dispuesto en el art. 7°.

CAPÍTULO IV

De los privilegios y exenciones generales que se otorgan á las empresas concesionarias

Artículo 19°. Los capitales extranjeros que se empleen en la construcción de ferrocarriles o en empréstitos para este objeto quedan bajo la salvaguardia del Estado, y están exentos de represalias, confiscaciones ó embargos por causa de guerra.

Artículo 20°. Se conceden desde luego a todas las empresas de ferro-carriles:

       Art. 1°. Los terrenos de dominio público que hayan de ocupar el camino y sus dependencias.

       2°. El beneficio de vecindad para el aprovechamiento de leña, pastos y demás de que disfrutan los vecinos de los pueblos cuyos términos abrazare la línea para los dependientes y trabajadores de las empresas, y para la manutención de los ganados de trasporte empleados en los trabajos.

       3°. La facultad de abrir canteras, recoger piedra suelta, construir hornos de cal, yeso y ladrillo, depositar materiales y establecer talleres para elaborarlos en los terrenos contiguos á la línea.

       Si estos terrenos fuesen públicos, usarán de aquella facultad, dando aviso prèvio a la Autoridad local; mas si fuesen de propiedad particular, no podrán usar de ellos sino después de hacerlo saber al dueño o su representante por medio del Alcalde del territorio, y de haberse obligado formalmente, a indemnizarle de los daños y perjuicios que se le irroguen.

       4°. La facultad exclusiva de percibir mientras dure la concesión, y con arreglo a las tarifas aprobadas, los derechos de peaje y los de trasporte, sin perjuicio de los que puedan corresponder a otras empresas.

       5°. EL abono, mientras la construcción y diez años despues, del equivalente de los derechos marcados en el arancel de Aduanas, y de los de faros, portazgos, pontazgos y barcajes que deban satisfacer las primeras materias, efectos elaborados, instrumentos, útiles, máquinas, carruajes, maderas, coke y todo lo que constituya el material fijo y móvil que deba importarse del extranjero, y se aplique exclusivamente a la construcción y explotación del ferrocarril concedido.

       La equivalencia de tales derechos se fijará, respecto de las empresas constructoras, en la ley de la concesión del camino. Y respecto de las de explotación la fijará anualmente el Gobierno, observando los trámites que se establezcan en el reglamento.

       6°. La exención de los derechos de hipotecas devengados hasta ahora y que se devengaren por las traslaciones de dominio verificadas en virtud de la ley de expropiación.

CAPÍTULO V

De la caducidad de las concesiones

Artículo 21°. Siempre que se declare definitivamente caducada una concesión, quedará á beneficio del Estado el importe de la garantía que se haya exigido al concesionario.

Artículo 22°. Las concesiones de ferro-carriles caducarán, si no se diese principio a las obras o si no se concluyese el camino o las secciones en que se divida, dentro de los plazos señalados en ellas, salvos los casos de fuerza mayor.

Cuando ocurra alguno de estos casos y se justifique debidamente, podrá el Gobierno prorogar los plazos concedidos por el tiempo absolutamente necesario; pero al fin de la pròroga caducará la concesión si dentro de aquella no se cumple lo estipulado.

Artículo 23°. También caducará la concesión si se interrumpiere total ó parcialmente el servicio público de la línea por culpa de la empresa en el caso previsto en el art. 39.

Artículo 24°. De la resolución del Gobierno declarando la caducidad, podrá el concesionario reclamar por la vía contencioso-administrativa dentro del término de dos meses, contados desde el día en que se le haya hecho saber.

Si no reclamase dentro de este plazo, se tendrá por consentida la resolución del Gobierno, y no habrá contra ella recurso alguno.

Artículo 25°. Declarada definitivamente la caducidad, se sacará a subasta la concesión anulada.

Artículo 26°. El tipo para esta subasta será el importe a que asciendan, según la tasación que se practique, los terrenos comprados, las obras ejecutadas y los materiales de construcción y de explotación existentes, con deducción de los auxilios ó subvenciones otorgados al concesionario, y entregados al mismo en terrenos, obras, metálico u otra clase de valores.

Artículo 27°. Si abierta la subasta no se presentase postor dentro del plazo señalado, se sacará á nueva licitación por término de dos meses y bajo el tipo de las dos terceras partes de la tasación; y si aun así no se rematase, se anunciará la tercera y última subasta por término de un mes y por la mitad de dicha tasación.

Artículo 28. Verificada la adjudicación de la línea en cualquiera de las tres expresadas subastas, se deducirán del precio del remate el importe de la garantía que el concesionario hubiese sacado del depósito para invertirla en las obras, al tenor de lo dispuesto en el art. 43, y el de los gastos de tasación y subasta, entregándose el resto al concesionario en quiebra ó á sus legítimos representantes.

El nuevo concesionario por la subasta dará en garantía el 5 por 100 del valor de las obras que falten hasta completar el presupuesto total; y en todo lo demas le serán aplicables los efectos de esta ley como si hubiera sido primer concesionario.

Artículo 29°. Si no se adjudicase la concesión en ninguna de las tres referidas subastas, y conviniese continuar las obras del ferrocarril por cuenta del Estado, el Gobierno presentará a las Cortes el oportuno proyecto de ley.

CAPITULO VI

De las condiciones de arte á que deben ajustarse todas las construcciones de ferro-carriles

Artículo 30°. Los ferro-carriles se construirán con arreglo a las condiciones siguientes:

       1a El ensanche de la vía o distancia entre los bordes interiores de las barras-carriles será de 1 metro 67 centímetros (6 pies castellanos).

       2a El ancho de la entrevia será de 1 metro 80 centímetros (6 pies y 6 pulgadas castellanas).

       3a Las demás dimensiones, así como las condiciones de arte se fijarán en cada caso particular por el Gobierno.

       4a Los ferrocarriles podrán construirse con una o dos vías, o combinando estos sistemas.

CAPÍTULO VII

De la explotación de los ferrocarriles

Artículo 31°. Todo ferrocarril tendrá dos aprovechamientos distintos, el de peaje y el de trasporte.

Artículo 32°. Los precios de uno y otro serán los que señalen las tarifas que rijan en cada línea.

Artículo 33°. En el pliego de condiciones de cada concesión se comprenderán los servicios gratuitos que deban prestar las empresas y las tarifas especiales para los servicios públicos, figurando entre los primeros la conducción de los correos ordinarios a las horas que fije el Gobierno.

Artículo 34°. A nadie podrá impedirse el establecimiento de empresas de conducción pagando el peaje de tarifa.

Artículo 35°. Pasados los cinco primeros años de hallarse en explotación el ferrocarril, y después de cinco en cinco años, se procederá a la revision de las tarifas.

Si el Gobierno creyese que sin perjuicio de los intereses de la empresa pueden bajarse los precios de ellas, y esta no conviniese en la reducción, podrá sin embargo llevarse a efecto por una ley, garantizando á la empresa los productos totales del último año, y además el aumento progresivo que hayan tenido por término medio en el último quinquenio.

Artículo 36°. Las empresas podrán en cualquier tiempo reducir los precios de las tarifas como tengan por conveniente, poniéndolo en conocimiento del Gobierno.

En este caso, lo mismo que en los comprendidos en el artículo anterior, se anunciarán al público con la debida anticipación las alteraciones que se hagan en las tarifas.

Artículo 37°. En todas las líneas se establecerá un telégrafo eléctrico con los hilos que se determine en la concesión de cada una. La construcción y conservación se hará por cuenta de las empresas; y el servicio de la correspondencia oficial y privada correrá a cargo del Gobierno, cuyos empleados estarán á la vez obligados a desempeñar el especial de las líneas si las empresas lo exigieren.

Artículo 38°. Toda empresa concesionaria está obligada a mantener el servicio de conducción, ó á procurarle por contratos particulares.

Artículo 39°. Cuando por culpa de la empresa se interrumpe total o parcialmente el servicio público del ferro-carril, el Gobierno tomará desde luego las disposiciones necesarias para asegurarlo provisionalmente a costa de aquella.

En el término de seis meses deberá justificar la empresa concesionaria que cuenta con los recursos suficientes para continuar la explotación, pudiendo ceder esta á otra empresa ó tercera persona, previa autorización especial del Gobierno.

Si aun por este medio no continuara el servicio, se tendrá por caducada la concesión, observándose en su consecuencia lo dispuesto en los artículos 23 y siguientes del capítulo V de esta ley.

Artículo 40°. La explotación de los ferro-carriles del Estado se hará por el Gobierno ó por empresas que contraten este servicio en pública subasta, según sea más conveniente a los intereses públicos.

Artículo 41°. En cada concesión se determinará la manera en que el Gobierno ha de ejercer la intervención necesaria para mantener en buen estado el servicio de los ferro-carriles, y asegurarse de los gastos é ingresos de las empresas.

Artículo 42°. En las leyes y reglamentos especiales que se formen para la policía de los ferro-carriles se determinará lo conveniente sobre la conservación y seguridad de cada camino y de sus obras, observándose en el entretanto las disposiciones vigentes sobre carreteras en cuanto sean aplicables a los ferrocarriles.

CAPÍTULO VIII

De los estudios de las líneas de ferrocarriles

Artículo 43°. El Gobierno dispondrá se hagan desde luego los estudios, o se completen los que hayan comenzados sobre las líneas generales de primer orden, comprendidas en esta ley, por comisiones de ingenieros nacionales o extranjeros, para que por ellos, y según los planos y presupuestos que formen y sean aprobados, se proceda a la construcción de dichas líneas.

Lo mismo deberá hacer siempre que se proyecte la construcción de una línea general de primer orden.

Artículo 44°. Para cubrir los gastos de estos trabajos se consignarán en el presupuesto ordinario las cantidades necesarias.

Artículo. 45. El Gobierno podrá autorizar a los particulares y compañías para que verifiquen estudios con el fin de reunir los datos y documentos que, según lo prescrito en los artículos 16 y 17, son necesarios para obtener la concesión de una línea, sin que por esta autorización se entienda conferido derecho alguno contra el Estado, ni limitada de ninguna manera la facultad que tiene el Gobierno para conceder iguales autorizaciones a los que pretendan el estudio de la misma línea.

CAPÍTULO IX

De las compañías por acciones para la construcción y explotación de los ferrocarriles

Artículo 46. Podrá el Gobierno autorizar provisionalmente la constitución de compañías por acciones que tengan por objeto la construcción y explotación de los ferrocarriles con arreglo a esta ley y a la de 28 de enero de 1848, en cuanto no se derogue o modifique por las disposiciones siguientes:

1a El capital social será cuando menos igual al importe total de las obras de construcción y del material de explotación de la línea que se proponga adquirir la compañía.

2a Suscritas que sean las dos terceras partes del capital social, podrá autorizarse la constitución provisional de la compañía.

3a Esta autorización provisional faculta únicamente a la compañía para nombrar sus administradores, pedir la concesión de la línea que se proponga construir y explotar, presentar sus proposiciones en la subasta, si se hiciese la conscesión con este requisito, y exigir de los accionistas hasta el 10 por 100 de sus acciones con destino exclusivo a cubrir los gastos de su establecimiento, los de estudio del proyecto y el depósito que se exija como garantía de la concesión.

4a Hasta que la compañía no se halle constituida definitivamente y haya obtenido la concesión o adjudicación de la línea, no podrá emitir títulos de acción ni otra clase de documentos trasferibles o negociables, siendo nulas y de ningún valor las trasferencias que se hagan de las promesas de acciones o de las acciones que se entreguen a suscritores.

5a Los primeros suscritores y sus cesionarios son responsables solidariamente al pago de los primeros dividendos, hasta que quede cubierta la mitad del valor nominal de sus acciones.

6a Cuando los accionistas hayan satisfecho el valor total de sus acciones, podrán convertirse estas en títulos al portador.

Artículo 47°. Se considerará definitivamente constituida la compañía luego que se publique la ley relativa a su constitución.

Artículo 48°. Si suscritas las dos terceras partes del capital social, y realizadas e invertidas en las obras de la línea, no pudiese la compañía hacer efectiva la otra tercera parte del capital por medio de la emisión y negociación de las acciones no suscritas, podrá obtener autorización del Gobierno para adquirir dicha tercera parte del capital por medio de empréstitos contraidos, con la hipoteca de los rendimientos del ferro-carril a cuya construcción o explotación se destina.

En este caso la autorización podrá comprender además la facultad de emitir cédulas u obligaciones hipotecarias de interés fijo, y amortizables dentro del período de la concesión, en los años que en aquella se determine.

Artículo 49°. También podrá obtener la compañía autorización del Gobierno para aumentar el capital social si la inversion de este no hubiese bastado para poner toda la línea en estado de explotación, y si el aumento solicitado no afectase de modo alguno los fondos públicos.

Si los afectase, la autorización será objeto de una ley.

ARTÍCULO ADICIONAL

Las provincias y los pueblos inmediatamente interesados en la construcción de las líneas ya concedidas, contribuirán con la tercera parte de la subvención á estas otorgada.

Por tanto mandamos a todos los Tribunales, Justicias, Jefes, Gobernadores y demás Autoridades, asi civiles como militares y eclesiásticas, de cualquier clase y dignidad, que guarden y hagan guardar, cumplir y ejecutar la presente ley en todas partes.

Aranjuez á tres de Junio de mil ochocientos cincuenta y cinco.

YO LA REINA. El Ministro de Fomento, Francisco de Luxán.

3. Ley de incorporación de los señoríos jurisdiccionales a la nación

1811: 6 de agosto.

Ley de incorporación de los señoríos jurisdiccionales a la nación. (D.O.C., I, pp. 193-196. decreto LXXXII).

Incorporación de los señoríos jurisdiccionales a la nación; los territoriales quedarán como propiedades particulares; abolición de los privilegios exclusivos, privativos y prohibitivos; modo de reintegrar a los que obtengan estas prerrogativas por título oneroso, o por recompensa de grandes servicios. Nadie puede llamarse señor de vasallos, ni ejercer jurisdicción, etc.

Deseando las cortes generales y extraordinarias remover los obstáculos que hayan podido oponerse al buen régimen, aumento de población y prosperidad de la Monarquía española, decretan:

       Artículo I. Desde ahora quedan incorporados a la nación todos los señoríos jurisdiccionales de cualquiera clase y condición que sean.

       Artículo II. Se procederá al nombramiento de todas las justicias y demás funcionarios públicos por el mismo orden y según se verifica en los pueblos de realengo.

       Artículo III. Los corregidores, alcaldes mayores y demás empleados comprendidos en el artículo anterior cesarán desde la publicación de este decreto a excepción de los ayuntamientos y alcaldes ordinarios, que permanecerán hasta fin del presente año.

       Artículo IV. Quedan abolidos los dictados de vasallo y vasallaje, y las prestaciones así reales como personales, que deban su origen a título jurisdiccional, a excepción de las que procedan de contrato libre en uso del sagrado derecho de la propiedad.

       Artículo V. Los señoríos territoriales y solariegos quedan desde ahora en la clase de los demás derechos de propiedad particular, si no son de aquellos que por su naturaleza deban incorporarse a la nación, o de los que en que no se hayan cumplido las condiciones con que se concedieron, lo que resultará de los títulos de adquisición.

       Artículo VI. Por lo mismo, los contratos, pactos o convenios que se hayan hecho en razón de aprovechamiento, arriendos de terrenos-, censos u otros de esta especie, celebrados entre los llamados señores y vasallos, se deberán considerar desde ahora como contratos de particular a particular.

       Artículo VII. Quedan abolidos los privilegios llamados exclusivos, privativos y prohibitivos que tengan el mismo orden de señorío, como son los de caza, pesca, hornos, molinos, aprovechamientos de aguas, montes y demás, quedando al libre uso de los pueblos, con arreglo al derecho común, y a las reglas municipales establecidas en cada pueblo; sin que por esto los dueños se entiendan privados del uso que como particulares pueden hacer de los hornos, molinos y demás fincas de esta especie, ni de los aprovechamientos comunes de aguas, pastos y demás, a que en el mismo concepto puedan tener derecho en razón de vecindad.

       Artículo VIII. Los que obtengan las prerrogativas indicadas en los antecedentes artículos por título oneroso, serán reintegrados del capital que resulte de los títulos de adquisición; y los que los posean por recompensa de grandes servicios reconocidos, serán indemnizados de otro modo.

       Artículo IX. Los que se crean con derecho al reintegro, de que habla el artículo antecedente presentarán sus títulos de adquisición en las chancillerías y audiencias del territorio, donde en lo sucesivo deberán promoverse, sustanciarse, y finalizarse estos negocios en las dos instancias de vista y revista con la preferencia que exige su importancia, salvo aquellos casos en que puedan tener lugar los recursos extraordinarios de que tratan las leyes; arreglándose en todo a lo declarado en este decreto, y a las leyes que por su tenor no queden derogadas.

       Artículo X. Para la indemnización que deba darse a los poseedores de dichos privilegios exclusivos por recompensa de grandes servicios reconocidos, precederá la justificación de esta calidad en el tribunal territorial correspondiente, y éste la consultará al gobierno, con remisión del expediente original, quien designará la que deba hacerse, consultándolo con las Cortes.

       Artículo XI. La nación abonará el capital que resulte de los títulos de adquisición, o lo reconocerá, otorgando la correspondiente escritura; abonando en ambos casos un tres por ciento de intereses desde la publicación de este decreto hasta la redención de dicho capital.

       Artículo XII. En cualquier tiempo que los poseedores presenten sus títulos, serán oídos, y la nación estará a las resultas para las obligaciones de que habla el articulo anterior.

       Artículo XIII. No se admitirá demanda ni contestación alguna que impida el puntual cumplimiento y pronta ejecución de todo lo mandado en los artículos anteriores, sobreseyéndose en los pleitos que haya pendientes; llevándose inmediatamente a efecto lo mandado, según el literal tenor de este decreto, que es la regla que en lo sucesivo debe gobernar para la decisión; y, si se ofreciese alguna duda sobre su inteligencia y verdadero sentido, se abstendrán los tribunales de resolver e interpretar, y consultarán a S. M. por medio del Consejo de regencia, con remisión del expediente original.

       Artículo XIV. En adelante nadie podrá llamarse señor de vasallos, ejercer jurisdicción, nombrar jueces, ni usar de los privilegios y derechos comprendidos en este decreto; y el que lo hiciere perderá el derecho al reintegro en los casos que quedan indicados.


Fuentes y bibliografía


A. Fuentes

Para el período de 1800 a 1868 contamos con varios libros que, aunque no puedan ser calificados en sentido estricto como manuales, vienen cumpliendo las funciones de este tipo de publicaciones. El trabajo que mejor cumple estas tareas es el libro de Gabriel Tortella, El desarrollo de la España contemporánea. Historia económica de los siglos XIX y XX, Madrid, Alianza Editorial, 1994. Con un enfoque sintético, que combina a la vez los aspectos básicos de la cronología y el análisis sectorial, el libro de Tortella presenta un panorama muy completo de los principales problemas y las interpretaciones más difundidas de la evolución de la economía española contemporánea, sin renunciar a plantear su propio enfoque, a menudo discrepante con las tesis dominantes. Por otra parte, hay que tener en cuenta que buena parte de la investigación y de los avances realizados en el conocimiento de la economía española del siglo XIX han venido de las exploraciones del ámbito regional. En este línea hay que considerar el libro de Jordi Maluquer de Motes, Luis Germán, Enrique Llopis y Santiago Zapata (Eds.), Historia Económica Regional de España. Siglos XIX y XX, Barcelona, Crítica, como un decisivo instrumento de conocimiento de las transformaciones económicas experimentadas en el seno de las regiones españolas desde la transición del Antiguo Régimen al afianzamiento de la sociedad liberal.

A. I. Demografía y población

Los trabajos de conjunto sobre la demografía española del siglo XIX se deben a Vicente Pérez Moreda y a D. S. Reher. Sus obras más conocidas y de utilidad por ser al mismo tiempo síntesis y estados de la cuestión son V. Pérez Moreda y D. S. Reher, Demografía histórica en España, Madrid, El Arquero, 1988. También las más recientes de V. Pérez Moreda, “La población”, en Historia de España. Ramón Menéndez Pidal. XXXIII. Los Fundamentos de la España Liberal (1834-1900). Madrid, Espasa-Calpe, 1997, pp. 52-98; y V. Pérez Moreda, “Población y economía en la España de los siglos XIX y XX”, en G. Anes (Ed.), Historia Económica de España. Siglos XIX y XX, Barcelona, Galaxia Gutemberg, 1999, pp. 7-62, especialmente de 7 a 37, que se refieren al siglo XIX. Por su parte, el libro más reciente, en que hay todo un análisis de las características de la población española, de D. S. Reher es La familia en España: pasado y presente, Madrid, Alianza, 1996.

Un artículo pionero que ha marcado el análisis posterior de las investigaciones en demografía histórica es el de M. Livi Bacci, “Fertility and Nuptiality changes in Spain from the Late 18th to the Early 20th Century”, Population Studies, XXII, vol. 1 y 2, 1968, pp. 83-102 y 211-234. En igual sentido, pero poniendo en relación cambios económicos y demográficos a escala europea, resulta de gran utilidad el libro de E. A. Wrigley, Gentes, ciudades y riqueza: la transformación de la sociedad tradicional, Barcelona, Crítica, 1991.

La conocida monografía de J. Nadal sobre la población española continúa teniendo cierta vigencia para el conocimiento de la población española del siglo XIX: J. Nadal, La población española (siglos XVI-XX), Barcelona, Ariel (4.a edición), 1991. También son interesantes las visiones de conjunto, aunque poniendo el acento en diferentes aspectos, de Roser Nicolau, Gabriel Tortella, Francisco Bustelo y R. Nicolau, “Población”, en A. Carreras (Coord.), Estadísticas Históricas de España, siglos XIX-XX, Madrid, Fundación Banco Exterior, 1989, pp. 49-90. G. Tortella, El desarrollo de la España contemporánea. Historia Económica de los siglos XIX y XX, Madrid, Alianza, 1994. F. Bustelo, “La población española”, en Introducción a la historia económica mundial y de España (siglos XIX y XX), Madrid, Síntesis, 1996, pp. 106-124.

Cataluña y el País Valenciano, por sus peculiares características al adelantarse relativamente al proceso de transición demográfica del conjunto español, han recibido una mayor atención por parte de los investigadores. Sin ánimo de exhaustividad habría que señalar los trabajos de J. Benavente, “La minua de la fecunditat a Catalunya”, en Historia Econòmica de la Catalunya contemporànea, vol. I, 1991, pp. 63-119. R. Nicolau, “Els factors demogràfics del creixement economie: Catalunya, 1787-1910”, en Historia Econòmica de la Catalunya Contemporania, vol. I, Barcelona, Enciclopédia Catalana, 1991, pp. 13-60. J. S. Bernat y M. A. Badenes, “Muerte y comportamiento demográfico de los valencianos (siglos XVII-XIX)”, en J. Bernabeu Mestre (Coord.), El papel de la mortalidad en la evolución de la población valenciana, Alicante, Instituto de Cultura Juan Gil-Albert-Seminari d’Estudis sobre la població del País Valencià, 1991, pp. 27-46. También J. Bernabeu Mestre, “La modernització demográfica valenciana, segles XIX i XX”, en J. Azagra; E. Mateu y J. Vidal: De la sociedad tradicional a la economía moderna. Estudios de Historia Valenciana Contemporánea, Alicante, Instituto de Cultura Juan Gil-Albert, 1996, pp. 77- 100.

Por su parte, el crecimiento de la población urbana sigue teniendo en el trabajo de G. L Rodrigo una excelente visión histórica: G. L Rodrigo, “La población urbana en España, (1860-1930)”, Boletín de la ADEH, VI, 1, 1988, pp. 62-63. Y, en el largo plazo, el artículo de David-Sven Reher, “Ciudades, procesos de urbanización y sistemas urbanos en la Península Ibérica, 1350-1991”, en M. Guàrdia; F.J. Monclús y J. L. Oyón (Dirs.), Atlas histórico de ciudades europeas. Penísula Ibérica, Barcelona, Salvat, 1994, pp. 1-29.

A.2. Agricultura y comercio exterior

Un panorama general de la agricultura española en el siglo XIX, que ofrece una revisión crítica de la literatura y de los enfoques de los historiadores económicos que se han ocupado del tema, se puede encontrar en el amplio texto de A. M. Bernal, “La agricultura y la ganadería españolas en el siglo XIX”, en G. Anes (Ed.), Historia Económica de España. Siglos XIX y XX, Barcelona, Galaxia Gutemberg-Círculo de Lectores, 1999, pp. 83-183. En la misma línea, pero con un enfoque más centrado en los cambios acaecidos en la estructura de la propiedad de las diferentes regiones españolas y con una excelente capacidad de síntesis, es necesario consultar el texto de Ramón Villares Paz, “Agricultura”, en Historia de España de Ramón Menéndez Pidal. vol. XXXIII. Los Fundamentos de la España Liberal (1834-1900). La Sociedad, la economía y las formas de vida, Madrid, Espasa-Calpe, 1997, pp. 239-308.

La desamortización de Mendizábal ha sido objeto en los últimos años de numerosas monografías que estudian el proceso a escala local, comarcal y provincial. Un balance general en los trabajos de Germán Rueda. Un planteamiento de conjunto todavía muy útil es el artículo de Josep Fontana, “La desamortización de Mendizábal y sus antecedentes”, reeditado en Ángel García Sanz y Ramón Garrabou (Eds.), Historia agraria de la España contemporánea. Vol. 1. Cambio social y nuevas formas de propiedad (1800-1850), Barcelona, Crítica, 1985, pp. 219-244.

Sobre la producción de trigo es fundamental la Tesis Doctoral de Rafael Barquín, El mercado español de trigo en el siglo XIX, 1999, Universidad de Burgos, Facultad de Económicas y Empresariales. En esta línea de reconstruir las principales variables del sector agrario antes de la existencia de estadísticas agregadas cabe señalar el libro de Miguel Ángel Bringas Gutiérrez, La productividad de los factores en la agricultura española (1752-1935), Madrid, Banco de España, 2000, que centra su atención en la evolución de la productividad del trabajo, la tierra y el capital, este último a través de la simiente.

Una panorámica de la evolución del sector agrario español durante el siglo XIX pero que centra su atención mucho más en el último tercio de la centuria es la obra de James Simpson, The Spanish Agriculture. The long siesta, Londres, Cambridge University Press, 1995. Existe traducción castellana de 1997 publicada por Alianza Editorial. En lo que hace referencia a la viticultura, los vinos de Jerez han sido objeto de estudio por J. Simpson, “La producción de vinos en Jerez de la Frontera, 1850-1900”, en P. Martín Aceña y L. Prados de la Escosura (Eds.), La nueva historia económica en España, Madrid, Tecnos, pp. 166-191; J. Maldonado, La formación del capitalismo en el marco de Jerez, Madrid, Ministerio de Agricultura, 1999. Hay que destacar, por otra parte, los trabajos más recientes sobre empresas que han protagonizado la expansión del vino de Jerez: Paloma Fernández Pérez, “Challenging the Loss of an Empire: González & Byass of Jerez”, Business History, vol. 41, n.° 4, (oct. 1999), pp. 72-87, y E. Montañés, La empresa exportadora d el Jerez. Historia Económica de Gonzalez Byass, 1835-1885, Universidad de Cádiz-Instituto de la Empresa Familiar, 2000. Los vinos y aguardientes catalanes tienen en el trabajo de Jaume Torras, “Aguardiente y crisis rural. Sobre la coyuntura vitícola, 1793-1832”, en A. García Sanz y R. Garrabou (Eds.), Historia agraria de la España contemporánea. 1. Cambio social y nuevas formas de propiedad, Barcelona, Crítica, 1985, pp. 151-174, uno de los mejores estudios. Para la relación entre agricultura e industrialización a mediados del siglo XIX en el Principado, P Pascual, Agricultura i Industrialització a la Catalunya d el segle XIX, Barcelona, Crítica, 1990. Para el caso valenciano los trabajos de Juan Piqueras, La agricultura valenciana de exportación y su formación histórica, Madrid, Ministerio de Agricultura, 1985; y La vid y el vino en el País Valenciano, Valencia, Institución Alfonso el Magnànimo, 1981. En general, para la agricultura valenciana del siglo XIX puede consultarse la síntesis de Jesús Millán, “L’economia i la societat valencianes, 1830-1914. Les transformacions d’un capitalisme periferie”, Historia del País Valencia, vol. V, Barcelona, Edicions 62, pp. 29-76.

El aceite tiene entre sus mejores investigaciones las llevadas a cabo por J. F. Zambrana, “El olivar español, 1870-1900”, en R. Garrabou y J. Sanz (Eds.), Historia agraria de la España contemporánea. 2. Expansión y crisis (1850-1900), Barcelona, Crítica, 1985, pp. 301-320. La expansión de la naranja y su inserción en la expansión de la agricultura valenciana, en R. Garrabou, Un fals dilema. Modernitat o endarreriment de Vagricultura valenciana, 1850/1900, Valencia, Institució Alfons el Magnànim, 1985. Para una síntesis interpretativa excelente de la agricultura valenciana del siglo XIX es fundamental el trabajo de E. Mateu y S. Calatayud, “La evolución de la agricultura valenciana: algunos aspectos (1840-1930)”, en J. Azagra; E. Mateu y J. Vidal Olivares (Eds.), De la sociedad tradicional a la economía moderna. Estudios de Historia Valenciana contemporánea, Alicante, Instituto Juan Gil-Albert, 1996, pp. 101-124.

La ganadería a fines del Antiguo Régimen y comienzos del siglo XIX tiene en el trabajo de Angel García Sanz una investigación fundamental, “La agonía de la Mesta y el hundimiento de las exportaciones laneras: un capítulo de la crisis económica del Antiguo Régimen en España”, publicado en 1978 y reeditado en Angel García Sanz y R. Garrabou (Eds.), Historia agraria de la España contemporánea. Vol. I. Cambio social y nuevas formas de propiedad (1800-1850), Barcelona, Crítica, pp. 174-216.

En lo que se refiere al comercio exterior, el análisis histórico del siglo XIX es tributario de las investigaciones de Leandro Prados de la Escosura, Comercio exterior y crecimiento económico en España, 1826-1913: tendencias a largo plazo, Madrid, Banco de España, 1982; De Imperio a nación. Crecimiento y atraso económico en España (1780-1830), Madrid, Alianza, 1988; y “El sector exterior español durante el siglo XIX”, en G. Anes (Ed.), Historia Económica de España. Siglos XIX y XX, Barcelona, Galaxia Gutemberg-Círculo de Lectores, 1999, pp. 289-339.

A.3. Industria

Para las manufacturas reales y su decadencia existen varias monografías que analizan con detalle la historia de algunos de los más importantes establecimientos, pero la visión de síntesis más útil es la realizada por Juan Helguera, “La reales Fábricas”, en F. Comín y P. Martín Aceña (Dirs.), Historia de la empresa pública en España, Madrid, Espasa-Calpe, 1991, pp. 51-87.

Una visión de conjunto de la industria algodonera catalana, sus orígenes, mecanización y evolución de la producción se puede encontrar en el libro de J. Maluquer de Motes, Historia econòmica de Catalunya, segles XIX i XX, Barcelona, Universitat Oberta de Catalunya-Edicions Proa, 1998, y en el trabajo más de largo plazo “Cataluña, avanzada de la industrialización”, en L. Germán, E. llopis, J. Maluquer y S. Zapata (Eds.), Historia Económica Regional de España. Siglos XIX y XX, Barcelona, Crítica, pp. 356-389. Por su parte A. Sánchez, “La empresa algodonera en Cataluña antes de la aplicación del vapor, 1783-1832”, en E Comín y P. Martín Aceña (Eds.), La empresa en la historia de España, Madrid, Civitas, 1996, pp. 155-170, plantea los prolegómenos de la transición del sector algodonero desde la industria dispersa hasta los inicios de la mecanización. El trabajo de Juan Ramón Roses, “La integración vertical en el sector algodonero catalán, 1832-1861”, en S. López García y J. M. Valdaliso (Eds.), ¿Que inventen ellos? Tecnología, empresa y cambio económico en la España contemporánea, Madrid, Alianza, 1997, pp. 249-280; constituye un excelente trabajo sobre el proceso de integración de vertical de las empresas textiles algodoneras catalanas como fórmula de consecución de economías de escala y de adaptación a las particulares características del mercado de consumo de tejidos en la España del siglo XIX.

Por otra parte, y por lo que hace referencia al textil lanero de Tarrasa y Sabadell, es de obligada consulta el trabajo de Josep María Benaul, “Realidades empresariales y estructura productiva en la industria textil lanera catalana, 1815-1870”, en F. Comín, y P. Martín Aceña, (Eds.), La empresa en la historia de España, Madrid, Civitas, 1996, pp. 171-186.

Para los orígenes de la industria textil lanera de Alcoy resulta fundamental el trabajo de Ll. Torró, “Al voltant deis origens de la industrialització valenciana”, en J. Azagra, E. Mateu y J. Vidal Olivares (Eds.), De la sociedad tradicional a la economía moderna. Estudios de historia valenciana contemporánea, Alicante, Instituto Juan Gil-Albert, 1996, pp. 34-61, y del mismo autor, Protoindustrializtació i acumulado originària de capital a la vila d Alcoi, Tesis Doctoral, Universidad de Alicante, 1999. En lo que se refiere a la consolidación de la industrialización capitalista en el siglo XIX, el trabajo de referencia es el de J. Cuevas, Los orígenes financieros de la industria de Alcoi, Tesis Doctoral, Universidad de Alicante, 1999.

El textil antequerano y la industrialización del sector en Andalucía tienen, en el libro de Antonio Parejo, Industria dispersa e industrialización en Andalucía. El textil antequerano, 1750-1900, Málaga, Universidad de Málaga y Ayuntamiento de Antequera, 1987, su mejor exponente. Además es de obligada consulta el libro La industria lanera española en la segunda mitad del siglo XIX y el artículo “Producción y consumo industrial de lana en España (1849-1900)”, Revista de Historia Económica, VII, 3, 1989, pp. 589-618. Para el conjunto de las bases de la industrialización andaluza es importante el trabajo de A. Parejo y Andrés Sánchez Picón, “La industrialización andaluza: un balance historiográfíco de veinticinco años de investigación”, en A. Parejo y A. Sánchez Picón (Eds.), Economía andaluza e historia industrial, Motril, Asukaría Mediterránea, 1999, pp. 13-63.

La industria sedera valenciana tiene su mejor monografía en el libro de Vicente Martínez Santos, Cara y cruz de la sedería valenciana (siglos XVIII-XIX), Valencia, Institució Alfons el Magnànim, 1981. Para la inserción de la especialización sedera dentro del contexto de la economía y la sociedad valenciana del siglo XIX es imprescindible el análisis histórico de Jesús Millán en “L’economia i la societat valencianes, 1830-1914. Les transformacions d’un capitalisme periféric”, en Historia d el País Valencia. Vol. V. Epoca contemporania, Barcelona, Edicions 62, 1990, pp. 29-76.

La minería del carbón y la siderurgia asturiana, pionera en el inicio del proceso de industrialización, tiene en el libro de Germán Ojeda, Asturias en la industrialización española, 1833-1907', Madrid, Siglo XXI-Universidad de Oviedo, 1985, uno de los mejores trabajos. Por su parte, la minería antes de 1868 especialmente la de propiedad estatal cuenta con el trabajo de Rafael Dobado, “La minería estatal española, 1748-1873”, en F. Comín y P. Martín Aceña (Dirs.), Historia de la empresa pública en España, Madrid, Espasa-Calpe, 1991, pp. 89-134. Para la minería del carbón el trabajo de S. Coll y C. Sudriá, El carbón en España, 1770-1961. Una historia económica, Madrid, Turner, 1987, continúa siendo decisivo.

La producción metalúrgica andaluza y en general la española hasta 1913, puede seguirse en sus líneas generales a través del libro de J. Nadal, El Fracaso de la Revolución Industrial en España, 1814-1913> Barcelona, Ariel, 1975, pp. 155-187. También J. Nadal ha abordado la regionalización de la industria española en el siglo XIX a partir del estudio de la Contribución Industrial y del Comercio en “La industria fabril española en 1900. Una aproximación”, en J. Nadal, A. Carreras y C. Sudriá, La economía española en el siglo XIX. Una perspectiva histórica, Barcelona, Ariel, 1987, pp. 23-61. Más recientemente, el mismo autor ha trazado una panorámica de síntesis del proceso de crecimiento industrial en “Industria sin industrialización”, en G. Anes (Ed.), Historia Económica de España. Siglos XIX y XX, Barcelona, Círculo de Lectores, 1999, pp. 185-222.

Una visión de la importancia de los factores físicos, institucionales y culturales como restricciones al crecimiento y al desarrollo industrial, en G. Tortella, “A latecomer: the modernization of the Spanish economy, 1800-1900”, en M. Teich y R. Porter (Eds.), The Industrial Revolution in national context. Europe an d USA, Cambridge, Cambridge University Press, 1996, pp. 184-200.

Resulta muy útil el esfuerzo de síntesis con muchas aportaciones personales y novedosas el trabajo de José Luis García Delgado y Juan Carlos Jiménez, “Industria y energía” para la Historia de España de Ramón Menéndez Pidal. Vol. XXXIII. Los fundamentos de la España liberal (1834-1900). La sociedad, la economía y las formas de vida, Madrid, Espasa-Calpe, 1997, pp. 311-351. En particular resulta muy interesantela perspectiva comparada que se lleva a cabo de la industrialización española con la europea en el siglo XIX.

Sobre la utilización de la energía hidráulica en el textil, en particular en Cataluña, es fundamental el trabajo de A. Carreras, “El aprovechamiento de la energía hidráulica en Cataluña, 1840-1920”, Revista de Historia Económica, I, 2, 1983, pp. 31-64.

A.4. Los transportes

Sobre la situación de los transportes en la época anterior a la instalación del ferrocarril constituye un texto fundamental el libro de Santos Madrazo, El sitema de transportes en España, 1750-1850, Madrid, Colegio de Ingenieros de Caminos-Turner, 1984. Para el ferrocarril, el trabajo pionero de A. Casares, Estudio histérico-económico de las construcciones ferroviarias españolas en el siglo XIX, Madrid, Instituto de Cooperación Iberoamericana, 1973; supone un primer esfuerzo de comprensión del surgimiento del ferrocarril en España. Sin embargo, los trabajos más completos son, por orden cronológico, el libro coordinado por M. Artola, Los Ferrocarriles en España, 1844-1944, Madrid, Alianza-Banco de España, 1978; el de A. Gómez Mendoza, Ferrocarriles y cambio económico en España (1855-1913). Un enfoque de Nueva Historia Económica, Madrid, Alianza Editorial, 1982; y el trabajo colectivo de F. Comín, P. Martín Aceña, M. Muñoz y Javier Vidal Olivares, 150 años de Historia de los Ferrocarriles españoles, Madrid, Fundación de los Ferrocarriles Españoles-Anaya, 1998. El primero de ellos supone el primer análisis histórico-económico del ferrocarril y su impacto económico a largo plazo, así como la obra pionera en conseguir una aproximación histórica rigurosa a las empresas de ferrocarril más importantes; Norte y MZA. El segundo plantea el papel del ferrocarril en la Renta Nacional desde la perspectiva del ahorro social. Supone además un primer estudio sobre las mercancías que transportaban las grandes compañías privadas hasta la Guerra de 1914. El último de los citados libros recoge una visión a más largo plazo, así como un compendio general de la aportación del ferrocarril a los diferentes ámbitos de la economía y la sociedad española, especialmente el volumen I, dedicado al período 1750-1914. Recientemente se ha publicado el libro editado por M. Muñoz, J. Sanz y Javier Vidal Olivares (Eds.), Siglo y medio del ferrocarril en España, 1848-1998. Economía, Industria y Sociedad, Madrid, Fundación de los Ferrocarriles Españoles, Caja de Ahorros del Mediterráneo y Instituto de Cultura Juan Gil-Albert, 1999, que supone una recopilación de trabajos entre los que destaca el de los impactos del ferrocarril en las regiones y el avance tecnológico e industrial.

Sobre el transporte marítimo resulta de gran utilidad la visión a largo plazo que ofrece Jesús María Valdaliso, La navegación regular de cabotaje en España en los siglos XIX y XX. Guerras de fletes, conferencias y consorcios navieros, Vitoria, Gobierno Vasco, 1997, y el trabajo clásico de Esperanza Frax, Puertos y comercio de cabotaje en España, 1857-1934, Madrid, Banco de España, 1981, que aborda el movimiento de los puertos españoles desde que se inicia el recuento estadístico centralizado en 1857, tanto para valores como para volumen de mercancías.

A.5. Banca y sistema financiero

Sobre la banca española del siglo XIX son fundamentales los trabajos realizados por Pero Tedde de Lorca. Sobre el San Carlos, el mismo Tedde llevó a cabo en 1988 una monografía, El Banco de San Carlos, Madrid, Alianza. Una visión de conjunto a la vez de síntesis e innovación investigadora es su trabajo titulado “La Banca” para la Historia de España de Ramón Menéndez Pidal. Vol. XXXIII. Los Fundamentos de la España Liberal, 1834-1900). La sociedad, la economía y las formas de vida, Madrid, Espasa-Calpe, 1997, pp. 355-390. El clásico trabajo de Hamilton sobre el San Carlos en El Banco de España. Una historia económica, Madrid, Banco de España, 1970. Más recientemente P. Tedde ha publicado un monumental trabajo de investigación sobre El Banco de San Fernando, Madrid, Alianza Editorial-Banco de España, 1999. En colaboración en tareas editoriales con Carlos Marichal es también fundamental para la trayectoria bancaria del siglo XIX el libro, La formación de los bancos centrales en España y América Latina, vol. I, Madrid, Banco de España, 1994. En este volumen es de obligada consulta la aportación de Caries Sudriá, “Los bancos emisores provinciales en la España del siglo XIX”, pp. 81-107. El libro de Gabriel Tortella, Los orígenes d el capitalismo en España. Banca, Industria y Ferrocarriles en el siglo XIX, Madrid, Tecnos, 1973, contiene un análisis pionero del papel de la banca en el proceso de industrialización español.

Un balance más general y de largo plazo que recoge las principales aportaciones al papel de la banca en la década de 1980 es la síntesis de Pablo Martín Aceña, “Desarrollo y modernización del sistema financiero, 1844-1935”, en Nicolás Sánchez Albornoz (Comp.), La modernización económica de España, 1830-1930, Madrid, Alianza, 1985, pp. 121-146. Finalmente es importante reseñar el libro editado por P. Martín Aceña y Manuel Titos Martínez, El sistema financiero en España. Una síntesis histórica, Granada, Universidad de Granada, 1999, que recoge una panorámica general de la historiografía bancaria.

La Bolsa de Barcelona ha sido estudiada por Josep Fontana en un trabajo clásico, “La vieja Bolsa de Barcelona, 1851-1914”, La Bolsa de Barcelona de 1851 a 1930: líneas generales de su evolución, Documentos y Estudios, V, vol. VIII, Barcelona, Instituto Municipal de Historia, 1961. Posteriormente ha sido Xavier Tafunell quien ha dedicado más esfuerzos al estudio del comportamiento histórico de la bolsa de Barcelona. Véase su síntesis dentro del panorama general español de 1989 “Asociación mercantil y bolsa”, en A. Carreras (Coord.), Estadísticas históricas de España. Siglos XIX-XX, Madrid, Banco Exterior, pp. 461-494; y sus trabajos con L. Castañeda de 1998, en particular la reconstrucción del índice de la Bolsa barcelonesa: X. Tafunell y Ll. Castañeda, “Un índice de cotización de la Bolsa de Barcelona”, en La política monetaria y las fluctuaciones de la economía española en el siglo XIX. Homenaje a Joan Sarda i Dexeus, Barcelona, Departament d’Història Econòmica, Universitat de Barcelona, pp. 3-40.

Para la Bolsa de Madrid la investigación de mayor alcance es la de A. Hoyo, “La evolución de la Bolsa y las fluctuaciones de la economía española”, La política monetaria y las fluctuaciones de la economía española en el siglo XIX. Homenaje a Joan Sarda i Dexeus, Barcelona, Departament d’Història i Institucions económiques, 1998. Para el papel de los banqueros privados en la economía española y en el sistema financiero, véanse los trabajos de José Ramón García López, “Banqueros y comerciantesbanqueros, clave oculta del funcionamiento del sistema bancario español del siglo XIX”, Moneda y Crédito, 175, 1985, pp. 59-85, y “El sistema bancario español del siglo XIX: ¿Una estructura dual? Nuevos planteamientos y nuevas propuestas”, en J. Hernández Andreu y J. L. García Ruiz (Comp). Lecturas de historia empresarial, Madrid, Civitas, 1994, pp. 377-400.

A.6. Hacienda

Sobre la crisis del Antiguo Régimen, los problemas presupuestarios de la Monarquía Absoluta y la transición al liberalismo, las obras clásicas de Josep Fontana siguen siendo una referencia básica en la historia de la Hacienda española; en especial la relación entre el desmoronamiento del Absolutismo y la cuestión fiscal: La quiebra de la Monarquía Absoluta, 1814-1820, Barcelona, Ariel, 1971; y Hacienda y Estado en la crisis final del Antiguo Régimen español, 1823-1833, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 1973. Hay que destacar también la interpretación de este mismo autor sobre la escasa innovación que supuso el nuevo cuadro tributario de 1845 con respecto al conjunto tradicional de antiguos tributos, a pesar de subrayar la trascendencia de las medidas de la Revolución Liberal y su repercusión en un aumento de la riqueza para la Hacienda y para el conjunto del país: La Revolución liberal (Política y Hacienda), 1833-1845, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 1977.

La obra monográfica de Enrique Fuentes Quintana ha representado, igualmente, una aportación decisiva en el estudio de las reformas tributarias y, en especial, la realizada por Alejandro Mon que, a pesar de sus limitaciones, constituyó un paso necesario en el camino hacia un sistema tributario moderno: Las reformas tributarias en España. Teoría, historia y propuestas, Barcelona, Crítica, 1990.

Más recientemente, y a través de un riguroso método de cuantificación e interpretación, sobresalen los trabajos de Francisco Comín. Como labor de síntesis y una visión a largo plazo, que no rehuye las comparaciones internacionales, este autor ha estudiado los intentos de la modernización de la Hacienda española a lo largo de los siglos XIX y XX y la aportación del sector público al crecimiento económico. Entre la numerosa bibliografía, merece destacarse, especialmente, los dos volúmenes de su obra Hacienda y Economía en la España contemporánea, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 1988; Las cuentas de la Hacienda Preliberal en España (1801-1855), Madrid, Banco de España, 1990; el trabajo “Los monopolios fiscales” en F. Comín y P. Martín Aceña (Dirs.), Historia de la empresa pública en España, Madrid, Espasa-Calpe, pp. 139-172; y, más recientemente, Historia de la Hacienda pública, II, España (1808-1995), Barcelona, Crítica, 1996. A este mismo autor cabe agradecer la dirección de dos números monográficos de la Revista, Hacienda Pública Española, que reúne un numeroso grupo de trabajos sobre la Hacienda española, realizados por un amplio abanico de investigadores. El primero de ellos, Monografías, n.° 1/1994, está dedicado al fraude fiscal en la Historia de España, y constituye uno de los intentos más novedosos y serios de las raíces históricas de este problema desde la implantación de la tributación liberal. El segundo número de la Revista, Monografías, 1996, gira en torno a la trascendencia y repercusiones de la Reforma fiscal de Mon-Santillán de 1845, al asentar los principios de la Hacienda liberal en España y fijar su evolución posterior. Una visión general más reciente de este autor sobre la hacienda española y sus implicaciones para la economía española durante el siglo XIX es la titulada “La Hacienda pública en el siglo XIX”, en G. Anes (Ed.), Historia Económica de España. Siglos XIX y XX, Barcelona, Galaxia Gutemberg-Círculo de Lectores, 1999, pp. 341-400.

La reforma de Mon-Santillán y su influencia a lo largo en la economía española también ha merecido la atención de una obra de conjunto dirigida por Joseba De la Torre y Mario García-Zúñiga, que, a través de los trabajos de un grupo de investigadores ha intentado poner en relación la trayectoria histórica de la Hacienda Pública con los factores de atraso económico español a lo largo del último siglo y medio: Hacienda y crecimiento económico. La Reforma de Mon, 150 años después, Madrid, Gobierno de Navarra/Marcial Pons, 1998.

Para la hacienda colonial contamos con los trabajos de C. Caiz sobre Cuba, “La Revolución Liberal española y el control de la Hacienda cubana (1826-1843)”, Revista de Historia Económica, (1991), 2, pp. 341-360; “Déficit y Hacienda colonial: las desviaciones de fondos y la hacienda de Cuba (1833-1868)”, en El fraude fiscal en la Historia de España, Hacienda Pública Española, 1/1994, pp. 253-261. De la misma autora, “Imperio colonial y reforma tributaria liberal: Cuba, 1822-1868”, en La Reforma fiscal de Mon-Santillán ciento cincuenta años después. Hacienda Pública Española, 1996, pp. 71-83; “Imperio de Ultramar y fiscalidad colonial”, en S. Palazón y C. Saiz Pastor (Eds.), La ilusión de un Imperio. Las relaciones económicas hispanocubanas, Alicante, Universidad de Alicante, pp. 77-93. Para el caso de Puerto Rico, el libro de B. Sonesson, La Real Hacienda en Puerto Rico. Administración, política y grupos de presión (1815-1868), Madrid, Monografía Economía Quinto Centenario, 1990.

A.7. Fuentes

En el apartado relativo a fuentes para la historia económica el siglo XIX es, como se ha reiterado a lo largo del libro, una centuria en buena parte preestadística. Sólo a partir de 1857 y con serias fallas en la elaboración y presentación de resultados, se dispone de censos demográficos o de estadísticas de la contribución industrial o del comercio, muy sesgadas estas últimas por la ocultación fiscal. Para el comercio exterior o el de cabotaje, los datos disponibles también se inician por las mismas fechas. Como instrumento de trabajo básico hay que hacer referencia al libro editado por Albert Carreras en 1989, Estadísticas históricas de España. Siglos XIX y XX, Madrid, Fundación Banco Exterior, que continúa siendo el mejor compendio del conocimiento cifrado de la historia económica de España, si bien sectorialmente se hayan ido introduciendo análisis cuantitativos más refinados. En lo que se refiere a la agricultura, el Grupo de Estudios de Historia Rural (GEHR) editó en 1991 las Estadísticas históricas de la producción agraria española, Madrid, Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, recogiendo información desde mediados del siglo XIX.

Por otra parte, las cifras del Tesoro público son conocidas por los trabajos de Francisco Comín, en particular su trabajo de 1985, Fuentes cuantitativas para el estudio del sector público en España, 1801-1980, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, y en su obra de 1988, Hacienda y economía en la España contemporánea, Madrid, Instituto de Estudios Fiscales.

Respecto a las obras públicas, sólo a partir de 1856 la Dirección General de Obras Públicas empezó a editar los Anuarios de Obras Públicas y las Memorias de Obras Públicas. En estos anuarios se recogen las estadísticas de longitud de carreteras, estado de conservación, inversiones, gastos, obras hidráulicas, puertos, faros y señalizaciones.

Los censos de población se inician en 1857, aunque los primeros no fueron elaborados con gran rigor. Las mismas fechas contemplan el inico de la publicación de las Estadísticas del comercio exterior de España y las Estadísticas de comercio de cabotaje. Las primeras han sido criticadas por el problema de las valoraciones que se hicieron de los productos y mercancías importados y exportados, habiendo sido depuradas con posterioridad, especialmente por los investigadores del comercio exterior como Leandro Prados en las obras ya citadas en este libro y por Antonio Tena (1992), Las estadísticas históricas ¿leí comercio internacional: fiabilildad y comparabilidad, Madrid, Banco de España. En lo que se refiere a las segundas, el trabajo ya citado de Esperanza Frax (1981) constituye el mejor análisis histórico realizado hasta comienzos de 1920.

En cualquier caso es muy útil y conviene consultar el libro editado por S. Coll y J. I. Fortea, Guía de Fuentes cuantitativas para la historia económica de España. Vol. I. Recursos y sectores productivos, Madrid, Banco de España, 1995, ya que recoge buena parte de las bases bibliográficas cuantitativas disponibles para los siglos XVIII y XIX, si bien al no haberse publicado el segundo volumen faltan referencias importantes como las que se refieren a los transportes y las comunicaciones.

A.8. Apéndice documental

Se ha reunido un mínimo apéndice documental que esencialmente recoge los aspectos más importantes de los cambios económicos acaecidos entre 1808 y 1868. Para no hacer muy largo éste, hemos reunido un mínimo de textos que se refieren a puntos importantes de la historia económica del período. El primero de ellos se refiere a la supresión de los señoríos jurisdiccionales {Ley de incorporación de los señoríos jurisdiccionales a la nación, de 6 de agosto de 1811, Diario Oficial del Congreso, vol. I, pp. 193-196, decreto LXXXII). Se trata de una pieza básica en la legislación liberal hispana previa a la Constitución de Cádiz de 1812, en la que se sintetizan los objetivos civiles de las nuevas fuerzas sociales y económicas en ascenso: abolición de los aspectos más externos del feudalismo, pero “legalizando” los territorios pertenecientes a la nobleza como propiedades privadas.

Los ferrocarriles fueron uno de los objetivos centrales de los liberales progresistas a mediados del siglo XIX. La Ley que finalmente acabaría regulando su construcción y explotación aprobada en junio de 1855 ponía fin a algo más de dos décadas de especulaciones acerca de cómo legalmente se iban a reglamentar la construcción de nuevas líneas a partir de un plan general. Esta ley recoge con claridad el espíritu de los legisladores: construir rápidamente los ferrocarriles, bajo el régimen de concesiones privadas y asegurando un mínimo de interés al capital invertido en las compañías.

La reforma monetaria de 1868, asociada a la creación de una nueva moneda -la peseta- constituye un elemento también de cambio importante ya que su implantación vino a vincular mucho más la moneda nacional al franco francés, por su contenido metálico, y porque España se adhería a la Unión Monetaria Latina, en donde la principal divisa era la francesa. Este acuerdo entronizaba el patrón bimetálico (oro-plata) que no duraría más allá de 1883, cuando acabó imponiéndose el patrónoro. La creación de la peseta sobre la base del bimetalismo sirvió para asegurar el crecimiento de la oferta monetaria y por tanto monetizar rápidamente la economía española.
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